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Resumen
En el presente trabajo se dan a conocer las perspectivas del ordenamiento territorial de la pro-

vincia del Sugamuxi a partir del análisis de las problemáticas sociales, económicas y ambientales 
que permitan establecer el curso de competencias instituciones. Teniendo en cuenta los principios 
establecidos en la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial (LOOT), se desarrollan elementos 
de discusión pública de los planteamientos actuales y prospectivos sobre la Cuenca Hidrográfica 
del Lago de Tota, la delimitación de las cotas de paramos y los nuevos esquemas asociativos para la 
provincia de Sugamuxi.

Hablar de Ordenamiento Territorial es tocar una temática de la cual muchos hablan pero que 
pocos conocen, es un reto del Gobierno Nacional de generar dinámicas de desarrollo en los territo-
rios y fomentar la participación social en la toma de decisiones a partir de conocimiento propio de 
aquello seres que han habitado estos espacios geográficos marcados por la cultura, las tradiciones y 
la historia.

El objetivo de esta investigación es el fortalecimiento de las capacidades administrativas a través 
del plan de ordenamiento territorial de la provincia del Sugamuxi, específicamente en los Munici-
pios rivereños del lago de tota, en este sentido dicho plan potencializa la toma de decisiones para 
las administraciones de turno, de tal forma que den posibles soluciones a las problemáticas de las 
sociedad, puntualmente en movilidad vial, construcción de edificaciones, protección y conservación 
de ecosistemas estratégicos. En este sentido se llevara a cabo en su fase inicial un diagnostico en lo 
relacionado a la actualización, revisión documental y puesta en marcha de los POT en cada uno de 
los municipios objetivo de este estudio, luego se hará un análisis de las problemáticas de los munici-
pios y poder conocer la pertinencia entre los POT con respecto a los Municipios. 
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2	  Psicólogo, con Maestría en Políticas Publicas y Gobierno Universidad del Externado, Estudiante  Maestría 
en Administración Publica, Consultor Externo Entidades Territoriales, Gerente Fundación la vida en una Historia, 
johnf215@hotmail.com.

3	  Administrador Publico, Especialista en Proyectos de Desarrollo ESAP, Gerencia de Proyectos UNIBOYACA, 
Estudiante tercer semestre  Maestría en Administración Publica,



ESAP

6

El propósito que de la presente ponencia es dar a conocer los resultados obtenidos del proceso de 
diagnóstico del estado actual del ordenamiento territorial en la provincia del Sugamuxi, especial-
mente los Municipios de Sogamoso, Cuitiva, Tota, Iza y Aquitania ya que hoy es un reto planificar 
los territorios para potencializar sus capacidades y generar desarrollo local que fortalezca los pro-
cesos sociales. 

Con la realización de este trabajo de ponencia, se llegara a obtener unos resultados valiosos para 
la toma de decisiones y la retroalimentación de la información con las autoridades, con las conclu-
siones se llegara a tener una percepción amplia del ordenamiento en esta parte del territorio. 

Palabras claves: Ordenamiento territorial, ruralidad, campesino, campo, conocimiento, ances-
tros, clases sociales, territorio, espacio geográfico

Introducción

Una familia campesina que ama su tierra como su más preciado tesoro, valora porque es su sus-
tento y el pan de cada día, en su pequeño espacio que guarda la historia de su ancestro y es su libro 
donde se guardan las huellas de su historia. Con su humildad vanagloria las gestas, demostrando 
el tesón y firmeza. Sin embargo, con un preciado tesoro, Colombia ocupado el segundo lugar en 
biodiversidad, hoy está entre las 12 naciones más mega diversas de los planetas. Tiene el privilegio 
de pocos al contar con variedad de riquezas naturales y diversidad de ecosistemas, las cuales se 
encuentran a lo largo y ancho del territorio que hace que cada acción a realizar tenga una mirada 
apuntando a la misma conformación del suelo. En esta perspectiva, ya que esté de acuerdo a la zona 
donde se encuentre provee elementos particulares que definen características especiales y aún más 
lo diferencian de otro, como para que se formalice la formalización del ordenamiento.

En cualquier caso, al hablar de Ordenamiento Territorial en Colombia es retrotraer los años de 
la epoca de la colonia, la Confederación Granadina (1858), los Estados Unidos de Colombia (1863) 
, la Nueva Granada, llegando finalmente a la Republica de Colombia (1991). De esta manera, se fue 
conformando el territorio colombiano, delimitando cada dia su linderos con los paises vecinos e 
internamente formando las regiones y los departamentos en la perspectiva histórico- cultural. Bata 
con revisar que para el año de 1947, con la Ley 18 el Gobierno Nacional buscaba que los Muinicipios 
inicien un proceso en la identificación de las áreas de expansión y de ubicar aquellos lugares de in-
terés para sus habitantes como espacios públicos, lugares de encuentro social como los son las áreas 
comunes de relacionamiento comunitario, zonificando las áreas e iniciando a dar los primero pasos 
con el ordenamiento. 

Dentro de la construcción histórica de Colombia y de Latinoamérica se destaca la crisis que se 
presentó en los años 30s donde la recesión que se presenta en los Estados Unidos y para sus efectos 
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sobre sus aliados comerciales. Se afectan drásticamente aquellos con quienes tenían intereses eco-
nómicos, “para el caso Colombiano el pais fue uno de los que se vieron menos afectados por la gran 
depresión, uno de los principales determinantes fue que las exportaciones de café colombiano se 
desempeñaron relativamente bien, aunque el precio cae la producción de los sacos de café aumento 
con una tasa promedio de 2.8%” (Banco de la Republica, 2016)

Con la Constitución Política de 1986 y la primera elección de Alcaldes Municipales a través del 
voto popular en 1988 el Gobierno Centralista inicia a entregarles a los terrarios responsabilidad 
e inicia la descentralización Administrativa. Hecho que le permitió a los territorio el decidir qué 
rumbo tomar y la corresponsabilidad de dar respuesta a las necesidades de los pueblos en temas de 
servicios públicos, educación, salud, deporte y como la administración local promueve la participa-
ción ciudadana en la toma de decisiones y en el mejoramiento de su territorio a partir de los proce-
sos conocidos como los mandatos comunitarios, para construir escuelas, vías, acueductos, iglesias, 
alcaldías entre otros. 

Objetivo General 

Presentar un panorama general sobre las capacidades institucionales y de las organizaciones so-
ciales en la provincia del Sugamuxi. Bajo los conceptos establecidos en la legislación colombiana 
sobre el Ordenamiento Territorial.

Objetivos Específicos 

1.	 Identificar las dinámicas locales que se presenta a partir del ordenamiento del territorio en 
la provincia del Sugamuxi.

2.	 Presentar evidencias sobre las acciones que propendan por la generación de desarrollo local 
a partir del ordenamiento territorial.

3.	 Brindar los elementos el debate público con organizaciones sociales y entidades territoriales 
para la solución de problemáticas sociales y ambientales que aquejan a las comunidades.

Hipótesis del Trabajo

En los procesos de ordenamiento del territorio se presenta una baja articulación de las acciones 
institucionales para la toma de decisiones que promuevan dinámicas de desarrollo local y regional 
en la provincia del Sugamuxi.
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En los procesos de ordenamiento del territorio se afectan las acciones que fomentan la autono-
mía y liderazgo de las comunidades para el mejoramiento de sus condiciones de vida en los munici-
pios que conforman la provincia de Sugamuxi.

Justificación 

El ordenamiento del territorio le permite a las entidades territoriales ejercer un poder y decidir 
sobre el futuro de la región. Basta con revisar las noticias de la semana y encontrar que hace unos 
días se daba en el Senado de la República que alertaba a las autoridades sobre las falencias que se 
presentaba en la actualización de los documentos de los planes de ordenamiento territorial. Bajo 
la definición de ordenamiento territorial como “un instrumento de planificación y de gestión de las en-

tidades territoriales y un proceso de construcción colectiva de país, que se da de manera progresiva, gradual 

y flexible, con responsabilidad fiscal, tendiente a lograr una adecuada organización político administrativa 

del Estado en el territorio, para facilitar el desarrollo institucional, el fortalecimiento de la identidad cultural 

y el desarrollo territorial, entendido este como desarrollo económicamente competitivo, socialmente justo, 

ambientalmente y fiscalmente sostenible, regionalmente armónico, culturalmente pertinente, atendiendo a la 

diversidad cultural y físico-geográfica de Colombia.” (Congreso de la República, 2011). Bajo este marco 
normativo, los municipios vienen adelantando su actualización a los POT modernos orientados por 
las directrices del Departamento Nacional de Planeación. 

En el presente estudio de caso, el departamento de Boyacá es un Departamento se encuentra 
integrado por trece (13) provincias y un total de 123 Municipios. Dentro de estas provincias se en-
cuentra la denominada provincia del Sugamuxi cuya capital es el municipio de Sogamoso. Dentro 
de este contexto, es importante no solo por la existencia del templo del sol y del museo arqueológico 
Suamox, con asiento de la empresa Acerías Paz de Rio. En esta región, con este cumulo de riquezas 
naturales se viene presentando una serie de debates que involucran la utilización de sus recursos y 
el ordenamiento territorial. Cabe recordar que la provincia del Sugamuxi, posee el espejo de agua 
más grande de Colombia, la Laguna de Tota dinamizador de la economía para las familias campe-
sinas que habitan en esta parte del territorio boyacense y que debido a sus características de altura 
y componentes de Cuenda hidrográfica en también foco de intercambio de acciones de las diversas 
organizaciones públicas y privadas de la región.

El ordenamiento territorial en la provincia del Sugamuxi pone el dedo en la llaga cuando se men-
cionan palabras como paramos, cuencas y demás recursos naturales. En este caso, frente a la promul-
gación del proyecto de ley paramos4 . En este debate se ha generado al interior de las comunidades 

4	  El proyecto de ley estipula “en los ecosistemas de humedales se podrán restringir parcial o totalmente las acti-
vidades agropecuarias, de exploración de alto impacto y explotación de hidrocarburos y minerales con base en estudios 
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rurales, una preocupación de las familias se encuentra en reconocer las implicaciones que puede 
tener sobre ellas, ya que no se les permitirá seguir realizando sus actividades de sustento familiar. 
Estas inquietudes son notorias en la Provincia del Sugamuxi, donde la mayoría de municipios que 
la conforma se encuentran clasificados entre el rango de 2800 a 3200 m.s.n.m. Un ejemplo de esta 
reflexión es el municipio de Aquitania, donde su casco urbano está ubicado en una altura de 3030 
m.s.n.m. y es denominada como la capital cebollera de Colombia. En este municipio, el sustento de 
las familias está basado en la producción de la agricultura. También se presenta el caso de Mongua, 
donde su altura barométrica se considera en 2.975 metros sobre el nivel del mar en la parte urbana 
y llega a alcanzar los 4000 metros en sectores como Palo Armado, Morro de Uche, donde se regis-
tran adicionalmente 365 kilómetros cuadrados de extensión total del municipio y se evidencia que 
alrededor del 60 % que se encuentra entre las cotas que no se pueden intervenir según el proyecto 
de ley en curso.

Otras disposiciones presentadas en el ordenamiento del territorio es la que se presenta en los 
Planes de Ordenamiento para algunas zonas específica. Bajo los principios rectores que se brindan 
en la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial (LOOT), los departamentos pueden: “establecer 
directrices y orientaciones para el ordenamiento de la totalidad o porciones específicas de su terri-
torio”. En este entendido, las Cuenca del Lago de Tota (CLT) tiene como principal característica la 
baja presencia del Estado, que se evidencia en la ausencia de una política de control a los procesos de 
crecimiento de los asentamientos que vierten sus aguas residuales al Lago, como en el caso del muni-
cipio de Aquitania” (Corpoboyaca, 2005). Esta problemática hace necesario que el Estado tome par-
tido en las decisiones de interés ambiental y promueva en cada espacio geográfico de asentamiento 
comunitario, incentive la participación y las soluciones de manejo a la problemática ambiental. Este 
se convierte en foco de inquietudes y debates que presentan actualmente esta provincia, ya que la 
principal finalidad de Consejo de cuenca consiste en contribuir a que exista uso racional y sostenible 
del ecosistema Lago de Tota y su cuenca, procurando mejoramiento de sus características ecológicas 
y bienestar de las comunidades (Consejo Cuenca Lago de Tota,, 2015)

Por otra parte, el ordenamiento de territorio se puede dar soluciones a problemáticas en temas 
de disposición de residuos proveniente de los municipios y que hoy representan una crisis ambien-
tal, “Otro dato revelador fue evidenciar que en solo dos rellenos sanitarios, el de Sogamoso y el de 
Tunja, donde se concentra el 82% de las basuras que se generan en 99 de los 123 municipios del de-
partamento” (Caracol Televisión, 2017). Las iniciativas presentadas sobre la organización territorial 
y los problemas en común que tiene los municipios de la provincia del Sugamuxi, hace necesario que 
se estos se organicen bajo el esquema considerado en la LOOT. La figura de la Región de Planifica-

técnicos, económicos, sociales y ambientales adoptados por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible o quien 
haga sus veces”
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ción y Gestión5, planteada en los diversos foros y acuerdos de voluntades de los municipios, donde 
esto permitiría el fortalecimiento de las capacidades institucionales de las entidades territoriales y 
sea un principio fundamental para toma de decisiones en conjunto y para la gestión de proyectos 
que tengan impacto regional. (RCN Noticias, 2017)

Metodología
La metodología que se utilizo fue el estudio de caso, a partir de los referentes normativos  y expe-

riencias de la provincia de Sugamuxi, de igual forma se acude al campo y se entabla la comunicación 
directa con los habitantes y autoridades municipales con el fin de recopilar información primaria 
que será contrastada con datos bibliográficos existentes al respecto. 

Instrumentos 
Para esta investigación se utilizó la entrevista, matriz de acciones y revisión documental de los 

POT y la normatividad vigente frente a los tipos de organización territorial. 

Por medio de los mecanismos de participación ciudadana, los habitantes de los Municipios co-
lindantes con el Lago de Tota han realizado algunas acciones referentes a encuentros comunitarios 
y foros ambientales, como estrategia de participación en la toma de decisiones que pueden afectar 
sus actividades productivas y de sustento, es por esto que se hizo necesario dialogar personas de la 
región y conocer su punto de vista frente al ordenamiento del territorio. 

Después de haber realizado el levantamiento de información se procedió a realizar un análisis 
y una caracterización por el grado de importancia de acuerdo a criterios definidos por el grupo de 
investigación, este ejercicio facilito tener una organización bibliográfica en temas de ordenamiento 
territorial, problemática actuales y expectativas de las comunidades y autoridades. También se hizo 
necesario determinar los temas de interés y se identifico el tema ambiental, el tema cultural, el tema 

5	  ARTÍCULO 19. REGIONES DE PLANEACIÓN Y GESTIÓN. En virtud de lo estipulado en el artículo 285 de 
la Constitución Política, créanse las Regiones de Planeación y Gestión (RPG). Para los efectos previstos en esta ley, 
se consideran regiones de Planeación y Gestión las instancias de asociación de entidades territoriales que permitan 
promover y aplicar de manera armónica y sostenible los principios de complementariedad, concurrencia y subsidiariedad 
en el desarrollo y ejecución de las competencias asignadas a las entidades territoriales por la Constitución y la ley.
Las asociaciones entre entidades territoriales podrán conformar libremente entre sí diversas Regiones de Planeación y 
Gestión, podrán actuar como bancos de proyectos de inversión estratégicos de impacto regional durante el tiempo de 
desarrollo y ejecución de los mismos. Solo se podrán asociar las entidades territoriales afines, de acuerdo con los prin-
cipios expuestos en la presente ley.
Las Regiones de Planeación y Gestión serán los mecanismos encargados de planear y ejecutar la designación de los re-
cursos del Fondo de Desarrollo Regional
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económico y el tema social. Lo que brinda las posibilidades de focalizar el trabajo en máximo dos 
temáticas y poder proponer respuestas a la problemática identificada.

Por último con los resultados obtenidos se entregaran unas conclusiones y estas se socializaran a 
las comunidades y autoridades a través de encuentros comunitarios en ciertas zonas del territorio.

Resultados (análisis)

Con la promulgación de la ley orgánica de ordenamiento territorial (LOOT) esta es una de las 
herramientas con las cuales cuentan las autoridades colombianas, departamentales y territoriales 
para organizar su territorio y contextualziarlo a las necesidades correspondientes a su espacio, su 
cultura, su potencial ambiental y su progreso enfocado al desarrollo. “El ordenamiento territorial 
propiciará las condiciones para concertar políticas públicas entre la Nación y las entidades terri-
toriales, con reconocimiento de la diversidad geográfica, histórica, económica, ambiental, étnica y 
cultural e identidad regional y nacional” (Congreso de la Republica, 2011)

El ordenamiento del territorio se materializa llevando en cuenta una perspectiva interdiscipli-
naria e integral, tendiente al desarrollo equilibrado de las entidades territoriales y las regiones y a 
la organización física del espacio, de acuerdo con una estrategia de desarrollo económico y social. 
La definición de OT, de uso más recurrente, es la que registra la Carta Europea de 19836 (Secretaría 
Técnica COT, 2013)

Así las cosas el  ordenamiento  debe ir a la par del  desarrollo territorial como elemento clave 
el mejoramiento y la satisfacción de las condiciones de vida del ser humano, por lo tanto hay que 
responder  a las exigencias del territorio por lo que  la planificación y gestión requiere responder a 
un proceso de construcción social, que en la lógica  cotidiana debe comenzar con  la participación 
activa de las comunidades como principales  actores y contar con las acotaciones de las  organiza-
ciones  que se encuentren dentro del territorio, con el fin de promover el desarrollo local y regional.

“Es fundamental mencionar que el proceso de conformación de la representación del poder polí-
tico del territorio, a través de la construcción del proceso histórico de la asociación, es precisamente 
a través de este agente de poder que se configura el ordenamiento que hoy se observa en el territorio. 
A pesar de la hegemonía del grupo armado ilegal, el ordenamiento surge de un proceso de concer-
tación del conflicto entre estos dos actores, en donde no se evidencia la participación del Estado”. 
(Sergio Borda, 2013)

6	  Consejo de Europa, Conferencia Europea de Ministros de Ordenamiento Territorial (CEMAT): “Carta Euro-
pea del Ordenamiento del Territorio”, adoptada el 20 de Mayo de 1983, en Torremolinos, España.
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A partir del desarrollo de la entrevista a mandatarios locales y secretarios de planeación muni-
cipal, determinaron que a la fecha existe falencia en los documentos porque no contemplaron el 
tema de gestión de riesgo, también hay zonas identificadas en los documentos del POT de zonas de 
conservación pero que al realizar visitas a estos lugares no coinciden en la caracterización. 

Por medio de la matriz de acciones que propendan por la generación de desarrollo arrojo que el 
renglón del turismo a tomada fuerza y se ha estado fortaleciendo esta actividad económica con la 
construcción de hoteles, posadas comunitarias, restaurantes pero sin cumplir los requisitos de orde-
namiento rural ya que se construyen sin licenciamientos, permisos y las edificaciones no guardan la 
armonía con el territorio. 

Para el caso de las dinámicas de organización se conocieron algunos inicios de organización te-
rritorial  tal como el caso de Bachue organización de planificación y gestión fundada en el año 2017 
pero que a la fecha se ha quedado solo en el papel, porque acciones que estén realizando o tengan 
proyectadas hasta la fecha no se han dado, lo que puede hacer es dinamizar este tipo de organización 
y ponerla en funcionamiento para gestionar recursos que puedan resolver o solucionar la problemá-
tica social, ambiental, económica, entre otros. 

Dentro de los resultados encontrados se encuentran los bajos niveles de capacidad institucional 
para influir en la toma de decisiones que generen dinámicas de desarrollo. 

Predisposición de las comunidades a los procesos  de ordenamiento territorial y bajos niveles de 
confianza en las instituciones estatales, al dialogar con las comunidades se puede identificar que des-
conocen el documento, han realizado intervenciones en zonas de protección ambiental y confunden 
el ordenamiento territorial con censos. 

Necesidad de fomentar la organización territorial para buscar las soluciones en temas como la 
protección del lago de tota para su preservación ambiental, la generación de oportunidades a partir 
del turismo rural sostenible y por ultimo la solución a la disposición final de los residuos.  

La integración de las acciones de ordenamiento territorial en la zona ya que existen varios docu-
mentos pero se evidencia un alto grado de individualización de los estudios realizado y que se han 
quedado en ser medios de consulta pero que como instrumentos de planificación territorial. 

Se entrelazan las zonas urbanas y rurales de manera común no se da funcionalidad e integración 
entre ambas y en sus relaciones se convierten en todo, al conocer algunos POT tienen definidas las 
zonas pero en la realidad la ciudades han ido ampliando su longitud y lo rural se vuelve urbano pero 
la caracterización del suelo es rural, esto también hace que se construya pero que no se cancele el 
impuesto al valor que corresponde. 
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Al ver los ejemplos anteriores donde se evidencia que el territorio de la provincia de Sugamuxi 
en su mayor parte rural reviste gran importancia las acciones que se emprendan para la realización 
del ordenamiento de territorio que necesariamente debe llevar implícito un enfoque de análisis de 
la ruralidad de los Municipios y para que no atente con los derechos a los ciudadanos frente a las 
determinaciones aprobadas en el documento. 

 Conclusiones

A partir del ordenamiento territorial para la provincia del Sugamuxi se pueden promover proce-
sos de desarrollo local y regional y dar solución y manejos a la problemática, social y ambiental que 
aqueja a las comunidades. Es importante resaltar que la realizar la verificación al documento de los 
POT se evidencia que los Municipios están realizando actualización y algunos ya fueron aprobados 
por las corporaciones, esto permite ordenar y dar cumplimiento en temas de protección a ecosiste-
mas, dar un orden al crecimiento de los pueblos y ejercer autoridad para no romper los esquemas 
tanto rural como urbano.

También le va permitir a  las autoridades municipales tener mayor eficiencia en la realización de 
los proyectos con un impacto ambiental y con un enfoque rural. Si las autoridades concentran su 
esfuerzos administrativos y comprenden el impacto que pude generar las formulación y ejecución 
de proyectos regionales, aportara al crecimiento de una región y al mejoramiento de las condiciones 
de vida de los habitantes. 

Se promoverá la protección de los ecosistemas en especial el lago de tota y los paramos porque 
contaran con las herramientas necesarias para poder realizarlos y la generación del fortalecimiento 
de la participación ciudadana como actor importante en la solución a sus problemas. 

Identificación de dinámicas de desarrollo que estén en armonía con el medio ambiente y que 
busquen la sostenibilidad de este espacio geográfico, a través de la región de planeación y gestión 
las entidades territoriales puede gestionar recursos e invertirlos en las necesidades mas apremiantes 
como la construcción de PETAR en los Municipios, tecnificación de los campos y generación de 
capital humano para que tenga las capacidades de enfrentar  los desafíos del mundo global. 

Es importante  fortalecer el capital humano, el capital social en este sentido la creación de redes 
que susciten interés en el estado y ayuden a promover la gobernabilidad,  y el capital natural cono-
cedores de la biodiversidad porque no transformar la realidad a partir de la potencialidad generada 
en el ecosistema de la provincia de Sugamuxi.
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 Se hace necesario que la provincia de Sugamuxi se convierta en una región competitiva territo-
rialmente basada en la interacción de elementos y actores de carácter ecológico, social, cultural y 
económico.
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RETOS DEL MODELO INTEGRADO DE PLANEACIÓN Y GESTIÓN PARA EL 
FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL EN EL POSTCONFLICTO
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RESUMEN 

     El actual contexto del postconflicto plantea nuevos desafíos para la gestión pública en el mar-
co de la transición hacia la consolidación de una paz estable y duradera. Este documento responde 
al planteamiento sobre los retos que las entidades territoriales deben asumir en cumplimiento del 
Modelo Integrado de Planeación y Gestión como una herramienta orientadora en este momento 
histórico.  Con este propósito, se realiza un estudio del modelo, partiendo de su análisis normativo, 
las transformaciones que han sucedido en los sistemas individualmente (Desarrollo Administra-
tivo, Gestión de la Calidad y Control Interno), hasta la consolidación del modelo integrado que 
hoy, se propone  para el fortalecimiento de la gestión integral, con enfoque diferencial. El rol del 
Administrador Público en el postconflicto, como agente dinamizador del ejercicio “comunicativo 
y pedagógico, alternativo e innovador” que plantea el nuevo Modelo, y la ciudadanía permitirán la 
recuperación de la confianza en las instituciones públicas y la construcción de la preciada paz.

PALABRAS CLAVES:  Modelo Integrado de Planeación y Gestión, Posconflicto, Fortalecimien-
to Institucional, Control Interno, Calidad, Eficacia, Eficiencia

INTRODUCCIÓN 
     La gestión pública ha tenido en el país un largo camino incorporando distintos elementos 

y herramientas para mejorar su desempeño y cumplir con el precepto constitucional de los fines 
esenciales y finalidad social del Estado; para lo cual, ha diseñado una serie de sistemas específicos. 
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torial Boyacá – Casanare, E-mail: mariaeyecid@hotmail.com
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Gobernación. E-mail: rokaro81@gmail.com.
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Adicionalmente, si bien han existido lineamientos para una gestión pública eficiente, transparente, 
participativa y cercana a la Sociedad Civil, aún se está lejos de lograr los resultados esperados; por 
ello, una vez más, el actual contexto plantea unos retos particulares, entre los que está, el responder 
a las exigencias de un mundo cada vez más complejo.

     La firma del acuerdo de Paz en Colombia en noviembre de 2016 constituye el inicio de una 
transición hacia lo verdaderamente importante: La verdad, el perdón, la reconciliación, la repara-
ción, la no repetición y la justicia restaurativa. Experiencias en otros países dan fe que esto es posible 
y en estos territorios se evidencia la capacidad estatal como elemento coincidente, que ha jugado un 
papel determinante en la consolidación de una paz estable y duradera. Es por ello, que este ejercicio 
académico busca responder este cuestionamiento: ¿Cuáles son los retos de las Entidades Territoria-
les frente a las orientaciones del Modelo Integrado de Planeación y Gestión y el papel que deben 
jugar, en el marco del postconflicto?

    Primero, se revisa lo formulado en la Constitución Política de 1991 y sus posteriores desarrollos 
legales frente a los Sistemas de Gestión: Control Interno, Desarrollo Administrativo y Calidad en la 
Gestión Pública; los cuales se constituyeron en respuesta a la exigencia de atender de mejor forma, 
las necesidades de la ciudadanía (eficiencia); y con recursos cada vez más escasos (eficacia). Poste-
riormente, se mira el referente normativo y teórico del Modelo Integrado Planeación y Gestión 
MIPG y finalmente; se presenta cómo el Acuerdo Final, reconoce la importancia del fortalecimiento 
de las entidades públicas para atender los nuevos requerimientos.

METODOLOGÍA
 

     A partir de la experiencia laboral en el  sector público de las autoras, se puede evidenciar 
como resulta cada día más complejo, atender las diversas demandas sociales, las responsabilidades 
y competencias entregadas a las entidades territoriales son mayores y los recursos más escasos; dis-
minuyendo la capacidad institucional de respuesta y el debilitamiento de la presencia estatal en los 
territorios. Razón por la cual, se ha orientado el trabajo de la Consultoría de la Maestría en Admi-
nistración Pública sobre este tema y las posibilidades de fortalecimiento institucional a partir de la 
implementación del Modelo Integrado de Planeación y Gestión.

     Es un análisis básico que involucra la construcción de un marco normativo que justifica la 
existencia e importancia de este nuevo Modelo Integrado de Gestión y por otro, contrasta los co-
nocimientos teóricos con la realidad del postconflicto y la posibilidad de fortalecimiento de los 
municipios colombianos; especialmente, los más pequeños y afectados históricamente por el con-
flicto armado en sus territorios. Finalmente, se emplea la investigación documental, en la consulta 
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de libros, artículos y ensayos de revistas y periódicos, documentos, informes y normatividad sobre 
los temas objeto de análisis.

PRIMEROS SISTEMAS DE GESTIÓN EN COLOMBIA

     Como su nombre lo indica, el nuevo modelo integra tres Sistemas de Gestión ya desarrollados 
e implementados en las Entidades Públicas Colombianas: El Sistema de Desarrollo Administrativo 
SISTEDA, el Sistema de Control Interno, con su Modelo Estándar de Control Interno MECI, y el 
Sistema de Gestión de la Calidad, la Norma Técnica de Calidad para la Gestión Pública NTCGP; de 
los cuales, normativa y cronológicamente se muestra su surgimiento, a continuación:

     En cumplimiento de lo ordenado en los artículos 209 y 269 de la Constitución Política de 
1991, se expide la Ley 87 de 1993, mediante la cual se establece el Sistema de Control Interno, “…
integrado por el esquema de organización y el conjunto de los planes, métodos, principios, normas, 
procedimientos y mecanismos de verificación y evaluación adoptados por una entidad, con el fin 
de procurar que todas las actividades, operaciones y actuaciones, así como la administración de la 
información y los recursos, se realicen de acuerdo con las normas constitucionales y legales vigentes 
dentro de las políticas trazadas por la dirección y en atención a las metas u objetivos previstos.” 
Posteriormente, casi 12 años más tarde, mediante el Decreto 1599 de 2005, se establece el Modelo 
Estándar de Control Interno MECI; actualizado mediante el Decreto 943 de 2014.

     El Sistema de Desarrollo Administrativo se define como “un conjunto de políticas, estrategias, 
metodologías, técnicas y mecanismos de carácter administrativo y organizacional para la gestión y 
manejo de los recursos humanos, técnicos, materiales, físicos, y financieros de las entidades de la 
Administración Pública, orientado a fortalecer la capacidad administrativa y el desempeño insti-
tucional, de conformidad con la reglamentación que para tal efecto expida el Gobierno Nacional”, 
fundamentado en las políticas de desarrollo administrativo del Departamento Administrativo de 
la Función Pública DAFP y en el Plan Nacional de Formación y Capacitación, en conjunto con la 
ESAP (Ley 489 de 1998). 

     Consecuentemente, el Gobierno Nacional realizó la reglamentación del Sistema, señalando 
que el Desarrollo Administrativo es un “proceso de mejoramiento permanente y planeado para la 
buena gestión y uso de los recursos y del talento humano en los organismos y entidades de la Admi-
nistración Pública” (Decreto 2740 de 2001). Así mismo determinó que sus políticas son un “conjunto 
de orientaciones que inducen procesos de modernización en la gestión de los elementos organizacio-
nales y funcionales de la Administración Pública para el fortalecimiento de los niveles de gobernabi-
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lidad y legitimidad del Estado” (Decreto 2740 de 2001). Posteriormente, el Decreto 2740 de 2001 fue 
derogado y se reformulan las políticas de desarrollo administrativo. (Decreto 3622 de 2005). 

     De igual forma, en el año 2003 el Gobierno Nacional expidió la Ley 872 de 2003: “Por la cual se 
crea el sistema de gestión de la calidad en la Rama Ejecutiva del Poder Público y en otras entidades 
prestadoras de servicio”. Sistema que se formalizó a través de la Norma Técnica de Calidad en la 
Gestión Pública NTCGP 1000. Esta norma tuvo una actualización en el año 2009.

     Puede establecerse que en las orientaciones de estos tres  sistemas de gestión implementados 
por las diferentes Entidades Públicas, tuvieron como centro de acción el mejorar el desempeño de 
las mismas, con una eficiente atención a la ciudadanía (cliente externo) sin descuidar la gestión del 
Talento Humano (cliente interno). Lo que se ha logrado en estas entidades, sobre todo en las más 
grandes o centrales, en parte de  se debe a que han contado con suficientes recursos económicos y 
de diversa índole, para su implementación; por el contrario, los municipios más pequeños y alejados 
no han tenido la misma suerte.

REFERENTES NORMATIVOS DEL NUEVO MODELO DE GESTIÓN

     Al existir los diferentes Sistemas de Gestión, mencionados en el anterior aparte y varias he-
rramientas de planeación, generación y reporte de información, que demandaban mayores esfuer-
zos de las entidades y en ocasiones arrojaban datos y reportes contradictorios, se quiso unificar y 
simplificar el reporte de información; por ello, en el año 2012, el Gobierno Nacional mediante  el 
Decreto 2482  estableció los lineamientos generales para la integración de la planeación y la gestión, 
tomando como fundamento los principios constitucionales de la función administrativa, creando 
el Modelo Integrado de Planeación y Gestión, a partir del cual redefinió las políticas de desarrollo 
administrativo, tomando en cuenta la estrategia de Gobierno en Línea, GEL del MINTIC (Decreto 
2482 de 2012). Este fue compilado en el Título 22 del Decreto 1083 de 2015, único reglamentario del 
Sector de Función Pública.

     El Plan de Desarrollo Nacional “Todos por un nuevo país”, Ley 1753 de 2015, en su artículo 133 
(Capítulo V, Buen Gobierno), ordenó la integración de los Sistemas de Gestión “intégrense en un solo 

Sistema de Gestión, los Sistemas de Gestión de la Calidad de que trata la Ley 872 de 2003 y de Desarrollo 

Administrativo de que trata la Ley 489 de 1998. El Sistema de Gestión deberá articularse con los Sistemas 

Nacional e Institucional de Control Interno consagrado en la Ley 87 de 1993 y en los artículos 27º al 29º de la 

Ley 489 de 1998, de tal manera que permita el fortalecimiento de los mecanismos, métodos y procedimientos 

de control al interior de los organismos y entidades del Estado” (Plan Nacional de Desarrollo, 2014 - 2018). 
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     En cumplimiento de lo ordenado en el Plan de Desarrollo, se expide el Decreto 1499 de 2017, 
reglamentando el alcance del articulo 133 anteriormente citado -con aplicación de los criterios dife-
renciales en el territorio nacional10-, por lo que consecuentemente se actualiza el Sistema Integrado 
de Planeación y Gestión, liderado por el Consejo para la Gestión y el Desempeño Institucional, 
integrado por 10 entidades y organismos que lideran funciones transversales en la materia de estu-
dio, y presidido por el DAFP. Entre otros aspectos a resaltar, se encuentra la complementariedad y 
articulación que hace con el Sistema Nacional de Servicio al Ciudadano, de Gestión de la Seguridad 
y Salud en el Trabajo, de Gestión Ambiental y de Seguridad de la Información. El Decreto 1499 de 
2017, amplio las políticas de desarrollo administrativo, como se muestra de forma comparativa a 
continuación:

Cuadro 1. Políticas de Desarrollo Administrativo

Fuente: Autoras a partir de las normas relacionadas.

     El Decreto en mención define el Modelo Integrado de Planeación y Gestión MIPG, como “un 

marco de referencia para dirigir, planear, ejecutar, hacer seguimiento, evaluar y controlar la gestión de las 

entidades y organismos públicos, con el fin de generar resultados que atiendan los planes de desarrollo y resuel-

van las necesidades y problemas de los ciudadanos, con integridad y calidad en el servicio” (Decreto 1499 de 

10	  Para el efecto, se entiende como criterios diferenciales “aquellas características particulares de las entidades 
territoriales que determinan la forma y el nivel de implementación de los lineamientos, políticas, estrategias y herra-
mientas que orientan a las entidades en materia de gestión y desempeño institucional” (DAFP, 2017).
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2017).  Es de señalar que, a partir de la reglamentación del nuevo Sistema de Gestión, los artículos 15 
al 23 de la Ley 489 de 1998 y la Ley 872 de 2003 quedaron derogados.

EL NUEVO MODELO Y SUS ORIENTACIONES

     La Constitución Política de 1991, especialmente en sus artículos 209 y 269, impone retos im-
portantes a la Administración Pública en relación con la eficiencia y transparencia en el manejo de 
los recursos y el desarrollo de buenas prácticas administrativas que conlleven el mejoramiento de 
la relación con los ciudadanos. Por ello, es imperante contar con herramientas que fortalezcan las 
capacidades institucionales conducentes de una parte a la generación de un mayor bienestar social 
y de otra, al cumplimiento de sus objetivos misionales mediante el mayor valor generado en la rela-
ción eficiente entre recursos y resultados.

     Para dar alcance a estos propósitos, el Departamento Administrativo de la Función Pública 
DAFP, como entidad técnica, estratégica y transversal del Gobierno Nacional, lidera los procesos de 
mejoramiento continuo de la gestión administrativa, por parte de las instituciones (nacionales y te-
rritoriales), así como de los servidores públicos que las dinamizan, contribuyendo al cumplimiento 
de los retos gubernamentales frente a los ciudadanos en los temas de su competencia, a saber: em-
pleo público, gestión pública, fortalecimiento institucional y, participación, transparencia y servicio 
al ciudadano. 

      La conjunción de los mencionados temas, permiten a la Función Pública realizar una mirada 
holística de las instituciones en su relación con el entorno y con la realidad dinámica del país y a 
partir de allí, desarrollar herramientas innovadoras de gestión pública, que favorezcan la relación 
Estado – Ciudadano. Es así como el Modelo Integrado de Planeación y Gestión MIPG (versión ac-
tualizada, 2017), surge como una herramienta articuladora de tres sistemas gerenciales de planeación 
y gestión, a saber: el Sistema de Desarrollo Administrativo, el Sistema de Gestión de la Calidad y el 
Sistema de Control Interno, cuyo objetivo es fortalecer la gestión integral, potenciar la capacidad 
administrativa y la mejora continua del desempeño institucional, en cumplimiento de su marco 
normativo. Para cumplir con este propósito articulador de los sistemas, la Función Pública a partir 
de los resultados experienciales de la implementación individual de los mismos, recoge insumos im-
portantes (aciertos y desaciertos) para la formulación de esta nueva propuesta, entre estos, “mejores 

prácticas, lecciones aprendidas, resultados alcanzados y posibilidades de avance de los sistemas y del Modelo 

vigentes” (DAFP, 2017, pág. 7).



Retos de la Administración Pública Territorial 
Derechos Humanos en Perspectiva de lo Público

21

     El Modelo Integrado de Planeación y Gestión en desarrollo de los principios constitucionales 
de la función administrativa, trae consigo grandes beneficios, entre los cuales se tienen: 1). Mayor 
productividad organizacional. 2) Entidades públicas inteligentes, ágiles y flexibles. 3). Mayor bien-
estar social. 4). Entidades transparentes, servidores íntegros y ciudadanos corresponsables (DAFP, 
2017, págs. 26 - 27).  En dicho sentido, el alcance del Modelo  se despliega a todos los organismos y 
entidades del nivel central de los órdenes Nacional y Territorial de la Rama Ejecutiva del Poder Pú-
blico, con reconocimiento de los criterios diferenciales previstos en el Capítulo V Buen Gobierno, 
artículo 133 de la Ley 1753 de 2015. (DAFP, 2017, pág. 5). 

EL NUEVO MODELO Y LOS RETOS EN EL POSTCONFLICTO 

     Dentro de los criterios diferenciales en los territorios señalados en la Ley 1753 de 2015, se de-
ben tener en cuenta los resultados de más de cincuenta años de guerra permanente y ante todo, las 
expectativas de la población en la construcción de un nuevo país, como resultado del Acuerdo de 
Paz.  Razón por la cual, se requiere dimensionar el Postconflicto, como lo menciona Rettberg (2003) 
retomando la propuesta de Boutros – Ghali “la construcción de paz consiste en acciones dirigidas a iden-

tificar y apoyar estructuras tendientes a fortalecer y solidificar la paz para evitar una recaída al conflicto”. 
Siguiendo la definición de Boutros Ghali, “la actividad de construcción de paz tiene una dimensión pre-

ventiva, paliativa y reparativa y, como aclaró el Secretario General en 1995, no distingue entre el preconflicto, 

el conflicto y el postconflicto como períodos apropiados para la acción”. (Rettbertg, 2003) Es decir, que Co-
lombia se encuentra en un estado de transición donde todo puede pasar, pero que el fortalecimiento 
de las instituciones es una etapa, que como quiera que sea va a servir para que a futuro se obtenga la 
eficiencia y la calidad a todo nivel.

     El municipio y su comunidad como la célula que conforma un todo, y donde se debe dar apli-
cación a las políticas, y cambios que se proponen en el acuerdo de paz es de vital importancia que se 
priorice la implementación de las propuestas contenidas en el acuerdo, así como el prestar atención 
a la planeación y gestión pública como base fundamental para el buen gobierno.

     En el contenido del “Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz 

Estable y Duradera” suscrito el 24 de noviembre de 2016, queda claro que el fortalecimiento institu-
cional es determinante en la ruta hacia el postconflicto, mediante el manejo transparente de los 
asuntos públicos y la calidad en la ejecución de los procesos administrativos. Se torna entonces en 
una oportunidad para realizar mejoras, replantear estrategias políticas, así como rediseñar herra-
mientas que puedan aportar al fortalecimiento de las entidades. En dicho sentido, la revista Bitá-
cora Urbano Territorial frente al postacuerdo y la gestión territorial señala que “la firma del acuerdo 

de paz con las guerrillas representa una oportunidad para resolver las problemáticas del país y garantizar el 
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cumplimiento de los objetivos del proceso de gestión territorial (Bienestar del total de la población y ocupación 

espacial armoniosa” (Rojas -Naranjo, 2016).

     En este cometido el Modelo Integrado de Planeación y Gestión prepara a las entidades públi-
cas para enfrentar este reto, inicialmente mediante la realización de un autodiagnóstico institucio-
nal y posteriormente, mediante la implementación del modelo en sus siete dimensiones operativas 
planteadas.

     Aunado a lo anterior, el compromiso por la construcción de la paz otorga a los servidores pú-
blicos la responsabilidad de ser constructores y garantes de las acciones al interior de las institucio-
nes públicas, en la transición hacia una paz estable y duradera y a partir de allí la generación de un 
cambio cultural como sujeto activador de innovaciones administrativas. Este cambio cultural “hace 

referencia a la modificación de comportamientos a través de la generación de hábitos distintos. Los cambios en 

comportamientos se logran a través de diferentes tipos de intervenciones que buscan interiorizar en los indivi-

duos nuevas percepciones y actitudes frente a una dinámica en particular” (DAFP, 2017, pág. 13). Es posible 
mediante la transformación de los paradigmas administrativos que se afincaron en la corrupción y 
la violencia por tantos años. ¡La población colombiana se encuentra expectante ante este cambio!

     No obstante, este compromiso de cambio debe provenir tanto de las instituciones y sus ser-
vidores públicos como de la misma ciudadanía, toda vez que esta estrategia contenida en el Nuevo 
Modelo “propone un ejercicio comunicativo y pedagógico alternativo e innovador enfocado en promover 

cambios concretos en las percepciones, actitudes y comportamientos de los servidores públicos y ciudadanos, y 

generar así transformaciones culturales tangibles alrededor de la Administración Pública, que permitan  recu-

perar y aumentar la confianza de la ciudadanía en las instituciones públicas al igual que promover servidores 

y ciudadanos que dialogan, dirimen dilemas y participan activamente en la gestión de los asuntos públicos, el 

control social y la rendición de cuentas” (DAFP, 2017, pág. 13). (Subrayado propio)

     El propósito del Modelo se puede lograr concediendo verdaderos espacios participativos, en 
donde la sociedad se empodere y genere espacios de realimentación con la gestión pública, que po-
sibiliten a su vez, el fortalecimiento institucional y la autogeneración de posibilidades de desarrollo 
y crecimiento colectivo. Esta labor no resulta fácil, pues se tienen que vencer muchos temores y 
prevenciones producto de años de conflicto y desconcierto; se requiere superar tristezas y dolores… 
He aquí el verdadero reto… perdonar, reconciliar e integrar a la ciudadanía y la Gestión Pública.

CONCLUSIONES
    

      La situación de Postconflicto en la que se encuentra el país derivada de la suscripción de la 
Acuerdo Final del conflicto firmado en el año 2016, la cual comprende una serie de procesos y ac-



Retos de la Administración Pública Territorial 
Derechos Humanos en Perspectiva de lo Público

23

tividades que buscan garantizar “una paz estable y duradera” lleva implícita la preparación de toda la 
institucionalidad del Estado y de los diferentes actores para asumir los nuevos retos que se originan.

     Entre los nuevos retos se encuentra el fortalecimiento institucional de las diferentes entida-
des del sector público, pero en especial, las del orden territorial local, pues deben prepararse para 
atender de forma eficiente, las nuevas demandas que vienen por parte de las víctimas del conflicto 
armado y los guerrilleros desmovilizados.     

Es así, como el Modelo Integrado de Planeación y Gestión MIPG brinda herramientas que per-
miten una posibilidad de realizar sus funciones misionales de una mejor forma y con resultados 
óptimos, referenciados en atención más eficiente a sus habitantes a través de servicios de calidad, 
vinculando de forma activa a los ciudadanos. Un ejemplo, lo constituye la Estrategia de Gobierno 
en Línea.
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RESUMEN
Evidenciar la problemática de la no existencia de apropiación y utilización de la herramienta de 

presupuestos participativos por parte de la sociedad civil organizada, especialmente las juntas de 
acción comunal, demuestra uno de los grandes flagelos de la poca descentralización y procesos gu-
bernamentales autónomos para los pequeños territorios; En donde se hace necesario, ante la proble-
mática, implementar procesos eficientes y eficaces de descentralización y fomento de participación 
en asuntos de gestión local y administrativa a través de la focalización del gasto público asertivo por 
medio de evidenciar directamente con la comunidad las necesidades.

PALABRAS CLAVE: Presupuesto participativo, participación ciudadana, planeación, descen-
tralización, Juntas de Acción Comunal, ejecución, proyectos.

INTRODUCCIÓN
    La programación de un gasto público, que logre la vinculación de la comunidad con el “queha-

cer político”, es determinante en los procesos económicos, sociales y fiscales de las regiones, porque 
presupone una participación ciudadana más activa y un control social de la gestión que desarrolla 
el gobierno local. La promoción de los mecanismos de participación ciudadana es fundamental en 
territorios como el del Departamento de Boyacá, que está compuesto por 13 provincias, con 123 
municipios, donde gran parte de la extensión corresponde a zona rural, lo que genera dos factores 
que inhiben la adecuada articulación de las organizaciones comunitarias y de la sociedad civil con 
la administración departamental.

     Como hipótesis central del presente documento se plantea que la asignación de presupuestos 
participativos en el Departamento de Boyacá presupone una materialización de la descentralización 
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Secretaría de Educación de Boyacá.
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pio de Sotaquirá.

13	 *** Abogado, Especialista en Derecho Administrativo, Diputado, Asamblea del Departamento de Boyacá.

14	 **** Ingeniero Electro-mecánico, Especialista en Gestión de Proyectos, Diputado, Asamblea del Departamento 
de Boyacá.



ESAP

26

política, y apunta a la formación de buenas prácticas de Gobierno Local. Lo anterior, especialmente 
a través de la conformación y buena participación de los grupos sociales organizados como lo son las 
Juntas de Acción Comunal, esto a la luz de analizar factores sociales y territoriales del Departamen-
to con el fin de evidenciar los limitantes en procesos participativos, que presuponen comunidades 
mayormente rurales y con niveles bajos de educación en el departamento.

     En una primera parte, los autores se permiten referirse al marco conceptual de los presupues-
tos participativos, su pertinencia y necesidad en el ámbito nacional y departamental exponiendo 
una comparación académica del tema, con referencia a la exitosa experiencia de presupuestos par-
ticipativos en Porto Alegre.  

     En la segunda parte del documento, se procede a describir la regulación nacional referente a 
la descentralización y cómo esos lineamientos constitucionales y legales, no logran materializarse 
sin darle prioridad a procesos de presupuestos participativos, pues el coherente control y veeduría 
comunitaria a la gestión pública en los Gobiernos locales, es el primer paso para que las regiones 
concreten su autonomía.

Teniendo claro el panorama de las dos primeras partes con su desarrollo conceptual y analítico, 
se procede a vincular la participación activa de los grupos sociales y ciudadanos, específicamente 
las juntas de acción comunal en la incidencia de los presupuestos participativos, como forma efi-
ciente de buenas prácticas de gobernabilidad para la consecución del bienestar social y ciudadano, 
enfatizando en la importancia de la participación ciudadana en los procesos gubernamentales como 
forma de control político, aumento de la transparencia y focalización de recursos a las verdaderas 
necesidades básicas insatisfechas.

Metodología
     El presente documento presupone  una investigación académica, básica-jurídica, de corte cua-

litativo, dado que los autores tomaron como marco de análisis normas de carácter nacional y regio-
nal, así como jurisprudencia y doctrina, para generar una crítica y proponer soluciones pertinentes 
al problema de investigación planteado.

La necesidad de implementar la herramienta de Presupuestos Participati-
vos, en el Departamento de Boyacá.

     Como respuesta a la primera parte planteada, es importante en primera medida dar defini-
ciones estructuradas de la temática de presupuestos participativos, su primera concepción es la de 
participación, entendida como aquel proceso que resulta de la acción de varios individuos y grupos 
en busca de metas específicas, para tratar diversos temas relacionados con enfoques sociales y de 
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poder. La participación es el medio en el que grupos sociales intervienen directamente o a través 
de sus representantes en la marcha política y colectiva de una organización social (Velásquez, 2003).

     La participación es uno de los medios por el cual se le puede hacer control a la gestión pública 
además de mejorar su eficiencia y eficacia, es decir, hacerle el control a la efectividad de las políticas 
públicas, a través de la participación se pueden conciliar diferentes voluntades por medio de las 
cuales se puede disminuir la resistencia a una nueva y posiblemente mejor gestión pública.

     Ahora bien, para entender el presupuesto participativo, lo podríamos definir como lo afirman 
Reina et al. (2004)“…un instrumento de la planeación participativa que permite desarrollar algunos 
aspectos de la democracia participativa, en la medida en que toma de manera decisoria priorizacio-
nes determinadas por consensos y acuerdos Estado y Sociedad, a través de sus diversas organizacio-
nes sociales, económicas, ambientales, políticas, de género, las cuales tiene una incidencia directa 
sobre las finanzas públicas”; En la doctrina se puede encontrar definiciones particulares o generales 
de lo que es en realidad un presupuesto participativo; es así como hallamos que las definiciones 
generales describen el presupuesto participativo como un proceso a través del cual los ciudadanos 
pueden contribuir en la toma de decisiones acerca del presupuesto gubernamental. 

     La participación en el presupuesto público se debe entender como el proceso que sirva como 
instrumento para garantizar el buen gobierno y la gestión pública, entendiendo que tal administra-
ción debe ser más incluyente y en función de la búsqueda de las soluciones de las necesidades colec-
tivas, que, naturalmente van ligadas al desarrollo económico y a el mejoramiento de las condiciones 
de vida de la población.

     Para entender el presupuesto participativo, es necesario entender sus orígenes, por ende, este 
concepto surge en los municipios brasileros de Vitoria, Vila Velha y Ubelandia como respuesta a los 
movimientos sociales de la década del setenta, los cuales reclamaban mejoras en la calidad de vida y 
el control de los recursos públicos municipales. Desde que la municipalidad de Porto Alegre (Brasil) 
retomó el Presupuesto Participativo en 1989 y logró hacerlo público, y que se reconociera a nivel 
internacional como buenas prácticas de gobierno, se ha producido una expansión inusitada de su 
metodología en diversas ciudades del mundo, con especial énfasis en América Latina, en consonan-
cia con la demanda de organismos internacionales por la superación de problemas de corrupción e 
ineficacia de las administraciones municipales en la gestión pública y en la reducción de la pobreza 
(Gomez,2007).

     La Planeación Participativa se hizo posible con la Constitución de 1991 en su artículo 339, y 
regulada a través de la Ley 152 de 1994 en la cual se definieron los procedimientos y contenidos a te-
ner en cuenta en la elaboración de los planes de desarrollo. También estableció los mecanismos para 
su armonización e interrelación con procesos presupuestales y las funciones de las instancias que 
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participan en el proceso, como son los Consejos territoriales de planeación, el Congreso Nacional, 
las Asambleas Departamentales, Concejos municipales y Juntas Administradoras Locales (Reina y 
otros, 2004).

  Así pues se busca que haya un mayor control en la asignación de los recursos, además de que se 
haga con la mayor transparencia posible la distribución de los mismos para el cumplimiento de las 
metas que tienen por alcanzar el ente territorial o la administración nacional, lo cual contribuye 
no solo a la buena gestión, sino que también a la planeación a corto, mediano y largo plazo para el 
cumplimientos de los programas, planes y proyectos que se encuentren presupuestados.

     Este tipo de planeación participativa nos lleva a afirmar que es posible que se construya un fu-
turo que aporte soluciones y construya y reconstruya una cultura participativa formada en un medio 
de transparencia y equidad, contribuyendo notablemente a la descentralización del gobierno, que 
contribuye a mejorar la eficiencia y eficacia de las políticas públicas en la resolución de problemas y 
satisfacción de necesidades de la ciudadanía.

     El proceso de elaboración de los Presupuestos Participativos tiene un primer momento como 
estrategia para la toma de decisiones por parte de la ciudadanía que lleva a que el gobierno local 
asuma como política pública un porcentaje respecto al presupuesto y que posteriormente se generen 
espacios para la deliberación y priorización de los programas a ejecutar. Este es quizás el momento 
de mayor fragilidad del proceso, dado que las necesidades y las expectativas son muchas y en oca-
siones los presupuestos son bajos; en este punto es clave que el espacio entre la jerarquización de las 
actividades y su ejecución sea corto, para evitar la dispersión del proceso y para que la comunidad 
acompañe la ejecución de los proyectos. (Reina, 2004)

     Los presupuestos participativos involucran democracia participativa y representativa, esto 
implica emplear la deliberación (no sólo consulta), busca la redistribución, y se autorregula, en la 
medida en que los participantes ayudan a definir las reglas que rigen el proceso. Concluyendo así 
esta primera parte introductoria como el presupuesto participativo: un proceso a través del cual los 
ciudadanos, de forma individual o por medio de organizaciones cívicas, pueden de forma voluntaria 
y constante contribuir en la toma de decisiones del presupuesto público, a través de una serie de 
reuniones anuales con las autoridades gubernamentales. (Goldfrank, 2004) Esta última definición es 
la que para efectos académicos se usa en el presente documento. 

     Un importante insumo académico, a nivel de comparación académica de experiencias inter-
nacionales, es el referente básico en las experiencias exitosas de presupuesto participativo es el de la 
ciudad de Porto Alegre como la precursora en el desarrollo de estas prácticas de gestión fundada en 
la participación ciudadana local. En 1988 el partido de los trabajadores gana los comicios electorales 
en la ciudad, el contexto en el que la nueva administración asume la gestión era por demás desalen-
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tador, la situación de Porto Alegre, tiene como característica una profunda deuda, escasos  recursos 
destinados en su totalidad al pago de salarios municipales y manifiestas desigualdades en cuanto a la 
infraestructura territorial; el alcalde ante la fuerte presión de las comunidad, presento un balance de 
los recursos disponibles y asumió el compromiso de que el destino de todos los recursos recaudados 
sería discutido siempre con la gente.

     La administración de Porto Alegre emprendió una campaña tendiente a la difusión de los 
estados financieros y de los principios de implementación de los presupuestos participativos, lo 
que permitió el progresivo conocimiento y credibilidad por parte de todos los actores intervinien-
tes, con lo que se logró el aumento de la participación local, avances en la infraestructura y en los 
servicios públicos en la ciudad. Para el éxito de esta experiencia se definieron varias etapas de la 
implementación:

•	 Primera etapa: rendición de cuentas y presentación del ciclo.

•	 Segunda etapa: asambleas regionales y temáticas.

•	 Tercera etapa: elaboración y aprobación del presupuesto.

•	 Cuarta Etapa: confección del Plan de Inversiones y cierre de la edición.  (Milton Cruz, 2013)

     Según la ONU, la experiencia es una de las 40 mejores prácticas en la gestión pública urbana 
en todo el mundo; el Banco Mundial, en tanto reconoce el proceso de participación popular en 
Porto Alegre como un ejemplo exitoso de una acción conjunta entre el Gobierno y la Sociedad Civil  
(Milton Cruz, 2013).

La descentralización en Colombia, insumo determinante en la aplicación de 
la herramienta de presupuestos participativos para generar gestión pública 
en términos de bienestar social

En Colombia, el Estado central tiene en su mano, la organización de las competencias, lo cual sig-
nifica que las entidades territoriales disponen sólo de aquellas que les son expresamente atribuidas. 
Le corresponde así al nivel central actuar sobre el todo administrativo del país. 

Las decisiones políticas se toman en el nivel central, a través del Congreso y del gobierno. El 
artículo 150 de la Constitución faculta al Congreso para definirla división general del territorio y 
definirlas competencias de las entidades territoriales. Es posible afirmar que el Congreso ejecuta 
a partir de las leyes, la Cláusula General de Competencias. En su artículo 150 permite que la Ley 
confiera atribuciones especiales a las Asambleas departamentales; en el artículo 287, otorga a las en-
tidades territoriales “el derecho de gobernarse por autoridades propias, ejercer las competencias que 
le correspondan, administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento 
de sus funciones y participar en las rentas nacionales”. 
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     El artículo 288 establece que la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial se encargará de 
distribuir las competencias entre la nación y las entidades territoriales. El artículo 285 permite la 
creación de una organización territorial fuera de la organización general del territorio. 

     También cabe referirse al artículo 298, que brinda autonomía a las entidades territoriales para 
la administración de los asuntos propios y la planificación del desarrollo económico, de acuerdo con 
la Constitución. Pero es de vital importancia mencionar que en los artículos 302 y 320, el constitu-
yente propendió por un sistema flexible con entidades territoriales de diversas capacidades. 

     El artículo 302 abre la vía para desmontar la estructura central que se ocupa de asuntos terri-
toriales, cuando define que la Ley podrá: «delegar a uno o varios departamentos, atribuciones pro-
pias de los organismos o entidades públicas nacionales». Por su parte, el artículo 320 permite crear 
categorías de municipios de acuerdo con “su población, recursos fiscales, importancia económica y 
situación geográfica; y señalar distinto régimen para su organización, gobierno y administración”. 

     La Constitución Política le propuso al país un modelo de Estado unitario con autonomía de 
sus entidades territoriales; en su parte orgánica planteó postulados que contenían posibilidades para 
desarrollar el principio de autonomía. Sin embargo, no quiso asumir la responsabilidad histórica de 
determinar su peso y significado, al dejarla en manos del ejecutivo, del legislador y del juez consti-
tucional. 

      Es evidente que la política de descentralización ha carecido de un desarrollo en lo relaciona-
do con el régimen territorial. A manera de ejemplo, una ley orgánica de Ordenamiento Territorial 
hubiese podido contribuir a crear una nueva forma de relación entre la nación y el territorio, donde 
prevaleciera la autonomía para la asignación y la gestión de los recursos y a partir de la cual Colom-
bia pudiera responder a su heterogeneidad, en concordancia con el artículo 302 de la Constitución. 

     La posibilidad que aquí se plantea de asignar competencias y permitir una organización propia 
de acuerdo con las características particulares a cada territorio, es hoy terreno inexplorado. Se vería 
positiva la ampliación de esa esfera y no su reducción, como sucede en efecto. Dicha ley también 
hubiese podido servir de marco de referencia para el desarrollo legislativo, y dar así coherencia a las 
normas que se establecen por sectores. Además, hubiese permitido la creación de figuras de inte-
gración territorial por fuera de la división general del territorio para la administración del mismo.

Las Juntas de Acción Comunal, manifestación de la sociedad civil organi-
zada para incidir en las problemáticas de baja participación y desafección 
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ciudadana en el uso y apropiación de los presupuestos participativos 

Las tendencias académicas, institucionales y sociales formalizadas de la segunda mitad del siglo 
XX, han ido consolidando una tendencia paradigmática que brinda gran importancia a la vocación 
participativa en el entendimiento y devenir de los regímenes políticos. Los modelos administrativos 
que subestiman las facultades políticas de la ciudadanía organizada, han entrado en crisis tras el 
auge de vertientes sociales y teóricas heterodoxas, las cuales reconocen en la población generalizada 
el medio gestante de procesos reales de desarrollo socio-económico. 

Ante este contexto dinámico surgen grandes retos de institucionalidad, tanto para los sectores 
políticos como para la ciudadanía como tal, que va a ser el foco de debate en la materia. Para los di-
rigentes políticos se estipula la obligación de generar escenarios legales que permitan la organización 
e intervención activa de la sociedad civil en los distintos procesos de gobierno, para lo cual se hace 
necesaria la viabilidad jurídica, el apoyo financiero y la promoción de los medios participativos. Por 
su parte, la ciudadanía debe consolidar una cultura participativa que se rija bajo los principios de la 
solidaridad, la capacitación y sobretodo la organización en masas. 

En esta medida, toman gran importancia las agrupaciones sociales que se organizan para ejercer 
los mecanismos participativos establecidos, dado que ellos van a ser quienes desarrollen el principio 
o derecho a la participación ciudadana que ostenta cualquier comunidad gobernada en una demo-
cracia. Si la sociedad no se organiza, la individualidad no va a tener la relevancia suficiente para 
incidir en las dinámicas políticas.

 Ante ello, sin lugar a duda la figura comunitaria más institucionalizada en el contexto político 
colombiano son las Juntas de Acción Comunal, las cuales además de unir esfuerzos por satisfacer 
necesidades comunes, ostentan medios de presión y de intervención en los asuntos de gobierno. 
También las Juntas ejercen una representatividad en territorios muy específicos, los cuales en di-
versas ocasiones son de difícil acceso incluso para los gobernantes locales. Ello es un medio muy 
importante para ratificar derechos y solucionar necesidades públicas en sectores marginados de la 
intervención política.

Las Juntas de Acción Comunal son organizaciones civiles estructuradas para propiciar el desarro-
llo social y la satisfacción de necesidades propias de una comunidad. Según la ley 743 en su artículo 
8, las mismas son organizaciones cívicas, sociales y comunitarias. Ante ello, las JAC se consolidan 
como las principales instituciones en el desarrollo de la participación comunitaria, siendo la misma 
un proceso social en el que personas pertenecientes a una comunidad específica comparten alguna 
necesidad, problema o interés, y tratan activamente de identificar el escenario problemático y bus-
can los mecanismos propicios para atenderlos. (El Tiempo, 2004)
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Dada esta condición, el régimen normativo colombiano ha dado gran relevancia al papel de las 
JAC en el desenvolvimiento del Estado Social de Derecho. Desde la misma Constitución Política, 
los artículos 38 y 40 garantizan los derechos de libre asociación y de participación política respecti-
vamente, mientras que el artículo 103 genera la obligación al Estado por propiciar la organización, 
promoción y capacitación a asociaciones no gubernamentales como las JAC.  

En cuanto a su naturaleza, es de señalar que la ley 743 del 2002 establece que las JAC son de carác-
ter y patrimonio solidario, situación por la cual son instituciones orientadas por el interés comunal 
y no por el lucro. Además de ello, cuentan con patrimonio propio y personería jurídica, integrán-
dose voluntariamente por miembros de una comunidad o residentes. La misma norma expresa que 
el objetivo de las mismas es propiciar un desarrollo integral, sostenible y sustentable, siendo ello un 
fundamento en el modelo de democracia participativa.  

Como un significativo insumo para viabilizar el dinamismo de las JAC, el artículo 355 constitu-
cional establece la posibilidad de que las entidades públicas celebren convenios con dichas organi-
zaciones, en el marco de su estrategia programática. Tal iniciativa materializada para el caso de las 
JAC a través de los Convenios Solidarios mediante la ley 1551 del 2012 en su artículo 6. Los mismos 
se constituyen como procesos contractuales de mínima cuantía que pretenden integrar a las JAC en 
la ejecución de pequeños proyectos de construcción o mantenimiento de obra pública, lógicamente 
bajo las restricciones legales del caso. Así, dicha modalidad de convenio es un insumo de gran rele-
vancia para que las organizaciones comunales atiendan sus necesidades de obra pública de manera 
autónoma, acudiendo a los recursos de las entidades públicas municipales.

No obstante, el paradigma participativo aún carece de aplicabilidad en los distintos sistemas 
políticos, sobre todo en países latinoamericanos como Colombia. Los intentos políticos por imple-
mentar Mecanismos de Participación Ciudadana eficaces, como los creados por la Constitución Po-
lítica de Colombia, aún se encuentran en deuda tanto por su falta de uso, como por la manipulación 
de la ciudadanía por parte de grupos de interés a la hora de ejercer alguna herramienta participativa. 
El caso de las Juntas de Acción Comunal no ha sido diferente, en cuanto a que su actividad política 
ha sido precaria dada su falta de capacitación, financiación y apoyo por parte de las autoridades. 
Se consolida ante ello un fenómeno que alguna vez el Sociólogo Manuel Castells bautizaría como 
“Desafección Política”, entendida como el desentendimiento, desapego y falta de interés por parte 
de los ciudadanos respecto a las dinámicas de poder que se desenvuelven en la cabeza del Estado. 

Para ello ha sido necesario replantear los mecanismos de integración de la ciudadanía en los pro-
cesos de decisión, de tal manera que los principios rectores de la democracia participativa se hagan 
efectivos. Surge todo un debate dado que, si bien existen los mecanismos de interacción política con 
la ciudadanía, no han sido abordados de la forma deseada. La falta de cultura cívica, los procesos de 
corrupción, la escasa participación, la marginación de grupos sociales y la carencia de fundamentos 
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legales y técnicos para que la sociedad organizada participe, son los retos de la democracia partici-
pativa aún latentes en la nación colombiana.  

Para enmarcar el problema, autores como (Valencia, 2010) expresa que en 50 años de existencia, 
entre 1960 y 2010 se han creado alrededor de 55.000 Juntas de acción comunal en el país. A pesar de 
ello, como lo señala el mismo autor, las mismas aún carecen de los insumos técnicos y legales nece-
sarios para emprender las acciones participativas y de planificación que les faculta la constitución 
y la ley.

Las Juntas de Acción Comunal, adquieren un mayor protagonismo a partir de la aparición de 
figuras participativas como el presupuesto participativo y el convenio solidario, dado que implícita-
mente se les está exigiendo su organización y formación teórico técnica en el saber de la formulación 
de proyectos. Pero así como otras herramientas de participación estipuladas en la ley, estas figuras 
no han tenido el impacto necesario, dado que aunque se promueva en el papel, la realidad de for-
mación en formulación de proyectos de Desarrollo de las juntas de acción comunal es diferente. En 
efecto, no se cuenta con la capacitación necesaria para realizar estos procesos participativos.

  De esta manera, se abre todo un debate en torno al cumplimiento del principio participativo, 
dado que sus mecanismos no han encontrado manifestación fáctica en la sociedad colombiana.  Si 
bien hay todo un marco normativo que regula la participación ciudadana, las herramientas estable-
cidas aún están en deuda con la democracia nacional. La normatividad debe realizar un esfuerzo por 
representar las dinámicas de las instituciones sociales que culturalmente se forman en una comuni-
dad, por lo tanto, la comunidad no es la que debe ajustarse a la normatividad. Si bien los mecanis-
mos establecidos no son un estamento factible para la ciudadanía de cada uno de los territorios, se 
hace necesario establecer un gran esfuerzo por reorientar dichas herramientas.

     En el caso específico del Departamento de Boyacá, existe una problemática latente respecto 
al tema tratado, los integrantes de la Federación de Juntas de Acción Comunal de Boyacá expre-
san su constante inconformismo al ver que sus solicitudes de intervención hechas ante el gobierno 
departamental, tanto a la Gobernación de Boyacá, como a la Asamblea no tienen el suficiente eco, 
encontrándose sin herramientas para hacer sentir y satisfacer las demandas de las comunidades que 
representan y que solicitan darles solución a sus problemas. 

     Según miembros de la Federación en ocasiones se encuentran con dirigentes políticos que 
tienen intención de apoyar sus peticiones, pero generalmente se quedan escritas en los planes de 
desarrollo de una forma vaga y suelta, sujeta a la voluntad de quien gobierna de hacer realidad lo que 
queda planteado, no se tiene un mecanismo que haga que sus peticiones se conviertan en inversión 
obligatoria para los gobiernos.
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     Esta situación ha hecho que la incredulidad de la población en las instituciones se incremente, 
ya que no ve que sus solicitudes sean tenidas en cuenta por el Gobierno del Departamento de Boya-
cá; se sienten vulnerables al ver que no se les asigna presupuesto para apoyar las demandas hechas 
y ven como si les asignan presupuesto a obras que, aunque pueden prestar un beneficio no son de 
prioridad para las comunidades que tiene tantas necesidades y problemáticas que apremian una 
solución.

      La Federación de Juntas de Acción Comunal, al ser ellos representantes directos de sus co-
munidades ven la inminente necesidad de establecer un mecanismo de participación directa que 
les permita influir en la asignación de partidas del presupuesto departamental para proyectos prio-
rizados por la población; plantean la necesidad de identificar unos lineamientos para el diseño de 
un mecanismo de participación ciudadana en la formulación y aprobación del Presupuesto Depar-
tamental, indistintamente del grupo dirigente que se encuentre, en donde se tenga en cuenta la 
opinión y el sentir de la población del Departamento de Boyacá, la cual sabe de sus necesidades y 
problemáticas, así como la solución a los mismos, de tal forma que se identifique de primera mano, 
los sectores prioritarios a los cuales se les debe asignar recursos.

     Dado esta problemática evidenciada, y en el marco normativo planteado con antelación se pre-
tende establecer la hoja de ruta para formular una política de participación ciudadana en este tema; 
además que sirva como instrumento de planificación económica periódica que fomenta y prioriza 
las demandas de la comunidad, Así, brindarle a los ciudadanos del Departamento de Boyacá a través 
de las Juntas de Acción Comunal, herramientas que les permitan ser escuchados ante los dirigentes 
departamentales y exigir que sean tenidas en cuenta sus demandas, sus peticiones y solicitudes a la 
hora de asignar recursos a los diferentes sectores y territorios, de tal forma que puedan darle solu-
ción a sus problemas, mejorando la calidad de vida de la población e impulsando el desarrollo local 
de las comunidades.

     Los miembros de las Juntas de Acción Comunal quienes son los voceros de la comunidad y 
quienes sienten en el día a día las necesidades y dificultades de sus entornos, en las reuniones de la 
Federación de Juntas de Acción Comunal manifiestan constantemente que no sienten que sus de-
mandas sean resueltas o al menos discutidas por el gobierno departamental, al contrario, expresan 
que se sienten ignorados, en total abandono en sus luchas por buscar el bienestar de los habitantes 
de sus territorios.

     En repetidas ocasiones ven que la inversión departamental se va para algunos sectores en 
donde sus necesidades no son tan imperantes y en donde ellos no han manifestado atención; en 
otras oportunidades ni siquiera ven que haya inversión en ningún sector específico. Desconocen en 
su totalidad hacía dónde el gobierno departamental ha dirigido los recursos, lo que genera malestar, 
apatía e inconformismo.
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     Expresan que actualmente tanto la Gobernación de Boyacá, como la Asamblea Departamental 
no tienen en cuenta sus peticiones a la hora de destinar los recursos de inversión entre los distintos 
sectores y lo evidencian tanto en los procedimientos de la Gobernación en la formulación y aproba-
ción del presupuesto, como en el reglamento interno de la Asamblea donde se establecen los pasos 
para la aprobación de los Proyectos de Ordenanza, como los de presupuestos; adicionalmente no 
encuentran ninguna normatividad vigente que ampare sus aspiraciones de tener más participación 
a la hora de formular y aprobar el presupuesto departamental de modo que sea más equitativo, jus-
to, eficiente y eficaz en la satisfacción de las necesidades de la ciudadanía y en la construcción del 
desarrollo de sus territorios. 

El Gobierno La Gobernación de Boyacá también ha manifestado explícitamente lo siguiente: “en 
el Departamento de Boyacá no existe una política pública de carácter departamental que obligue la 
inclusión del presupuesto participativo dentro del Plan Operativo Anual de Inversiones. Se identi-
fica así una gran oportunidad para que el actual Gobierno impulse la construcción de “una sociedad 
moderna, profundamente democrática y participativa, en donde todo cambia, se renueva, se crea y 
se innova. Una sociedad que reconoce su historia y a partir de ella, crea pactos colectivos basados 
en la confianza y la esperanza, para afrontar los retos y anticipar las demandas sociales”. (Amaya 
Rodriguez, 2015)” (Gobernación de Boyacá, 2016).

Para ello, se tomaran las experiencias del Presupuesto participativo en Colombia, como es el 
Caso de Medellín, Pasto y  Marsella -Risaralda- , en donde el presupuesto Participativo lleva expe-
riencias de hace más de 20 años como es el caso de Pasto, y se han tenido experiencias que exponen 
las debilidades y las fortalezas de los Presupuestos Participativos, haciendo de ellas transformacio-
nes para una apropiación social que busque una participación activa y capacitada en la creación de 
los procesos de gestión del gobierno. El presupuesto Participativo en estas ciudades ha demostrado 
que su núcleo esencial va a ser la capacitación de la comunidad, para que ella tome parte activa en la 
creación de los planes de Desarrollo y Planes de Ordenamiento Territorial.

Es fundamental para conocer la incidencia de el Presupuesto Participativo en Colombia, exponer 
el caso de Medellín en donde el proceso de los Presupuestos Participativos surgió en el año 2004, 
para articular a las perspectivas de Desarrollo a la comunidad, conociendo sus necesidades sociales, 
económicas y de infraestructura; creando a partir de esta experiencia la búsqueda de soluciones a los 
mismos y las veedurías sociales que buscan una mejor implementación de los recursos, y  el fin de 
estas sea la satisfacción de necesidades de la comunidad.

A manera de Conclusión, y dado que se demostró que  existe un creciente inconformismo de la 
ciudadanía respecto del gobierno del departamento de Boyacá, el cual realiza la distribución de los 
recursos sin responder a las legítimas demandas de la misma, por lo tanto; la administración pública 
departamental enfrenta problemas de credibilidad; la población Boyacense percibe que sus proble-
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mas no están siendo resueltos o se resuelven, pero no de la mejor manera, añadido a los bajos niveles 
de participación de los grupos sociales para erradicar estas problemáticas.

El mejor escenario que se pretende plantear como respuesta a la principal hipótesis del actual 
documento, es propiciar el desarrollo de capital social, entendido como la referencia estable de 
confianza recíproca y cooperativa entre la comunidad y el Gobierno Departamental con una co-
munidad que interviene en la asignación de los recursos, para facilitar los objetivos tanto de los 
dirigentes como de la misma ciudadanía, de tal forma que se invierte en las verdaderas necesidades 
de la población y esta última también funcionaría como garante; como otro gran logro se restable-
cería la confianza en las instituciones públicas departamentales y se generaría un fortalecimiento 
de las organizaciones ciudadanas, para lo cual es necesario ahondar en las causas estructurales de la 
problemática de baja participación ciudadana, para así propiciar herramientas aplicables a través de 
capacitación, talleres y otros medios, en donde las Juntas de Acción Comunal y las organizaciones 
civiles empoderen su papel en la satisfacción de sus necesidades a través de recursos focalizados.

Conclusiones
El presupuesto participativo en Colombia y el caso específico de Boyacá, son el resultado no de 

una actividad técnica y meramente formalista, sino que, al propender por una participación ciuda-
dana en busca de la efectividad de la administración, y que sea el resultado de un consenso, de una 
conciliación de intereses que buscan mejorar calidades de vida, pero para ello es vital la capacitación 
a la comunidad de lo que implica una política pública de Presupuesto Participativo, buscando in-
centivar a la Comunidad en los procesos de creación de los Planes de Desarrollo municipales, capa-
citación que podría orientarse en primera medida a los líderes de las Juntas de Acción Comunal, los 
cuales son la representación comunitaria más organizada que se puede encontrar en el desarrollo de 
los Presupuestos Participativos.

Incentivar no solo la creación de Juntas de Acción Comunal, sino que estas se apropien de la 
labor social y política que ejercen en la exposición de necesidades a las entidades territoriales, tam-
bién la búsqueda de soluciones de las mismas a través de la vinculación de estas en los Planes de De-
sarrollo de todos los gobiernos, no solo en los gobiernos de turno. El proceso de participación debe 
comenzar de abajo hacia arriba, por tanto, la capacitación, y la vinculación de las Juntas de Acción 
Comunal en los planes de Desarrollo municipales y gubernamentales, fortalecerá la conciencia ciu-
dadana y los canales de comunicación existentes.

 Llegar a las formas de Organización más baja como las Juntas de Acción Comunal, influye de 
manera directa en el éxito y el desarrollo de los Presupuestos Participativos, es necesario también, 
vincular a todos los actores sociales desde estas, y fomentar la participación ciudadana y las veedu-
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rías sociales no solo en la asignación de los recursos públicos, sino también en el control y vigilancia 
del desarrollo de los planes, programas o proyectos que satisfagan las necesidades expuestas por las 
formas de organización comunitaria – JAC- 

Hacer que la comunidad se apropie de los sistemas de participación, hace que las políticas públi-
cas sean eficaces y eficientes, es decir, que sean efectivas. 

Por último, se puede afirmar que la Política Pública de Presupuestos Participativos hace que el 
gobierno descentralice sus actuaciones de tal forma que logre impactar positivamente a la ciudada-
nía de los distintos territorios del país, sin importar que tan alejado se encuentre.
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La descentralización en Colombia un reto por cumplir: el caso del Municipio 
de Sáchica

Luis Felipe Aponte Landinez15

Diana Lorena Pérez Rincón16

Resumen 
La metodología  utilizada para el análisis del proceso de descentralización en Colombia en el 

marco del Sistema General de Participaciones dentro del contexto de un  municipio de sexta cate-
goría como lo es el Municipio de Sáchica del Departamento de Boyacá, se llevó a cabo mediante la 
identificación de los principales aspectos que inciden en la descentralización teniendo en cuenta sus 
diversas limitaciones. Por lo cual se analizaron las cifras presupuestales del municipio, en términos 
de los recursos del SGP, recursos propios así como la distribución de los mismos.

De tal forma que fue posible analizar el uso de los recursos para el financiamiento de los de 
servicios públicos como lo son salud, educación, agua potable y saneamiento básico, entre otros, 
que aunque lograron altos índices de cobertura, la calidad de los mismos, no fue la adecuada ya que 
esta competencia se encuentra asignada a las Entidades Territoriales, las cuales no cuentan con los 
recursos propios suficientes para atender las necesidades reales presentadas en la población. Por 
ende se sugiere como respuesta la generación de políticas de descentralización que brinden mejores 
y  adecuadas respuestas a los pequeños municipios. 

Palabras clave: Descentralización administrativa, descentralización política, descentralización 
fiscal, autonomía en las Entidades Territoriales
Introducción

En los últimos años los países de América Latina han presentado significativos cambios con 
respecto a la descentralización, ya que se han generado grandes avances en cuanto a  la inversión 
pública social en especial en los sectores de salud, educación y agua potable y saneamiento básico, 
sin embargo y sin desmeritar dichos logros alcanzados hoy en día se presentan grandes brechas 
territoriales en especial en las zonas urbanas y rurales del país con respecto a la calidad de la pres-
tación de los servicios. Por lo cual el alcance del presente escrito es el análisis del actual modelo del 
Sistema General de Participaciones en el marco de la descentralización fiscal en el contexto de los  
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Municipios de sexta categoría, que para el caso de análisis se tomara como referencia al Municipio 
de Sáchica del Departamento de Boyacá.

Por tal razón es preciso señalar que en Colombia el proceso de descentralización se llevó a cabo 
una vez expedida la Constitución Política de Colombia de 1991, la cual materializó la estructura de 
la descentralización político-administrativo en las Entidades Territoriales, no obstante en lo que 
respecta al  proceso de la descentralización fiscal, no se generaron grandes avances por ende la hi-
pótesis a tratar en el  presente análisis es: ¿El actual modelo de transferencias en Colombia permite 
garantizar una adecuada descentralización y sostenibilidad fiscal en las Entidades Territoriales?. 
Para dar una adecuada respuesta al cuestionamiento aquí planteado es necesario tener en cuenta los 
siguientes aspectos:

•	 Identificar el contexto histórico de la descentralización y el sistema General de participacio-
nes en el país.

•	 Definir mediante argumentos académicamente validados los factores de la descentralización. 

•	 Analizar el contexto de la descentralización en el marco del actual modelo de participacio-
nes para el caso de un municipio de sexta categoría como lo es el Municipio de  Sáchica del 
Departamento de Boyacá.

•	 Concluir los avances del sistema general de participaciones en cuanto al fortalecimiento en 
el proceso de la descentralización y sostenibilidad fiscal de los municipios a fin de establecer 
las posibles mejoras en el mismo. 

Para ello es importante señalar que gran parte de los de las Entidades Territoriales en el país, de-
penden en gran medida de las transferencias realizadas desde el nivel Nacional, ya que cada una de 
las inversiones realizadas en el Municipio son financiadas por fuentes externas al mismo municipio, 
situación que en muchos de los casos se encuentra supeditada a diversas limitaciones y restricciones 
para suplir adecuadamente las necesidades reales de la población haciendo que los Municipios no 
sean lo suficientemente autosuficientes para dar respuestas acertadas a las necesidades básicas insa-
tisfechas de la población. 

La descentralización en Colombia un reto por cumplir: el caso del Municipio 
de Sáchica

Antes de analizar  el tema en cuestión es necesario aclarar que según lo expuesto por Falleti, 2010: 
“El proceso de descentralización ocurre, por lo general, en tres entornos, el administrativo, el fiscal y el político, 

mediante los cuales el gobierno nacional transfiere a los gobiernos subnacionales responsabilidades, recursos 
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y autoridad política respectivamente”. Estos tres elementos de la descentralización no se efectúan de 
manera simultánea, sino que más bien se presentan de forma individual y de forma progresiva, de-
pendiendo en gran medida del tipo de intereses que predominan en el momento; en el caso  Colom-
biano el proceso de descentralización surgió en la década de los ochenta, con la finalidad de elegir a 
los alcaldes y gobernadores para que los mismos fueran elegidos mediante voto popular, por lo cual 
la primera fase de la descentralización que se desarrolló en el país fue la política. 

Consecuentemente surgió la descentralización administrativa la cual según  Ayala , Bonet, & 
Pérez, 2016 consiste en: “la definición de responsabilidades y obligaciones a cargo de los gobiernos subnacio-

nales”, ya que se establecieron normas que definían las competencias y responsabilidades que debían 
ejercer en los diferentes niveles de gobierno, dichas circunstancias generaron la necesidad de finan-
ciar adecuadamente los servicios de salud, educación, agua potable y saneamiento básico entre otros 
en las Entidades Territoriales, es por eso que en el año de 1991 con la expedición de la Constitución 
Política Colombiana en su artículo 356  se establece que:

“Salvo lo dispuesto por la Constitución, la ley, a iniciativa del Gobierno, fijará los servicios a cargo de la 

Nación y de los Departamentos, Distritos, y Municipios. Para efecto de atender los servicios a cargo de éstos y a 

proveer los recursos para financiar adecuadamente su prestación, se crea el Sistema General de Participaciones 

de los Departamentos, Distritos y Municipios. (…)” 

Una vez creado el Sistema General de Participaciones, este fue reglamentado mediante la Ley 715 
del 2001 por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformi-
dad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se 
dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre 
otros. Dicha norma que tuvo a fin fortalecer la descentralización, mediante un sistema de transfe-
rencias condicionadas obligatorias señaladas por Alfonso, Calvo, & Villeta, 2016 como:

“Las definidas en la Constitución y determinadas por ley, hacen referencia a ciertas normas sobre las cuan-

tías por transferir a los gobiernos subnacionales. Tienen el propósito de fomentar la prestación de servicios 

públicos como la educación y la salud por las autoridades subnacionales.” 

En este sentido esta Ley efectuó una distribución de los recursos del orden Nacional a las Enti-
dades Territoriales de la siguiente forma: 

•	 Asignaciones especiales 4%: de las cuales se encuentra Alimentación escolar con un 0,5%, 
ribereños Rio Grande de la Magdalena con un 0.08%, resguardos indígenas con un 0.52% y 
FOMPET Departamentos,  Distritos y Municipios con un  2.9%
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•	 Distribución sectorial 96%: de los cuales se encuentra: Educación con un 58.5%, salud con un 
24.5%,  propósito general  con un 17% y Agua Potable y Saneamiento Básico, Deporte y Re-
creación, Cultura, Vivienda, Fortalecimiento Institucional y vías. 

Por consiguiente las reformas realizadas al Sistema General de Participaciones lograron grandes 
coberturas en la prestación de los servicios de salud, educación Agua Potable y Saneamiento Básico, 
entre otros, no obstante dichas coberturas no se lograron en un 100%, ya que según disposiciones del 
nivel central la inversión se priorizo para el sector urbano generando grandes brechas en el sector 
rural, además este mecanismo género que gran parte de los Municipios dependieran en gran medida 
de las transferencias realizadas desde el nivel Nacional para atender adecuadamente dichos servicios 
para el sector urbano.

(Resultados- análisis)

Es así que los pequeños Municipios no han generado una autosuficiencia fiscal, para atender las 
necesidades presentadas en su territorio, ya que con el modelo de transferencias condicionadas obli-
gatorias se evidencia dos contrates significativos, uno en el que los grandes municipios que cuentan 
con un sistema tributario fortalecido en el que la calidad de vida de población se encuentra en ni-
veles aceptables, ya que los municipios poseen la suficiente capacidad fiscal para efectuar inversión 
social donde realmente se necesite, por otro lado se encuentran los pequeños municipios que de-
penden en gran medida de las transferencias Nacionales, por lo cual su inversión social se encuentra 
restringida según las directrices del gobierno central que muchas veces se realiza sin tener en cuenta 
el contexto del mismo. 

Tal es el caso del Municipio de Sáchica del Departamento de Boyacá, un municipio de sexta 
categoría como muchos de los que existen actualmente en el país que no cuentan con una óptima  
sostenibilidad fiscal, ya que sus principales ingresos dependen en su mayoría de las transferencias de 
la Nación para el desarrollo de su función como lo es el de la garantía en la prestación de los servicios 
dentro de su territorio. De esta forma, en el siguiente cuadro se puede observar el presupuesto de 
ingresos con los valores más representativos de los ingresos del municipio de Sáchica en las vigencias 
2016 y 2017:
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Fuente: Secretaria de Hacienda-Sáchica-Boyacá

Tal y como se observa para la vigencia 2016 el presupuesto de ingresos fue de $14.216.116.118, don-
de las transferencias corresponden a un  25% del total de los ingresos. Mientras que para el año 2017 
los ingresos totales fueron de $14.300.833.968, en donde las trasferencias obtuvieron un porcentaje 
del 22%, evidenciando una variación negativa del 10,6%

Lo que permite concluir que el Municipio depende en gran medida de las transferencias de la 
Nación, pero aun así se viene mejorando su capacidad fiscal como se evidencia en el año 2017 donde 
los ingresos tributarios aumentaron.

Ahora bien, después de analizar el presupuesto de ingresos, en el siguiente  cuadro de se muestran 
los datos más representativos del presupuesto de gastos de las vigencias 2016 y 2017:
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Fuente: Secretaria de Hacienda-Sáchica-Boyacá

Como se muestra el presupuesto de gastos del año 2017 ($14.300.833.968) aumento 0,6% frente 
al del año 2016 ($14.216.116.118), donde los gastos de inversión representaron el 92% del total de los 
gastos  y los de funcionamiento el 8%. Dentro de los gastos de inversión más representativos se en-
cuentran los gastos de inversión con el Sistema General de Participaciones (16%), otros recursos con 
destinación específica (17%), el fondo local de salud (14%), la inversión con recursos de capital (50%) 
y el impuesto al transporte por oleoducto y gasoducto (12%). Es de aclarar que según lo reportado por 
la Secretaria de Planeación del Municipio de Sáchica, para el año 2016, el municipio contaba con una 
población de 3.780 habitantes de los cuales 1.941 son hombres es decir el 51,3% de la población total 
y 1.839 son mujeres con un 48,7%, además el 50% de la población  se encuentra en la zona urbana y 
el 50% restante en la zona rural. 

En este sentido la pirámide poblacional del municipio de Sáchica es estacionaria antigua y refleja 
el descenso de la fecundidad y natalidad con un estrechamiento en su base para el año 2016, compa-
rado con el año 2005, por lo cual se observa que la población de edades comprendidas entre los 0 a 
14 años ha disminuido, de otro lado la población a partir de los 40 años empieza a aumentar, lo que 
evidencia que en la pirámide a medida que avanza la edad hay un estrechamiento que representa a 
la población adulta mayor y el descenso de la mortalidad. Además según el DANE, para el año 2020 
proyecta que la pirámide poblacional se continúe estrechando en la base y aumentando la población 
de edades más avanzadas, es decir que continúe disminuyendo la natalidad y aumentando el enve-
jecimiento de la población. 

Estas dinámicas poblacionales, demuestran que el municipio con el paso de los años va desa-
pareciendo paulatinamente, debido a que no se han generado las opciones necesarias  para que el 
Municipio crezca y se dinamice en cada uno de sus dimensiones, por ende se va convirtiendo en 
un municipio expulsor de población económicamente activa, ya que no existen estímulos para este 
grupo poblacional permanezca y genere aportes significativos a la economía del Municipio; una de 
las principales causas son los precarios recursos con los que se cuentan para realizar una inversión 
orientada a impulsar la economía del municipio, ya que no se cuentan con los recursos propios su-
ficientes para ello.  

En cuanto a los indicadores de cobertura en la prestación de servicios públicos domiciliarios se 
encuentra que: el 47,3% de las viviendas tienen inodoro conectado a alcantarillado, el 39,7% tiene 
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inodoro conectado a pozo séptico, el 5,2% tiene inodoro sin conexión a alcantarillado o pozo séptico, 
el 0,1% tiene letrina y el 7,6% no tiene servicio sanitario. Lo cual permite deducir que la cobertura en 
alcantarillado tanto en el sector urbano como en el rural no es del 100%, sin embargo para el sector 
urbano existe una mayor cobertura y calidad en la prestación de los servicios, dejando así al 50% 
de la población perteneciente al sector rural del municipio con un alto índice de con necesidades 
básicas insatisfechas en este aspecto.   

Aunado a esto en el servicio de alumbrado, el 95,5% de total de las viviendas tiene alumbrado 
eléctrico, el 4,3% utiliza vela y el 0,1% utiliza kerosene, petróleo y gasolina y la fuente de obtención 
de agua para consumo humano el 91% es acueducto, el 4,5% la fuente de obtención es manantiales, 
el 2,3% la fuente de obtención es pozos, el 0,7% la fuente de obtención es ríos, el 0,3% la fuente de 
obtención es tanques, el 0,1% la fuente de obtención es agua lluvia, el 0,1% la fuente de obtención es 
lagunas y el 1% otras fuentes. 

Dichos indicadores son el reflejo de las grandes brechas existentes en los sectores urbanos y 
rurales de los municipios más pequeños del país, donde hoy en pleno siglo XXI es inaceptable que 
aun subsistan personas sin una adecuada prestación de servicios públicos domiciliarios, sin embar-
go para que el municipio subsane dichos aspectos debe contar con los suficientes recursos propios 
para atender estas necesidades, puesto que las inversiones en dichos aspectos son priorizadas para 
el sector urbano, sector que de por sí ya cuenta con mejores índices de cobertura y de calidad en la 
prestación de los servicios, esto se debe a que la mayor parte de políticas públicas no generan solu-
ciones de acuerdo al contexto y realidad presentada en el municipio. 

En este sentido el Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas muestra que el municipio en el área 
rural posee necesidades de vivienda, hacinamiento crítico, servicios inadecuados, alta dependencia 
económica, y niños en edad escolar que no asisten al colegio en un 59.15%. En el área urbana estas 
necesidades se presentan en el 29.08 % de la población, para un total de estas necesidades en el Muni-
cipio de 46.08 %. Por otro lado con respecto al Índice de Pobreza Multidimensional (IPM) muestra al 
67.27% de la población con necesidades educativas, necesidad de mejorar las condiciones de la niñez 
y la juventud, el trabajo, la salud y el acceso a servicios públicos domiciliarios, necesidades en la cali-
dad de sus viviendas y acceso a servicios públicos. Situación presente en el área urbana con el 51.2 % 
y en el área rural las necesidades son del 79.6%, escenario preocupante y motivadora para emprender 
acciones que beneficien a esta comunidad principalmente. 

Es así que en este caso como muchos otros en el país se muestran  las condiciones reales  de las  
Entidades Territoriales las cuales son precarias para gran parte de su población en especial para la 
perteneciente al sector rural de los municipios, lo cual refleja que aún falta un largo camino por 
recorrer para superar dichos aspectos, ya que tanto las capacidades administrativas del municipio 
como el fortalecimiento fiscal no son sufrientes para suplir cada una de las necesidades presentadas 
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en la población, según esto Falleti, 2010 menciona que la: “Descentralización administrativa que no se 

encuentre acorde con una descentralización fiscal afecta en gran medida la autonomía territorial” 

Por lo cual se sugiere la elaboración de una reforma que propenda por el aumento de los ingresos 
tributarios de los Municipios a fin que los mismos sean auto sostenibles de tal forma que no de-
pendan del nivel central de gobierno; para esto es importante que las condiciones de los gobiernos 
locales tengan una generación de recursos propios significativos de forma que crezcan de acuerdo a 
la expansión de la economía mediante las potencialidades de sus fortalezas competitivas. Por otro 
lado se hace necesario mencionar que las transferencias condicionadas no son eficaces para el mejo-
ramiento de la calidad en la prestación de los servicios dados a la población, ya que el actual sistema 
de participaciones no tienen en cuenta las necesidades reales de cada Entidad Territorial, sino que 
más bien cuentan con una destinación específica que se realiza de manera uniforme independiente-
mente del área o del contexto presentado. 

Por lo cual es pertinente analizar el cumplimiento de los objetivos y metas de cobertura y calidad 
en educación, salud y Agua Potable y Saneamiento Básico, ya que aunque se obtuvieron significati-
vos avances en la prestación de los servicios, no se obtuvo los mismos resultados en la calidad de los 
mismos dada la incidencia de diversos factores como formulación y ejecución de políticas de des-
centralización enfocadas el sector urbano, sector que de por si cuenta con altas tasas de cobertura y 
medianamente de calidad, sin embargo para el sector rural no de efectuaron acciones que atendieran 
sus necesidades reales de la población.

Dicho escenario generó un aumento considerable en las brechas existentes para cada uno de los 
mencionados sectores, lo que causo una mayor desigualdad e inequidad social, generado así  una se-
rie de disparidades económicas territoriales, las cuales son definidas por Comisión Económica para 
America Latina y el Caribe, 2009 como: “Las diferencias permanentes en los niveles y ritmos de desarrollo 

y crecimiento económico de las unidades subnacionales”

Estas situaciones  hoy en día  representan  un gran reto para el Gobierno Nacional, para lograr 
disminuir  las brechas de desigualdad entre las regiones,  a fin de generar soluciones reales y acordes 
al contexto  presentado, es por esto que el gran reto del actual gobierno es la identificación de las 
variables que imposibilitan el mejoramiento de la calidad de vida las personas, a fin de generar po-
líticas de descentralización que den una adecuada respuesta a las problemáticas presentadas para la 
generación de nuevos recursos. 

Para ello es indispensable conocer de primera mano las necesidades más apremiantes de cada 
territorio, de tal forma que las respuestas generadas realmente surtan el efecto deseado para el desa-
rrollo social esperado. En este orden de ideas y para dar respuesta al cuestionamiento inicialmente 
planteado acerca del actual modelo de transferencias, aún se tiene un largo camino por recorrer a 
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fin de alcanzar el modelo de descentralización deseado, puesto que como se señalaba anteriormen-
te gran cantidad de Entidades Territoriales dependen de las trasferencias realizadas desde el nivel 
central del Gobierno para su sostenimiento, generando entre otras cosas un condicionamiento en 
su autonomía. 

No obstante lo alcanzado hasta el momento no ha sido en vano, ya que estos primeros pasos hacia 
la descentralización constituyen un significativo avance en el proceso de la consolidación de la mis-
ma en el país, puesto que como se mencionaba inicialmente, la descentralización está compuesta por 
diferentes fases como lo es la política, la administrativa y la fiscal, las cuales deben surtir un proceso 
para consolidarse de manera adecuada dentro del accionar estatal. Por tal razón aunque los avances 
aún no sean trascendentales, mediante una adecuada intervención del Estado para la formulación y 
ejecución de políticas de descentralización acordes a la realidad territorial, es posible que garantizar 
una mejor calidad de vida de las personas.  

Conclusión
En conclusión es necesario señalar que la formulación de políticas que propendan por la des-

centralización, en especial en aquellos sectores olvidados de tal forma que se garantice un óptimo 
desarrollo que permita dar respuesta al contexto y realidad de cada territorio, por ende se requiere 
una mayor intervención del Estado a fin de subsanar las desigualdades tanto en el crecimiento como 
en el  desarrollo a fin de disminuir las disparidades territoriales y regionales, mediante el fortale-
cimiento de la generación de recursos propios para garantizar un mayor nivel de inversión pública 
social. 

De tal forma que se garantice una mayor autonomía y la descentralización local, ya que finalmen-
te es en  este nivel de gobierno  donde realmente se materializan cada una de las acciones del Estado,  
medidas en igualdad, educación, adecuada redistribución de las riqueza entre otras  y de esta forma 
subsanar todos aquellos  problemas que hoy aquejan nuestra sociedad. 
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Desafíos de los Municipios Certificados en Educación: el difícil equilibrio en-
tre competencias y recursos asignados.
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Resumen
A partir del análisis de  la normatividad existente y orientada hacia la transferencia de responsa-

bilidades del gobierno central a las entidades territoriales, se logra identificar la estrategia utilizada 
por el Estado, tal vez de manera subrepticia o con la práctica de eufemismos jurídicos, para ejecu-
tar una política de descentralización en la que progresivamente asigna o traslada sistemáticamente 
responsabilidades a las entidades territoriales, hasta el punto de congestionar el aparato estatal de 
la esfera territorial, pues dicha descentralización ha avanzado en el ámbito de la descongestión fun-
cional o de competencias, pero en la trasmisión fiscal y la autonomía financiera y administrativa el 
proceso se ha quedado rezagado.

Ahora, la estructura político administrativa derivada de la Constitución Política de Colombia 
del año 1991, dio un tímido esfuerzo orientado hacia un paulatino proceso de descentralización, 
otorgándole a los municipios del País, competencias en diferentes sectores determinantes en la sa-
tisfacción de las finalidades del Estado moderno, no obstante, a través del presente documento se 
identifica que no existe un equilibrio entre las competencias asignadas y el traslado de recursos 
necesarios para satisfacer las nuevas responsabilidades, debiendo las entidades territoriales compro-
meter otras fuentes de financiación para cumplir con las exigencias consagradas en la Ley. 

Palabras claves: Descentralización, Autonomía, Desconcentración, Competencias, Departa-
mentos, Municipios, Transferencias,   Sistema General de Participaciones.
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Introducción

La Constitución Política de 1991 constituye un punto de inflexión en el proceso de descentraliza-
ción en Colombia, estableciendo entre otras figuras, la que señala que en vigencia de la Carta Funda-
mental, el 46% de los ingresos corrientes de la Nación (ICN) debían ser transferidos a las entidades 
territoriales, orientadas principalmente a los sectores de salud y educación y se harían a través de 
dos bolsas: el situado fiscal (departamentos) y las participaciones municipales (municipios). 

No obstante, en un país con una fuerte tradición jurídica o mejor, con una excesiva confianza 
en los atributos y capacidades de las normas jurídicas, este esquema de transferencias ha sufrido 
sendas reformas importantes en los últimos años. Para el 2012, el monto del SGP representaba alre-
dedor del 4% del producto interno bruto (PIB), el 30% de los ICN y el 15,7% sobre el gasto público 

 (Público, 2012). Por ello, una reforma estructural al Sistema General de Participaciones es de suma 
importancia tanto para los gobiernos de las entidades Territoriales como para el nacional, ya que 
estos recursos afectan el balance de las finanzas del gobierno central y los locales.

Metodología
El estatuto epistemológico dominante en el área de las ciencias sociales o humanas exige la uti-

lización de un método sistemático y coherente, pretendiendo con ello ofrecer una rigurosidad en la 
utilización de datos, conceptos e inclusive de cifras, indispensables para una adecuada identifica-
ción del objeto estudiado y del contexto en el cual se desarrolla la actividad investigativa.

En este caso, la metodología practicada, se basa en el método de análisis-síntesis, el cual consiste 
en la separación y estudio independiente de cada una de las partes de la investigación, presentando 
inicialmente un acercamiento teórico del temario a tratar, para luego presentar una síntesis a ma-
nera de conclusión, coligiendo con ello, las ideas más importantes y los eventuales efectos que se 
lograron identificar del objeto de estudio en cuestión.

La metodología planteada presenta una estructura sistemática de eslabones que se concatenan 
con el único propósito de brindar coherencia lógica y temática al estudio; las fases las compren-
den un análisis o separación de ideas o conceptos, posteriormente se busca presentar una sínte-
sis o conexión de estos conceptos, para finalmente ofrecer una serie de conclusiones íntimamente 
relacionadas a las etapas anteriores.

La razón de adoptar esta metodología de investigación, obedece al propósito que inspira al autor 
de identificar el espacio en el cual se desarrolla el temario, en este caso, el contexto político, social y 
económico que rodeaba el traslado de responsabilidades y funciones a las entidades territoriales y, la 
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forma en la cual el gobierno ha pretendido legitimar sus proceder, a partir de eufemismos y visiones 
trasgresoras de los más elementales principios fundantes del Estado Social de Derecho.

Resultados (análisis)
Descentralización y Autonomía Territorial

La transferencia de funciones del Gobierno Central a entidades territoriales, reconoce un ante-
cedente jurídico en el Art. 209 de la Constitución Política, el cual reza: La función administrativa está 

al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, 

eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 

desconcentración de funciones (…). pretendiendo con esto el constituyente, ofrecer procedimientos y 
estrategias que busquen materializar los fines del Estado, a través de herramientas efectivas y efi-
cientes. 

Pretendiendo materializar este propósito, surge la descentralización, entendida “como la facultad 
que se otorga a las entidades públicas diferentes del Estado central para gobernarse por sí mismas, 
mediante la radicación de funciones para que las ejerzan autónomamente” (Rodríguez, 1990). La 
descentralización (…), consiste en el otorgamiento de competencias y funciones de la administra-
ción a entidades que se crean para ejercer una actividad especializada, caracterizadas porque deben 
tener una justificación para su existencia en el sentido de dar respuesta a la solución de unas necesi-
dades, poseer personería jurídica, autonomía administrativa, financiera y presupuestal, autoridades 
propias y control por parte del poder o sector central (Sanchez Alfonso, 2015). 

En un contexto más amplio, Cohen y Peterson (Cohen, 1996) señalan que la descentralización ad-
ministrativa consiste en la transferencia de funciones, recursos y capacidad de decisión del gobierno 
central hacia los gobiernos territoriales, para la provisión de servicios públicos y sociales y para la 
realización de obras públicas, mientras que la descentralización fiscal se refiere a la transferencia de 
recursos y generación de estos para dinamizar las fuentes de ingresos públicos territoriales. 

Competencias Por Sectores 

El concepto de competencia se puede interpretar, atendiendo a lo consignado en el artículo 26 de 
la Ley 1454 de 2011, como la facultad o poder jurídico que tienen la nación, las entidades territoriales 
y las figuras de integración territorial, para atender de manera general responsabilidades estatales. 

Desarrollo Normativo

El fundamento  jurídico en el tema de transferencia de competencias de la nación a las entidades 
territoriales, lo constituye el Acto Legislativo 01 de 1968, en cuyo artículo 53 dispuso que de confor-
midad con la Constitución y la ley, a iniciativa del gobierno, se determinarían los servicios a cargo 
de la nación y de las entidades territoriales, teniendo en cuenta la naturaleza, importancia y costos 
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de los mismos, y señalaría el porcentaje de los ingresos ordinarios de la nación que debían ser distri-
buidos. No obstante, existe todo un desarrollo normativo que destaca un punto de inflexión con la 
Asamblea Nacional Constituyente de 1991.

•	 Constitución Política de 1991

Con la promulgación de la Constitución Política de 1991, Colombia adoptó los postulados del Es-
tado Social de Derecho20  y en consecuencia, a partir de ese momento, la acción del Estado ha debido 
estar orientada a garantizar el ejercicio de los derechos consagrados por la misma Carta, para poder 
cumplir con los denominados “fines esenciales del Estado21”, entre los cuales se encuentra el derecho 
de los ciudadanos al acceso al sistema educativo. 

El Sistema General de Participaciones (SGP)

El Sistema General de Participaciones (SGP) corresponde a los recursos que el Gobierno Nacio-
nal Central transfiere a las entidades territoriales, ya sean Departamentos, Distritos o Municipios, 
destinados a salud, educación, agua potable y saneamiento básico y para propósito general. Los 
artículos 356 y 357 de la Constitución Política de 1991 establecieron nuevas responsabilidades a los 
gobiernos locales, así como también los recursos necesarios para ejercerlas, profundizando en el 
proceso de la descentralización política y administrativa de Colombia.

•	 Acto Legislativo 01 de 2001 y el Sector Educación. 

En Colombia la Constitución de 1991 en sus artículos 151, 288, 356 y 357 definió el Sistema de 
Transferencias como la principal fuente de financiación de las competencias asignadas a las entida-
des territoriales. 

•	 Ley 60 de 1993 

Definió una rígida distribución porcentual de los montos asignados, en donde el 60% de los re-
cursos del Situado Fiscal debían destinarse a la financiación del sector educación, el 20% al sector 
salud y el 20% restante a salud y/o educación según las metas de cobertura y demás fuentes de finan-
ciación de estos sectores. Por su parte, el 30% de los recursos de la PICN se debían destinar al sector 

20	 ARTICULO 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descen-
tralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de 
la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.

21	  ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y ga-
rantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de 
todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender 
la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden 
justo. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su 
vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del 
Estado y de los particulares.
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educación, el 25% al sector salud, el 20% al sector agua potable y saneamiento básico, 20% de libre 
inversión y un 5% para educación física y recreación22.

•	 Ley 715 de 2001 en el Sector Educación

La Ley 715 de 2001 avanzó en la asignación de competencias a cargo de cada nivel de gobierno23, 
así a la Nación le corresponde fijar las políticas en materia educativa, a los departamentos, distritos 
y municipios certificados y no certificados también le señaló claras competencias en materia edu-
cativa. 

La distribución de los recursos tiene como base el número de niños atendidos, la población en 
edad escolar por atender y el costo de atención diferencial según la región urbana o rural y el nivel 
educativo, entre otros. 

Criterios de asignación participación de educación

Población Atendida: La población atendida es la población efectivamente matriculada en el año 
anterior por el valor de la asignación por alumno. 

Asignación por Complemento de Planta: es una asignación adicional para las entidades territo-
riales que presentan una planta docente cuyo costo promedio supera el costo promedio nacional.

Cancelación Prestaciones Sociales del Magisterio: Son los recursos transferidos a las cajas depar-
tamentales de previsión social para atender el pago de las prestaciones del personal nacionalizado 
por la Ley 43 de 1975 que en virtud de la Ley 91 de 1989 no quedaron a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Cuota de Administración: Las entidades territoriales certificadas podrán destinar hasta el 1% de 
la asignación por población atendida para la financiación de gastos asociados a los procesos misio-
nales inherentes a la administración del servicio. 

Ascensos en el escalafón: Estos hacen parte de la nómina, en cada vigencia se incluye este valor 
como parte del costo de la asignación por población atendida. 

Calidad: Los recursos para calidad se distribuyen entre los municipios y distritos certificados 
y no certificados para que complementen el financiamiento de las actividades que contribuyan al 
mejoramiento de la calidad educativa

Población por atender en condiciones de eficiencia: A cada entidad territorial se le puede distri-
buir una suma residual de los recursos del SGP educación, en los términos del Decreto 2833 de 2004 

22	 Orientaciones para la programación y administración del SGP 2009. DNP.

23	 Artículo 5 de la Ley 715 de 2001
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así: El CONPES determina cada año el monto de los recursos a distribuir por este concepto, se toma 
un porcentaje del número de niños en edad de estudiar que no están siendo atendidos en el sistema 
educativo y, se multiplica por la asignación de niño por atender. 

Equidad: El monto a distribuir a cada distrito o municipio, se efectúa de acuerdo con el indicador 
de pobreza certificado por el DANE.

•	 Acto Legislativo 04 De 2007

Pretendiendo modificar los artículos 356 y 357 de la Constitución Política, y buscando beneficiar 
a las entidades territoriales al incrementar el traslado de recursos del SGP para aumentar con ello 
la cobertura en educación y salud, se aprueba el Acto Legislativo 01 de 2001, el cual modifica las 
competencias de entidades territoriales en materia de educación. 

Competencias de los Distritos y Municipios Certificados en Materia de 
Educación

En aras de ofrecer herramientas que pudiesen optimizar el flujo de recursos trasladados desde el 
gobierno central, se realizó un diagnostico que logró identificar los problemas mas relevantes que 
presentaba el sistema educativo, dentro de los cuales se pueden resaltar: i) la inequidad generada por 
la inconveniente distribución de los recursos, ii) la ineficiencia en el gasto, iii) la poca inversión en 
calidad y iv) los aumentos de los costos de nómina (Cerquera D., 2000). Este diagnóstico surge de 
la evaluación del sector educativo, donde se desprende que de los más de mil municipios que tiene 
el país, únicamente 62 se encuentran certificados, dentro de los que se encuentran las principales 
ciudades con los consecuentes mejores resultados en las pruebas de calidad. 

Competencias y recursos de las entidades territoriales

Las principales fuentes utilizadas por las entidades territoriales para asumir la financiación de 
las responsabilidades otorgadas en virtud a la Ley lo constituyen los recursos del Sistema General 
de Participaciones SGP, de las regalías y otras transferencias nacionales, además deben ser asumidas 
con cargo a los ingresos corrientes, (Ahmad & García-Escribano, 2010) mencionan que los sistemas 
de transferencias de América Latina están diseñados, no para ofrecer a los gobiernos locales los me-
dios que les permitan adquirir responsabilidades técnicas y administrativas acorde con sus ingresos 
propios, sino como ejecutores de los políticas y recursos provenientes desde el gobierno central. 

Lo que se puede observar es que la fuente principal de financiación para los departamentos y 
los municipios han sido las transferencias del SGP, seguidos de los recursos propios y las regalías. 
Las dos primeras fuentes representan alrededor del 50% y 28%, respectivamente, mientras que en el 
caso de las regalías existe una diferencia entre lo que reciben los municipios y departamentos, para 
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los primeros los ingresos por regalías representan un promedio del 5% y para los segundos cerca del 
13%. Es decir, las entidades territoriales continúan con una alta dependencia de las transferencias 
del gobierno central, lo que para los gobiernos locales es una limitante para asumir las competencias 
asignadas y atender las necesidades que demanden sus ciudadanos (Bonet, 2014).

Lo anterior evidencia el desbalance que existe entre las competencias y los recursos trasladados, 
ya que tienen mayores responsabilidades pero con menos recursos. En Colombia la legislación prevé 
que las competencias que son asignadas a los gobiernos locales deben establecerse una vez que los 
recursos están garantizados. En aquellos casos en los que dicha condición no se cumple se relaciona 
con lo que se llama una descentralización administrativa infundada, en donde los entes territoriales 
asumen, con recursos propios, los costos de administración de servicios transferidos (Falleti, 2010). 

Interacción del sistema general de participaciones en educación con las demás fuentes de finan-
ciación. 

La principal fuente de recursos en todas las entidades territoriales corresponde a la participación 
para educación del Sistema General de Participaciones - SGP, que representa alrededor del 90% de 
los recursos disponibles para el sector. No obstante, existen otras fuentes de menor magnitud para el 
mejoramiento de la calidad y cobertura del servicio educativo, entre las cuales se encuentran:

•	 Asignación especial para alimentación escolar (SGP-Alimentación): La ley 715 de 2001. 

•	 Recursos del Fondo Nacional de Regalías: Los recursos que reciben las entidades territoriales 
por concepto de regalías, tienen como propósito cubrir las necesidades básicas de la pobla-
ción.

•	 Recursos de Ley 21 de 1982: Corresponden al 1% sobre la nómina mensual de las entidades 
públicas de carácter nacional y de los departamentos, distritos y municipios.

•	 Recursos provenientes de las Rentas obtenidas en el ejercicio del Monopolio de Licores: La 
destinación preferente de las rentas obtenidas en el ejercicio del monopolio de licores, exige 
su aplicación por lo menos en el 51% a la financiación de los servicios de salud y educación. 

•	 Recursos propios de las entidades territoriales: Las entidades territoriales pueden destinar 
recursos propios para proyectos de inversión, que permitan el mejoramiento de la calidad del 
servicio educativo, la provisión de la canasta educativa, la ampliación, adecuación y manteni-
miento de los establecimientos educativos, los servicios públicos y gastos de funcionamiento 
de los establecimientos educativos, sin generar gastos permanentes para el Sistema General 
de Participaciones.

Conclusiones
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Es evidente que existe un desbalance entre la asignación cada vez mayor de responsabilidades 
del sector central  a las entidades territoriales y el traslado de recursos económicos para resolver o 
satisfacer las nuevas funciones, generando que las entidades deban comprometer otras fuentes de 
financiación diferentes, entre ellas, los recursos propios, que atendiendo a la precaria categorización 
de los municipios del País, dificulta cada vez más las finanzas de las entidades y propiciando de esta 
manera una inviabilidad financiera de muchas de ellas.

Las entidades territoriales certificada en educación, al constituir la excepción, se ven avocadas 
además, a enfrentar un desafío adicional, y es el manejo de la nómina del sector educativo, presen-
tando serios desafíos no solo de carácter económico, sino además, social y político. 

En este documento se analiza el balance entre las responsabilidades asignadas a las entidades 
territoriales y la definición de las fuentes de financiación correspondientes, no obstante, cuando se 
analizaron las metas establecidas, en el mejoramiento en la prestación de los servicios, se encontró 
que estas se establecen únicamente para el caso de las coberturas pero no para calidad. De modo que 
es necesario que una reforma al SGP considere el establecimiento de metas específicas en calidad y 
que se diferencien explícitamente por áreas de residencia.

En relación a las competencias y recursos de los municipios y departamentos, se observa que no 
todas las competencias asignadas a los gobiernos locales tienen una fuente definida de financiación.
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LAS REFORMAS DEL ESTADO Y LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA: IMPLICA-
CIONES EN MUNICIPIOS DE BOYACÁ Y CASANARE

Luis Franklin Galindo Ojeda24 

Resumen  

Este artículo describe los procesos de reforma del Estado y de la Administración Pública en 
Colombia. El asunto de interés tiene que ver con los procesos de modernización adelantados en las 
entidades territoriales, a través de las reformas administrativas y se centra en las restricciones a la 
autonomía fiscal y a la descentralización que deben enfrentar las entidades territoriales, así como 
en las diferencias de capacidad institucional entre los gobiernos locales y que, pueden terminar 
limitando las posibilidades de incrementar y profesionalizar las estructuras y plantas de personal 
de los municipios colombianos. Teniendo como referente algunas publicaciones sobre reformas ad-
ministrativas y descentralización, así como información del área de asesoría y asistencia técnica 
de la Escuela Superior de Administración Pública (ESAP) de la territorial Boyacá – Casanare, el 
documento describe la evolución de dichas reformas, la prevalencia de su concreción e implementa-
ción principalmente en el gobierno nacional y la disparidades económicas regionales que terminan 
convirtiéndose en un gran reto para la Administración Pública Territorial y el desarrollo regional.                                                 

         
Palabras clave:  Estado, Administración Pública Territorial, capacidad institucional, descentra-
lización, autonomía fiscal, reforma administrativa, desarrollo regional.

    

Introducción

Las reformas al Estado y a la Administración Pública25 en Colombia se han concebido res-
pondiendo a estudios y requerimientos de los presidentes de turno. Sin embargo, estas refor-
mas al centrarse principalmente en las instituciones del gobierno central, difícilmente termi-
nan implementándose de manera pertinente y oportuna en los territorios. Sumado a esto, las 

24	 Administrador Público y especialista en Proyectos de Desarrollo de la Escuela Superior de Administración 
Pública ESAP, como consultor ha trabajado en temas relativos a los procesos de modernización institucional. Estudiante 
de tercer semestre de la Maestría en Administración Pública. Luis.galindo861@esap.gov.co        

25	 En términos sencillos, las reformas administrativas son un problema organizacional, mientras las reformas del 
Estado constituyen un problema público (Younes, 2010).  
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instituciones de los gobiernos locales difieren significativamente en su capacidad institucional26 

  y en esa medida el diseño de sus estructuras y plantas de personal, resulta muy reducido para la 
cantidad de funciones y competencias que hoy tienen los municipios colombianos. Los análisis de 
los procesos de descentralización y autonomía fiscal de las entidades territoriales, así como de los 
indicadores de desempeño integral de los municipios y departamentos, pueden dar cuenta de las 
grandes diferencias y brechas inter e intra regionales.                            

A pesar de los procesos de reforma administrativa27 adelantados con el propósito de moder-
nizar y actualizar sus estructuras, prima la limitada autonomía fiscal de las entidades territoria-
les por cuanto promueve deficientes plantas de personal, afectando su capacidad de responder a 
los desafíos que depara el posconflicto. En este sentido, los límites a los gastos de funcionamien-
to condicionan de manera importante la consolidación de los procesos de modernización organi-
zacional. El presente documento analizará dicha situación, por lo que en primer lugar relaciona 
una revisión de las reformas al Estado y la Administración Pública en Colombia; luego, describe 
algunos aspectos del “buen gobierno” de la Administración Santos y su relación con la OCDE28 

; en seguida, se abordan los procesos de descentralización y la autonomía fiscal de los gobier-
nos locales; se concentra en las reformas administrativas de las entidades territoriales y la NGP29 

; y por último, presenta un breve análisis de las disparidades económicas regionales.               

La Metodología utilizada permite describir el contexto de las reformas administrativas en Co-
lombia, teniendo como referente publicaciones con especial énfasis en las implementadas en algunas 
entidades territoriales. Razón por la cual y como una forma de sustentar con cifras reales, se acudió 
a un informe del año 2016, realizado por el área de asesoría y asistencia técnica de la ESAP, terri-
torial Boyacá – Casanare, dentro del proceso de acreditación institucional que adelanta la Escuela.         

 

Reformas del Estado y la Administración Pública en Colombia
En Colombia las reformas al Estado y a la Administración Pública han sido la constante durante 

el siglo pasado, las más relevantes tienen que ver con las misiones de los años 1923, 1930, 1950, 1951 y 

26	 Municipios pequeños, con personal de planta de menos de 20 personas, tienen que atender más de 150 reque-
rimientos de reporte de información del Gobierno nacional y de las entidades de control.

27	 Se entiende por reforma administrativa el proceso tendiente a adecuar las estructuras de la administración 
pública a las cambiantes necesidades que ella de satisfacer. Es, pues, un proceso de modernización y actualización de 
estructuras, de métodos y de herramientas de trabajo (Younes, 2010).       

28	 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico. 

29	 La nueva gestión pública o “dirección empresarial pública” o “modelo gerencial” se deriva de la corriente del 
management de los E.E.U.U., que pretende su separación de la administración pública. Su objetivo es la estrategia antes 
de los procesos directivos, por lo cual se ocupa de las relaciones entre empresas organizadas y sus intersecciones con la 
política pública, más que las operaciones internas de la empresa (Peña, 2014).            
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1958; las dos primeras corresponden a las lideradas por el profesor Kemmerer, una con importantes 
innovaciones en materia de hacienda pública y la otra para analizar la coyuntura de la crisis del año 
29; las dos siguientes en cabeza del profesor Currie, relacionadas con un programa para el desarrollo 
del país y la reorganización de la rama ejecutiva del gobierno de Colombia; la última, denominada 
economía y humanismo del  padre Lebret, en la cual se propone entre otras, la creación de una escue-
la de administración. Es precisamente en este último trabajo que, “(…) se encontró la necesidad de 
llevar a cabo urgentes reformas administrativas al tiempo que señaló la falta de organismos centrales 
de planeamiento, que coincidió en esto con la misión del profesor Currie, identificó la inestabilidad 
de la administración y la falta de capacidad de dirección en ella” (Younes, 2010, pág. 41).

La implementación de estos estudios, se ha concretado a través de la promulgación entre otras, 
de las reformas constitucionales de los años 1936, 1945, 1957, 1968, y 1979, así como de un amplio de-
sarrollo legislativo, en el cual no se puede desconocer como antecedente, la relevancia sobre régimen 
político y municipal que estableció la ley 4 de 1913. Resulta preciso relacionar iniciativas con son: la 
conformación de una comisión nacional para la reforma de la administración pública en el año 1954; 
la comisión de reclutamientos, ascensos y disciplina, el departamento administrativo del servicio 
civil y la Escuela Superior de Administración Pública para 1958; y la comisión coordinadora de la 
administración pública en 1963. Como innovaciones administrativas de 1968, se encuentra la expedi-
ción de los estatutos:  básico de la administración y el de las entidades descentralizadas y solamente 
hasta el año 1986 se incorporan normas constitucionales sobre la organización y funcionamiento de 
las entidades territoriales, a través de los códigos de los regímenes departamental y municipal. 

Estas reformas a pesar de la entrada en vigencia de la Constitución Política del 1991 y la pon-
derada autonomía de sus entidades territoriales, se ha centrado principalmente en la adecuación 
de las instituciones del gobierno central a las exigencias de organismos y entidades multilaterales. 
Instituciones que, promueven un achicamiento del sector púbico y que, para el caso colombiano se 
han concretado en la reducción de personal en los gobiernos sub nacionales mediante una serie de 
normas de distribución de competencias y recursos como la Ley 715 de 2001 y la Ley 627 de 2000. 
Esta última denominada de ajuste fiscal y que difícilmente ha contribuido a fortalecer la capacidad 
institucional, en especial de los territorios donde el Estado no hace presencia. Lo anterior termina 
por establecer que, desde “(…) una mirada histórica de las reformas administrativas en nuestro país, 
se logró entender cómo este importante tema objeto de estudio para el derecho administrativo es-
taba principalmente restringido a las grandes reformas del Estado, dejando de lado el análisis de las 
reformas de las entidades territoriales” (Parra, 2013, pág. 210).                                
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La Política de buen gobierno y los requerimientos de la OCDE 

El gobierno Santos se ha preocupado por dar continuidad y complemento de la política de buen 
gobierno para el cierre de brechas de capacidad institucional, en la cual se propone avanzar en los 
siguientes objetivos: fortalecer la articulación Nación–Territorios, afianzar la lucha contra la co-
rrupción, transparencia y rendición de cuentas, promover la eficiencia y eficacia administrativa, 
optimizar la gestión de la información, optimizar la gestión de la inversión de los recursos públicos, 
promover y asegurar los intereses nacionales a través de la política exterior y cooperación interna-
cional. En este sentido, “(…) el país ha registrado una tendencia a la mejora de sus indicadores de 
gobernabilidad. (…) En efecto, según el Banco Mundial, a raíz de las políticas implementadas, el 
país evidencia avances en asuntos tales como rendición de cuentas, efectividad del gobierno, calidad 
regulatoria y se ha mantenido en los resultados alcanzados en materia de control de la corrupción” 
(DNP, 2014, pág. 453).  

Estos indicadores parecieran evidenciar una senda de mejoramiento en cami-
no a consolidar una arquitectura institucional moderna, sin embargo, estas me-
didas son implementadas inicialmente en el nivel central y de manera tardía o 
inexistente se reflejan en el nivel territorial, ejemplo de ello, es el programa de eficiencia admi-
nistrativa de servicio del ciudadano30.   Programa que difícilmente llega de manera oportuna a los 
territorios, si es que llega, realidades como estas, impiden alcanzar una gobernanza multinivel31 

 como la plantea la OCDE. Esta dinámica puede explicarse en parte, por cuanto “(…) la alta 
desigualdad también presenta desafíos políticos al dañar la cohesión social. Finalmente, puede 
provocar actitudes proteccionistas y anti globalización que a su vez afectan al comercio y al creci-
miento. Las capacidades administrativas locales y regionales deben ser fortalecidas para una coor-
dinación más efectiva con el gobierno nacional en la prestación de servicios públicos en niveles y 
calidad similares para todas las regiones” (OCDE, 2017, pág. 25).

30	 Identifica una serie de factores que son críticos para la ciudadanía, tales como: 1) procesos y procedimientos 
engorrosos y complejos que implican cargas excesivas e innecesarias al ciudadano, así como re-procesos a las entidades 
públicas; 2) canales de atención insuficientes en términos de su cobertura o que no responden a las necesidades, rea-
lidades o expectativas de los ciudadanos; 3) incertidumbre frente a las condiciones de tiempo, modo, lugar y lenguaje 
claro y comprensible, en que se le dará respuesta a sus solicitudes o acceso a la oferta de servicios del Estado; 4) arreglos 
institucionales que no favorecen una articulación efectiva entre las entidades públicas, con miras a mejorar el servicio; 
5) barreras de acceso a las personas con discapacidad para realizar trámites y acceder a los servicios; 6) insuficiente 
cualificación o inadecuados procesos de selección o de definición de perfiles y competencias de los servidores públicos 
orientados al servicio al ciudadano

31	 La cual pretende la transformación efectiva de la relación entre la Nación y el territorio en todos sus niveles 
de gobierno, caracterizándose por la articulación de las competencias y las ofertas institucionales, así como por la trans-
ferencia e instalación de capacidades en los niveles subnacionales y la optimización de dichas capacidades en el nivel 
nacional.
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El proceso de descentralización en Colombia y la autonomía fiscal local

El proceso de descentralización en Colombia se consolidó con la entrada en vigencia de la Cons-
titución del 91 con la declaratoria de República Unitaria, descentralizada y con autonomía de sus 
entidades territoriales. Dicho proceso se ha caracterizado por ser inacabado y abierto, pasando de 
una centralización a una descentralización en los ámbitos político, fiscal y administrativo, y a partir 
del nuevo milenio con medidas recentralizadoras, en especial en las relacionadas como de ajuste 
fiscal, sin embargo, no se puede desechar la propuesta del profesor Fals Borda de pensar en un país 
de regiones. En general, este proceso no ha contado con una política de Estado, por lo que se puede 
concluir que, “ni el proceso de descentralización ni los programas sociales de los presidentes, son 
suficientes para incentivar dinámicas perdurables de desarrollo local” (Restrepo, 2004, pág. 88). 

El DNP establece que la descentralización se ha desarrollado en dos etapas; la primera con las 
reformas de 1986 con énfasis municipalista; y la segunda posterior a la constitución del 91, donde se 
reorganizan las competencias entre los tres niveles del ejecutivo. Sin embargo, como lo determinan 
Barón y Meisel (2003), tanto la descentralización fiscal como la falta de una política de desarrollo 
regional no han contribuido a reducir las disparidades regionales. En este sentido, la descentrali-
zación fiscal en Colombia, no tuvo en cuenta la diferentes problemáticas y las capacidades de los 
territorios, por lo que, “(…) las fórmulas de distribución territorial del situado y las participaciones 
municipales se diseñaron sin tener en cuenta el costo de proveer estos servicios en los territorios. 
Por ejemplo, para el caso del situado fiscal32, las fórmulas básicamente se preocuparon por garantizar 
el financiamiento de una nómina regional, lo cual, en últimas, no significó un cambio fundamental 
con respecto a la distribución del situado antes de las reformas” (Iregui, Ramos, & Saavedra, 2001, 
pág. 19).

La autonomía fiscal de las entidades territoriales está supeditada al cumplimiento de los reque-
rimientos que en materia de estabilización macro económica le corresponden al gobierno nacional 
y en lo que respecta a la redistribución y asignación de recursos, les compete más a los gobiernos 
subnacionales. En otras palabras, siempre se ha catalogado de incapaces a los gobiernos locales, en el 
sentido de manejar responsablemente sus finanzas y se le achaca parte de la responsabilidad en el dé-
ficit fiscal, un ejemplo reciente fue la implementación del sistema general de regalías (SGR). En este 
sentido, se cuenta con un sistema de transferencias que premie el esfuerzo fiscal, lo que hace necesa-
rio pensar en sistemas diferenciados donde “(…) resulta importante comprender como la capacidad 
fiscal y la competencia política se relacionan para entender porque el progreso y el bienestar de la 
población varía entre y a lo largo de los municipios colombianos” (Sánchez & Pachón, 2013, pág. 14).                                           

32	 Sistema de transferencias del gobierno central hacia las entidades territoriales.
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Las reformas administrativas en las entidades territoriales 

Las reformas administrativas a través de su evolución han ido cambiando su denominación, des-
de las temidas reestructuraciones hasta los actuales rediseños institucionales, sin embargo, todas 
ellas, independientes de su definición, se conciben como “procesos de modernización”, de todas 
formas, las reforma de las  plantas de personal como lo establece el actual desarrollo legal, deben 
sustentarse en justificaciones o estudios técnicos elaborados por las mismas entidades, bajo las di-
rectrices del Departamento Administrativo de la Función Pública (DAFP) y de la Escuela Superior 
de Administración Pública (ESAP). Sin embargo, son escasas las entidades que adelantan por su 
cuenta este tipo de estudios, la Escuela tampoco posee la capacidad de suplir la demanda de las 
entidades territoriales y brindar el acompañamiento de manera gratuita para los municipios de 5a 
y 6a categoría, razón por la cual son las firmas especializadas o los profesionales en Administración 
Pública quienes terminan adelantando estos procesos que, para las entidades territoriales no requie-
ren aprobación del DAFP.           

La figura siguiente da cuenta de la cobertura realizada por la territorial Boyacá-Casanare en el pe-
riodo 2011 – 2015, se puede apreciar como la presencia institucional de la ESAP en el área de asesoría, 
donde se direccionan los procesos de modernización organizacional (MECI, rediseño institucional, 
nivelación salarial, actualización manual y SGC-NTCGP), no supera el 30% en cada departamento.              

Figura 1
 Cobertura proyección institucional Territorial 2011 -2015

A. Boyacá   B. Casanare 

Fuente: Informe proyección institucional. ESAP Territorial Boyacá – Casanare   

                           
Determinar si estos estudios hacen parte de un verdadero proceso de modernización que garan-

tice el mejoramiento organizacional, resulta ser un asunto aún más complejo que la implementación 
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del mismo. Se supone que al implementar una reforma administrativa se está privilegiando la ca-
pacidad administrativa sobre el desempeño fiscal y que, en el corto plazo, la entidad territorial ter-
minara algunos de los indicadores de su índice de desempeño integral33. Sin embargo, y aunque los 
datos no son concluyentes, en el presente escrito, se relacionarán algunos procesos adelantados en el 
área de asesorías y asistencia técnica de la ESAP, correspondiente a la territorial Boyacá – Casanare 
para el periodo 2010-2014, lo anterior dentro del proceso de acreditación institucional adelantado 
en la entidad. Los procesos implementados en este periodo son contrastados con cada uno de los 
indicadores que hacen parte del desempeño integral, así como con los correspondientes al Índice de 
Gobierno Abierto (IGA) de la Procuraduría General de la Nación (PGN).

Figura 2
 Procesos de modernización organizacional

A. Samacá 2011        B. Cubará  2013 

 

    

33	 Indicador compuesto por variables que miden: el grado de cumplimiento de las metas previstas en sus planes 
de desarrollo, la eficiencia en el uso de los recursos empleados en la provisión de los servicios, como matrícula educativa, 
calidad educativa, vacunación infantil, entre otros; el desempeño fiscal, el nivel de las capacidades administrativas y el 
grado de cumplimiento de los requisitos legales en materia de presupuesto y ejecución de los recursos del Sistema Gene-
ral de Participaciones (SGP). Estos análisis se basan en la información reportada por las propias entidades territoriales
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Fuente: Informe proyección institucional. ESAP Territorial Boyacá – Casanare   

Determinar la incidencia de las condiciones externas e internas que terminan determinando las 
reformas a la administración pública, puede tener su explicación en la necesidad de estar a la van-
guardia de los requerimientos de organismos multilaterales que, promulgan una mayor eficiencia de 
los gobiernos tanto nacionales como subnacionales, así como de las presiones internas de una po-
blación que busca cada vez más, ser partícipe de las decisiones que los afectan.  En este sentido, “(…) 
se encontró que desde los estudios nacionales e internacionales que se han efectuado sobre los para-
digmas que sustentan los procesos de reforma administrativa, especialmente sobre el paradigma de 
Nueva Gestión Pública (“NGP”), se han realizado importantes aportes que pueden ser considerados 
para mejorar la forma en que las entidades territoriales desempeñan el ejercicio de sus funciones” 
(Parra, 2013, pág. 210).  

Las disparidades económicas regionales y competitividad.  

Colombia se ha caracterizado por ser uno de los países con más desigualdad en la región, los 
esfuerzos por reducir estas brechas son reducidos, situación reflejada en las grandes diferencias 
que se presentan entre los gobiernos subnacionales, en este sentido, respecto a los ingresos, “(…) las 
disparidades son importantes debido en gran medida a la heterogeneidad en capacidades fiscales, 
de recursos humanos y técnicas y a su autonomía. Aproximadamente el 60% de los ingresos de los 
7 municipios más grandes que pertenecen a la «categoría especial» provienen de recursos propios, 
mientras que este porcentaje se reduce aproximadamente al 15% para casi el 90% de los municipios 
colombianos” (OCDE, 2016, pág. 10).          

En el 2016 los municipios presentaron un deterioro en sus finanzas territoriales por la reducción 
de los ingresos por regalías y el incremento en sus gastos de funcionamiento; esto confirma la restric-
ción de los gobiernos locales, en especial, los municipios de 5 y 6 categoría para fortalecer y moder-
nizar su estructura administrativa frente al dilema de mejorar su desempeño fiscal. Según el análisis 
de la OCDE, “(…) la experiencia de Colombia y otros países ha demostrado que la transferencia de 
poder y de recursos a las entidades territoriales sin asistencia técnica, fomento de la capacidad y 
buen desempeño de procesos de monitoreo y evaluación, puede llevar a que el gasto público territo-
rial sea ineficiente y puede conducir a mala gestión” (DNP, 2013, pág. 5).              

Todas las diferencias tanto en la cantidad de recursos que perciben las economías locales como 
los mismos gobiernos y la forma como esa “riqueza” se distribuye en términos de calidad y continui-
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dad para dar solución a las necesidades tanto de inversión como de desarrollo económico y social 
de las regiones. Estas brechas o disparidades que sumadas a las transferencias de menos recursos 
económicos y más funciones y competencias a las administraciones públicas locales, sin hacer dis-
tinción precisamente de las limitaciones en las capacidades de cada territorio, entre ellas el nivel de 
profesionalización de las respectivas plantas de personal. Por lo que se hace necesario “(…) fortalecer 
el ciclo completo de gerencia territorial (mediante asistencia técnica, acompañamiento, disposición 
de herramientas, instrumentos y apoyos tecnológicos, etc.) para mejorar las capacidades administra-
tivas, financieras y sectoriales de las entidades territoriales, como una condición fundamental para 
la profundización de la descentralización y la provisión adecuada de servicios al ciudadano”  (DNP, 
2013, pág. 16).

Figura 3
Disparidades regionales

A. Producto interno bruto 2005   B. Entorno de desarrollo departamental 
2014

Fuente: Mapas temáticos predefinidos – Nacional. SIGOT. IGAC   
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Las disparidades y competividad entre las regiones puede evidenciarse en los mapas anteriores, 
las cuales permiten determinar como el PIB tiene una estrecha relación con los entornos de desarro-
llo propuestos por el DNP, sin embargo y para citar un ejemplo departamentos como el Casanare, no 
corresponden a un desarrollo pertinente frente al nivel de recursos que perciben. Situaciones como 
está, plantean un gran reto para las administraciones públicas en los territorios, por lo que se debe 
tener en cuenta las diversas iniciativas externas, donde primen “(…) los nuevos ejes de la política 
económica territorial: el fomento del desarrollo rural y del desarrollo sustentable. (…) de igual for-
ma, hay que aludir al desarrollo de la descentralización y reforma del Estado, y la puesta en marcha 
de los procesos de modernización de la administración pública y de la gestión política, con el fin de 
lograr una participación.” (Alburquerque, 2004, pág. 159).

Conclusiones 

En la evolución de las reformas al Estado y a la Administración Pública en Colombia se han 
concentrado en las instituciones del gobierno nacional, en la mayoría de ocasiones por sugerencia 
de misiones de expertos o por requerimientos de organismos multilaterales, los indicadores de buen 
gobierno, resultan de difícil aplicación dadas las limitadas capacidades institucionales de los gobier-
nos subnacionales. Los procesos de descentralización y la autonomía fiscal se ven condicionados la 
imposición de medidas de estabilidad macroeconómica, en este sentido, las reformas administra-
tivas o procesos de modernización en las entidades territoriales, poseen un estrecho margen para 
adecuar sus estructuras y plantas de personal a las propuestas innovadoras como las de la Nueva 
Gestión Pública (NGP).

Por lo anterior, la Administración Pública Territorial, tiene ante sí, un gran reto; primero, debe 
articular el desarrollo económico local con la vocación productiva del territorio; no puede seguir es-
perando que las soluciones le lleguen únicamente del gobierno nacional para de esta forma iniciar el 
camino que permita disminuir las brechas entre regiones; y segundo, ante las diferencias en la capaci-
dad institucional, y a pesar de las restricciones fiscales para incrementar y profesionalizar sus plantas 
de personal, puede apoyarse en instituciones como la ESAP y replicar, por qué no, experiencias exito-
sas de otros gobiernos locales. En la actualidad son grandes los desafíos respecto a la implementación 
del acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera34 

 en las administraciones públicas de los territorios: ¿Conseguirá la administración pública territorial 
adecuar sus instituciones para el posconflicto?

34	 Debemos admitir entonces que ¡estamos en guerra! Y mientras ella persista, mientras ella no cese y se restablez-
ca el orden, no será posible gobernar a un país con unas instituciones y con unos instrumentos diseñados para tiempos 
de paz. (…) Necesitamos unas instituciones no sólo para ampliar los servicios y atender otras necesidades sino para que 
reconstruya la infraestructura, para que rediseñe el país, para que restablezca lo que está siendo arrasado. (Ibáñez, 2002). 
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ANEXOS 

Anexo 1. Cobertura proyección institucional ESAP 2011 - 2015

Tabla 1. Municipios de Boyacá 

PROYECCIÓN 
INSTITUCIONAL / 
MUNICIPIOS (Cat.) 5 Y 6 3 2 %
CAPACITACION 64 2 1 53,78
ALTO GOBIERNO 12 2 1 10,08
ASESORIA 36 2 1 30,25     

Tabla2. Municipios de Casanare

PROYECCION 
INSTITUCIONAL / 
MUNICIPIOS (Cat.) 5 Y 6 3 %
CAPACITACION 14 1 77,78
ALTO GOBIERNO 5 1 27,78
ASESORIA 5 0 27,78

Anexo 2. Desempeño integral e IGA 2013-2014 
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Tabla . Desempeño integral e IGA Municipios de Casanare
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      Discapacitados en el mercado laboral Moniquireño, un reto para la ad-
ministración pública territorial.

Andrés Aníbal Giraldo Romero35 

María Fernanda Molina Reyes 36

Gerardo Nicolás Pinzón Ramírez37

Resumen
	 Es necesario el análisis y consideración de las políticas públicas, como aquellas herramientas 

del estado, que buscan brindar solución a los diversas problemáticas vividas por los actores sociales, 
y su participación misma, en los escenarios propicios a su implementación, siendo estas las encarga-
das de mitigar y solucionar, todas aquellas afectaciones en sectores tan neurálgicos para la sociedad 
misma, como la salud, educación, empleo y vivienda. De allí la importancia misma de su objetivo 
y alcance, que deben siempre obedecer a situaciones específicas, basadas en estudios previos que 
permitan una correcta implementación e idoneidad, abriendo un campo para el amplio análisis en 
cuanto; a si las políticas públicas existentes, están obedeciendo a generalidades producto de estudios 
superficiales, o por el contrario están abarcando todos los actores que componen el marco mismo 
de los estudios, y la individualización misma de aquellas problemáticas que actualmente estancan 
nuestro desarrollo como sociedad.

Palabras claves 
Retos de la administración pública territorial, políticas públicas, implementación, objetivo y 

alcance, individualización. 

Introducción 
	 Ante los escenarios que plantea la actualidad sobre las políticas públicas existentes, surgen 

diversos aspectos a indagar, que permiten examinar la idoneidad misma de su implementación, es 
decir si sus alcances son correctos, y por ende sus objetivos cumplidos.

	 En este orden de ideas, se tomara como fuente de investigación las políticas públicas plas-
madas en el plan de desarrollo de la administración municipal de Moniquirá Boyacá con vigencia 
de 2016-2019, marco referencia de territorialidad, con el fin de determinar el campo de acción e 
implementación de las mismas, en lo concerniente a las personas en condición de discapacidad.

35	 Estudiante de 3er semestre de APT, ESAP, CETAP Moniquirá, andresanibalgiraldo@gmail.com

36	 Estudiante de 4to semestre de APT, ESAP, CETAP Moniquirá, malureyes0130@gmail.com

37	 Ingeniero Civil, Ingeniero Militar, Topógrafo y estudiante de 3er semestre de APT, ESAP, CETAP Moniquirá, 
Director de MAPS Ingenieros y topógrafos asociados, www.genipira.wix.com/MAPS, Genipira@hotmail.com.
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	 Tras el análisis de la política pública consignada allí, sobre discapacidad congénita y la ad-
quirida producto del ámbito laboral, se ven consignadas aquellas actividades propias de la región y 
que producen la mayor cantidad de accidentes laborales generadoras de esta condición y es precisa-
mente la industria del sector panelero, uno de los escenarios más propicios para  dicha situación.

	 Por ello el principal objetivo de esta investigación es determinar, si en realidad las políticas 
públicas a implementar por este plan, son las adecuadas para este caso específico, o si por el con-
trario, y como hipótesis investigativa, están siendo abordadas superficialmente, preocupante aun 
mas, para aquellas personas discapacitadas, producto de accidentes laborales, al no tener un acom-
pañamiento, que garantice su reincorporación a la sociedad como individuos útiles, generando una 
problemática por demás aguada, que debe ser atendida acorde a lo estipulado en la política pública 
nacional de discapacidad e inclusión social, la cual está amparada bajo la ley 1346 de 2009 y 1618 de 
2013, todo ello estructurado en el CONPES social 166 de 2013, conduciendo a preguntar finalmen-
te ¿Existe una política pública, para la reincorporación en la sociedad de las personas víctimas de 
accidentes laborales asociados a la producción de panela en Moniquirá?

Metodología 
	 El conjunto de procedimientos y técnicas aplicados, para la realización de esta investigación, 

fue la combinación cuantitativa/cualitativa, partiendo del dateo correspondiente a cifras medibles, 
avaladas por instituciones oficiales, configurando una cuantificación de estas observaciones y una 
línea base de referencia numérica tangible de esta investigación; y por otro lado, el analizar los re-
ferentes jurídico legales, los planes de gobierno y de desarrollo municipal (de Moniquirá) y otras 
fuentes documentales, en contraste con dichas estadísticas, implica una metodología interpretativa 
y analítica de estos atributos, característico del método cualitativo.

	 Algunos datos cuantificables empleados en esta investigación, están consignados en el acuer-
do municipal 011/2016 de Moniquirá, que adopta el Plan de desarrollo 2016-2019, que puntualizado 
en el Plan Estratégico y específicamente en los programas 7, 12, 13, aportan elementos cuantificables 
en relación al objeto de estudio, como por ejemplo número de veredas del municipio, en las cuales, 
“Esta situación ha generado aumento en el número de trabajadores informales (…),  exposición a riesgos me-

cánicos generados en los trapiches que pueden ocasionar mutilaciones y discapacidad.” que aunado a datos 
como “Como consecuencia de esta situación se destaca la Incidencia de accidentalidad en el trabajo con 54 
reportados, y la Incidencia de enfermedades relacionadas con el trabajo (un caso reportado) ocasionando 

morbilidad, mortalidad y discapacidad en población en edad trabajadora.”, (Negrillas y subrayas fuera de 
texto), justifican en conjunto con otros datos numéricos y estadísticos, el porqué de la elección de 
este método.

	 La metodología cualitativa, usual en el campo social, implica en esta investigación, la com-
binación con la cuantitativa, ya que, datos sin articulación al entorno de la problemática social y 
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de los retos de la administración púbica, en particular, de los discapacitados en el mercado laboral 
Moniquireño, pierden sentido, si no integran el análisis conjunto de ellos, para solucionar el objeto 
de esta investigación.

Resultados 
	 El análisis realizado a los datos, enmarcados principalmente en el acuerdo municipal 011/2016 

de Moniquirá, a los referentes jurídicos, al documento CONPES social 166 de 2013 y a otras referen-
cias documentales, desenlaza en varias consideraciones, que se exponen a continuación:

a.	   El plan Municipal de desarrollo 2016-2019, “Moniquirá: Grandes cambios, grandes 
resultados”, el cual fue adoptado mediante acuerdo municipal No. 011 del 28 de mayo de 
2016, está estructurado en 4 capítulos, de los cuales, el primero plantea la estructura de este 
en 9 enfoques, que se programan, en un segundo capítulo denominado Plan estratégico del 
plan de desarrollo 2016-2019 “Moniquirá: Grandes cambios, grandes resultados”; Este plan 
estratégico a la vez tiene 4 líneas estratégicas, que están distribuidas a lo largo de 38 progra-
mas.

	 Cada uno de estos 38 programas, cuentan con un objetivo programático (OP), unos 
objetivos de desarrollo sostenible (ODS), una problemática priorizada y unos objetivos 
de desarrollo para el cuatrienio; Para estos últimos, se establecen una identificación-nivel, 
una(s) metas resultado y una(s) metas producto, cada una con su correspondiente descrip-
ción , indicador, línea base, fuente, meta, cantidad real y tipo de meta.

	 Esta contextualización sobre la estructura de plan municipal, se trae a contexto, 
pues ubica el blanco de esta investigación en los programas 7, 12 y 13 (Ver anexo 1, denomi-
nado Estructura del plan de desarrollo y blanco de investigación), y focaliza los programas 
donde las personas objeto de esta investigación (víctimas de accidentes laborales asociados 
a la producción de panela en Moniquirá) deben ser el “telos” de dichos programas.

	 7.1 Entrando en materia, como resultado de la investigación, se encuentra que el pro-
grama 7, tiene como OP “promover una sana practica de protección y amparo de salud en el 
entorno laboral” y plantea 4 ODS (1, 3, 8 y 16), donde los que tienen inclusión (generalizada, 
sin aplicación de factores diferenciales), son el 8 que cita: “Promover el crecimiento econó-
mico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo pleno y productivo y el trabajo decente 
para todos” y el 16 que cita: “Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo 
sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsa-
bles e inclusivas a todos los niveles”.(Negrillas y subrayas fuera de texto).

	 De aquí se analiza, que el ODS 8, promueve un trabajo decente para todos, y obliga 
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a la administración municipal a cumplir este reto, dado en el concepto del  “para todos”, 
lo que incluye a las personas víctimas de accidentes laborales asociados a la producción de 
panela en Moniquirá. Subsidiariamente se infiere que las sociedades deben incluir a todos y 
en todos los niveles y que esta inclusión, debe ser promovida en la administración.

	 Complementariamente, se analiza el planteamiento del programa y la problemática priori-
zada dada en él, donde se expone que el sector agropecuario, tienen una producción y comerciali-
zación débil estructuralmente, que aunada a una baja capacitación integral, generan un “aumento en 

el número de trabajadores informales (…) aumentando la posibilidad de afectación por riesgos ocupacionales 

dentro de los que se destaca patologías lumbares por cargas inadecuadas, (…), exposición a riesgos biológicos 

en los cultivos de cañas, exposición a riesgos mecánicos generados en los trapiches que pueden ocasionar 
mutilaciones y discapacidad. (…) Como consecuencia de esta situación se destaca la Incidencia de acciden-
talidad en el trabajo con 54 reportados, y la Incidencia de enfermedades relacionadas con el trabajo (un 
caso reportado) ocasionando morbilidad, mortalidad y discapacidad en población en edad trabajadora. En el 

municipio de Moniquirá se presentan condiciones de discapacidad y alteración funcional,(…) con afecciones 
del movimiento de manos y piernas con un total de 59 casos.(…) Se destaca que el municipio a través del 

programa de discapacidad ha generado algunas acciones de inclusión, sin embargo, su cobertura e impacto 
es débil.” (Negrillas y subrayas fuera de texto).

	 De esta problemática priorizada, se desprende que en efecto, 1) existe una población 
estimada en el año 2016, de 54 casos reportados de incidentes de accidentes de trabajo, como 
mínimo uno (1) de enfermedad laboral y 59 de afecciones del movimiento de manos y pier-
nas; 2) que entre ellos, en algunos, ocasiono discapacidad; 3) que estos incidentes refieren a 
casos relacionados con los cultivos de caña y a riesgos mecánicos generados en trapiches (es 
decir que están asociados a la producción de panela, elemento de la pregunta de investiga-
ción) y 4) que el municipio cuenta con un programa dirigido a las personas con discapaci-
dad, sin embargo su cobertura e impacto es débil.

	 Al analizar los objetivos de desarrollo (OD) numerados con el 14 y 15, que son los 
que aterrizan la problemática priorizada a un nivel operativo, se encuentra que estos, a pesar 
de ser claro, que la cobertura del programa existente está dirigido a las personas con disca-
pacidad (es decir las que ya tienen esa limitación), y que este en sí, ya tiene una cobertura 
e impacto débil, no tiene como objetivo al grupo poblacional que ya tiene la limitación, 
sino que se enfoca en reducir la incidencia de accidentalidad, fijando metas y porcentajes 
de reducción, en forma preventiva y oportuna, en aumentar la identificación de los casos, 
dejando de lado a quienes ya padecen de discapacidades. Es decir que el objeto se enfoca en 
las personas con el pleno de sus capacidades y en la prevención hacia ellos, discriminando 
a quienes ya padecen las limitantes. Subsidiariamente, el OD 15, establece como meta pro-
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ducto 33, el “formular e implementar una (1) política pública de atención a la discapacidad 
en el cuatrienio”, pasando de cero (o) como línea base en el 2016 a una (1), para para todo 
el cuatrienio y que debe involucrar en sus resultado el restablecimiento de derechos  a 100 
personas en esta condición.

	 7.2. Continuando con los resultados de la investigación, ahora en relación con el pro-
grama 12, se extrae que el OP es “Mejorar las condiciones de calidad de vida de la población 
en condición de discapacidad” y plantea 7 ODS (1, 2, 3, 4, 5, 11 y 16), donde 3 de ellos (1,3 y 
16), ya fueron planteados en el programa 7, lo que resta para el análisis el ODS 16, pues los 
otros no tocan el tema de investigación.

	 El ODS 16, al igual que el en programa 7, generaliza en su blanco de aplicación y tie-
ne una aproximación a la inclusión al citar: “Promover sociedades pacificas e inclusivas para 
el desarrollo sostenible”, pero cayendo nuevamente en la generalización de esta población, 
que en el pensamiento de Sonia Marina Gallardo Gómez, directora del Comité de Rehabi-
litación de la federación Antioqueña de ONG, opina que “Uno tiene que empezar a mirar 
la discapacidad como la diversidad de las capacidades”, insistiendo en abrir la mente para 
entender las diversas capacidades y como estas impactan positivamente el desempeño de las 
empresas, lo que entra en choque con los programas estandarizados y generalistas, que no 
ven la multidiversidad que existe en el sector poblacional de los discapacitados.

	 Paralelamente, este programa, incluye unas estadísticas como parte del contexto de la 
problemática priorizada, que alimentan el panorama sobre la cuantificación de las personas 
en condiciones de discapacidad, llegando a cifras registradas de 597 personas en tal condición 

, y que en el OD 24, propone “Mejorar las condiciones de calidad de vida de la población en 
condición de discapacidad”, aterrizándolo con la meta resultado 26 y 70, que buscan “mante-
ner el 100% de la ejecución de los programas que se vienen implementando para la población 
en situación de discapacidad” y “Dar continuidad al programa de atención a la población en 
situación de discapacidad con el acompañamiento de la estrategia Red Unidos.”, lo que a la luz 
del análisis realizado, no genera ninguna aplicación en la práctica, pues si el tipo de meta es de 
mantenimiento y esta se aplica a los programas que se vienen implementando para la pobla-
ción en situación de discapacidad, que traen una línea base de cero (0) en políticas publicas 

; pues  como producto del mantenimiento de las metas resultado 26 y 70, este seria de 0 en 
su mantenimiento, pues el 100% de 0, es 0.

 	 7.3. Finalizando con los resultados de la investigación, se toca el último programa 
(13) que tiene cierta aproximación a esta investigación en la priorización de la problemática 
publica al citar en ella que “(…) aunque se han venido adelantando programas de formación 
de niños, niñas y adolescentes en condición de discapacidad, víctimas, estos son escasos para 
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la gran cantidad de población”, se puede descartar de nuestro objeto de investigación, pues 
dicho programa, apunta a los niños, niñas y adolescentes, y por esta razón se sale del rango 
poblacional de estudio que son las personas víctimas de accidentes laborales asociados a la 
producción de panela en Moniquirá, quienes se presumen son mayores de edad.

b.	 Continuando con los referentes jurídicos, el documento CONPES social 166 de 2013 
y otras referencias documentales, como  la tesis titulada  “La Inclusión De Las Personas 
Con Discapacidad En El Mercado Laboral Colombiano, Una Acción Conjunta”, se pueden 
comprimir en algunos puntos, resultado del análisis de estos textos, que al afirmar “existe la 
necesidad de aunar esfuerzos que conlleven a la reglamentación e implementación de políti-
cas y programas vigentes con el fin de lograr un tratamiento igualitario y equitativo para las 
Personas con Discapacidad.” (Diana Garavito, 2014), y que dicha necesidad, es un reto para la 
administración pública y el estado colombiano, ratificado por medio de la ley 1346 de 2009 
qua adopta, la Convención Sobre Derechos De Las Personas Con Discapacidad, al “h) Re-
conociendo también que la discriminación contra cualquier persona por razón de su disca-
pacidad constituye una vulneración de la dignidad y el valor inherentes del ser humano,” y 
“k) Observando con preocupación que, pese a estos diversos instrumentos y actividades, las 
personas con discapacidad siguen encontrando barreras para participar en igualdad de con-
diciones con las demás en la vida social y que se siguen vulnerando sus derechos humanos en 
todas las partes del mundo”, se resumen en la visibilizarían de la ausencia total de políticas y 
programas vigentes y eficaces, que den un trato igualitario y equitativo a la esa facción diver-
sa entre los discapacitados, focalizada en la población moniquireña, víctima de accidentes 
laborales asociados a la producción de panela, y que como lo establece en su dogma y espí-
ritu, ley 1618 de 2013, es una obligación del estado (incluidas las entidades públicas de orden 
municipal) y de la sociedad, garantizar en el marco del Sistema Nacional De Discapacidad, 
el ejercicio efectivo de todos los derechos de estas personas y de su inclusión real, para lo 
cual el reto esta, en garantizar que dichas políticas, planes y programas, aseguren el ejercicio 
efectivo de dichas derechos; vulneración presente en la territorialidad definida por la pobla-
ción que se identifica como discapacitada no reincorporada en la sociedad, por su condición 
limitante, mas no inhabilitante, y que el estado y sus instituciones tienen discriminados.

Conclusiones 

En concordancia con los resultados, el análisis hecho al Plan de desarrollo de Moniquirá, la cua-
lificación de este y sus atributos, como plan que debe incluir políticas públicas eficientes, que ga-
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ranticen el ejercicio real de los derechos de la población discapacitada a la luz de los tratados inter-
naciones y de los derechos humanos de esta población; que no se limite a los aspectos proactivos de 
prevención y recolección de datos estadísticos y al mantenimiento de las políticas precarias y débiles 
existentes, se finiquita esta investigación en la conclusión de la ausencia de dichas políticas públicas, 
que reincorporen a la vida productiva y en sociedad, a las personas en condición de discapacidad, 
generadas por causas asociadas a la producción de panela en Moniquirá.

Perfeccionando la anterior y en consecuencia de ello, se llega al punto definido en los objetivos de 
esta investigación, planteados en determinar  si en realidad las políticas públicas implementas en el 
plan de desarrollo son las adecuadas, categorizando la respuesta en un: no son las adecuadas, puesto 
que en primer lugar, el objeto planteado de estas acoge a la población sin discapacidad a través de 
la prevención (aspecto proactivo, que en ninguna medida es negativo para ese grupo poblacional), 
pero si discriminante, ante los que ya padecen de las limitaciones, además las estrategias existentes, 
tal como el mismo documento los afirma, tienen una cobertura e impacto débiles.

Subsidiariamente, se concluye también, que la hipótesis planteada inicialmente, sobre si el abor-
daje de esta políticas se hace de una manera muy superficial y si las personas en condición de dis-
capacidad, no tienen un acompañamiento que garantice su reincorporación a la sociedad como in-
dividuos útiles, queda comprobada, en la medida que las políticas existentes son muy generalizadas 
y no tienen en cuenta, que en el total de la población discapacitada, existen facciones que no están 
incapacitadas o inhabilitadas y que dentro de la discapacidad, existe toda una diversidad de poten-
cialidades humanas, que en el mejor de los casos, están siendo subutilizadas y en el peor escenario, 
completamente discriminadas y aisladas de la sociedad.
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Anexos
Anexo 1, Estructura del plan de desarrollo y blanco de investigación (Fuente: Autoría de los in-

vestigadores)

 
	   

       

Anexo 2, Extracción Problemática Priorizada Programa 12, del Plan Municipal de desarrollo 
2016-2019, “Moniquirá: Grandes cambios, grandes resultados”
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las políticas de apoyo para este sector de la población han sido deficientes, el municipio no cuen-
ta con una política pública que permita trazar la estrategia a seguir para la atención de la comunidad 
discapacitada. 

Anexo 3, Extracción objetivo de desarrollo 15 del Plan Municipal de desarrollo 2016-2019, “Moni-
quirá: Grandes cambios, grandes resultados”
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REVISIÓN A LAS PRÁCTICAS DE GERENCIA DEL TALENTO HUMANO EN EN-
TIDADES PÚBLICAS Y SU APORTE A LA GESTIÓN ESTRATÉGICA DE LAS OR-

GANIZACIONES

Juan Carlos Correa Gómez38

Resumen
La Gerencia y Gestión del Talento Humano en las entidades públicas, se ha convertido en factor 

puramente instrumental, el cual se basa en la aplicación de las normas y técnicas relacionadas con la 
administración de personal; unas que están definidas por la ley y otras que son producto de prácticas 
institucionalizadas.

Es necesario indagar acerca del aporte de la Gestión Estratégica del Talento Humano al desa-
rrollo estratégico de las organizaciones públicas, lo cual lleva a preguntarse: ¿qué acciones se han 
implementado en nuestro país para contribuir a la Gestión Estratégica de Talento Humano y que 
impacto han tenido en la gestión estratégica exitosa de las entidades públicas?

En tal sentido es necesario realizar una revisión a las prácticas de Gerencia del Talento Humano 
en entidades públicas, lo cual puede servir como referente para plantear un estudio exploratorio del 
tema en la territorial Boyacá y Casanare.

Palabras Claves:
Sistema de Gestión, Talento Humano, Estrategia, política, modelo.

Introducción:
Hacer más eficiente la gestión pública ha sido uno de los objetivos prioritarios del Estado co-

lombiano, sobre todo en los últimos años. El reciente decreto 1499 de 2017, que actualiza el Modelo 
Integrado de Planeación y Gestión y hace extensiva su implementación diferencial a las entidades 
territoriales, así lo demuestra. Este modelo es un marco de referencia para dirigir, planear, ejecutar, 
hacer seguimiento, evaluar y controlar la gestión de las entidades y organismos públicos, con el fin 
de generar resultados que atiendan los planes de desarrollo y resuelvan las necesidades y problemas 
de los ciudadanos, con integridad y calidad en el servicio.

De acuerdo con MIPG la dimensión del talento humano es el activo más importante de las enti-
dades y es el gran factor crítico de éxito que les facilita la gestión y el logro de sus objetivos y resulta-

38	  Administrador de Empresas, Especialista en Gerencia Social, candidato a Magister en 
Dirección y Administración de Empresas, docente ocasional de tiempo completo Universidad 
Pedagógica y Tecnológica de Colombia – U.P.T.C., docente de cátedra de la Escuela Superior de 
Administración Pública – ESAP, e-mail juan.correa@uptc.edu.co
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dos. Para poder desarrollar esta dimensión se deben tener en cuenta los lineamientos establecidos en 
la política de Gestión Estratégica del Talento Humano y la política de integridad, las cuales buscan 
fortalecer el liderazgo y el talento humano bajo los principios de integridad y legalidad, como mo-
tores de la generación de resultados de las entidades públicas.

Es evidente que el Estado se ha encargado de efectuar aportes significativos a este respecto desde 
el punto de vista legal, normativo e instrumental; movido por los retos que han sido impuestos a 
través de los índices de competitividad global, los cuales miden la capacidad de los países de proveer 
altos niveles de prosperidad (bienestar) a sus ciudadanos y que son un referente internacional.

También es preciso cuestionarnos acerca no solo de la efectividad del modelo, sino de la aplica-
bilidad que le han dado las entidades territoriales, particularmente en la territorial de Boyacá y Ca-
sanare, pues la dinámica y complejidad de éstas en muchas ocasiones no facilita su implementación 
y su operatividad.

Metodología

Para el desarrollo de la ponencia se ha hecho una revisión bibliográfica mediante el método do-
cumental, y se ha efectuado un análisis hermenéutico a la literatura relacionada con el tema Gestión 
Estratégica del Talento Humano. El análisis hermenéutico es un método que permite la interpreta-
ción de un texto o de una obra escrita.

Para tal efecto, se han tenido en cuenta los documentos desarrollados por el Departamento Ad-
ministrativo de la Función Pública referentes al Manual Operativo Sistema de Gestión – Modelo 
Integrado de Planeación y Gestión y la Guía de Gestión Estratégica del Talento Humano. Adicio-
nalmente, la ley 909 de 2004 y sus decretos reglamentarios y la consulta de textos relacionados con 
Gerencia y Gestión del Talento Humano y del Conocimiento.

Se busca a partir de este ejercicio académico plantear una serie de interrogantes que pueden ser-
vir de insumo para el desarrollo de un proyecto de investigación la territorial Boyacá y Casanare y 
que permita identificar los avances de la Gestión Estratégica del Talento Humano y sus aportes a la 
gestión efectiva y exitosa de las entidades públicas de nuestra región.

Resultados

En el año 2012, bajo el decreto 2482 se presenta el primer gran hito hacia la eficiencia de la gestión 
pública colombiana, al condensar los innumerables requerimientos que debían rendir las organiza-
ciones públicas sobre su gestión en un solo Modelo, y a través de un único reporte anual, conocido 
como el Modelo Integrado de Planeación y Gestión y su instrumento de reporte, el FURAG. 
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Recientemente, el Decreto 1499 de 2017 actualizó el Modelo para el orden nacional e hizo ex-
tensiva su implementación diferencial a las entidades territoriales. El nuevo Modelo Integrado de 
Planeación y Gestión -MIPG articula el nuevo Sistema de Gestión, que integra los anteriores siste-
mas de Gestión de Calidad y de Desarrollo Administrativo, con el Sistema de Control Interno.  Su 
objetivo principal es consolidar, en un solo lugar, todos los elementos que se requieren para que una 
organización pública funcione de manera eficiente y transparente, y que esto se refleje en la gestión 
del día a día que debe atender a las 16 Políticas de Gestión y Desempeño lideradas por 10 entidades 
del Estado.

MIPG opera a través de la puesta en marcha de siete (7) dimensiones, entre las cuales se encuen-
tra el Talento Humano como corazón del Modelo; además, MIPG incorpora el ciclo de gestión 
PHVA (Planear – Hacer – Verificar – Actuar) y, adicionalmente, incluye elementos propios de una 
gestión pública moderna y democrática como son: la información, la comunicación, y la gestión del 
conocimiento y la innovación. El Control Interno se integra, a través del MECI, como una de las di-
mensiones del Modelo, y se constituye en el factor fundamental para garantizar de manera razonable 
el cumplimiento de los objetivos institucionales.

Las entidades públicas deben enfocar sus esfuerzos hacia el conocimiento, valoración, interiori-
zación y vivencia del grado de madurez en el que se encuentran; ya sea en el nivel básico operativo, 
en el de transformación o en el de consolidación. Ubicarse en alguno de estos tres niveles de madu-
rez es la materialización de su Gestión Estratégica del Talento Humano, y avanzar en cada uno de 
ellos o subir de nivel evidencia un progreso significativo en todos los aspectos que la política define 
para cada entidad pública en el país.

Los niveles de competitividad de Colombia se ubican en una zona intermedia entre los países 
analizados y de acuerdo con estudios de organismos internacionales, es necesario prestar especial 
atención en materia de gestión y organización para así fortalecer la institucionalidad. Por lo tanto, 
las intervenciones relacionadas con la gestión del talento humano son determinantes.

La realidad empresarial mundial muestra como la Gestión del conocimiento se refiere esencial-
mente al análisis y proyección estratégica de los recursos humanos. La gestión de recursos humanos 
y del conocimiento hace referencia a la gestión de las personas que trabajan y que son poseedoras 
de capital humano manifestado en la competencia laboral, de gran valor para la organización y que 
se ve reflejado en los procedimientos de trabajo, las estructuras organizacionales, los sistemas de 
información, las relaciones con los clientes, el manejo documental y el uso y desarrollo de software.

En la actualidad hay tres elementos que distinguen con claridad una gestión estratégica de recur-
sos humanos, que son: considerar los recursos humanos como el factor decisivo en la competitividad 
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de las organizaciones, el enfoque sistémico en la gestión de recursos humanos y la necesidad de 
coherencia entre la Gestión de Recursos Humanos y la estrategia de la organización (Cuesta, 2017).

Para hablar de gestión estratégica de recursos humanos se deben tener en cuenta el conjunto de 
decisiones y acciones directivas que influyen en las personas y que buscan el mejoramiento continuo 
desde la planeación, ejecución y control de las estrategias de la organización, teniendo en cuenta las 
interacciones con el entorno.

Conclusiones

Las políticas formuladas por el estado referentes a la Gestión Estratégica del Talento Humano 
demuestran el esfuerzo multidisciplinario que ha sido desplegado con el fin de acercar a Colombia 
hacia los estándares más altos de competitividad y desarrollo global. 

Es preciso articular el esfuerzo del Estado con la acción de las entidades territoriales y de todos 
los actores por facilitar la implementación de los modelos que han sido construidos y por garantizar 
su funcionalidad y operatividad.

El nuevo reto de la Gerencia Moderna y la Gestión Pública no es sólo formular y elaborar planes 
estratégicos, sino que estos se deben operacionalizar e inspirar todo el sistema gerencial de la or-
ganización. La falta de consistencia entre la formulación estratégica y la realidad del día a día de la 
institución es uno de los factores más relevantes en la crisis organizacional y que termina por afectar 
la credibilidad de la entidad frente a sus clientes.

Gestionar el talento humano en las organizaciones es el arte de gestionar a las personas que tra-
bajan en la entidad con una proyección estratégica. Al personal se le debe dirigir y la meta es hacer 
productivos los conocimientos y atributos específicos de cada individuo.
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SUBSIDIOS Y POBREZA EN EL NIVEL TERRITORIAL. EVIDENCIA PARA MUNI-
CIPIOS DE BOYACÁ. 2010-2015
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Resumen
  Este trabajo tiene como objetivo determinar la trayectoria de los subsidios y la reducción de 

pobreza en nivel territorial en 10 municipios de Boyacá, en los años 2010-2015. En este sentido, ana-
liza la trayectoria de subsidios y pobreza a través de variables relacionadas desde un enfoque analíti-
co-cuantitativo. Establece una taxonomía de los subsidios municipales y una calificación ponderada 
en los elementos de seguridad, educación, servicios públicos y salud en 10 municipios.  Como prin-
cipales resultados, se tiene que se ha disminuido intermitentemente la pobreza multidimensional, al 
tiempo en que los esfuerzos estatales se centraron en subsidios a la demanda, focalizados y en fun-
ción de la formación de capital humano. Aun así, existen enormes retos en materia de desempeño, 
particularmente en acceso a servicios públicos (2.69/5) y educación (2.46/5). 

Palabras Clave: Subsidios, pobreza, desigualdad, gasto público.
 
Introducción 

   La reducción de la desigualdad en y entre los países y la eliminación de la pobreza en el marco 
de los ODS plantean retos considerables en lo que refiere a la acción del Estado para solucionar 
situaciones socialmente problemáticas. En particular resaltan los desafíos para hacer a las personas 
más robustas en relación a los factores de riesgo que pueden devenir en un retorno a las condicio-
nes de pobreza, manteniendo y profundizando las desigualdades de diverso tipo. Estos elementos 
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a superar siguieren la necesidad de reconsiderar una visión de la pobreza centrada únicamente en 
ingresos y a la política social como una transferencia mecánica de recursos monetarios. El reconsi-
derar la forma como el Estado se relaciona con los ciudadanos a través de la política social creará 
un ambiente de confianza en la administración pública y potencializará los efectos de los esfuerzos 
estatales en reducción de pobreza y desigualdad. 

   El presente trabajo tiene como objetivo determinar la trayectoria de los subsidios y la reducción 
de pobreza en diez municipios de Boyacá. Para esto se plantea la siguiente hipótesis de trabajo: 

   Los subsidios adoptados en el nivel territorial en Boyacá se centraron en una lógica de subsi-
dios a la demanda y focalización del gasto. Asociado esto a un esfuerzo en términos de generar una 
disminución en las variables de salud, educación, seguridad y acceso a servicios públicos. Asociado a 
esto, se presentó una reducción en pobreza no muy alejada de la tendencia nacional. 

   Para esto, tiene una primera parte en torno a consideraciones de tipo metodológico; una segun-
da, relacionada con análisis de resultados; finalmente, tiene una tercera parte en la que se presentan 
conclusiones y recomendaciones. 

Metodología 

   El enfoque del trabajo es analítico cuantitativo. En tal sentido, se trata de una perspectiva en la 
cual se hace un ejercicio de separación de las partes constitutivas a fin de dar cuenta de su caracteri-
zación e interrelaciones. En otras palabras, trata este enfoque se reducir la complejidad a elementos 
más simples a fin de comprender su estructura compleja. Así mismo, la perspectiva cuantitativa 
supone la determinación de las partes mencionadas del fenómeno objeto de estudio a partir de su 
mensurabilidad o posibilidad de medición. 

   Para esto, considera de suma importancia considerar las estrategias de operación de las variables 
a partir de figuras lógicas como índices o coeficientes que den cuenta de las relaciones, interrelacio-
nes, proporciones, correlaciones, elasticidades, variaciones, tendencias, entre otros.   Lo cuantitativo 
refiere a una figura matemática, un número, que, de una forma absoluta, relativa, porcentual, entre 
otras, da cuenta de una característica o relación particular del fenómeno estudiado. En tal sentido, 
se desarrollará de la siguiente manera: 

    Se considerarán siete atributos de los subsidios, cada uno de los cuales tiene una clasificación 
por medio de subcategorías, para efectos de dar cuenta de una caracterización o taxonomía de los 
subsidios. Se tendrán en cuenta los siguientes atributos y subcategorías: Mercado: describe una si-
tuación particular de la concreción del subsidio en el sentido de que este sea a la oferta o a la deman-
da; frecuencia: si se trata de pago único o recurrente; focalización: si se trata de subsidios dirigidos o 
no dirigidos; ubicación geográfica: si se trata de urbano, rural o mixto; origen por nivel de gobierno: 
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si es municipal o exógeno; objeto social: si tiene como objeto capital humano o formación bruta de 
capital fijo; forma: si se da como transferencia monetaria condicionada o en especie. 

   La razón por la cual se escogieron estos atributos es que resumen un buen compendio de las 
facetas de los subsidios, de los cuales no hay una doctrina sólida y estructurada, de lo que deriva que 
esto sea de un interés investigativo particular.  

   Se tomará cada uno de los subsidios efectuados por 10 municipios que fueron seleccionados de 
forma aleatoria (uno de segunda categoría y 9 de sexta categoría) en los años 2010-2015. Este punto 
se explicita aún más en el anexo metodológico de este informe.  La información se tomó de las ejecu-
ciones presupuestales de los municipios de Buena vista, Busbanzá, Gámeza, Moniquirá, Sogamoso, 
Santa maría, Socha, Tibasosa, Tibaná y Ventaquemada. Estas ejecuciones de obtuvieron directa-
mente en los municipios con solicitudes a las alcaldías.

   De igual manera, se considerarán cifras de desempeño municipal del DNP en los renglones de 
seguridad, salud, educación y acceso a servicios públicos. Para efectos de constatarlas con la taxono-
mía de subsidios mencionada. Se hará un consolidado de los 10 municipios seleccionados y al final se 
tendrá una calificación ponderada de cada uno que reúna los elementos de desempeño mencionados. 

Análisis de resultados.

  El Departamento Administrativo Nacional de Estadística-DANE en Colombia es una entidad 
dependiente del ejecutivo encargado de la provisión de información oficial. Esta entidad consolida 
anualmente las cifras de pobreza en Colombia, ciudades capitales y una agrupación de departamen-
tos (niveles intermedios de gobierno) que denomina regiones, cada uno a partir de varios dominios. 
De igual manera, considera la desigualdad a través de Gini de ingresos. Menciona el DANE que con 
una línea de pobreza de COP 250.620 (USD 92.47), para el año 2017 26.9% de la población estaba en 
condición de pobreza monetaria y 17% en pobreza multidimensional, reduciendo 1,1% y 0.8% respec-
tivamente en comparación con 2016 (Departamento Administrativo Nacional de Estadistica-DA-
NE, 2018, pp. 3-17). 

        La pobreza puede considerarse desde una perspectiva absoluta, es decir de cada ciudadano o 
núcleo familiar o desde una perspectiva relativa, es decir comparando al ciudadano o núcleo familiar 
con sus pares en la jerarquía social, perspectiva está más asociada con la desigualdad. En el primer 
caso en Colombia, pobreza desde un enfoque absoluto en Colombia se considera dos medidas la 
pobreza monetaria y la multidimensional. La pobreza monetaria supone establecer una línea de 
pobreza o umbral de ingreso (necesario para adquirir una canasta de bienes básica) a partir del cual 
se considera a una persona o núcleo familiar como pobre o no pobre. Por otro lado, la pobreza multi-
dimensional considera 5 dimensiones: condiciones educativas del hogar, condiciones de la niñez y la 



Retos de la Administración Pública Territorial 
Derechos Humanos en Perspectiva de lo Público

89

juventud, salud, trabajo, y acceso a los servicios públicos domiciliarios y condiciones de la vivienda. 
Estas 5 dimensiones se dividen en 15 indicadores y la condición de pobre o no pobre se establece a 
partir de un 33% de privaciones. 

   Es importante mencionar que, no obstante, el esfuerzo técnico del DANE y las intenciones del 
gobierno, la tendencia es reducir muchas veces la lucha contra la pobreza a un esquema de progra-
mas desligados. Al respecto menciona Giraldo: 

“… La política de lucha contra la pobreza termina por convertirse en la sumatoria de 
una serie de programas puntuales, que no están articulados de forma integral. La pobreza es 
definida en términos individualistas y las soluciones tienen un carácter individual. Los pro-
gramas de lucha contra la pobreza estigmatizan a los pobres y los conducen a la trampa de la 
pobreza: Hay que ser pobre y continuar siéndolo para tener derecho a los beneficios sociales. 
Tales programas crean un lenguaje que conduce a una sociedad fragmentada. Los pobres de 
un lado, y los que no lo son del otro.” (Giraldo, 2007, p. 21)

  Así, las dimensiones del IPM, aún requieren un avance en la identificación de elementos clave 
en lo que refiere a generar capacidades en las personas. El tema de redes de interacción socio-econó-
mica es una de ellas. Se trata de como una persona cuyo círculo social, heredado o generado, tiene 
más posibilidades de acopiar recursos y de generar capacidades a partir de los mismos. Una suerte 
de asimetría de información que amerita ser incorporada en las mediciones. Desde luego, esto se 
traduce en un reto para las instituciones encargadas del desarrollo de información pública. 

Figura 1. IPM Boyacá vs. IPM nacional.

Fuente: Elaboración propia con base en datos de DANE.
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   La Figura 1 relaciona el IPM del departamento enfrentando el dato departamental con el na-
cional.  De ahí se derivan dos observaciones gruesas: primero, en los seis años considerados Boyacá 
estuvo mejor que el promedio nacional en materia de pobreza; en segundo término, no obstante, 
lo anterior, la nación reduce pobreza de manera sostenida, cosa que no hace Boyacá que en algunos 
años crece. La Nación en promedio reduce el IPM en dos puntos porcentuales por año, Boyacá lo 
hace a un ritmo de un punto porcentual por año. Finalmente, la ventaja en pobreza del departamen-
to respecto del promedio nacional se reduce con el tiempo y pasa de registrar una diferencia de 8.1 
p.p. en 2010 a solo 3.5 p.p. en 2015 y de seguir la tendencia la ventaja se perdería. 

Adicionalmente, en sus dimensiones se presentó el siguiente comportamiento: 

   Condiciones educativas del Hogar: En lo que refiere a bajo logro educativo se pasa de 69.91 en 
2009 a 61.85 en 2015, a un ritmo de decrecimiento medio interanual de -1.34 puntos porcentuales por 
año. En tanto, en lo atinente a analfabetismo se pasó de 12.93 a 12.83 de 2009 a 2015, con un decreci-
miento medio inter-anual de -0.02 punto porcentuales. 

   Condiciones de niñez y juventud: En relación a inasistencia escolar la medición pasa de 4.08% a 
4.48% en los años considerados, con un crecimiento medio interanual de 0.07 que se incrementa lige-
ramente. Por otro lado, en rezago escolar pasa de 34.07% a 32.84%, con reducción media interanual de 
21 puntos básicos. En barreras de acceso a servicios para el cuidado de la primera infancia, cambia de 
16.83% a 10.7%, con reducción media inter anual de 1.02 p.p. Finalmente, en trabajo infantil se crece 
de 6.53 a 9.72 en esos años a una tasa media interanual de 53 puntos básicos. 

   Trabajo: El componente de desempleo de larga duración evoluciona de 8.72% a 7.48%, decreci-
miento medio interanual de 21 puntos básicos. Por otro lado, en empleo informal, se pasa de 81.27% 
a 80.84%, a un ritmo medio interanual de – 0.07. 

   Salud: El elemento de sin aseguramiento en salud pasó de 8.04% a 9.63%, con crecimiento medio 
de 27 puntos básicos. En tanto que, barreras de acceso a servicio de salud pasó de 10.51% a 6.41%, con 
un decrecimiento medio interanual de 68 puntos básicos.

   Acceso a servicios públicos domiciliarios y condiciones de la vivienda: En el componente de 
sin acceso a fuente de agua mejorada se pasó de 6.62% a 5.94%, con decrecimiento medio interanual 
de 11 puntos básicos. Por otro lado, el componente de inadecuada eliminación de excretas la medi-
ción cambió de 15.38% a 9.61%, a un ritmo medio interanual de decrecimiento de 96 puntos básicos. 
Adicionalmente, la variable de pisos inadecuados cambió de 9.44% a 5.4%, media interanual de de-
crecimiento de 67 puntos básicos. En paredes exteriores inadecuadas cambió de 1.18% a 0.5%, media 
interanual de -11 puntos básicos. Finalmente, hacinamiento critico se redujo de 14.63% a 11,11%, con 
reducción media interanual de 59 puntos básicos. 
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Figura 2. Evolución de las categorías de Mercado, frecuencia y focalización de los subsidios. Mu-
nicipios seleccionados. 2010-2015

Fuente: Elaboración y cálculos propios. 

         Oferta y demanda. A la luz del modelo clásico de libre competencia como medio para mejor 
asignación de los recursos, el gasto público municipal supone que debe llevarse de la oferta hacia 
la demanda. Este esquema es aplicado parcialmente puesto que el estudio arroja que en promedio 
un poco más de la mitad (56,3%) se dirige a los individuos o familias para que, al menos en teoría, 
seleccione posteriormente al oferente (Tabla 1 y Figura 2). El gasto a la demanda muestra compor-
tamientos disímiles entre el 46,9% del 2011 hasta el 64,2% del 2014 (Figura 2), corroborando que al 
menos cuatro de cada diez pesos corresponden a subsidios a la oferta, dejando de lado los estímulos 
para obtener más resultados puesto la gestión administrativa no se somete al volumen de recursos 
asignados.

Tabla 1. Porcentaje del tipo de subsidio en el municipio 2010-2015
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Fuente: elaboración propia con base en ejecuciones de gastos. 

     Se debe mencionar que las administraciones locales tienen un margen de maniobrabilidad 
de 6,6 p.p. en uno u otro sentido para enfocar los recursos hacia la oferta o hacia la demanda. Esta 
discrecionalidad refleja alguna capacidad del ordenador para seleccionar si el recurso lo dirige a las 
instituciones o sectores directamente (oferta) como mantenimiento vial, desarrollo institucional o 
de establecimientos educativos, o los enfoca a los demandantes tal como refuerzos al régimen subsi-
diado, subsidios a servicios públicos o atención al adulto mayor.

     Recurrencia del gasto. En promedio dos quintas partes de los gastos municipales demandan 
las mismas asignaciones una y otra vez. Esto es concordante con la enorme inflexibilidad del presu-
puesto alimentada por una secular desconfianza entre Ejecutivo y Legislativo En tal sentido, la Fi-
gura 8 hace evidente la tendencia creciente de los subsidios recurrentes a costa de los que se aplican 
y que no exigen gastos en las vigencias subsiguientes, al mostrar que ganaron 8,5 p.p. en tan solo los 
5 años del estudio.

     Focalización. Igualmente, la observación que se hace del grado de focalización del gasto pre-
senta un modelo de libre competencia aplicado a medias. En promedio el 59,5% del gasto programa-
do se ejecuta hacia personas o grupos preconcebidos, lo que supondría instrumentos de focalización 
para conocer la vulnerabilidad de los beneficiarios. Esta composición tiende a crecer (llegó a repre-
sentar el 67,3% en el 2011 creciendo 16,3 p.p. frente al año precedente), no solamente por asignaciones 
definidas tipo régimen subsidiado o subsidios a servicios públicos domiciliarios, sino a pesar de 
numerosas obligaciones legales tales como prevención de desastres, reforestación, adquisición de 
predios, seguridad ciudadana o capacitación de funcionarios. 

     En cuanto a la discrecionalidad del recurso, el ordenador cuenta con 6.1 p.p. por encima o por 
debajo del promedio, permitiendo que eventualmente haga más o menos volumen de inversión en 
grupos específicos o que los pueda ejecutar en inversiones indiscriminadas del tipo de bienes públi-
cos de segundo grado.

     El gasto por destino geográfico. Bajo la metodología de pobreza monetaria en 2002 la pobre-
za extrema rural era 2,7 veces la urbana y diez años después la diferencia aumentó a 3,5 veces. Si se 
acepta que el gasto es instrumento de redistribución que conduce a un Estado más igualitario, las 
cifras del destino del gasto municipal demuestran la falta de diferenciación y por supuesto un con-
trasentido evidente, hasta el punto que el gasto explícitamente ejecutado en lo rural es en promedio 
5,9% (Tabla 1). Inclusive se ha acentuado la caída del gasto rural directo de 9,3% en 2011 a 4,2% en el 
2015 (Figura 2) a favor de la que se enfoca claramente en lo urbano y de aquella que beneficia a toda 
la población sin miramientos geográficos.
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    Concordante con numerosos estudios defensores del libre mercado (Káiser, 2017;  Friedman, 
1997; Mises, 1956; Krause, 2015), el crecimiento y la estabilidad económica son variables cercanamen-
te ligadas a la evolución de la riqueza, pero siempre y cuando mejoren la distribución del ingreso a 
favor de los pobres. La composición del gasto público, especialmente de su destino según la locali-
zación de los más pobres, deja fuertes dudas acerca de sus efectos en construcción de capacidades y 
funcionamientos, o al menos en acelerar los objetivos de desigualdad. López & Núñez (2006) recuer-
da que las políticas encaminadas a empleo y a reducir el tamaño del hogar son los factores que sugie-
ren mayor efecto en la reducción de la pobreza. Si el desempleo formal es la carencia más notoria del 
IPM, es cuestionable si el recurso público solo se gasta o se invierte, máxime con la evidencia de que 
en los hogares más pobres el porcentaje de ocupados asalariados (obreros, empleados, jornaleros) es 
muy reducido (29% para el quintil 1 y 43% para el quintil 2) y que dependen más de cuenta propia, 
pequeños microempresarios, ayudantes familiares o servidores domésticos no regidos por el salario 
mínimo. Por tanto, el mundo del gasto público es la nirvana del subsidio público, aún en contravía 
de los subsidios que cada persona requiere. 

     Nivel de gobierno financiador: La inmensa minoría de recursos ejecutados se originan en 
presupuesto propio y solo la minoría financiados desde las instancias nacionales y departamenta-
les mediante la modalidad de cofinanciar programas y proyectos en cumplimiento del principio 
de complementariedad y concurrencia. Las cofinanciaciones siempre han significado menos del 3% 
pesar de triplicarse desde comienzos de la presente década, haciendo salvedad que lo que se consi-
deran recursos municipales incluyen las restantes transferencias (SGP y regalías) que constituyeron 
el 72,7% del presupuesto territorial de Colombia (DNP, 2016). En consecuencia, las entidades terri-
toriales son operadoras de gastos predefinidos, gastos recurrentes y prioridades exigidas tanto en la 
ley como en las políticas de los órganos de los niveles departamental y nacional.

  Capital humano o infraestructura: En promedio el 70,6% de los gastos municipales se supeditan 
a lo que se denomina Formación Bruta de Capital Fijo (FBKF) que a diferencia del componente que 
agrupa capital humano, representa inversiones para mantenimiento en infraestructura existente y 
en la construcción de infraestructura nueva (Figura 2). La laxitud de lo que se entiende por Gasto 
Público Social desde el Art. 350 constitucional y en el Art. 41 de la ley orgánica presupuestal, faci-
lita la presupuestación creativa y que se incorporen en el gasto ítems que no siempre le apunta a 
resultados e impactos. Parte no menor de lo que llamamos inversión en capital humano se dirige a 
promoción de eventos culturales y deportivos sin que sea estrictamente manifestaciones autóctonas 
y de amplia cobertura, operación recurrente de infraestructura y equipos, y hasta servicios públicos, 
todo justificado en los principios de programación integral. A esto se le agrega que podría aceptarse 
el gasto en aparentes destinos no prioritarios pero la debilidad de indicadores en las entidades terri-
toriales no permite evaluar y hacerle seguimiento a los resultados e impactos. 
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    Subsidios en especie. En el municipio todos los gastos municipales hacen parte del gasto pú-
blico social que beneficia a los ciudadanos mediante bienes y servicios, pero no mediante recursos 
directamente entregados en efectivo. Al contrario de las TMC nacionales, el municipio no dispone 
de la potestad de entregar efectivo a los habitantes, lo que se observa en el 100% para todos los años 
de la observación empírica (Figura 2).

    El dinamismo de los subsidios. Evidentemente los subsidios en especie de la Figura 2, tienen 
una proporción constante durante todo el periodo estudiado sin cambios porcentuales en todo el 
periodo, tomando como base aquellos invertidos en el año inicial (2010). Esto se traduce en la rigidez 
del gasto e imposibilidad de hacer subsidios en efectivo. Algo similar se presenta cuando hace subsi-
dios a la demanda o a la oferta que cambia interanualmente en niveles menores (1,2 p.p. para arriba 
o hacia abajo) o la evolución de subsidios para FBKF que cambió a razón de 1.3 p.p. Al contrario, los 
subsidios recurrentes y únicos muestran ser la modalidad más volátil, puesto que frente al nivel de 
2010 cambian hacia arriba o hacia abajo hasta 8,5 p.p.

   El DNP en los ejercicios de caracterización territorial considera abordar los temas de salud, 
educación, acceso a servicios públicos y seguridad como abordaje a los resultados de los municipios. 
Para esto, toma en consideración lo siguiente: En el caso de educación se considera las variables 
de cobertura en educación media (en esta se profundizará en una sección posterior), cobertura en 
transición, resultados de pruebas saber 11 en matemáticas y lenguaje; en lo que refiere a salud, se 
tendrá en cuenta mortalidad infantil, cobertura de vacunación pentavalente y cobertura de salud; en 
lo atinente a acceso a servicios públicos, se incorporan los elementos de cobertura de energía rural, 
penetración de internet, y cobertura de acueducto y alcantarillado (también tendrán un desarrollo 
posterior más detallado); finalmente, en lo referente a seguridad se tienen los elementos de: hurtos 
por cada 10000 habitantes, homicidios por cada 10000 habitantes y casos de violencia intrafamiliar 
por cada 10000 habitantes. Los siguientes son los resultados por cada uno de los municipios selec-
cionados:

    En el tema de educación, como lo muestra la tabla 2, el peor calificado fue Busbanzá con 37.5% y 
el mejor Sogamoso con 66.9%. Aun así, santa maría no estuvo lejos con 61.4%. La media fue de 53.8%. 
La desviación estándar fue alta (8.49). de lo que se coligue que Busbanzá estuvo 1.91 desviaciones es-
tándar por debajo de la media y Sogamoso 1.54 desviaciones estándar por encima. En resumen, como 
promedio, los municipios seleccionados en escala de 0 a 5, sacarían 2.69. 

En lo atinente a salud, el municipio peor calificado fue también Busbanzá con 57.4% y el mejor 
Sogamoso con 96.1%. El segundo mejor fue Moniquirá con 95.2%. La media fue de 84.1% y la desvia-
ción estándar de 11.57. Esto deja mal a Busbanzá 2.29 desviaciones estándar por debajo de la media, 
en tanto Sogamoso solo estuvo 1.04 veces. Como síntesis los municipios seleccionados en escala de 0 
a 5 sacaron un promedio de 4.2.
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    En lo referente a acceso a servicios públicos la peor calificación fue para Buenavista con 35.6%. 
Buzbanzá se recuperó con puntaje de 65.0%, que lo ubicó en la tercera mejor posición. El mejor fue 
Socha con 67.6%. La media fue de 49.3% y la desviación estañar de 13.2%. Buenavista estuvo una des-
viación estándar por debajo de la media y Socha 1.36 desviaciones por encima de la media. En escala 
de 0 a 5 el promedio de los municipios fue de 2.4.

    Finalmente, en lo que tiene que ver con seguridad el municipio peor calificado fue Sogamoso 
con 75.5%, lo que resalta con su posición en los dos primeros elementos, el mejor fue Socha con 94.8%. 
La media fue de 86.6 y la desviación estándar de 7.2. Sogamoso estuvo 1.53 desviaciones estándar por 
debajo de la media y Socha 1.13 por encima. En la escala de 0 a 5 la media de los municipios fue de 4.3.

Tabla 2. Calificaciones de los municipios seleccionados en relación a resultados de desempeño

Municipio
Educa-
ción

Salud
Acceso 

a servicios 
públicos

Seguri-
dad

 Cali-
ficación Pon-

derada

Califi-
cación en 
escala 0-5

Buena vista 46.86 83.01 35.69 81.26 61.7 3.1
Buzbanzá 37.54 57.48 65.09 76.03 59.0 2.95
Gámeza 59.46 74.66 36.91 94.62 66.4 3.3

Moniquirá 51.41 95.23 46.67 85.16 69.6 3.5
Santa María 61.48 87.35 38.39 91.17 69.6 3.5

Socha 58.71 93.51 67.6 94.81 78.7 3.9
Sogamoso 66.97 96.11 56.92 75.56 73.9 3.7

Tibaná 54.8 86.16 41.12 93.64 68.9 3.4
Tibasosa 47.32 79.37 67.08 87.7 70.4 3.5
Ventaque-
mada

53.45 87.65 37.8 86.35 66.3 3.3

Media 53.8 84.1 49.3 86.6 68.5 3.4
Fuente: Elaboración propia con base en datos de DNP.

   La tabla 2 presenta el consolidado de calificaciones. En orden descendente, conservando la pon-
deración usada por DNP, los resultados fueron los siguientes: Socha 3.9, Sogamoso 3.7, Tibasosa 3.5, 
Moniquirá 3.5, Santamaría 3.5, Tibaná 3.4, Gámeza 3.3, Ventaquemada 3.3, Buenavista 3.1 y Busbanzá 
2.95. La media fue de 3.4. Esto evidencia varias cosas: el desempeño es mas complicado en educación 
y acceso a servicios públicos, pero lo mejores en esas áreas no sacaron notas sobresalientes, salud y 
seguridad presentan los mejores resultados, más en seguridad. Los resultados de desempeño globales 
no son alentadores, ni siquiera para Sogamoso, ya que el tema de seguridad le restó puntos. Resalta 
el ejemplo de Socha, que ganó en seguridad y en servicios públicos, la materia más difícil.

  De esta manera, los resultados de desempeño no fueron sobresalientes, no obstante, han tenido 
una evolución positiva.  Se puede interpretar de esto que hay una mixtura en el modelo de desarro-
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llo cuando las cifras muestran dos quintas partes del gasto (43,7%) que se asignan indistintamente 
(por oferta) y son recurrentes porque deben repetirse en cada vigencia (sumado a esto está la rigidez 
sectorial que supera el 80%). Además, cuando la pobreza rural es superior al doble de la urbana, en 
cambio, el gasto no es suficientemente diferenciado y en ese sentido no se compadece puesto que 
a ese sector específico solamente se destina el 5,9% en promedio frente al 7,1% canalizado para el 
sector urbano. Finalmente, el modelo no es claro porque en un esquema de transferencias verticales 
descendentes, las provenientes del nivel nacional y departamental (distintas a las que cofinancia el 
régimen subsidiado), escasamente es del 1,6% en promedio. A su vez, hay confusión en el destino 
del recurso el cual se dirige a infraestructura en una tercera parte (29,4) y el restante a lo que hemos 
denominado capital humano, que si bien hace parte del amplio concepto de “gasto público social”, 
incluye desde capacitación de empleados, sistematización de oficinas, apoyo a eventos culturales y 
deportivos, servicios públicos, sostenimiento de maquinaria y equipos, mantenimiento de edifica-
ciones públicas y transferencias obligadas para el financiamiento de entidades que atienden pobla-
ción vulnerable localizadas por fuera de cada jurisdicción.

     De cara al debate hacia una nueva ley de competencias y recursos, son abundantes las razones 
para revisar las tareas asignadas a municipios, departamentos y a la Nación en una estructura de 
multiniveles. Por un lado, hay que definir lo que se entiende por gasto Público Social para delimitar 
los alcances del gasto territorial; segundo, las prioridades ya vienen asignadas preponderantemente 
desde el nivel central y su financiamiento distinto a las transferencias tradicionales (SGP) es menor. 
La rigidez o inflexibilidad presupuestal es de tal magnitud que el ingreso condicionado bordea el 
90% de su disponibilidad, y la discrecionalidad del gasto por parte de los entes territoriales es mí-
nim. Por último, la ineficiencia para obtener resultados e impactos sale a la luz con las cifras de avan-
ces en las variables e indicadores de pobreza. Colombia ha duplicado el gasto público desde 1991 y la 
pobreza ha bajado a la mitad, pero el número de pobres se redujo en una tercera parte. A la postre, 
las variables de pobreza en general, cubren porcentajes superiores a los niveles de pobreza en razón 
a que los instrumentos de focalización son insuficientes para decidir a quién y cuanto beneficiar, 
y el nivel de aporte estatal en aras de cumplir con los preceptos de progresividad ya pactados en la 
constitución. La diferencia entre las coberturas y los umbrales de pobreza demuestran la gran vulne-
rabilidad para la población así sea que no sean considerados pobres, pero igualmente demuestran la 
irrealidad de las líneas que separan los pobres de quienes teóricamente no lo son.

Conclusiones 
    En lo que refiere a la hipótesis de trabajo, los datos revelan que si bien es cierto Boyacá reduce 

considerablemente el IMP de 22.3 a 16.7 en el periodo de estudio, este tuvo una reducción intermi-
tente, no muy alejada de la tendencia nacional. Los subsidios en los municipios seleccionados se 
centraron en la demanda, la focalización y en él la formación de capital humano. Aun así, hay enor-
mes retos en materia de cumplimiento de un nivel sobresaliente en materia de seguridad, educación, 
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salud y acceso a servicios públicos. A los 10 municipios considerados en términos generales les va 
bien en salud y seguridad, presentando enormes retos en materia de servicios públicos y educación. 
Lo que confirma parcialmente la hipótesis de trabajo, con las claridades mencionadas. 

   A partir de lo anterior, es importante reflexionar que las transformaciones necesarias exigen re-
formas institucionales orientadas a modificar la imagen de un Estado empresario y paternalista por 
la de un Estado regulador y coordinador de las instituciones que apoye el desarrollo de los mercados 
y de un mayor espacio a la iniciativa privada. El Estado dispone del rol de promotor de la justicia 
social. Este enfoque plantea que el bienestar debe valorarse en el plano de las capacidades que una 
persona puede desarrollar y que están relacionadas con los bienes y servicios que le permitan acceder 
o mantener un nivel de vida adecuado. A partir de definir lo que se quiere se evalúa la política pú-
blica, no basta el ingreso. Este es apenas otro recurso para hacer cosas que se valoran. El éxito de los 
recursos será el alcance de lo que le pasa a la gente y no a las cosas, de modo que los recursos serán 
importantes en la medida que haga personas educadas, felices, empoderadas, dignas, integradas, y 
demás cosas que valore. La falta de detalle y desagregación de las cifras de pobreza para llegar al ni-
vel municipal dificulta en buena manera los estudios al respecto. Así mismo, hay que llegar a medir 
valor público, no los recursos, para tener mejores efectos sobre la pobreza.
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ACCESO A EDUCACIÓN LA SUPERIOR POR ICFES EN BENEFICIARIOS DEL 
PLAN ALIMENTARIO ESCOLAR. SOGAMOSO-UPTC. 2017
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Fabián Leonardo Romero Bolívar45

Resumen
   El presente trabajo tiene como objetivo determinar la divergencia en el acceso a educación su-

perior de los beneficiarios y no beneficiarios del plan de alimentación escolar y de los dominios rural 
y urbano en Sogamoso en 2017. Para esto adopta un enfoque analítico cuantitativo usando cifras 
oficiales del ICFES. Como principales resultados se tiene una mayor divergencia entre los ámbitos 
rurales y urbanos que entre estudiantes de instituciones oficiales (beneficiarios PAE) y privadas. 
Tanto de instituciones de educación media privadas y públicas los admitidos se concentran en el 
estrato 2. Esto reabre la discusión sobre el programa que es uno de los más importantes en lo que 
refiere a mejorar rendimiento académico y disminuir deserción. Más allá de las discusiones públicas 
en torno a dinámicas de corrupción relacionadas con el programa, Sogamoso es muestra de correcta 
ejecución en ese sentido. 

PALABRAS CLAVE: Examen de estado, educación media, alimentación escolar, acceso a la edu-
cación superior, deserción escolar, rendimiento académico 

Introducción
   Entendiendo que la educación es un escalón fundamental en la realización personal de un ciu-

dadano, y la manera en cómo se supera es crucial para el futuro del desarrollo económico, político 
y social, siendo la educación superior un elemento necesario para la lucha contra la pobreza y la 
desigualdad, consignada esta en los ODS de la ONU. Ser más educado incrementa la probabilidad 
de ser más feliz y de alcanzar un mayor conjunto de ‘bienes primarios’ (Rawls, 1999). 

   Asi mismo, la educación es el medio para que un niño no sea tan pobre como su padre. De ahí 
que sea primordial adelantar medidas de política pública y particularmente programas encaminados 
a disminuir deserción y aumentar el rendimiento académico.  El Programa de alimentación escolar 
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PAE se plantea mejorar estos indicadores. Una buena manera de hacer una aproximación cuantita-
tiva al rendimiento académico son las pruebas de Estado SABER 11. 

   Este trabajo plantea identificar  la brecha existente entre las calificaciones del examen de esta-
do Saber 11 de los colegios oficiales y los no oficiales en Sogamoso a través de la búsqueda  de datos 
cuantitativos que permiten verificar el estado de calidad de la educación, en los cuales a partir de 
esto se quiere dar respuesta a las siguientes preguntas:  ¿Hubo divergencia en los resultados de las 
pruebas saber en el año 2017-2 entre los colegios públicos y privados? y ¿En cuanto al promedio es-
tablecido por la uptc y según el puntaje obtenido en las pruebas saber 2017-2, por los estudiantes de 
los colegios públicos y privados de Sogamoso, cual es la posibilidad que se tuvo de acceder a alguna 
carrera profesional?.

   Para esto se plantea la siguiente estructura: En primer término, las consideraciones metodoló-
gicas pertinentes; posteriormente, la descripción de resultados; despues, un análisis de resultados; 
finalmente, presenta algunas conclusiones al respecto. 

Metodología 

   El enfoque metodológico de este trabajo es analítico cuantitativo. En este sentido se trata de un 
ejercicio de separación de las partes constitutivas del fenómeno objeto d estudio a fin de dar cuenta 
de sus relaciones internas e interrelaciones para una correcta caracterización. Por otro lado, el as-
pecto cuantitativo pone de relieve la necesidad de operacionalizar las variables a través de las cuales 
se va a abordar dicho fenómeno. En otras palabras, se trata de que estas variables sean operables o 
mesurables, para lo cual es necesario que puedan ser medibles. 

   Este trabajo se plantea abordar la pregunta orientadora tomando los resultados de las pruebas 
saber 11 del año 2017-2 en Sogamoso y comparando con la ponderación de resultados de los puntajes 
admitidos de la UPTC para el periodo 2108-1 en los diferentes programas de pregrado. Teniendo en 
cuenta que en la actualidad los estudiantes de los colegios oficiales cuentan con subsidios de Plan de 
Alimentación escolar y transporte, en algunos casos, frente a los colegios de carácter privado quie-
nes no cuentan con este beneficio. 

   El trabajo considera cifras oficiales del Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educa-
ción ICFES. Estas se encuentran en el aplicativo de la entidad en archivo plano por el tamaño de 
la información. De esta se hizo una depuración en Excel a fin de tener la información útil para el 
estudio. 
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Resultados

   La composición sociodemográfica de los estudiantes puede influir en la generación de los re-
sultados. Si bien la brecha socioeconómica se debe en parte a lo que pasa fuera del salón de clase, no 
es lo único que la define: cerrar las brechas es precisamente el objetivo y el reto natural del proceso 
educativo. El hecho de que existan diferencias entre grupos no quiere decir que todos y cada uno de 
los estudiantes dentro del grupo sigan la misma tendencia. Por tal razón se toman las muestras de los 
colegios de sogamoso se procedió hacer un análisis comparativo entre establecimientos educativos 
públicos y privados a manera de lograr dimensionar la brecha existente entre estos, dentro de los re-
sultados obtenidos en las pruebas, precisando su importancia para acceder a una carrera profesional 
en la UPTC como referente de una de las mejores universidades a nivel nacional y la más importante 
del oriente colombiano. 

Figura 1. Índice de posibles admitidos vs. no admitidos procedentes de colegios privados a la 
UPTC.

Fuente: Elaboración propia con datos de ICFES. 

   En la Figura 1 se puede identificar que en los colegios privados de sogamoso el 76 % de los es-
tudiantes que presentaron la prueba saber 11 del año 2017-2 tendrán la posibilidad de pasar a una 
carrera de la UPTC, quedando por fuera un 24 % de los estudiantes. Los colegios privados presentan 
una ventaja importante sobre los colegios oficiales, ya que estos poseen una dotación de material 
educativo y humano que permiten y facilitan la obtención de buenos resultados en cuanto a la ca-
lidad de la educación brindada.
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Figura 2 Índice de estudiantes posibles admitidos frente a los no admitidos en colegios oficiales

Fuente: Elaboración propia con datos de ICFES. 

   En la figura 2 podemos observar que en los colegios oficiales el total de los estudiantes que 
presentaron el examen saber pro 2017-2, el 73% tendrán la posibilidad de acceder a una carrera en 
la UPTC. Esto los ubica dos puntos por debajo de los colegios privados, teniendo en cuenta que la 
cobertura de los colegios oficiales es mayor que la de los colegios privados. El total de población es-
tudiantil de grado 11 que presentaron las pruebas saber 11 es de 1265 por parte de los colegios oficiales 
y 639 estudiantes por el sector privado

  Según en los informes emitidos por el ICFES a nivel nacional entre 2014 y 2017, en el Grado 11, 
los evaluados del sector oficial han aumentado en 13803 estudiantes (de estos el 99 por ciento pro-
viene de niveles socioeconómicos bajos) y los evaluados del sector privado han disminuido en 8759 
estudiantes. Se destaca en el sector oficial, que el aumento en la cobertura no ha estado acompañado 
de una disminución en el desempeño, pero en Sogamoso la brecha que se presenta entre los colegios 
oficiales y privados no es tan amplia ya que los colegios públicos están por debajo en un 2%, por lo 
que demuestra que Sogamoso no está tan lejos de cumplir una de las metas principales de los proce-
sos educativos que es el cierre de brechas entre los colegios públicos y privados. 

Figura 3 Índice de estudiantes posiblemente admitidos en las áreas urbanas frente a rurales de 
colegios oficiales
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Fuente: Elaboración propia con datos de ICFES. 

   En la Figura 3 podemos visualizar que en lo respecta a los dominios rural y urbano, no se eviden-
cia el mismo comportamiento, existe una amplia brecha entre los estudiantes posibles admitidos en 
los diferentes programas de pregrado en la UPTC, de la zona urbana con respecto a la rural. Resalta 
el hecho que solo el 5% de los estudiantes posibles admitidos pertenecen a la zona rural y el 95% a la 
zona urbana. 

  Es importante mencionar que la distribución poblacional juega un papel importante en resul-
tado final. Por tanto, surge la necesidad de observar a qué nivel socioeconómico pertenecen los es-
tudiantes de los colegios oficiales y privados de Sogamoso que posiblemente pueden acceder a algún 
programa de pregrado en la UPTC.

Figura 4. Índice del nivel socioeconómico de los estudiantes posibles admitidos de colegios ofi-
ciales.

Fuente: Elaboración y cálculos propios con datos de ICFES. 

   En la Figura 4 se muestra que la mayor parte de los estudiantes que presentaron las pruebas de 
Estado para el periodo 2017-2, y que con su puntaje tienen la posibilidad de acceder a una carrera 
profesional en la Uptc, con el 67,97 %, corresponde al estrato 2. Este puntaje es seguido, con un 20,02 
%, perteneciente al estrato 1. Finalmente, el estrato 3 con un 8,23%, siendo estos estratos los que pre-
sentan mayor porcentaje de la población estudiantil posiblemente admitida.
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Figura 5 índice de del nivel socioeconómico de los estudiantes que posiblemente pueden 
acceder a una carrera profesional de los colegios privados

Fuente: Elaboración y cálculos propios con datos de ICFES. 

   En lo que respecta a la Figura 5, en los colegios privados el total de los estudiantes que posible-
mente pueden acceder a una carrera profesional en la UPTC en su mayoría pertenecen al estrato 2 
con un 49,2%, seguidos del estrato 3 con un 31,2%, y el estrato 4 con un 8,9%, siendo estos los estratos 
más frecuentes de los estudiantes, evidenciando que el estrato 6 con un 0,21% es el porcentaje más 
bajo

  Se puede observar que la estratificación de los estudiantes posibles admitidos en cuanto a cole-
gios oficiales y privados el estrato al que pertenecen los estudiantes con mayor frecuencia es el estra-
to 2, ya se presenta una diferenciación en donde en los colegios oficiales más frecuente es el estrato 
1 y 3, para los colegios privados es el estrato 3 y 4.

   Los aprendizajes de los estudiantes están influenciados por una variedad de factores, entre 
ellos, el contexto familiar de los alumnos, los recursos y procesos escolares (que incluyen al docente 
y clima escolar), el aula, el proceso pedagógico, el marco institucional y la política educativa. Un 
buen conjunto de estudios confirma que existe una relación positiva y significativa entre el nivel 
socioeconómico de los alumnos y sus aprendizajes (Hanushek y Woessman (2006) los cuales hacen 
un excelente resumen sobre los principales hallazgos en esta área.

Conclusiones 
   La igualdad de oportunidades en la educación es una de las mayores preocupaciones del Estado 

colombiano y por ende de sus instituciones. Existen factores externos a las aulas de clase y de los 
colegios que influyen en gran manera en los resultados de los estudiantes evaluados en su último año 
de colegio cursado. Esto da la posibilidad de medir la capacidad cognitiva de cada estudiante para 
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poder tener acceso a una educación superior que permitirá mejorar las condiciones socioeconómicas 
de cada uno, contribuyendo al cierre de estas brechas existentes.

    Para el caso de sogamoso la brecha entre los colegios públicos y privados no es tan amplia 
como se puede evidenciar en los diferentes datos donde solo parte de una diferencia de dos puntos 
porcentuales, añadiendo que los colegios privados cuentan con un capital físico y humano adecuado 
para estos procesos de educación, a diferencia de los colegios oficiales. Se identificó claramente que 
los colegios rurales los cuales atienen a los estudiantes más pobres tienen a un alto grado de vulne-
rabilidad en resultados, planteando nuevos retos en este sentido.

   Los resultados sugieren que es necesario reconsiderar las políticas públicas en bienestar y edu-
cación; dando una relevancia en particular a fortalecer el rendimiento académico de los colegios 
rurales, teniendo en cuenta los diferentes factores socioeconómicos y sociodemográficos de los estu-
diantes, exigiendo un esfuerzo por parte de los gobiernos para poder así lograr disminuir las brechas 
socioeconómicas y la desigualdad de oportunidades frente al sector urbano. No obstante, se trata de 
un tema complejo que vale la pena seguir ampliando; pues se trata de una agenda en construcción. 

  Teniendo en cuenta que esta investigación hace parte de un proyecto macro respecto a la apli-
cación, ejecución e impactos de la política pública de alimentación escolar PAE, se observa un 
avance importante en el cumplimiento de los objetivos por parte del municipio de sogamoso, ya 
que se evidencia que el programa ha sido transversal al rendimiento académico de los estudiantes 
beneficiarios, reflejado en los resultados de las pruebas de Estado saber 11, haciendo menor la brecha 
entre los niveles socioeconómicos para el acceso a la educación superior en la UPTC con igualdad 
de oportunidades.
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Crisis de los partidos políticos en Colombia, frente a  procesos que se aveci-
nan y  posconflicto. 

William Guillermo Molina Linares
Diana Patricia Posso Parales

Nancy Yamile Salamanca Salamanca,
Sonia Ovejero Inocencio46

Resumen
La intención del presente escrito es generar conciencia de lo importante que es conocer la histo-

ria política y las consecuencias sociales en las que estamos inmersos. Siendo este un documento de 
consulta bibliográfica con el fin de entregar al lector aportes que fortalezcan el conocimiento histó-
rico y su importancia en la vida política de los ciudadanos con el objetivo que les permia conocer la 
crisis política en Colombia y orientar la toma de decisiones democráticamente para que los líderes 
políticos del siglo XXI planteen en sus planes y programas de gobierno unas soluciones  acordes, que 
favorezcan a las mayorías, y así se puedan eliminarlas conductas viciadas de corrupción y tráfico de 
influencias en Colombia, país en el quela degradación política cambió los ideales por falsas expecta-
tivas y demagógicas conductas con el fin de llegar al poder sin tener en cuenta el valor de  lo público 
y su relación directa con lo social.

Con la gerencia social se pretende generar estrategias que permitan mitigar las diferencias so-
ciales en las que las políticas públicas sean funcionales con el momento histórico y económico de la 
nación, que conlleven a cerrar brechas de desigualdad.

Palabras Claves: Bipartidismo, democracia, multipartismo, política, crisis, posconflicto, ideo-
logías, sociedad.

Introducción
Este documento contiene elementos fundamentales para la compresión de la historia política 

en Colombia e influencia de la gerencia social  con respecto a la crisis de los partidos políticos en 
Colombia; en este  contexto  se visualiza la complejidad administrativa  en relación a las políticas 
públicas desde el entorno administrativo de lo público, hacia el desarrollo evolutivo de la sociedad 

46	  *William Guillermo Molina Linares, administrador de empresas, empresario independiente del sector de la 
seguridad industrial, bombero voluntario, edil de la comuna 3 de Yopal Casanare,  molinalinaresw@gmail.com.
*Diana Patricia Posso Parales, administrador de Negocios internacionales, formadora Nacional de Acción Comunal, 
dppossoparales@hotmail.com.
*Nancy Yamile Salamanca Salamanca, administrador de empresas, Dignataria de la J.A.C. barrio Martín de Yopal Ca-
sanare.yamile2001@gmail.com
*Sonia Ovejero Inocencio administrador de empresas, supervisora de tutores de los cursos del proyecto Puntos Vive 
Digital fase 3 del MINTICs, sonia_ovejero@hotmail.com
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frente a la crisis de los partidos políticos en Colombia  en el periodo comprendido entre los años 40, 
a la segunda década de del siglo XXI, es decir los últimos 70 años.  Daremos un enfoque de la crisis de 
los partidos políticos en Colombia y los efectos en la administración pública para proponer acciones 
de la gerencia social en el Postconflicto    que se inició a partir del acuerdo de Paz en la Habana en 
el año 2016 y se espera el cumplimiento de un verdadero acuerdo de Paz.

¿Cuál es el reto de un gerente social frente a la crisis política en Colombia, para articular acciones 
gestoras de Paz para las futuras generaciones? Decisión que resuelve en forma estructural la inten-
sión de cambiar la cultura política en Colombia.

Metodología
Una vez realizadas las lecturas sobre temas relacionados con la crisis de los partidos políticos en 

Colombia, mostrados por los diferentes autores citados en este documento, enfatizando que el tipo 
de investigación es una descripción colectiva con base en las lecturas de los textos así: Parra Ramirez 
Esther. Reflexión política sobre vicisitudes del Bipartidismo en Colombia, Universidad Autónoma 
de Bucaramanga. Losada Rodrigo y Liendo Nicolas, El peso de los nuevos partidos de en el sistema 
de partidos colombiano, (1986- 2010). Instituto de Estudios de América Latina y el Caribe, Facultad 
de Ciencias Sociales, Universidad de Buenos Aires.

La crisis de los partidos políticos en Colombia, de cara a los procesos que se 
avecinan y al posconflicto. 

Estos autores nos presentan dos aspectos fundamentales así. a) el relato histórico de los aconte-
cimientos políticos sucedidos en un lapso mayor a un siglo, en el que más de cuatro generaciones 
están inmersas en la crisis política y social que vive hasta este momento el país como consecuencia 
del cambio de ideologías. Para sustentar el argumento nos dice Parra Ramirez Esther, “La moderni-
zación del Estado, El bipartidismo en Colombia, desde mediados XIX, se ha constituido en el admi-
nistrador monopólico delas instituciones del Estado y desde entonces le ha sido difícil construir una 
concepción moderna de lo público”. b) Por otra parte se muestra la influencia en el cambio jurídico 
por la aparición de la constitución política del 1991. Resultado de la participación en el poder políti-
co, en el que el proceso ha modificado de fondo, la forma de elegir y ser elegido, con los cambios que 
aportó la nueva Constitución, como se entiende según Losada Rodrigo y Liendo Nicolás, “El fenó-
meno de los Nuevos Partido ha motivado una creciente producción, y una más profunda reflexión, 
sobre las razones de su surgimiento, así como de su éxito electoral”.

Con la aparición repentina de los nuevos partidos en Colombia, en la década de los 90, se ma-
nifiesta el multipartidismo generando esto la crisis ideológica de los partidos tradicionales, con-
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llevando a los electores a multiplicar las opciones partidistas, como lo explica Losada Rodrigo y 
Liendo Nicolás, “ El surgimiento de cerca de 40 nuevos partidos antes de cada uno de los comicios 
para senado celebrado entre 1994, 1998 y 2002, muestra la magnitud extraordinaria, -difícilmente 
comparable con algún otro sistema político del mundo- del entusiasmo por crear nuevos partidos y 
la facilidad institucional para crearlos”.

Otras de las razones de nuestra crisis es la legislación que no ha facilitado una reforma política 
seria y estructural, está lejos de ser garantista por ser un acto hecho generalmente por los zares de 
la política y no por la conciencia limpia y participativa de  las comunidades, que deberían ser in-
cluidas en forma amplia, directa y participativa, con los gremios y las asociaciones pluralistas, como 
aparentemente lo describe la Constitución Política Colombiana y estaría inmerso en la gerencia 
social para orientar la democracia buscando alternativas a las distintas señales en donde impacta la 
problemática social.

Dichos argumentos programáticos incluyen la pobreza en sus diferentes dimensiones como la 
primer tarea de la gerencia social a mitigar y proyectar una solución colectiva igualitaria basada en 
la equidad, para generar mejores oportunidades para la clases menos favorecidas en lo económico, 
lo político y lo social; para  no permitir  discrepancias como factores generadores de violencia que 
patrocinen el  conflicto interno y que hasta nuestros días no ha dado resultados importantes que mi-
tiguen las diferencias ideológicas, puesto que la política se ha convertido en una solución económica 
para quienes obstentan el poder.

En cuanto al posconflicto la gerencia social se ve como el articulador entre el marco jurídico y los 
programas sociales de reinserción, indemnización, reparación integral de víctimas y conocimiento 
de la verdad, con tareas de articulación entre lo público y lo privado para que atreves de inversión 
social tenga el efecto optimo en la sociedad  afectada que permita mejorar  procesos de consolida-
ción de la comunidad y de su autonomía.

Conclusiones 
A pesar de la apatía de algunos ciudadanos y específicamente en Colombia, el factor cómplice 

de las malas o regulares elecciones de los servidores públicos es el llamado “Abstencionismo elec-
toral”, el cual permite que unos pocos elijan por la mayorías y ese no es el modelo, para elegir y ser 
elegido, por meritocracia y planes programáticos, pero los pocos electores dicen ser víctimas de la 
corrupción y no es cierto: es porque definitivamente “los electores venden sus conciencia electoral” 
por unas pocas boronas económicas, que son el primer eslabón de la corrupción y es en donde no 
coincide lo general con los intereses personales de El Político, con las promesas de campaña a sus 
electores, en las cuales solo se emplea la relación beneficio – costo de la inversión(en época de elec-
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ciones) y toda la contratación es manipulada por los jaques financieros de los servidores públicos sea 
cual fuere su nivel de responsabilidad desde los tres poderes; El Ejecutivo, El Legislativo y El Judicial.

Se puede decir que los medios de comunicación (radio, prensa y televisión) han sido permeados 
por la corrupción influyendo directamente en la opinión pública en forma negativa para las co-
munidades quienes por la desinformación toman decisiones indebidas dando origen a resultados 
electorales inapropiados.

La Globalización Informática e Industrial, nos han facilitado grandemente las situaciones y esto 
ha permitido que los Partidos y los Políticos se actualicen más, se asesoren y sean más propositivos 
desde sus propuestas, hasta sus actos administrativos. Todo el engranaje del actuar humano social-
mente hablando, se ha dinamizado de tal forma que la Política utilizada hoy día, con estrategias 
técnicas medibles en los  procesos de gestión pública puede ser evaluada, para saber si se actúa con 
transparencia.
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LA GRAN PARADOJA DE LA DESCENTRALIZACIÓN: Alto ingreso por regalías 
y déficit en desarrollo humano. El caso de Arauca y Casanare.

Luz Adriana Díaz Cordero
Wilson Armando  Lancheros Cañón.  

Maestrandos Adminsitración Pública Territorial. 

RESUMEN

     En este trabajo se realizará un análisis a los departamentos de Arauca y Casanare los mayores 
beneficiarios de ingresos por regalías y a las metas de cobertura propuestas en la Ley 141 de 1994.  
Se plantea la existencia de una gran paradoja, debido a que en el tránsito a la descentralización que 
atravesaba Colombia  con el propósito de darle mayor autonomía a los municipios y departamen-
tos e impactar de manera positiva en el  desarrollo humano, satisfaciendo necesidades básicas. Sin 
embargo, los resultados observados demostraron que no fue posible. Se analizaron para el periodo 
de 1994 a 2009 aspectos como son la población, los ingresos provenientes del giro de regalías,  los 
indicadores Necesidades Básicas Insatisfechas y los de cobertura de Salud, Educación, Acueducto y 
Alcantarillado, el impacto de la descentralización esperado y se referencian algunos aspectos con los 
hechos más sonados de corrupción en el manejo de las regalías.

INTRODUCCIÓN

     Arauca y Casanare son los departamentos de la región de los llanos orientales donde se realiza 
la mayor extracción de petróleo crudo y gas natural (recursos no renovables). Estos departamentos 
recibieron el más alto ingreso por concepto de regalías directas, sin embargo no alcanzaron las metas 
en acueducto, alcantarillado e indicadores de salud con respecto a la tasa de mortalidad infantil, lo 
que impacta negativamente en el desarrollo humano. 

    Por lo anterior se realiza acotación en cuanto a la población registrada en los departamentos 
de análisis; el ingreso proveniente de los giros directos de las regalías, con lo cual se puede indicar el 
ingreso per cápita por regalías directas; luego se revisa el índice de necesidades básicas insatisfechas 
– NBI; después se revisan las metas de cobertura de Salud, Educación, Acueducto y Alcantarillado, 
contrastando con el impacto del proceso de descentralización  para luego analizar algunos hechos 
de corrupción objeto de noticias de despilfarro en proyectos que nada tienen que ver con las metas 
de cobertura priorizadas. 
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Población 
     Para empezar esta disertación es necesario poner en contexto la dinámica de la población de 

los dos departamentos objeto de análisis que, de acuerdo a la información de las series estadísticas 
del DANE, en el departamento de Casanare pasó de 223,871 habitantes en 1994 a 319,515 habitantes 
en 2009 y en el departamento de Arauca pasó de 169,038 habitantes en 1994 a 244,507 habitantes en 
2009 (Gráfico 1).  Este aumento de población se justificaría por las oportunidades de empleo y en 
general por las dinámica económica resultado de la bonanza petrolera.

Gráfico 1. Población 1994 a 2009

Fuente: Elaboración propia a partir de la serie de población DANE. Censo 2005 Proyecciones 1985 a 2020

Ingresos por regalías en el periodo 1994 a 2009
    Es importante anotar que en el país por cuenta de los descubrientos de los yacimientos de Caño 

límón, Cusiana y Cupiagua, inició la bonanza de recursos por regalías. Estos yacimientos ubicados 
en los departamentos de Arauca y Casanare, dieron lugar a la exploración y explotación de las más 
grandes reservas de hidrocarburos halladas hasta ese momento en Colombia; para 1994 las reservas 
probadas de petróleo llegaron a 3.139 millones de barriles y la relación reservas/producción de 12 
años. Con una producción de 455.000 barriles de petróleo por día, el 53% se destinaba al consumo 
interno, y el 47% restante se destinaba a exportación (Ministerio de Minas y Energía, 2004).
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     A principios de los años noventa, cuando ya se había sumado la producción de Cusiana y 
Cupiagua, el país tuvo un nuevo período de auge petrolero y aumentaron las exportaciones por este 
concepto, pasando de US$455 millones en 1986, a US$2,2 miles de millones en 1995, lo cual dio lugar 
a la generación de regalías por la explotación de estos recursos naturales no renovables (Ministerio 
de Minas y Energía, 2004), así“En 1992 entró en producción Cusiana con 2.575 barriles/día y Cu-
piagua en 1996 con una producción de 4.500 barriles/día. En 1999 estos dos campos alcanzaron su 
máxima producción, aportando más de 400.000 barriles/día a la producción nacional, es decir, cerca 
del 50% de la misma” (Ministerio de Minas y Energía, 2004, p. 23).

     Para el periodo comprendido entre 1994 y 2009 se generaron regalías cercanas a los $42,2 bi-
llones a precios constantes de 2009. De las regalías generadas, $33,3 billones corresponden a regalías 
directas y $8,9 billones a indirectas. Del total de regalías directas, las generadas por explotación de 
hidrocarburos ascendieron en el mismo período a $27,4 billones a precios constantes de 2009, que 
representan el 82% del giro total, seguidas por las derivadas de la explotación de carbón que corres-
pondieron a $4,1 billones, níquel con $1.1 billones y otros recursos naturales con $0,6 billones, que 
representaron el 12%, 3% y 3%, respectivamente (Gráficos 2 y 3).

Gráfico 2. Giros regalías directas período 1994-2009 (Millones de pesos constantes de 2009)

Fuente: Hidrocarburos: Ecopetrol 1994-2003 y ANH 2004-2009. Carbón y otros minerales: Carbocol y Minercol 
1995-2003 e Ingeominas 2004-2009.
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Gráfico 3. Participación de regalías por tipo de recurso natural no renovable 1994-2009

Fuente: Hidrocarburos: Ecopetrol 1994-2003 y ANH 2004-2009. Carbón y otros minerales: Carbocol y Minercol 
1995-2003 e Ingeominas 2004-2009. *Recurso Natural No Renovable (RNNR). 

     
    Una vez se conocen las proyecciones de las reservas por explotación de hidrocarburos y revisan-

do los antecedentes de las bonanzas pasadas, especialmente la de café de 1977 y las repercuciones en 
la economía, el gobierno nacional establece el Fondo Nacional de Regalías (FNR)47 que tenía como 
objetivo la administración, distribución y ejecución de los recursos provenientes de los recursos pro-
ducto de la explotación de los recursos no renovables, especialmente provenientes de hidrocarburos 
en los llanos orientales. En consecuencía llevó a que dicha distribución de recursos de regalías direc-
tas con base en el diseño constitucional vigente generará la concentración del 80% de estos recursos 
en entidades territoriales que representan penas el 17% de la población (DNP, 2010).

Gráfico 4. Principales beneficiarios de las regalías directas.

Fuente: DNP con base en la participación de Regalías 1994-2009

47	  La Ley 141 de 1994 regula el derecho del Estado en el goce de recursos de regalías, establece reglas para su liqui-
dación y distribución, crea el Fondo Nacional de Regalías, la Comisión Nacional de Regalías y dicta otras disposiciones. 
Esta norma está complementada con la Ley 756 de 2002 (PGR, 2011, Pag. 128).
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Para dimensionar una de las grandes paradojas que se vivió en este periodo: el departamento con 
mayor participación en las regalías era el departamento de Casanare con el 23.5%, un departamen-
to con tan solo el 0.7% de participación en la población total del país, y en tercer lugar se ubicaba 
Arauca con el 10.4% con el 0.5% del  total de la poblacion del país, lo que significa que entre estos 
dos departamentos que sumaban el 1,2% de la población recibían giros del 33,9% del total de las re-
galías generadas (Gráfico 4), esta es una de las razones por las cuales despierta interés para realizar 
el presente análisis. 

     Al realizar una operación básica de dividir los recursos de regalías acumulados recibidos en 
el periodo 1994-2009 entre la población registrada en el DANE a 2009, tendríamos un resultado 
que escandalizaría, para el departamento de Casanare el valor per cápita de las regalías se calculó 
en $20,152,418.51 y para el departamento de Arauca en $11,654,472.06. ¿Entonces porqué la paradoja? 
Pués, como veremos más adelante las coberturas en los indicadores de calidad de vida no fueron 
alcanzadas durante el periodo de análisis.

     

Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI)
     La tercera parte de esta disertación son las condiciones de vida, que tienen que ver con el me-

joramiento del desarrollo humano, teniendo como referencia que el “Índice de Necesidades Básicas 
Insatisfechas (NBI) ha sido denominado un método directo” de medición de la pobreza porque 
nos permite observar, directamente, la falta de cobertura de ciertos bienes o servicios básicos. En 
América Latina, este método se utiliza ampliamente para la construcción de mapas de necesidades 
básicas insatisfechas que permite la identificación de áreas o regiones prioritarias en el diseño y 
asignación de recursos de programas sociales. Este método ha identificado como necesidades 
básicas las siguientes: contar con una vivienda; tener una vida saludable, asociada frecuentemente 
con los servicios básicos de la vivienda; conocer y entender el entorno “educación”; y, garantizar la 
subsistencia de los miembros del hogar (CEPAL, 2001, p. 64).

   Según el DANE en 1993 el índice NBI del departamento de Arauca era de 53.76% y en el depar-
tamento de Casanare era de 52.10% (Gráfico 5). Así, según el DANE el total de personas con Nece-
sidades Básicas Insatisfechas (NBI) del departamento de Arauca es de 35,9%, mayor en 8,1 puntos 
porcentuales al total nacional (27,8%). Por su parte, las personas en miseria según esta metodología 
se encuentran en 14,0, mayor al total nacional en 3,4 puntos porcentuales” (Ministerio de Trabajo, 
2012).  En cuanto al departamento de Casanare el NBI es de 35,55%, mayor en 7,75 puntos porcen-
tuales al total nacional (27,8%), lo cual refleja una mejora en las condiciones de vida en 17.86 puntos 
porcentuales respecto a 1993 para el departamento de Arauca y de 16,5 puntos porcentuales para el 
departamento de Casanare.
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Gráfico 5. Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI)

Fuente: DANE- NBI. Actualización al 30 de junio de 2011, con base al censo poblacional 2005

     

     Resalta el informe del Ministerio de Trabajo (2012) que “El componente más crítico del indica-
dor de NBI del departamento de Arauca es la vivienda, con una participación en el total de 19%: en 
cabecera con 15,5% y el resto de 44,7%, que expresa una baja calidad de las vivienda, por ser viviendas 
móviles, o ubicadas en refugios naturales o bajo puentes, sin paredes, con paredes de tela, de mate-
riales de desecho o con pisos de tierra (en zona rural el piso de tierra debe estar asociado a paredes 
de material semipermanente o perecedero).”

     Incluso en  el departamento de Casanare se ha evidenciado que presenta deficiencias en el 
acceso al agua potable, falencia que se viene presentando en los últimos años, gran paradoja pues a 
pesar de ser uno de los tres departamentos con mayores recursos girados por regalías, Yopal la ca-
pital del departamento, no cuenta con un óptimo servicio de acueducto ni Planta de Tratamiento 
de Agua Potable. “En 2011, un deslizamiento destruyó la planta principal del acueducto, y desde ese 
momento el gobierno nacional, la Alcaldía y la Gobernación de Casanare han invertido casi 100.000 
millones de pesos para atender soluciones de ‘corto, mediano y largo plazo’, pero ninguna de estas ha 
podido calmar la sed de manera definitiva de los yopaleños” (SEMANA, 2015).

Metas en Educación, Salud, Acueducto y Alacantarillado
     Por último es necesario revisar que uno de los objetivos propuestos desde la expedición de la 

Ley 141 de 1994 fue promover que los departamentos y municipios receptores de regalías alcanzaran 
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las coberturas mínimas de los servicios de educación, salud, agua potable, alcantarillado y mortali-
dad infantil. Mientras las entidades territoriales beneficiarios de regalías no alcancen las coberturas 
mínimas en estos sectores, los departamentos deben asignar por lo menos el 60% de los recursos de 
regalías y compensaciones, y los municipios el 75% de estos recursos, hasta lograr dichos propósitos 
(Congreso de la República, 1994).

Gráfico 6. Indicadores: Salud, educación, acueducto y alcantarillado a 2008

Fuente: Elaboración propia a partir de información DANE 2008.

      Los indicadores a 2008 muestran cobertura del 100% en salud en Casanare y del 99% en Arau-
ca, sin embargo es preocupante que la Tasa de Mortalidad Infantil (TMI) sea tan alta llegando en 
Casanare a un 38 y en Arauca a 55 por cada mil, cuando la meta era del 16.5 por cada mil. Relacio-
nado con los indicadores de salud, la Organización Panamericana de la Salud (OPS) dice que tienen 
gran incidencia en la salud el comportamiento de los indicadores de acueducto y alcantarillado, que 
para el caso de Casanare en Acueducto alcanza una cobertura de 72% y en Alcantarillado de 65%, 
mientras que Arauca lo supera en acueducto puesto que logra 84% de cobertura y en alcantarillado 
70%; quedando muy por debajo de las metas del 91,5% para acueducto y 85,5% para alcantarillado. 
No obstante en el sector educación  donde Casanare alcanzó cobertura de edcuación básica del 98% 
mientras que Arauca apenas logró el 77%, sin embargo tampoco alcanzaron el 100% de la meta pro-
puesta (Ministerio de Trabajo, 2012).

    Algo positivo y de resaltar es que en el departamento de Arauca en el año 2011 “el número de 
afiliados de los regímenes de salud para el año 2011 fue de 221.332 de afiliados, distribuidos en régi-
men subsidiado: 179.539 afiliados, régimen contributivo 33.102 y régimen especial 8.691” (Ministerio 
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de Trabajo, 2012), lo cual significó que la cobertura alcanzara el 100% según informe (Supersalud, 
2011).

Impacto de la descentralización 

     Según Oates (1977) quien recogió el trabajo de Richard Musgrave, argumenta que para tener 
impacto importante en el crecimiento económico, considera la descentralización fiscal como una 
de las formas posibles de lograr eficiencia en la provisión de bienes públicos a través de la adecuada 
ejecución de los presupuestos públicos. Para el caso de estudio este proceso de descentralziación de 
los recursos de las regalías, planteó una herramienta para que estos departamentos pudieran mejorar 
las necesidades identificadas como prioritarias. 

       A estos departamentos donde los indicadores mostraban que existía abandono del Estado ya 
que su alcance con el sistema centralizado era díficil,  la Ley 141 de 1994 le da la oportunidad para 
a través de inversiones que beneficien el desarrollo social y económico de sus habitantes alcancen 
la mayor cobertura posible y para ello se deben ceñir a las metas propuestas en Salud, Educación, 
Acueducto y Alcantarillado. De esta manera el desarrollo regional estaba atado a la descentraliza-
ción de competencias y de ejecución de recursos, luego debía resultar éxitoso este proceso y hacer 
que estos departamentos alejados y olvidados del centro del país, pudieran resurgir con un mejor 
desarrollo humano, es decir, el impacto deseado de la descentralización.

Corrupción en la ejecución de los recursos de regalías

     Entre los ejemplos de corrupción en la ejeución de los recursos de regalías para estos dos de-
partamentos están “la piscina con olas y el velódromo de Arauca, una manga de coleo y una planta 
procesadora de yuca que nunca operó en Casanare” los cuales se fueron sumando a la larga lista de 
noticias en las que se denunció el derroche de las regalías en municipios con grandes yacimientos de 
hidrocarburos. Estas denuncias hechas por el ex contralor Hernández Gamarra, quien había alertado 
al gobierno y a la opinión pública nacional: “las regiones y los municipios beneficiados con recursos 
de las regalías, ya registran pérdidas por cerca de $600.000 millones, por cuenta de la corrupción”. 
Recursos que bien utilizados en proyectos de acueductos y alcantarillado tendrían mejor sentido 
con la destinación de los recursos de las regalías directas (Universidad Nacional de Colombia, 2013).

Conclusiones
    El ingreso per cápita para estos dos departamentos fue el más alto que se presentó, Casanare 

con $20,152,418.51 y Arauca con $11,654,472.06, recursos suficientes que marcaron una gran opor-
tundiad desde la descentralización de la ejecución de recursos para acabar con la pobreza y lograr 
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mejor desarrollo humano y social, pero que no fue bien aprovechada por los gobiernos de turno en 
el periodo analizado; las inversiones no fueron bien canalizadas en las prioridades de la Ley 141 de 
1994. Son cifras que en el acumulado reflejan que si a cada persona se le hubiese invertido lo que le 
correspondía, estos dos departamentos Casanare y Arauca, sin duda habían acabado con las Nece-
sidades Básicas Insatisfechas, alcanzando un mayor desarrollo humano pero la gran paradoja es que 
con tanto recurso, las metas de cobertura no se lograron. 

     La cantidad de recursos que se recibieron por estos dos departamentos que sumaban la tercera 
parte del total de ingresos por regalías directas, daba para que todos los indicadores de los aspectos 
priorizados por la Ley 141 de 1994 lograran indicadores del 100% en coberturas, pero en cambio de-
partamentos como Casanare tiene graves problemas para el acceso a servicio de agua potable y en el 
departamento de Arauca las necesidades de acceso a vivienda digna es un problema vigente.

    El proceso de descentralización que buscaba calidad de vida de los habitantes de estos dos 
departamentos no impactó como se esperaba, sin embargo se reflejan mejoras en cuanto a cobertura 
de educación básica y salud, pero en cuanto a la tasa de mortalidad infantil se quedan cortos con el 
38 y 53 por cada mil para Casanare y Arauca respectivamente frente a la meta del 16,5 por cada mil, 
situación que no se justifica desde ningún punto de vista, pues con tanto recurso disponible se debía 
evitar la muerte de los niños. Al igual que en los temas de Agua Potable y Saneamiento Básico, si 
bien se hicieron avances, quedarón por debajo de la meta con 72% y 65% de cobertura en Acueducto 
y Alcantarillado para Casanare y del 84% y 70% de cobertura en Acueducto y alcantarillado para 
Arauca, lo que sin duda hubiese incidido en el mejormiento de la calidad de vida aún más de lo que 
se logró. 

    A partir de casos como estos de los departamentos de Casanare y Arauca se generaron los 
argumentos necesarios para generar un proceso de re centralización de los recuros de las regalías, 
persiguiendo la re distribución hacia todo el territorio nacional, debido a que los recursos del sub-
suelo son del Estado. “Sonados casos de corrupción en las regiones que se beneficiaban directamente 
con estos recursos se hicieron aún más evidentes en el informe entregado por la Contraloría General 
de la Nación en 2012. Estos antecedentes llevaron a la revisión del Fondo Nacional de Regalías y a la 
creación del Sistema General de Regalías (SGR), para lo cual fue necesaria la reforma constitucional 
que modificó los artículos 360 y 361, y posteriormente la Ley 1530 de 2012, que lo reglamenta” (Uni-
versidad Nacional de Colombia, 2013).

En consecuencia, permite concluir que estos dos departamentos tuvieron el mayor ingreso per-
capita, pero no cumplieron las metas de cobertura, significando que el proceso de descentralización 
no impactó como se esperaba, sin embargo se reflejan mejoras en educación básica y salud, pero en 
mortalidad infantil se quedan cortos situación que no se justifica.
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LA GRAN PARADOJA DE LA DESCENTRALIZACIÓN: Alto ingreso por regalías 
y déficit en desarrollo humano. El caso de Arauca y Casanare.

Luz Adriana Díaz Cordero
Wilson Armando  Lancheros Cañón. 48 

Resumen

     En este trabajo se realizará un análisis a los departamentos de Arauca y Casanare los mayores 
beneficiarios de ingresos por regalías y a las metas de cobertura propuestas en la Ley 141 de 1994.  
Se plantea la existencia de una gran paradoja, debido a que en el tránsito a la descentralización que 
atravesaba Colombia  con el propósito de darle mayor autonomía a los municipios y departamen-
tos e impactar de manera positiva en el  desarrollo humano, satisfaciendo necesidades básicas. Sin 
embargo, los resultados observados demostraron que no fue posible. Se analizaron para el periodo 
de 1994 a 2009 aspectos como son la población, los ingresos provenientes del giro de regalías,  los 
indicadores Necesidades Básicas Insatisfechas y los de cobertura de Salud, Educación, Acueducto y 
Alcantarillado, el impacto de la descentralización esperado y se referencian algunos aspectos con los 
hechos más sonados de corrupción en el manejo de las regalías.

Introducción

     Arauca y Casanare son los departamentos de la región de los llanos orientales donde se realiza 
la mayor extracción de petróleo crudo y gas natural (recursos no renovables). Estos departamentos 
recibieron el más alto ingreso por concepto de regalías directas, sin embargo no alcanzaron las metas 
en acueducto, alcantarillado e indicadores de salud con respecto a la tasa de mortalidad infantil, lo 
que impacta negativamente en el desarrollo humano. 

    Por lo anterior se realiza acotación en cuanto a la población registrada en los departamentos 
de análisis; el ingreso proveniente de los giros directos de las regalías, con lo cual se puede indicar el 
ingreso per cápita por regalías directas; luego se revisa el índice de necesidades básicas insatisfechas 
– NBI; después se revisan las metas de cobertura de Salud, Educación, Acueducto y Alcantarillado, 
contrastando con el impacto del proceso de descentralización  para luego analizar algunos hechos 
de corrupción objeto de noticias de despilfarro en proyectos que nada tienen que ver con las metas 
de cobertura priorizadas. 

48	  Maestrandos Adminsitración Pública Territorial.
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Población 
     Para empezar esta disertación es necesario poner en contexto la dinámica de la población de 

los dos departamentos objeto de análisis que, de acuerdo a la información de las series estadísticas 
del DANE, en el departamento de Casanare pasó de 223,871 habitantes en 1994 a 319,515 habitantes 
en 2009 y en el departamento de Arauca pasó de 169,038 habitantes en 1994 a 244,507 habitantes en 
2009 (Gráfico 1).  Este aumento de población se justificaría por las oportunidades de empleo y en 
general por las dinámica económica resultado de la bonanza petrolera.

Gráfico 1. Población 1994 a 2009

Fuente: Elaboración propia a partir de la serie de población DANE. Censo 2005 Proyecciones 1985 a 2020

Ingresos por regalías en el periodo 1994 a 2009

    Es importante anotar que en el país por cuenta de los descubrientos de los yacimientos de Caño 
límón, Cusiana y Cupiagua, inició la bonanza de recursos por regalías. Estos yacimientos ubicados 
en los departamentos de Arauca y Casanare, dieron lugar a la exploración y explotación de las más 
grandes reservas de hidrocarburos halladas hasta ese momento en Colombia; para 1994 las reservas 
probadas de petróleo llegaron a 3.139 millones de barriles y la relación reservas/producción de 12 
años. Con una producción de 455.000 barriles de petróleo por día, el 53% se destinaba al consumo 
interno, y el 47% restante se destinaba a exportación (Ministerio de Minas y Energía, 2004).

     A principios de los años noventa, cuando ya se había sumado la producción de Cusiana y 
Cupiagua, el país tuvo un nuevo período de auge petrolero y aumentaron las exportaciones por este 
concepto, pasando de US$455 millones en 1986, a US$2,2 miles de millones en 1995, lo cual dio lugar 
a la generación de regalías por la explotación de estos recursos naturales no renovables (Ministerio 
de Minas y Energía, 2004), así“En 1992 entró en producción Cusiana con 2.575 barriles/día y Cu-
piagua en 1996 con una producción de 4.500 barriles/día. En 1999 estos dos campos alcanzaron su 
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máxima producción, aportando más de 400.000 barriles/día a la producción nacional, es decir, cerca 
del 50% de la misma” (Ministerio de Minas y Energía, 2004, p. 23).

     Para el periodo comprendido entre 1994 y 2009 se generaron regalías cercanas a los $42,2 bi-
llones a precios constantes de 2009. De las regalías generadas, $33,3 billones corresponden a regalías 
directas y $8,9 billones a indirectas. Del total de regalías directas, las generadas por explotación de 
hidrocarburos ascendieron en el mismo período a $27,4 billones a precios constantes de 2009, que 
representan el 82% del giro total, seguidas por las derivadas de la explotación de carbón que corres-
pondieron a $4,1 billones, níquel con $1.1 billones y otros recursos naturales con $0,6 billones, que 
representaron el 12%, 3% y 3%, respectivamente (Gráficos 2 y 3).

Gráfico 2. Giros regalías directas período 1994-2009 (Millones de pesos constantes de 2009)

Fuente: Hidrocarburos: Ecopetrol 1994-2003 y ANH 2004-2009. Carbón y otros minerales: Carbocol y Minercol 
1995-2003 e Ingeominas 2004-2009.

Gráfico 3. Participación de regalías por tipo de recurso natural no renovable 1994-2009
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Fuente: Hidrocarburos: Ecopetrol 1994-2003 y ANH 2004-2009. Carbón y otros minerales: Carbocol y Minercol 
1995-2003 e Ingeominas 2004-2009. *Recurso Natural No Renovable (RNNR). 

     
    Una vez se conocen las proyecciones de las reservas por explotación de hidrocarburos y revisan-

do los antecedentes de las bonanzas pasadas, especialmente la de café de 1977 y las repercuciones en 
la economía, el gobierno nacional establece el Fondo Nacional de Regalías (FNR)49 que tenía como 
objetivo la administración, distribución y ejecución de los recursos provenientes de los recursos pro-
ducto de la explotación de los recursos no renovables, especialmente provenientes de hidrocarburos 
en los llanos orientales. En consecuencía llevó a que dicha distribución de recursos de regalías direc-
tas con base en el diseño constitucional vigente generará la concentración del 80% de estos recursos 
en entidades territoriales que representan penas el 17% de la población (DNP, 2010).

Gráfico 4. Principales beneficiarios de las regalías directas.

Fuente: DNP con base en la participación de Regalías 1994-2009

     Para dimensionar una de las grandes paradojas que se vivió en este periodo: el departamento 
con mayor participación en las regalías era el departamento de Casanare con el 23.5%, un depar-
tamento con tan solo el 0.7% de participación en la población total del país, y en tercer lugar se 
ubicaba Arauca con el 10.4% con el 0.5% del  total de la poblacion del país, lo que significa que entre 
estos dos departamentos que sumaban el 1,2% de la población recibían giros del 33,9% del total de las 
regalías generadas (Gráfico 4), esta es una de las razones por las cuales despierta interés para realizar 
el presente análisis. 

49	  La Ley 141 de 1994 regula el derecho del Estado en el goce de recursos de regalías, establece reglas para su liqui-
dación y distribución, crea el Fondo Nacional de Regalías, la Comisión Nacional de Regalías y dicta otras disposiciones. 
Esta norma está complementada con la Ley 756 de 2002 (PGR, 2011, Pag. 128).
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     Al realizar una operación básica de dividir los recursos de regalías acumulados recibidos en 
el periodo 1994-2009 entre la población registrada en el DANE a 2009, tendríamos un resultado 
que escandalizaría, para el departamento de Casanare el valor per cápita de las regalías se calculó 
en $20,152,418.51 y para el departamento de Arauca en $11,654,472.06. ¿Entonces porqué la paradoja? 
Pués, como veremos más adelante las coberturas en los indicadores de calidad de vida no fueron 
alcanzadas durante el periodo de análisis. 

Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI)

     La tercera parte de esta disertación son las condiciones de vida, que tienen que ver con el me-
joramiento del desarrollo humano, teniendo como referencia que el “Índice de Necesidades Básicas 
Insatisfechas (NBI) ha sido denominado un método directo” de medición de la pobreza porque 
nos permite observar, directamente, la falta de cobertura de ciertos bienes o servicios básicos. En 
América Latina, este método se utiliza ampliamente para la construcción de mapas de necesidades 
básicas insatisfechas que permite la identificación de áreas o regiones prioritarias en el diseño y 
asignación de recursos de programas sociales. Este método ha identificado como necesidades 
básicas las siguientes: contar con una vivienda; tener una vida saludable, asociada frecuentemente 
con los servicios básicos de la vivienda; conocer y entender el entorno “educación”; y, garantizar la 
subsistencia de los miembros del hogar (CEPAL, 2001, p. 64).

   Según el DANE en 1993 el índice NBI del departamento de Arauca era de 53.76% y en el depar-
tamento de Casanare era de 52.10% (Gráfico 5). Así, según el DANE el total de personas con Nece-
sidades Básicas Insatisfechas (NBI) del departamento de Arauca es de 35,9%, mayor en 8,1 puntos 
porcentuales al total nacional (27,8%). Por su parte, las personas en miseria según esta metodología 
se encuentran en 14,0, mayor al total nacional en 3,4 puntos porcentuales” (Ministerio de Trabajo, 
2012).  En cuanto al departamento de Casanare el NBI es de 35,55%, mayor en 7,75 puntos porcen-
tuales al total nacional (27,8%), lo cual refleja una mejora en las condiciones de vida en 17.86 puntos 
porcentuales respecto a 1993 para el departamento de Arauca y de 16,5 puntos porcentuales para el 
departamento de Casanare.
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Gráfico 5. Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI)

Fuente: DANE- NBI. Actualización al 30 de junio de 2011, con base al censo poblacional 2005

     
     Resalta el informe del Ministerio de Trabajo (2012) que “El componente más crítico del indica-

dor de NBI del departamento de Arauca es la vivienda, con una participación en el total de 19%: en 
cabecera con 15,5% y el resto de 44,7%, que expresa una baja calidad de las vivienda, por ser viviendas 
móviles, o ubicadas en refugios naturales o bajo puentes, sin paredes, con paredes de tela, de mate-
riales de desecho o con pisos de tierra (en zona rural el piso de tierra debe estar asociado a paredes 
de material semipermanente o perecedero).”

     Incluso en  el departamento de Casanare se ha evidenciado que presenta deficiencias en el 
acceso al agua potable, falencia que se viene presentando en los últimos años, gran paradoja pues a 
pesar de ser uno de los tres departamentos con mayores recursos girados por regalías, Yopal la ca-
pital del departamento, no cuenta con un óptimo servicio de acueducto ni Planta de Tratamiento 
de Agua Potable. “En 2011, un deslizamiento destruyó la planta principal del acueducto, y desde ese 
momento el gobierno nacional, la Alcaldía y la Gobernación de Casanare han invertido casi 100.000 
millones de pesos para atender soluciones de ‘corto, mediano y largo plazo’, pero ninguna de estas ha 
podido calmar la sed de manera definitiva de los yopaleños” (SEMANA, 2015).

Metas en Educación, Salud, Acueducto y Alacantarillado
     Por último es necesario revisar que uno de los objetivos propuestos desde la expedición de la 

Ley 141 de 1994 fue promover que los departamentos y municipios receptores de regalías alcanzaran 
las coberturas mínimas de los servicios de educación, salud, agua potable, alcantarillado y mortali-
dad infantil. Mientras las entidades territoriales beneficiarios de regalías no alcancen las coberturas 
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mínimas en estos sectores, los departamentos deben asignar por lo menos el 60% de los recursos de 
regalías y compensaciones, y los municipios el 75% de estos recursos, hasta lograr dichos propósitos 
(Congreso de la República, 1994).

Gráfico 6. Indicadores: Salud, educación, acueducto y alcantarillado a 2008

Fuente: Elaboración propia a partir de información DANE 2008.

      Los indicadores a 2008 muestran cobertura del 100% en salud en Casanare y del 99% en Arau-
ca, sin embargo es preocupante que la Tasa de Mortalidad Infantil (TMI) sea tan alta llegando en 
Casanare a un 38 y en Arauca a 55 por cada mil, cuando la meta era del 16.5 por cada mil. Relacio-
nado con los indicadores de salud, la Organización Panamericana de la Salud (OPS) dice que tienen 
gran incidencia en la salud el comportamiento de los indicadores de acueducto y alcantarillado, que 
para el caso de Casanare en Acueducto alcanza una cobertura de 72% y en Alcantarillado de 65%, 
mientras que Arauca lo supera en acueducto puesto que logra 84% de cobertura y en alcantarillado 
70%; quedando muy por debajo de las metas del 91,5% para acueducto y 85,5% para alcantarillado. 
No obstante en el sector educación  donde Casanare alcanzó cobertura de edcuación básica del 98% 
mientras que Arauca apenas logró el 77%, sin embargo tampoco alcanzaron el 100% de la meta pro-
puesta (Ministerio de Trabajo, 2012).

    Algo positivo y de resaltar es que en el departamento de Arauca en el año 2011 “el número de 
afiliados de los regímenes de salud para el año 2011 fue de 221.332 de afiliados, distribuidos en régi-
men subsidiado: 179.539 afiliados, régimen contributivo 33.102 y régimen especial 8.691” (Ministerio 
de Trabajo, 2012), lo cual significó que la cobertura alcanzara el 100% según informe (Supersalud, 
2011).
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Impacto de la desentralización 
     Según Oates (1977) quien recogió el trabajo de Richard Musgrave, argumenta que para tener 

impacto importante en el crecimiento económico, considera la descentralización fiscal como una 
de las formas posibles de lograr eficiencia en la provisión de bienes públicos a través de la adecuada 
ejecución de los presupuestos públicos. Para el caso de estudio este proceso de descentralziación de 
los recursos de las regalías, planteó una herramienta para que estos departamentos pudieran mejorar 
las necesidades identificadas como prioritarias. 

       A estos departamentos donde los indicadores mostraban que existía abandono del Estado ya 
que su alcance con el sistema centralizado era díficil,  la Ley 141 de 1994 le da la oportunidad para 
a través de inversiones que beneficien el desarrollo social y económico de sus habitantes alcancen 
la mayor cobertura posible y para ello se deben ceñir a las metas propuestas en Salud, Educación, 
Acueducto y Alcantarillado. De esta manera el desarrollo regional estaba atado a la descentraliza-
ción de competencias y de ejecución de recursos, luego debía resultar éxitoso este proceso y hacer 
que estos departamentos alejados y olvidados del centro del país, pudieran resurgir con un mejor 
desarrollo humano, es decir, el impacto deseado de la descentralización.

Corrupción en la ejecución de los recursos de regalías
     Entre los ejemplos de corrupción en la ejeución de los recursos de regalías para estos dos de-

partamentos están “la piscina con olas y el velódromo de Arauca, una manga de coleo y una planta 
procesadora de yuca que nunca operó en Casanare” los cuales se fueron sumando a la larga lista de 
noticias en las que se denunció el derroche de las regalías en municipios con grandes yacimientos de 
hidrocarburos. Estas denuncias hechas por el excontralor Hernández Gamarra, quien había alertado 
al gobierno y a la opinión pública nacional: “las regiones y los municipios beneficiados con recursos 
de las regalías, ya registran pérdidas por cerca de $600.000 millones, por cuenta de la corrupción”. 
Recursos que bien utilizados en proyectos de acueductos y alcantarillado tendrían mejor sentido 
con la destinación de los recursos de las regalías directas (Universidad Nacional de Colombia, 2013).

Conclusiones

    El ingreso per cápita para estos dos departamentos fue el más alto que se presentó, Casanare 
con $20,152,418.51 y Arauca con $11,654,472.06, recursos suficientes que marcaron una gran opor-
tundiad desde la descentralización de la ejecución de recursos para acabar con la pobreza y lograr 
mejor desarrollo humano y social, pero que no fue bien aprovechada por los gobiernos de turno en 
el periodo analizado; las inversiones no fueron bien canalizadas en las prioridades de la Ley 141 de 
1994. Son cifras que en el acumulado reflejan que si a cada persona se le hubiese invertido lo que le 
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correspondía, estos dos departamentos Casanare y Arauca, sin duda habían acabado con las Nece-
sidades Básicas Insatisfechas, alcanzando un mayor desarrollo humano pero la gran paradoja es que 
con tanto recurso, las metas de cobertura no se lograron. 

     La cantidad de recursos que se recibieron por estos dos departamentos que sumaban la tercera 
parte del total de ingresos por regalías directas, daba para que todos los indicadores de los aspectos 
priorizados por la Ley 141 de 1994 lograran indicadores del 100% en coberturas, pero en cambio de-
partamentos como Casanare tiene graves problemas para el acceso a servicio de agua potable y en el 
departamento de Arauca las necesidades de acceso a vivienda digna es un problema vigente.

    El proceso de descentralización que buscaba calidad de vida de los habitantes de estos dos 
departamentos no impactó como se esperaba, sin embargo se reflejan mejoras en cuanto a cobertura 
de educación básica y salud, pero en cuanto a la tasa de mortalidad infantil se quedan cortos con el 
38 y 53 por cada mil para Casanare y Arauca respectivamente frente a la meta del 16,5 por cada mil, 
situación que no se justifica desde ningún punto de vista, pues con tanto recurso disponible se debía 
evitar la muerte de los niños. Al igual que en los temas de Agua Potable y Saneamiento Básico, si 
bien se hicieron avances, quedarón por debajo de la meta con 72% y 65% de cobertura en Acueducto 
y Alcantarillado para Casanare y del 84% y 70% de cobertura en Acueducto y alcantarillado para 
Arauca, lo que sin duda hubiese incidido en el mejormiento de la calidad de vida aún más de lo que 
se logró. 

    A partir de casos como estos de los departamentos de Casanare y Arauca se generaron los 
argumentos necesarios para generar un proceso de re centralización de los recuros de las regalías, 
persiguiendo la re distribución hacia todo el territorio nacional, debido a que los recursos del sub-
suelo son del Estado. “Sonados casos de corrupción en las regiones que se beneficiaban directamente 
con estos recursos se hicieron aún más evidentes en el informe entregado por la Contraloría General 
de la Nación en 2012. Estos antecedentes llevaron a la revisión del Fondo Nacional de Regalías y a la 
creación del Sistema General de Regalías (SGR), para lo cual fue necesaria la reforma constitucional 
que modificó los artículos 360 y 361, y posteriormente la Ley 1530 de 2012, que lo reglamenta” (Uni-
versidad Nacional de Colombia, 2013).

En consecuencia, permite concluir que estos dos departamentos tuvieron el mayor ingreso per-
capita, pero no cumplieron las metas de cobertura, significando que el proceso de descentralización 
no impactó como se esperaba, sin embargo se reflejan mejoras en educación básica y salud, pero en 
mortalidad infantil se quedan cortos situación que no se justifica.
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RESUMEN
La presente ponencia trata sobre el impacto social que genera la reingeniería de la administración 

de la Alcaldía de Tunja, frente al uso de las TICS para fortalecer los procesos de comunicación; apli-
cada a la cantidad de usuarios, la solución del problema referenciado, las problemáticas como fuente 
de información para mejoramientos futuros; tomados como medidores de efectividad en la imple-
mentación de las Tecnologías de Información específicas. Se busca identificar si la nueva gerencia 
administrativa de las TICS, nos arroja verdaderos polos de interacción efectivos, que permitan que 
la información fluya en forma inmediata; y si los avances en los procesos de comunicación han teni-
do impacto social ligados al desarrollo de Tunja.

PALABRAS CLAVE: TICS, Sociedad, práctica, implementación, Gestión, Comunicación. 	

INTRODUCCIÓN
Esta ponencia se enmarca en el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones 

(TICS) para fortalecer la oferta y entrega de servicios y trámites a la ciudadanía Tunjana por parte 
de la administración municipal, con calidad integral y accesibilidad; que satisfagan sus expectativas 
y genere satisfacción a sus requerimientos.

Los servicios a la población Tunjana comprenden, los de información, interacción, participación 
y colaboración. Esta definición, adaptada del Programa Nacional de Servicio al Ciudadano, se ali-
nea con la Estrategia de Gobierno en línea, cuyo propósito es “contribuir con la construcción de un 
Estado más eficiente, más transparente, más participativo y que preste mejores servicios a los ciu-
dadanos y las empresas, mediante el aprovechamiento de las TICS y la colaboración de la sociedad”. 

50	  Profesión: Médico Veterinario y Zootecnista. correo electrónico: regutelo@yahoo.es

51	  Profesión: Administrador de Empresas, correo electrónico: fabsep1@gmail.com

52	  Profesión: Contadora Publica.  correo electrónico: waldina.sanabria@gmail.com

53	  Profesión: Administradora pública. correo electrónico: santiagoyalejandro@gmail.com

54	  Profesión: Administradora pública. correo electrónico: giova.soto@hotmail.com
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En este sentido, el mejoramiento de los servicios al ciudadano a través del uso de las TICS cons-
tituye el fin primordial de los proyectos innovadores implementados por la administración muni-
cipal, de modo tal que pueda brindar servicios más eficientes, integrales e incluyentes de todos los 
actores de la sociedad, con calidad, 

Y que, a su vez, generen ahorros en costos y tiempos en comparación con los servicios anterior-
mente brindados. 

Se describirá el tema específico de la investigación, abordando  temas de conocimiento implícito 
en las TICS, aplicados en administración Municipal de Tunja, en cuanto refiere al tema específico 
de atención al ciudadano, incursionando en temas  modernos de la gestión administrativa como son 
los procesos y procedimientos utilizados en la implementación de las tecnologías de información y 
comunicación; utilizando diversas formas de apreciación y comprobación que sustentan las bases 
propias de la investigación, basados no solo en estadísticas sino en trabajo de campo dinámico que 
permiten el obtener datos reales y actuales respecto del tema investigado. 

Por último el trabajo brinda un análisis sistemático acompañado de conclusiones Y recomenda-
ciones que nos permiten aterrizar las ideas principales y enmarcarlas dentro del contexto propio de 
la investigación.

 PLANTEAMIENTO PROBLEMA

¿Cuál ha sido el impacto y efectividad en la implementación de las TICS en la Alcaldía de Tunja, 
para fortalecer los procesos de comunicación?

La globalización dentro de sus efectos, ha generado una revolución informática, que ha trascen-
dido fronteras obligando a las comunidades a interactuar, incluso a niveles internacionales; esta in-
teracción de las comunidades y de los Gobiernos ha generado que entidades territoriales, en el caso 
particular Tunja, diseñe la reingeniería de la gerencia pública frente a los asociados territoriales. 

Como toda política pública necesaria en la modernización de los quehaceres de la administra-
ción, fue necesario abordar el tema del impacto e implementación de las TICS en la Alcaldía de 
Tunja, porque era una necesidad social revestida de un interés público inmediato a la comunicación, 
acorde a la modernización de los entes territoriales del orden nacional.

Indiscutiblemente la implementación de este sistema de interacción ha causado un impacto so-
cial en la comunidad Tunjana, por cuanto se trata de una eficiente y rápida forma de comunicación 
con los ciudadanos a través de los diversos procedimientos y servicios de que dispone la administra-
ción a través de sus TICS.
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OBJETIVOS
    OBJETIVO   GENERAL

Analizar el impacto de implementación frente a las TICS por parte de los Funcionarios de la 
Alcaldía de Tunja, para la contribución y optimización de los procesos de comunicación con el ciu-
dadano.

    OBJETIVOS ESPECÍFICOS
•	 Analizar la efectividad de la implementación de las TICS en la Alcaldía de Tunja para forta-

lecer el proceso de comunicación.

•	 Verificar que la evolución de la implementación de las TICS tiene especial cabida en el pro-
greso tecnológico para los funcionarios de la Alcaldía de Tunja.

•	 Evidenciar las variables que inciden cada vez más en el uso de nuevos medios de comuni-
cación, tales como Internet, intranet y el correo electrónico institucional, en la Alcaldía de 
Tunja para facilitar la comunicación.

 METODOLOGIA

ALCALDÍA DE TUNJA DE LA MANO CON LAS TICS. “UN GRAN SALTO HACIA 
EL FUTURO”

TICS UNA BUENA ESTRATEGIA 
El impacto de las TICS en los resultados del desempeño de los Empleados Públicos en las dis-

tintas Entidades en Colombia  ha demostrado la complejidad de este tema pero ha permitido sobre 
todo ir avanzando en la distinción y precisión de sus diferentes dimensiones de Gobierno Electróni-
co a través de Gobierno en Línea (GEL), lo que ha tomado desde el modelo burocrático (GESTION 
PUBLICA) la forma de implementarla en la NUEVA GESTION PUBLICA como un verdadero 
modelo más personalizado y conllevando al ciudadano a la implementación de la tecnología e infor-
mación garante y a la vez acercarse más a la Administración Pública. 

Para la Alcaldía de Tunja si bien las tecnologías llamadas de la información y comunicación tie-
nen en común la manipulación en formato digital, sus aplicaciones, funciones y características son 
muy diversas a pesar que son instrumentos, y como tales, pueden ser usados de distintas formas, para 
asegurar los derechos de los ciudadanos llamados hoy CLIENTES tanto internos como externos y se 
han basado a través de manuales y normatividad vigente para su desarrollo. 
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Igualmente, esta propuesta busca mediante el ejercicio de la investigación aplicada, un ejercicio 
de innovación constante en la aplicación de tecnologías que permitan optimizar y desarrollar pro-
cesos de importancia para la Entidad, para acercar más el proceso de comunicación del ciudadano 
al entorno de la Entidad Pública.

UNA HISTORIA REAL SOBRE LAS TICS EN LA ALCALDIA DE TUNJA

 Cronología

Año 2009. Comenzó la experiencia TICS el 13 de diciembre de ese año, la ciudad de Tunja  vivió 
una gran jornada masiva de certificación de Ciudadanos Digitales en la Plaza de Bolívar. En el even-
to, se contó con la activa participación de todos los funcionarios públicos y docentes de la ciudad, 
para presentar la prueba y certificar internacionalmente sus competencias digitales, en los casi  60 
computadores dispuestos por “Tunja Digital”, fue ahí donde se empezó el impactante proceso de 
implementar las TICS en la Alcaldía de Tunja con la adquisición de equipos de cómputo de última 
tecnología.

Año 2010. Se adquirieron licencias antivirus ya que en el momento la Alcaldía de Tunja se expo-
nía a infiltraciones y por ello el licenciamiento trajo la seguridad informática ya que se utiliza para 
siempre. Lo anterior es debido a que es un contrato de paga a la empresa que creó el antivirus el cual 
usan para verificar la legalidad del producto, pues la licencia de software es un contrato entre el li-
cenciante (autor/titular de los derechos de explotación/distribuidor) y el licenciatario del programa 
informático.

 Año 2011. Se implementó la política de Gobierno en Línea (a través MINTIC), se creó el banco 
de proyectos y se iniciaron gestiones con la Gobernación de Boyacá para incluir a Tunja en PVD 
(plan virtual digital) para lo cual se hizo un convenio que dio como resultado la adquisición de 10 
antenas de Red WAN (WIDE ÁREA NETWORK).

Debido a lo anterior se empezó a trabajar con la página web del Ministerio ya que una de esas an-
tenas está instalada en la terraza del edificio municipal y las otras 9 en diferentes sitios estratégicos 
para el cubrimiento de todo el municipio incluyendo las veredas. 

Año 2012. Con el cambio de administración se adquirió la nueva plantilla de la web para lo 
cual se empezó a implementar la intranet (chat entre funcionarios), el manejo general del correo 
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electrónico el cual era obligatorio desde la auxiliar en servicios generales hasta el alcalde para que 
abrieran una cuenta de correo gratuito de los diferentes operadores preferiblemente Gmail, para lo 
cual hicimos caso muy pocos, se siguió mejorando la conexión red por ello se inició en el municipio 
el sistema de información y gestión del empleo público SIGEP el cual corresponde al sistema general 
de información administrativa del sector público.

	

 Año 2013. Se adquirió más hardware y software para la Entidad, como el  mejoramiento de la 
INTRANET apropiando por ejemplo no solo el chat, sino avisos a nivel interno, circulares y el link 
del SIGEP, la mesa de ayuda y de paso adoptaron la política de CERO PAPEL.

Iniciaron el estudio para implementar tramites en línea, a través de la presentación a la convo-
catoria N° 607 del 2012 de MINTIC y COLCIENCIAS cuyo objetivo fue conformar un banco de 
proyectos elegibles de iniciativas innovadoras en TIC, que mediante el desarrollo de actividades de 
ciencia tecnología e innovación sirvan como medio para contribuir a impulsar procesos de inclusión 
social.

Año 2014. Refuerzan la oficina de sistemas tanto con recurso humano como soporte técnico, la 
red se presenta con su propio DATACENTER que es la denominación de  centro de procesamiento 
de datos (CPD) cuya  ubicación se concentra en los recursos necesarios para el procesamiento de la 
información de la Entidad.55

En este año la implementación y ejecución de la OAC56 era impredecible o sino perdían el aporte 
económico que habían ganado en la convocatoria57, por ello necesitaban un ejecutor y una empresa 
que cumpliera con los estándares en la parte de tecnología e innovación del proyecto Tunja Vive 
Digital 2013 la cual gano la Cámara de Comercio de esta ciudad.

Año 2015. La INTRANET ya está en un 100% y cuenta con un sofisticado diseño en el cual se 
encuentra los avisos parroquiales para que los funcionarios publiquen sus logros, ventas de carros 
o casas o cualquier artículo etc…Igualmente el portal jurídico, SIGEP, soporte técnico, y todos los 
procesos que necesitan saber los funcionarios como los encargos que hacen en cuestión de carrera 
administrativa, las circulares que sacan las diferentes Dependencias, el SIG, Bienestar Social con la 
programación de los juegos internos y las actividades lúdico-recreativas para los funcionarios.

55	  DATACENTER

56	  Oficina de Atención Ciudadana

57	  Convocatoria 607/2012 MINTIC y COLCIENCIAS
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Otro avance que es la implementación del correo institucional el cual es obligatorio paras todos 
los Funcionarios, de otra parte se contrató el circuito cerrado de seguridad con la instalación de 
cámaras de seguridad en el Edificio Municipal.

OFICINA DE SISTEMAS AVANCE PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS TICS

La Alcaldía de Tunja a través de toda la maravillosa implementación de las TICS en todos sus 
servicios ha moldeado la Oficina de Sistemas con modernas herramientas tecnológicas para a través 
de ella realizar avances en proyectos y programas proporcionen conocimientos de procedimientos 
como:

PROYECTO VIVE DIGITAL

La Gobernación de Boyacá, dentro de su programa Boyacá vive Digital, aportó la infraestructura 
de conexión de la red LAN58 entre el Edificio Municipal y sus diferentes sedes, como son Tránsito, 
Casa de Justicia, Secretaría de Cultura, Archivo Central, PAS59 y cada una de las Inspecciones y 
Comisarías de la Alcaldía Municipal, esto le permitirá a la Administración Municipal una comuni-
cación más ágil.

La optimización de recursos que consiste en si se desea enviar una impresión o compartir un 
archivo con cualquiera de estas Dependencias ya no es necesario utilizar el internet sino a través de 
los recursos compartidos de red se podrá hacer y así agilizar sus procesos. 

GOBIERNO EN LÍNEA

Una de las estrategias del gobierno nacional es precisamente la de gobierno en línea, estrategia 
a la cual la Alcaldía de Tunja ya se encuentra vinculada, busca agilizar los trámites que se realizan 
en las diferentes Dependencias, convertirlos, de ser posible, todos on-line, es decir que se puedan 
realizar desde internet, lo que redundará en poca afluencia de público en las oficinas. Para ello es im-
portante la disponibilidad y actitud de todos los Funcionarios frente a los cambios y modificaciones 
que se realizaron en las diferentes actividades que se hacen diariamente. 

58	  Red que conecta los ordenadores en un área relativamente pequeña y predeterminada (como una habitación, un edifi-
cio, o un conjunto de edificios).

59	  Punto de Atención Social
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PAGINA WEB:

Como uno de los requerimientos de la estrategia de gobierno en línea, es el de mantener actuali-
zada la página web del Municipio y con ciertos criterios que establecen deben ser de estricto cum-
plimiento, Tunja a través de la oficina de sistemas, gestionó la inclusión de dicha página dentro de 
las plantillas establecidas por gobierno en línea, es por ello que se tiene una nueva con muchos más 
aplicativos de fácil acceso.

GOBIERNO ELECTRÓNICO PRIMER ESCENARIO DE LAS TICS

El gobierno electrónico es una necesidad cada día más cercana de nuestros países, es imposible 
concebir el desarrollo de la era digital en el sector privado y relegar al sector público, lo que plantea 
grandes retos para las diferentes naciones que deben necesariamente empezar a considerar el gobier-
no electrónico. Ante esta realidad los gobiernos necesariamente deben buscar los avances realizados 
en la materia con preeminencia de aquellos documentos que al ser sido aprobados por los países nos 
sirven de guía para la implementación del gobierno.

Los principales aportes que incluyen los documentos presentados y propuestos por el CLAD60 
como organismo regional reconocido por las Naciones Unidas como eje de la modernización de las 
administraciones públicas en materia de gobierno electrónico y que han sido respaldados por las 
Juntas de Jefes de Estado y Gobierno de los países miembros de CLAD para que sirvan de punto de 
partida ante la necesaria tarea de implementar el gobierno electrónico.

ALCALDÍA DE TUNJA EN LINEA CON LA MODERNIZACION DEL ESTADO

El tema de la reforma y modernización del Estado está recibiendo en la región una marcada prio-
ridad. En este nuevo mundo que se está plasmando es obligada una reconceptualización del papel 
del Estado. Hasta hace poco respondía a una posición estratégica distinta. Hoy, el mayor protago-
nismo del mercado y de la iniciativa privada, la mayor exposición de las economías al exterior, las 
nuevas dimensiones y alcances del poder comunicacional, entre otros cambios notables, configuran 
mundos y sociedades distintas en su naturaleza y funcionamiento, que obligan a pensar también en 
un nuevo Estado cumpliendo papeles y funciones acordes con estas inéditas realidades.

 Gobierno en línea. El Gobierno en línea en Colombia ha venido siendo implementado de mane-
ra sistemática y coordinada en todas las entidades públicas, desde el 2008, año en que se expidió el 
Decreto 1151 que definió los lineamientos generales de la Estrategia de Gobierno en línea. Tres años 
después de este significativo hito, se han evidenciado cambios y avances en el uso y apropiación de 

60	  Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo
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la tecnología como herramienta que permite mejorar la gestión pública, la provisión de servicios y 
la transparencia, encaminados a cumplir las funciones del Estado, lo cual ha motivado la evolución 
en el direccionamiento de la Estrategia.

 ¿Cómo avanza la estrategia de gobierno en línea?: Como resultado de este proceso de monito-
reo y evaluación adelantado por cada Entidad y por el Ministerio TIC, se publica periódicamente 
el Índice de Gobierno en línea, instrumento cuantitativo que muestra el estado del avance de las 
entidades en la implementación de la Estrategia Gobierno en línea. Este índice está compuesto por 
dos rankings (uno nacional y uno territorial), que muestran las entidades y sectores que más han 
avanzado en la implementación de la Estrategia.

 Implementación de la estrategia de gobierno en línea: La implementación de la Estrategia de 
Gobierno en línea busca mejorar la eficiencia de la gestión pública para la construcción de un Es-
tado más eficiente, transparente y participativo, además de prestar mejores trámites y servicios en 
línea acordes a las necesidades prioritarias de los ciudadanos.

 IMPLEMENTACIÓN DE GOBIERNO EN LINEA EN LA ALCALDIA DE TUNJA

La Alcaldía de Tunja para la implementación de la estrategia de gobierno en línea con su ejem-
plarizante grupo de servidores públicos lo ha realizado a través de la CONVOCATORIA N° 607 del 
2012 de MINTIC y COLCIENCIAS.

Lo anterior tuvo como objetivo general conformar un Banco de Proyectos Elegibles de iniciativas 
innovadoras en TIC, que mediante el desarrollo de actividades de Ciencia Tecnología e Innovación 
sirvan como medio para contribuir a impulsar procesos de inclusión social, disminución de brechas 
de inequidad, fortalecimiento de capacidades para la participación ciudadana, la toma de decisio-
nes, el aumento de productividad y competitividad y el desarrollo regional sostenible en concordan-
cia con los Planes de Desarrollo Nacional Departamental y Municipal.

PROCESOS EN LA ALCALDIA DE TUNJA NOBLE Y LEAL

Gestión TICS: La Alcaldía de Tunja dentro del mapa de procesos cuenta con el de Gestión Tics 
como un gran proceso de apoyo el cual como todos los demás presenta un ciclo de actividades de 
PHVA.61 

61	  Planear, Hacer, Verificar y Actuar.
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Procedimientos del Proceso Gestión TICS:

- Mantenimiento Predictivo, Preventivo y Correctivo de la Infraestructura Tecnológica.62

* Objetivo: Establecer las actividades necesarias para realizar el mantenimiento predictivo, pre-
ventivo y correctivo de la infraestructura tecnológica de la Alcaldía Mayor de Tunja.

* Alcance: Este procedimiento es aplicable para cubrir el servicio de mantenimiento en la In-
fraestructura y equipos de la planta completa de la Alcaldía Mayor de Tunja.

 Copias de seguridad de la información63: 

Objetivo: Establecer las actividades necesarias para concientizar el buen uso de herramientas que 
garanticen el respaldo de la información, además garantizar la confidencialidad y copias de seguri-
dad de los datos relevantes que se manejan dentro de la Alcaldía Mayor de Tunja.

*Alcance: El procedimiento inicia desde la programación de actividades de concientización acer-
ca del manejo de la información y las respectivas copias de seguridad que se deben realizar periódi-
camente. Enfocado al personal que labora en la entidad, buscando tomar conciencia de la gravedad 
de la pérdida o hurto de la información.

- Diseño e Implementación de sistemas de información, trámites y servi-
cios64:

Objetivo: Definir la metodología a seguir para la creación, modificación o suspensión de Siste-
mas de información, trámites y servicios que se utilizan para los diferentes procesos del Sistema 
Integrado de Gestión.

Alcance: Aplica para todos los Sistemas de información, trámites y servicios que surjan de la ca-
racterización y racionalización de necesidades o solicitudes, desde la identificación de la necesidad 
hasta el mantenimiento.

62	  ISOLUCION, Procedimientos del proceso Gestión TICS. ALCALDIA DE TUNJA: 2016

63	  ISOLUCION, Procedimientos del proceso Gestión TICS. ALCALDIA DE TUNJA: 2016

64	  ISOLUCION, Procedimientos del proceso Gestión TICS. ALCALDIA DE TUNJA: 2016
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- Participación y Construcción de Ciudad:65

* Objetivo: Establecer el mecanismo para la utilización de la plataforma de innovación y parti-
cipación “Tunja Participa”, con el objeto de permitir la construcción de ciudad de manera colabo-
rativa con los ciudadanos.

* Alcance: Este procedimiento inicia con la promoción y divulgación del Portal Web (Ideas, 
Retos y Hechos) y finaliza con el informe de seguimiento a la ejecución por cada de una de las de-
pendencias encargadas, de la idea o el Reto aprobado.

ULTIMA ACTUACIÓN TICS EN LA ALCALDIA DE TUNJA NOBLE Y LEAL

“La última actuación respecto a las TICS en la Alcaldía de Tunja fue con una reunión en el des-
pacho del Alcalde de Tunja, Pablo Emilio Cepeda, comenzó la agenda oficial de la Viceministra 
General TIC, María Carolina Hoyos Turbay, a la capital boyacense. Luego de este encuentro la 
funcionaria visitó la Escuela Normal Superior Santiago de Tunja para la entrega de 100 tabletas, 
herramientas que potenciarán la formación de los estudiantes de este colegio que supera el siglo y 
medio formando a futuros docentes.

Contenidos Digitales. Posteriormente la Viceministra General TIC prosiguió a la Escuela Nor-
mal Superior Leonor Álvarez Pinzón, donde inauguró oficialmente un nuevo Punto Vive Digital 
Plus, escenario de creación de contenidos audiovisuales y digitales que apoyará a los procesos de 
educación de las más 2.600 niñas y jóvenes estudiantes de la institución, con cursos especializados 
como edición y creación de piezas para video, realización de clips de audio, programación y diseño 
web.

Boyacá entra en la era del Teletrabajo: La Alcaldía de Tunja como la Gobernación de Boyacá 
y las empresas que deciden firmar el pacto por el Teletrabajo, con este acuerdo las organizaciones 
firmantes se comprometen a fomentar, impulsar y promover el Teletrabajo en las organizaciones de 
la región, reconociéndolo como un instrumento para incrementar la productividad en las organiza-
ciones, generar una movilidad sostenible, fomentar la innovación organizacional, mejorar la calidad 
de vida de los trabajadores y promover el uso efectivo de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en el sector productivo.”66

65	  ISOLUCION, Procedimientos del proceso Atención al Ciudadano. ALCALDIA DE TUNJA: 2016

66	  Artículo MINTIC, Sala de Prensa, Viceministra Hoyos llevó a Tunja la oferta tecnológica del MINTIC, Web Mintic: 1 de Junio 2016.



Retos de la Administración Pública Territorial 
Derechos Humanos en Perspectiva de lo Público

139

CONCLUSIONES
En esta investigación se analizó el impacto que tienen las TICS en la Alcaldía de Tunja, donde se 

encontró que esta administración ha sido responsable de planear y poner en marcha la implementa-
ción de las TICS, darles seguimiento y hacer las rectificaciones necesarias; para ello cuenta con una 
estructura organizacional apropiada y con los recursos humanos, financieros, materiales, legales y 
tecnológicos suficientes para su operación. 

Es de anotar que la Alcaldía de Tunja, aprovecha las Tecnologías de Información y Comunicacio-
nes para brindar una mejor atención a los ciudadanos, lograr una adecuada relación y vinculación 
entre las propias dependencias, y que el usuario tenga la posibilidad real de participar en mayor 
medida con la administración Municipal.

Según el estudio realizado se pueden mencionar los impactos generados y que posiblemente se 
generaran desde la implementación de las TICS en la administración Municipal:

A corto plazo:

•	 Modernización de las formas de trabajo en las oficinas de la Alcaldía.

•	 Capacitación de empleados y funcionarios para el desarrollo e implementación de las TICS. 

•	 Eliminación de tiempos perdidos por los ciudadanos en sus trámites y servicios. 

•	 Interés de los usuarios en las acciones de la Alcaldía, ante el desarrollo de la implementación 
de las TICS que logro impactar de forma positiva a los ciudadanos. 

A mediano plazo:

•	 Una mayor integración y coordinación para el trabajo entre las distintas dependencias de la 
entidad. 

•	 Posibilidades de que las dependencias puedan compartir e intercambiar información, para 
el adecuado cumplimiento de las responsabilidades de la administración Municipal como un 
sistema integrado. 

•	 Los ciudadanos podrán mantener interrelación con los funcionarios, a través de la red. 
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A largo plazo:

•	 La implementación de las TICS en la Alcaldía de Tunja se encuentra fundamentada en el de-
sarrollo de programas y proyectos relacionados entre sí, consolidados en una agenda de cone-
xión en línea, con el fin de que la comunidad tenga mayores oportunidades de participación. 

•	 Las políticas públicas deben promover el desarrollo de habilidades digitales e implementa-
ción de las TICS para que los ciudadanos tengan acceso a un servicio y trámites oportunos.

•	 El funcionario o el servidor público actual, ha cambiado su esquema mental, gracias a las 
TICS, pues es un factor clave al desarrollo y crecimiento de la entidad.

RECOMENDACIONES 
Según la encuesta realizada a los usuarios, donde se pretende conocer el nivel de satisfacción 

frente a la calidad de los servicios brindados por parte de la Alcaldía de Tunja, se obtiene como re-
sultado que el servicio se encuentra dentro de una escala de Bueno; por tanto, se establece una serie 
de componentes a tener en cuenta según el manual de Gobierno en Línea para construir un servicio 
más eficiente y eficaz donde alcance la excelencia:

1.	 Elementos Transversales: comprende las actividades que deben implementar las en-
tidades para conocer sus diferentes grupos de usuarios, identificar sus necesidades e investigar 
permanentemente sobre los cambios en las tendencias de comportamiento, para aplicar este 
conocimiento a sus diferentes momentos de interacción.

2.	 Información en línea: comprende todas las actividades a desarrollar para que las 
entidades dispongan para los diferentes tipos de usuarios de un acceso electrónico a toda la 
información relativa a su misión, planeación estratégica, trámites y servicios, espacios de inte-
racción, ejecución presupuestal, funcionamiento, inversión, estructura organizacional, datos de 
contacto, normatividad relacionada, novedades y contratación, observando las reservas consti-
tucionales y de Ley, cumpliendo todos los requisitos de calidad, disponibilidad, accesibilidad, 
estándares de seguridad y dispuesta de forma tal que sea fácil de ubicar, utilizar y reutilizar.

3.	 Interacción en línea: comprende todas las actividades para que las entidades habi-
liten herramientas de comunicación de doble vía entre los servidores públicos, organizaciones, 
ciudadanos y empresas. Igualmente, este componente promueve la habilitación de servicios de 
consulta en línea y de otros mecanismos que acerquen a los usuarios a la administración pública.
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4.	 Transacción en línea: comprende todas las actividades para que las entidades dis-
pongan sus trámites y servicios para los diferentes tipos de usuarios, los cuales podrán gestionar-
se por diversos canales electrónicos, permitiéndoles realizar desde la solicitud hasta la obtención 
del producto sin la necesidad de aportar documentos que reposen en cualquier otra entidad 
pública o privada que cumpla funciones públicas.

5.	 Transformación: comprende todas las actividades para que las entidades realicen 
cambios en la manera de operar para eliminar límites entre sus dependencias y con otras enti-
dades públicas, intercambiando información por medios electrónicos haciendo uso del lenguaje 
común de intercambio de información, liderando o participando en cadenas de trámites en 
línea.

6.	 Democracia en línea: comprende todas las actividades para que las entidades creen 
un ambiente para empoderar a los ciudadanos e involucrarlos en el proceso de toma de decisio-
nes. Con estas actividades se propicia que el ciudadano participe activa y colectivamente en la 
toma de decisiones de una administración totalmente integrada en línea.67
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El empoderamiento visto como un derecho de participación ciudadana en 
Boyacá
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Resumen
El empoderamiento está ligado a la participación ciudadana puesto que permite a todos los ha-

bitantes de una comunidad a través de las Juntas de Acción Comunal involucrarse y conocer todos 
los temas relacionados con la construcción de políticas públicas, las cuales abarcan todos los sectores 
y de una manera más eficiente poder satisfacer las necesidades imperantes en la comunidad de un 
barrio, sector o vereda. 

Palabras claves: Empoderamiento, participación ciudadana, mecanismos de participación ciu-
dadana, Juntas de Acción Comunal, inclusión, exclusión.

Introducción

Las Juntas de Acción Comunal en el Departamento de Boyacá, han cumplido un papel muy im-
portante dentro del desarrollo de cada una de sus comunidades, por lo cual se puede detectar que 
el problema de estas Organizaciones Comunales es no utilizar las herramientas brindadas por las 
Leyes vigentes en cuanto a Participación Ciudadana, algunas veces por desconocimiento de la mis-
ma o simplemente hacen caso omiso a la tarea de involucrarse en el desarrollo de sus comunidades, 
es de resaltar que el Estado ofrece muchas garantías y respaldo a las Juntas de Acción Comunal a 
fin de lograr su propósito que es la integración y satisfacción de las necesidades básicas de todos los 
habitantes de una comunidad. 

De otro lado se hace necesario analizar que el empoderamiento es el instrumento mediante el 
cual se otorga a las Juntas de Acción Comunal el reconocimiento del poder comunitario y la posibi-
lidad que un grupo pueda cambiar una situación y se presente la reducción del poder de los grupos 
dominantes a partir del cambio de relaciones del poder y sociedad.

68	  Estudiantes Especializacion en Gerencia Pública, ESAP
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Sumado a lo anterior, es de manifestar que cuando la comunidad participa y se integra a través 
de las Juntas de Acción Comunal quienes asumiendo su papel se empoderan y logran interactuar 
en el desarrollo de sus comunidades y por ende existe mayor probabilidad de disminuir las brechas 
sociales generando una mejor calidad de vida, cumpliendo de esta manera con el objetivo principal 
de la Administración Pública.

Por lo que es el empoderamiento tanto individual como colectivo la base para crear una sociedad 
más justa e incluyente en la que los ciudadanos y líderes comunales ejerzan sus derechos, dentro del 
marco democrático y participativo.

Objetivos
•	 Objetivo General:

 Analizar el papel que juegan las Juntas de Acción Comunal en relación con el empoderamiento, 
visto como un derecho de participación Ciudadana en Boyacá.

•	 Objetivos Específicos: 

Establecer el marco normativo general del derecho de participación, en función de intereses di-
versos y en el contexto de tramas concretas de relaciones sociales y relaciones de poder.

Analizar el empoderamiento en términos de participación, como proceso de fortalecimiento de 
las capacidades individuales y colectivas.

Análisis del componente participación y democracia del Plan de Desarrollo de Boyacá 2016-2019, 
año 2015.

Hipótesis

Una sociedad empoderada individual o colectivamente y desde el ejercicio activo de los líderes 
comunales, participa más activamente en las decisiones de sus territorios, haciendo más efectivos 
los mecanismos formales de participación ciudadana, como medios para superar la marginalidad, la 
exclusión, la pobreza y la injusticia. 

Juatificación
El empoderamiento busca que las personas y las asociaciones, para el caso las Juntas de Acción 

Comunal como instancias de participación ciudadana, auto-gestionen sus propias necesidades y 
desde el ejercicio de los instrumentos legales y formales a partir de la legitimidad del gobierno y 
la promoción de una cultura democrática y participativa, poner en contacto a los ciudadanos y al 
Estado en la definición de objetivos y metas colectivas que permitan hacer más eficaces la toma de  
decisiones y la gestión pública.
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Capitulo I.
Derecho de participación ciudadana y mecanismos

La participación es un proceso social que resulta de la acción intencionada de individuos y gru-
pos en busca de metas específicas; la participación es un proceso “en el que distintas fuerzas sociales, 
en función de sus respectivos intereses, intervienen directamente o por medio de sus representantes 
en la marcha de la vida colectiva con el fin de mantener, reformar o transformar los sistemas vigen-
tes de la organización social y política”. 

La Constitución Política de Colombia consagra en el artículo 1 y 2 que “Colombia es un Estado 
social de derecho... democrática, participativa y pluralista”, que “son fines esenciales del Estado: …  
facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 
administrativa y cultural de la nación” y en el artículo 40 apunta que “todo ciudadano tiene derecho 
a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político”; para dar cumplimiento a ello 
se cuenta con una serie de mecanismos de participación ciudadana los cuales son las herramientas 
que permiten ejercer el derecho a participar en las decisiones colectivas, generando unos cambios 
dentro de los sistemas judicial, ejecutivo y legislativo; La Ley 1757 de 2015 enuncia que los mecanis-
mos de participación ciudadana son: “la iniciativa popular y normativa ante las corporaciones públi-
cas, el referendo, la consulta popular, la revocatoria del mandato, el plebiscito y el cabildo abierto”.

Son varias las normas, empezando por la Constitución Política, las que facultan a los ciudadanos 
para que hagan uso de los derechos y deberes y ejerzan la participación en los diversos niveles del 
Estado. Son antecedentes legales de la participación: Constitución Política de 1991, Ley 734 de 2002, 
Nuevo Código Único Disciplinario, Ley 962 de 2005, Ley Anti-trámites Ley 850 de 2003, por medio 
de la cual se reglamentan las Veedurías Ciudadanas Ley 689 de 2001, por la cual se modifica parcial-
mente la ley 142 de 1994, ley de Servicios Públicos Domiciliarios. Ley 489 de 1998, Sistema de Desa-
rrollo Administrativo, Ley 472 de 1998, sobre las Acciones Populares y de Grupos, Ley 393 de 1997, 
Acción de Cumplimiento, Ley 80 de 1993, sobre Contratación.  Ley 1150 de 2007, modifica la ley 80 
de 1993 – contratación estatal. Ley 134  de  1994,  por  la  cual se dictan normas sobre  Mecanismos de  
Participación Ciudadana  Ley 142 de 1994, ley de Servicios Públicos Domiciliarios Ley 152 de  1994, 
ley Orgánica  del Plan  de  Desarrollo  ¬ ley de  Planeación  Participativa  Ley 87 de 1993, de Control 
Interno  Ley 190 de 1995, Estatuto Anticorrupción  Decreto 2232 de 1995, reglamentario de la ley 190 
de 1995  Decreto 1429 de 1995, reglamentario de la ley 142 de 1994  Decreto  2591 de 1991,  por  medio 
del cual se  desarrolla  el artículo  86  de la  Constitución Política sobre la Acción de Tutela, Decre-
to 306 de 1992, por  medio del cual se  desarrolla el artículo  86  de  la  Constitución Política sobre 
la Acción de Tutela  Decreto  1382 de 2000,  por  medio del cual se desarrolla el artículo 86  de la  
Constitución Política sobre la Acción de Tutela, Directiva  Presidencial No.  10 de 2002, para que la 
comunidad en general realice una eficiente participación y control social a la gestión administrativa.
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Los mecanismos de participación ciudadana tienen dos orígenes: popular o de autoridad. Entre 
los mecanismos de origen popular encontramos: la iniciativa popular legislativa y normativa ante 
las corporaciones públicas, el cabildo abierto y la revocatoria del mandato; por otro lado, de origen 
en autoridad encontramos: el plebiscito; y pueden tener origen en autoridad o popular el referendo 
y la consulta popular.

En el marco de una de una democracia representativa y participativa, en la cual se desarrolla 
nuestro Estado social de derecho, donde son los ciudadanos quienes deben decidir e incidir en el 
rumbo que debe tomar nuestra nación en varios ámbitos como el político, económico, cultural, y 
administrativo, son fundamentales los mecanismos de participación ciudadana, como herramientas   
establecidas en la Constitución Política de 1991 para asegurar, incentivar y garantizar la moviliza-
ción y pronunciación de la población colombiana.

Capitulo II
El empoderamiento y la participación ciudadana

La participación ciudadana se da fundamentalmente como un mecanismo para superar la margi-
nalidad, la exclusión, la pobreza y la injusticia y para lograrlo se requiere de un mayor compromiso 
social, ya sea individual o colectivamente para intervenir en las decisiones que afecten su territorio, 
por lo que será necesario potenciar y articular la reinstitucionalización de lo social en lo local, el 
empoderamiento de las personas y las instancias formalizadas de participación ciudadana (Juntas 
de Acción Comunal) para la construcción de las políticas públicas que posibiliten un mejor des-
empeño de las capacidades institucionales y finalmente permitan mejorar la calidad de vida de sus 
pobladores.

El empoderamiento viene del modismo inglés empowerment, que aparece como sustantivo del 
verbo empower que, de acuerdo con el diccionario Merriam-Webster (2014), se define como: dar 
autoridad oficial o poder legal para algo, permitir, promover la autorrealización o la influencia de 
alguien. El diccionario de la Real Academia de la lengua española (2014) nos dice que empoderar es 
“hacer poderoso o fuerte a un individuo o grupo social desfavorecido”

El empoderamiento tiene una íntima vinculación con el concepto y la práctica de la participa-
ción porque a través de los procesos de acción intencionales de los sujetos y la búsqueda o ejercicio 
de su derecho a ser incluidos, se dan las manifestaciones de desempeño de las personas en su calidad 
de ciudadanos.  ( Salazar, (__). 
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Por su parte, La Rosa, (2001), define el empoderamiento en términos de la participación como 
el “proceso de fortalecimiento de las capacidades individuales y colectivas de las pobres y excluidas 
de participar, negociar e influir en las instituciones que afectan su bienestar, vale decir, favorecer la 
inclusión social para el ejercicio ciudadano de deberes y derechos”. 

Desde la perspectiva comunitaria, las Organizaciones internacionales, adoptan también el con-
cepto como forma de ayudar a las poblaciones a salir de la pobreza (Banco Mundial, 2001; CEPAL 
2001) y desde el contexto social (Soria 2005), lo define como: “como un medio o estrategia para 
contribuir a la democratización y ejercer la ciudadanía, de manera que las personas sean las prota-
gonistas de su propio desarrollo”.

En términos de participación y decisión, Ziccardi (2004:250) “la participación formal, se conso-
lida a partir del otorgamiento de legitimidad al gobierno, la promoción de una cultura democrática 
y de hacer más eficaces la decisión y la gestión pública”, es aquí donde el empoderamiento adquiere 
una importancia fundamental como potenciador en la participación ciudadana, por lo que supone 
el diseño de estrategias pedagógicas dirigidas a distintos sectores de la población, especialmente 
de aquellos que por situaciones sociales o culturales no han podido acceder a este derecho y por 
consiguiente lograr niveles de empoderamiento ampliado a lo social, lo organizacional y lo político 
institucional.

Vemos como concepto tiene diversos significados según el contexto. El empoderamiento tanto 
individual como colectivo es la base para crear una sociedad más justa, libre y democrática y sobre 
todo una sociedad compuesta por ciudadanos capaces de ejercer su ciudadanía.

Capitulo III
Análisis del componente participación y democracia del plan de desarrollo 

de Boyacá 2016-2019, año 2015.

Para tal efecto, consideramos de vital importancia tomar como insumo el Plan de Desarrollo de 
Boyacá 2016-2019, basado en datos estadísticos presentados por el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística DANE, 2015 y el cual igualmente refiere datos de la Secretaría de Participa-
ción y Democracia de Boyacá. 

Según la Secretaría de Participación y Democracia de Boyacá, es preocupante que la asistencia a 
Juntas de Acción Comunal y demás organizaciones comunales solo sea del 12,1% y el 87,9% no hayan 
participado en estas organizaciones, por lo que se hace imperante la creación de programas que in-
centiven a la comunidad para participar activamente en estos espacios.
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El Departamento de Boyacá, actualmente cuenta con 3.000 Organismos Comunales, dentro de 
las cuales hay 15.000 directivos y 135.000 afiliados. La información existente en la Secretaria de Par-
ticipación y Democracia de estos organismos es mínima y no está sistematizada; lo que dificulta su 
consulta y su correspondiente análisis para la toma de decisiones. 

La participación por género en las Juntas de Acción Comunal es inequitativa, el 64% corresponde 
al género masculino y el 36% al género femenino, lo que indica que la participación de las mujeres es 
un 25% menos que la participación del género masculino.

Las Juntas de Acción Comunal del Departamento de Boyacá,  han identificado que las problemá-
ticas actuales están relacionadas con la falta de capacitación en varios aspectos: contables, formula-
ción de proyectos, liderazgo, uso de la tecnología para crear Juntas de Acción Comunal, presupuesto 
y asuntos jurídicos, la falta de apoyo administrativo para fomentar la celebración de contratos desde 
las Juntas de Acción Comunal, subsidio de  transporte, educación, deslegitimación de su importan-
cia social y participativa al interior de sus territorios.   

El 56% de la población colombiana encuestada afirman que la participación ciudadana va en 
busca del beneficio particular, el 31,9% permanece imparcial frente a que los mecanismos de partici-
pación benefician o no a las minorías étnicas y sociales; el 37,3% considera que los mecanismos y los 
espacios de participación no benefician por igual a todos los ciudadanos y por último; el 39,1% afir-
ma que los mecanismos de participación si aportan a la solución de los problemas de la comunidad, 
Boyacá no es ajena a esa realidad. 

La participación ciudadana en el departamento de Boyacá está compuesta por 13 provincias, con 
123 municipios, gran parte corresponde al área rural, hay dos factores que no permiten una adecuada 
articulación de las organizaciones comunitarias, la sociedad civil y la administración departamental: 
la carencia de recursos para el desplazamiento y los tiempos de viaje desde algunos municipios a la 
ciudad de Tunja. 

La Secretaría de Participación y Democracia a la fecha no cuenta con programas e iniciativas 
que vinculen a las minorías étnicas, personas con discapacidad y la comunidad LGTBI, por lo que 
se hace necesario el diseño y puesta en marcha de programas de inclusión social que los vinculen y 
brinden espacios de participación.

Por otra parte, en el Departamento de Boyacá no existe una política pública de carácter departa-
mental que obligue la inclusión del presupuesto participativo.
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Metodología

La metodología es de carácter descriptivo e investigativo de referentes bibliográficos y documen-
tos donde se selecciona, analiza, sintetiza e interpreta información inherente al empoderamiento, 
mecanismos de participación ciudadana y su incidencia de las Juntas de Acción Comunal como 
líderes que promueven a través de sus acciones el desarrollo y progreso de las comunidades del De-
partamento de Boyacá, con el objeto o finalidad de obtener resultados para el cumplimiento de los 
objetivos propuestos y la construcción de conocimiento.

Las técnicas e instrumentos utilizados.  Básicamente se utilizaron dos tipos de técnicas a saber:  
La revisión documental la cual permitió analizar cada uno de los documentos, base de esta ponencia 
y, la observación directa que es una técnica que permite detectar lo que se presenta en la vida coti-
diana, en el entorno social, local y regional.

Resultados

Entre los resultados obtenidos, vemos como la falta de institucionalidad deja evidenciar serias 
falencias que impiden que la comunidad y en especial los líderes comunales hagan uso de los di-
ferentes mecanismos formales de participación ciudadana y participen de manera efectiva en las 
decisiones de asuntos públicos, lideren y gestionen su propio desarrollo y el de las comunidades que 
representan, de ahí que la participación en Juntas de Acción Comunal y demás organizaciones sea 
tan solo del  21.1%, producto de la falta de capacitación, la inexistencia  de información sistematizada 
de estos organismos, la carencia de recursos para para el desplazamiento y los tiempos de viaje desde 
algunos municipios a la ciudad de Tunja, la inexistencia de programas e iniciativas que vinculen a 
las minorías étnicas, personas con discapacidad y la comunidad LGTBI y de una política pública de 
carácter departamental que obligue la inclusión del presupuesto participativo, la participación por 
género es inequitativa, sólo el 36% de las mujeres participan en estos organismos.

Vemos como estas circunstancias, inciden directamente en el empoderamiento de las personas 
y de manera puntual en las iniciativas éstos que de una u otra forma asumen la representación de 
la comunidad y que finalmente terminan desviando sus intereses, impidiendo que ejerzan sus dere-
chos como ciudadanos. Según datos estadísticos presentados, en un  56% la participación ciudadana 
desvía  el interés general  en interés particular,  el  31,9%  permanece imparcial frente a que los me-
canismos de participación que benefician o no a las minorías étnicas y sociales y el  37,3% considera 
que los mecanismos y los espacios de participación no benefician por igual a todos los ciudadanos y 
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finalmente se afirma que el 39,1% de los mecanismos de participación si aportan a la solución de los 
problemas de la comunidad, realidad de la que no es ajena el Departamento de Boyacá

Conclusiones

Aunque son varios los mecanismos, no hay una fuerte cultura de participación democrática y 
ciudadana en Colombia, algunas razones pueden ser el desconocimiento sobre estos, o la falta de 
confianza en la eficacia y efectividad de estos. Se debe fortalecer y ampliar nuestra cultura de par-
ticipación ciudadana, apropiarnos y hacer uso de estos mecanismos de participación con una natu-
raleza de derecho político fundamental, que tienen cada uno de los ciudadanos colombianos y que 
están establecidos y garantizados en la Constitución Política de Colombia.

Las juntas de acción comunal se convierten en un aliado estratégico para lograr el empodera-
miento y la participación ciudadana, a la vez que se convierte en el canal de comunicación ideal 
entre la comunidad y la administración estatal de las ciudades, este mecanismo permite superar la 
marginalidad, la exclusión, entre otros factores que afectan de manera negativa el buen vivir, es por 
ello que este tipo de uniones colectivas son las que se deben fortalecer; desde estas uniones se pueden 
lograr transformaciones de los espacios públicos en pro del bienestar social, ejercer un impacto en 
la construcción de políticas públicas y proyectos que promuevan la equidad, la participación en este 
tipo de mecanismos puede lograr un mejoramiento del índice de abstencionismo en los mecanismos 
de origen de autoridad pública.

Los Organismos Comunales del Departamento de Boyacá, como actores importantes en la cons-
trucción del Plan de Desarrollo Departamental, han identificado que las problemáticas por las 
cuales atraviesan están relacionadas con la falta de capacitación y formación académica en temas 
contables, formulación de proyectos, liderazgo, uso de la tecnología para crear Juntas de Acción 
comunal a la vanguardia, presupuesto y asuntos jurídicos, la falta de apoyo administrativo en pro de 
la gestión para fomentar la celebración de contratos desde las Juntas de Acción Comunal, incentivos 
en cuanto a subsidio de transporte, educación y designación de contratos y deslegitimación de su 
importancia social y participativa al interior de sus territorios.
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IMPORTANCIA DE LA PARTICIPACION CIUDADANA EN LA TOMA DE BUE-
NAS DECISIONES

Martinez Carvajal Wilson
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Resumen 
El objetivo que nos trazamos con esta investigación es, Conocer la importancia del derecho que 

tiene la población Boyacense en poder participar teniendo en cuenta que esta herramienta conlleva 
a grandes cambios y beneficios en la comunidad (Empoderamiento).  Debido a la apatía de la po-
blación no le hemos dado la importancia necesaria de los mecanismos que tenemos a la mano para 
involucrarnos de manera directa en impulsar nuevos cambios en nuestras comunidades; una de 
las formas más pequeñas de dirección son las juntas de acción comunal, que representan nuestros 
grupos de población por su localización, ahí empieza la tarea de participar en la conformación de 
nuestra política y  en la toma de buenas decisiones que nos lleven a mejorar las condiciones de vida 
de nuestra sociedad, se investigó de igual manera dos formas de participación ciudadana; el voto y 
la revocatoria de mandato, se tomaron datos históricos  que nos muestran la baja participación de 
la ciudadanía en la elección de nuestros mandatarios y por ende en el desarrollo de los programas 
de gobierno local, departamento y nacional, que a estas alturas del partido y por lo general no han 
integrado todos los actores de la sociedad y  no han generado  resultados eficientes para construir 
una mejor sociedad

Palabras claves: Mecanismos De Participación Como: Revocatoria Mandato, Voto, Juntas Ac-
ción Comunal

Introducción 

La Constitución Política de COLOMBIA en su artículo 103 establece los mecanismos de par-
ticipación ciudadana: El voto, el plebiscito, el referéndum, la consulta popular, la iniciativa legis-
lativa, la revocatoria del mandato, el cabildo abierto; además delega al Estado la responsabilidad, 
promoción y capacidad de las diferentes organizaciones sociales para que tengan presencia y repre-
sentación en las instancias del poder y decisión, en la planeación, ejecución y control de la gestión 
pública. 
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El constituyente al instituir los mecanismos de participación ciudadana, da un voto de confianza 
al ciudadano en su autodeterminación democrática, para que este controle las formas y los conteni-
dos de la gestión del Estado.

El voto: Es un mecanismo de participación ciudadana que el pueblo de una nación puede utilizar 
para ejercer el derecho al sufragio.

Revocatoria del Mandato:  Es el derecho que tienen  los ciudadanos de dar por terminado el 
mandato que le han conferido a un gobernados o a un alcalde.

La Junta De Acción Comunal es una de las formas de asociación y organización de las comuni-
dades en la que se integran las personas que tienen una característica común que las identifica: vivir 
en un mismo entorno físico.

Objetivo General
Desarrollar las habilidades y las competencias ciudadanas para la introyección y ejercicio de los 

derechos y deberes de los ciudadanos.

Objetivos Específicos
 Identificar falta de participación ciudadana en el mecanismo del Voto y Saber las características 

del Voto en Boyacá.

El voto

El voto es un mecanismo de participación ciudadana que el pueblo de una nación puede utilizar 
para ejercer el derecho al sufragio. El voto es, ante todo, un acto personal y de voluntad política; 
además, es un derecho y un deber de todos los ciudadanos.

Evolución Histórica

Colombia es el único país de América Latina que cuenta con una historia electoral interrumpida 
desde que se formó como nación independiente en 1830, ello a pesar de las continuas guerras civiles.

En el año de 1843 se redactó una nueva Constitución, la cual, en relación con la cuestión de 
la ciudadanía y de la función electoral, le dio continuidad a la noción de esclavitud y declaró como 
ciudadanos únicamente a los hombres libres nacidos en el territorio, pero tan sólo concedió el 
derecho a participar en los procesos electorales a aquellos hombres libres mayores de edad (veintiún 
años) que fuesen dueños de bienes raíces localizados en el territorio y cuyo valor fuese de trescientos 
pesos o más, o que tuviesen una renta anual de al menos ciento cincuenta pesos.
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Hasta el año de 1853 tan sólo el 5% de los hombres ejercía el derecho al voto, el otro 95% no par-
ticipaba del sufragio por razones culturales, económicas o de ciudadanía.

Con la constitución de 1853 surgen varios cambios importantes: se abole la esclavitud en el te-
rritorio nacional y se declaran ciudadanos y con derecho al voto a todos los hombres nacidos en el 
territorio que estuvieran casados y que contaran con la mayoría de edad.

En esta Constitución se implanta la votación popular para los cargos públicos de mayor impor-
tancia y se instaura el voto directo y secreto para elegir al Presidente y al Vicepresidente de la Repú-
blica, a los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, al Procurador General de la Nación, a los 
Gobernadores, Senadores y Representantes.

Hacia el año de 1858 se promulgó una nueva Constitución con la participación de liberales y 
conservadores, en la cual se mantenía el derecho al sufragio universal para todos los ciudadanos, los 
cuales eran los hombres nacidos en el territorio nacional que tuviesen más de veintiún años y que 
estuviesen o hubiesen estado casados. En los años que van de 1859 a 1861 el ejercicio electoral se vio 
truncado por la guerra, la cual produjo, en 1863, una nueva Constitución en la que el poder central 
ya no definía las condiciones para un proceso electoral sino que le daba  libertad  a cada Estado 
federal para establecer sus leyes, las cuales, en muchos casos, concedían el derecho del sufragio uni-
versal únicamente a aquellos hombres que pudiesen demostrar que eran ilustrados.

En 1910 se reforma la Constitución, gracias a lo cual el Presidente de la República podía ser ele-
gido de forma directa por todos aquellos a quienes se les considerase ciudadanos.

En 1936 es instaurado el sufragio universal para todos los hombres, mientras que la elección indi-
recta de Senadores se mantiene hasta el año de 1945.

Durante el gobierno de Gustavo Rojas Pinilla no se realizaron elecciones sino hasta el plebiscito 
del año 1957, en donde las mujeres, por primera vez en Colombia, obtienen derechos electorales; así, 
el derecho al sufragio cobijó a todos los hombres y mujeres mayores de veintiún años.

En 1975, el Presidente Alfonso López Michelsen introdujo una reforma a la Constitución en la 
cual la mayoría de edad se adquiere a los dieciocho años.

En 1986 se establece la elección popular de Alcaldes y Gobernadores, elecciones que todavía se 
llevan a cabo y hacen parte del sistema electoral actual.



ESAP

154

Regulación normativa
La Constitución colombiana establece que las votaciones que tengan carácter de elección popular 

deben realizarse de forma secreta y siguiendo unos pasos establecidos por la  ley, entre los cuales 
están:

•	 Realizar el sufragio en un cubículo individual, instalado al lado de la mesa de votación co-
rrespondiente.

•	 Se debe marcar un tarjetón, que tendrá características especiales para brindar seguridad al 
elector y evitar la falsificación del voto.

En caso de que la votación no sea para elegir un Presidente o un futuro funcionario público (es 
decir, que sea una votación de un plebiscito, un referendo, una consulta popular o una revocato-
ria de mandato), la ley dicta que se siga el mismo procedimiento.

Características. Es un deber y un derecho: Cuando un ciudadano ejerce el derecho constitucional 
del sufragio depositando su voto en una urna, cumple con uno de sus máximos deberes, como es el 
de participar en la vida política, cívica y comunitaria del país.

Es libre: El voto es libre cuando su ejercicio no está sujeto a  presión  alguna, intimidación o 
coacción. Es secreto

Es electivo y participativo: A través del voto es posible contar con la participación de todos los 
ciudadanos en las decisiones públicas que se sometan a su consideración, con el fin, entre otros, de 
configurar las instituciones estatales, formar la voluntad política, y mantener el sistema democrático. 
Es individual y personal

Es universal: Se entiende que el voto es  patrimonio  de todos. Pertenece a todos sin ninguna 
distinción que conlleve discriminación o visos de desigualdad, por lo tanto, esta característica no 
puede estar ligada a factores culturales, políticos, raciales, sociales y morales.

Requisitos.
•	 Ser colombiano(a), mayor de edad y tener cédula de vecindad.

•	 Tener la cédula con número de empadronamiento.

•	 Estar en capacidad de ejercer libremente sus derechos civiles y políticos.

•	 Estar incluido en el padrón.

•	 Al alcanzar la mayoría de edad (18 años), los ciudadanos se deben inscribir en el municipio 
donde viven para el otorgamiento de la cédula documento de identidad que expide el Regis-
tro Nacional de Estado Civil.
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MECANISMO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA

Revocatoria de Mandato

En el departamento de Boyacá es realmente la revocatoria del mandato un mecanismo de em-
poderamiento de la sociedad civil, generador de fortalecimiento de la democracia y  hasta donde se 
debe limitar? 

La constitución política de Colombia en sus Artículos 103 al 106, define los mecanismos de par-
ticipación ciudadana, entre ellos la revocatoria del mandato,  este además de ser un mecanismo de 
participación, es un espacio que se le abre a la ciudadanía, para que intervengan en cuanto a rede-
finir el rumbo de  la administración de su ente territorial. Ya que mediante la puesta en práctica 
de este mecanismo el constituyente primario puede dar por finalizado el mandato de un alcalde o 
gobernador,  y se da por el incumplimiento de lo previsto en su plan de desarrollo, o por insatisfac-
ción general. La Ley 1757 del 2015 Esta norma, regula los mecanismos de participación ciudadana,  y 
fijó los nuevos  requisitos para acceder a este tipo de herramientas. Es por tanto este  un mecanismo 
que necesariamente está vinculado a la democracia y sus cambios, como lo menciona Norberto Bo-
bbio, “Un sistema democrático caracterizado por representantes revocables es –en cuanto supone 
representantes- una forma de democracia representativa, pero en cuanto estos representantes son 
revocables, se acerca a la democracia directa” (Bobbio, 1984). 

Ahora bien en Colombia  desde la implementación de la Constitución de 1991, se han realizado 
166 intentos de revocatoria (165 para alcaldes y uno por gobernador), de estos tan solo 50 llegaron a 
las urnas y  los restantes 116 no logran superar la etapa de recolección de firmas. (Semana, 2017)  Estas 
cifras nos muestran claramente  no solo la ineficacia, sino también  la imposibilidad de llevar a buen 
puerto esta iniciativa. En este punto del documento se va a observar la situación del  departamento 
de Boyacá, para darnos cuenta que la realidad es la misma que se presenta nivel nacional

Hasta el 2014 en Boyacá solo se presentó en tres (3) municipios la solicitud de revocatoria: Iza 
(1996), Somondoco (2009), y Samacá (2010). En donde todos llegaron hasta la etapa de votación, las 
más recientes solicitudes se dieron en: Chiquinquirá, Tasco y Sogamoso. (Registraduria 2017).  Al 
analizar estas cifras  se puede inferir que en los dos últimos años se presentaron el mismo número 
de solicitudes de revocatoria que en casi las dos décadas, lo que no necesariamente significa que se 
esté fortaleciendo el empoderamiento de la sociedad civil boyacense, ya que sería muy apresurado 
aventurarnos en esa afirmación.

En tanto que si podemos entender, es  que estos nuevos volúmenes de participación ciudadana 
solicitando revocatorias de manera más frecuente, son el reflejo en una necesidad de mejorar su po-
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sición frente al poder político para darle solución a los problemas sociales del territorio,  es así que 
“la participación de las comunidades busca resolver inequidades en cualquiera de los campos de la 
vida social y lograr condiciones y oportunidades de inclusión mediante procesos de integración en 
los que se comprometen tanto los sujetos como los colectivos, bien sea por género, etnias, identida-
des culturales o intereses particulares”. Como lo menciona   (José Salazar Gómez) 

Aun cuando también se debe tener en cuenta que existen diversos agentes externos, con múlti-
ples intereses en que ocurra un cambio en el poder, en este caso se presenta una distorsión en cuanto 
al, objetivo primordial del mecanismo  de participación. Es muy relevante tener presente que las fa-
cultades que da la Constitución y las normas que la regulan, deben manejarse con cierta y necesaria 
lógica, para no pervertir este mandato constitucional y transformarlo en un factor de desgobernan-
za, e inestabilidad al interior del gobierno departamental y de los municipios. Además de la respon-
sabilidad que se debe tener sobre el erario público, que nos afecta de manera directa, una oleada de 
revocatorias (no siempre en atención a demandas reales de la sociedad y si más enfocadas a intereses 
particulares) puede afectar las finanzas territoriales y llevar a un atraso en el desarrollo regional. 

“Es indudable pues que el desarrollo de la democracia requiere de una participación activa y 
responsable de los ciudadanos, más aún, si tenemos en cuenta que la complejización social que se 
da diariamente, nos llevará inevitablemente al surgimiento de nuevos conflictos, a la puja de inte-
reses, a debates y a enfrentar nuevos retos, como parte obligada de ese devenir social.” (José Salazar 
Gómez). Esta podría tomarse como una reflexión que nos da el derrotero para lograr los objetivos 
propuestos en la implementación en Boyacá cada vez más del mecanismo de la revocatoria.

MECANISMO DE CONTROL SOCIAL

Juntas de cción comunal

Establecer la importancia desde la naturaleza y creación dentro del ordenamiento territorial de 
las Juntas de Acción Comunal como una forma de participación a fin de desarrollar este último 
como derecho fundamental establecido en la Constitución Política de Colombia de 1991. 

En las democracias actuales la participación ciudadana se concibe como un derecho fundamental 
asociado al ejercicio de los derechos políticos los cuales van más allá de su concepción clásica expre-
sada en las posibilidades de elegir y ser elegidos. 

La participación se extendió hacia los más variados campos de la administración pública, lo cual 
obedece al cumplimiento de uno de los fines del estado del estado, cual es el de ¨garantizar la parti-
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cipación de todos en las decisiones que los afectan en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la nación¨. 

Participar no implica solo tomar parte en algo, sino que debe involucrar un elemento anímico 
como es el sentirse parte de algo, resultando de ello el sentido de pertenencia que es el que genera 
actitudes de responsabilidad hacia lo que se considere propio.

Si lo público es de todos, a todos nos pertenece y por tanto debe considerarse tan nuestro que 
debe generar actitudes de responsabilidad, de celo, de cuidado, de mejoramiento continuo, resultan-
do necesario conocer el sustento normativo, los actores (quienes participan), los escenarios (donde 
participan) y los instrumentos de la participación (como participan).

En principio quienes pueden participar son los ciudadanos, que para el caso de nuestro país se 
adquiere a los 18 años de edad, sin embargo las personas menores de esta edad también pueden par-
ticipar en escenarios como las juntas de acción comunal en las cuales se admiten afiliados desde los 
14 años de edad, en las organizaciones juveniles o en el gobierno escolar, entre otros escenarios de 
participación.

Las juntas de acción comunal son una organización social, cívica y comunitaria, de naturaleza 
solidaria, sin ánimo de lucro, de carácter privado, autónoma, con personería jurídica y patrimonio 
propio, compuesta por los habitantes mayores de 14 años de un barrio, vereda o un territorio, que se 
organizan con el objetivo de solucionar los problemas más sentidos de su comunidad.

La ley 743 de 2002 establece que “La junta de acción comunal estará constituida por personas 
naturales mayores de 14 años que residan dentro de su territorio (barrio)”. Además de aclarar que 
ninguna persona podrá afiliarse a más de un organismo de acción comunal de manera simultánea.

Las mesas directivas de las Juntas de Acción Comunal están divididas en cinco bloques:

Bloque directivo: conformada por presidente, vicepresidente, tesorero y secretario.

Bloque fiscal: integrado por una persona

Bloque Convivencia y conciliación: compuesto por tres personas

Bloque de comisiones: integrado de acuerdo al número de comisiones que tenga cada JAC (míni-
mo 3) en temas como trabajo, salud, deportes.

Bloque de los delegados de Asocomunal compuesto por tres personas.

Las Juntas de Acción Comunal se crearon en 1953 con el fin tener ese contacto necesario con las 
comunidades. En ese tiempo Colombia vivía el periodo de la violencia, en el que muchas personas 
comenzaron a desplazarse en busca de otros lugares en los cuales lograran desarrollar su vida,  por 
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tal razón surge  la necesidad de organizar a la población. Allí nacen las Juntas de Acción Comunal, 
que pretenden no solo organizar a las personas sino buscar beneficios para los ciudadanos. En un 
inicio, las Juntas de Acción Comunal se dividían por barrios, tenían otro tipo de reglamentación e 
inclusive tomaban decisiones presupuestales. Pero en el 2002, cuando se ajusta la norma comunal, 
que es la que rige en este momento, es donde varían las cosas. Ahora se organizan por territorio, lo 
que ocasiona que un barrio pueda tener varias juntas de acción comunal.

Metodología

Se emplearon datos históricos donde nos reflejan la baja participación de las personas acerca 
del voto, podemos observar que desde 1958 hasta nuestra época actual en Colombia se han elegido 
los  mandatarios, por medios del 50% de las personas aptas para votar. -  En el proceso para llevar 
a cabo la investigación para la revocatoria del mandato fue la de estudiar a fondo las leyes por las 
cuales está regulada que son la Ley 134 de 1994, con las modificaciones que introdujo la ley 741 de 
2002, y puede verse reflejado en cuatro etapas, La primera etapa, es la solicitud que hace un grupo de 
ciudadanos que no sea inferior al 40% de los votos que tuvo el mandatario respectivo en su elección 
, y habiendo transcurrido más de un año de mandato, hace la solicitud ante la Registraduría del 
Estado Civil, para convocar las votaciones para llevar a cabo la revocatoria de este, por las dos cau-
sales establecidas en la Ley como lo son, por el incumplimiento del programa de gobierno o por la 
insatisfacción general de la población. La segunda etapa, la Registraduría del Estado Civil, verifica el 
cumplimiento de todos los requisitos exigidos por la ley y en caso de que sea afirmativo, debe iniciar 
la planeación para la votación respectiva donde los ciudadanos deciden revocar o no el mandato del 
respectivo alcalde o gobernador, el cual debe ser convocada en los próximos 2 meses, según lo esta-
blece el artículo 66 de la Ley 134 de 1994. La tercera etapa, consiste en que las votaciones se lleven 
a cabo, y ésta prosperará cuando así lo determine la mitad más uno de los votos, siempre y cuando 
el número total de votos no sea inferior al 55% de la votación valida emitida el día en que se eligió 
al mandatario. Según el artículo 2 de la Ley 741 de 2002. En caso de que no se alcance la votación 
requerida, el mandatario continúa ejerciendo sus funciones. Y en caso de que si supere el tope, el 
mandatario será removido de su cargo. Finalmente, la cuarta etapa, se elige quién sucederá el poder, 
para lo cual la Registraduría convoca a las respectivas elecciones dentro de los 30 días siguientes a 
la certificación de revocatoria. -  Esta investigación se desarrolló bajo los siguientes parámetros, se 
realizó un estudio a nivel local y departamental, hablando con integrantes de estos mecanismos de 
control social en modo de entrevista a personas que integran estas JAC, con el objetivo de recopilar 
información que permitió determinar cuáles son las debilidades y fortalezas que existen en la actua-
lidad dentro de estas organizaciones, y  realizando un respectivo estudio  de la Ley 743 de 2002 y del 
Decreto 1930 de 1979.
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Resultados

El voto forma parte esencial de los sistemas de organización democrática. Así, en las democracias 
modernas, el sufragio universal es un componente relevante del voto, por el cual no existen exclusio-
nes formales para este acto, dentro de los límites jurídicos que demarca la ley de cada nación. 

Y como evidenciamos en la tabla ha existido en un gran porcentaje de abstención con este mé-
todo de participación ciudadana, esto evidencia la baja participación de la ciudadanía en la toma 
de decisiones y en la interacción con nuestros gobernantes, realmente esperamos resultados sin 
integrarnos de una manera activa en la toma de decisiones y en la dirección de nuestros territorios.

Conclusiones

•	 Luego de estudiar los mecanismos de participación democrática podemos concluir que en 
el caso colombiano, muy especialmente en los últimos años, hemos venido presenciando un 
creciente interés en torno a una supuesta reivindicación de los Principios democráticos; tal 
expresión fue evidente en la Asamblea Nacional Constituyente. Sin embargo, parece difícil 
alcanzar estos propósitos cuando se evidencia que en contextos como el nuestro no se dan 
los elementos mínimos que constituyen presupuestos necesarios para poder hablar de una 
democracia.

•	 Ya que lo que sería una buena herramienta para obtener para un país para todo lleno de 
oportunidades y que se cumplan las metas del estado se encuentra monopolizado por fami-
lias políticas con intereses propios que compran el voto y los mecanismos de participaciones 
acumulando el poder para tu propio beneficio.

•	 Pero nosotros como profesionales en formación y al  servicio  de la sociedad podemos ser 
cambiadores de pensamiento y contribuir y soñar con un mejor estado colombiano.

•	 Los individuos de la  sociedad  colombiana; es decir, las personas con capacidad de voto, 
tienen el derecho de poner en práctica el uso de los mecanismos de participación para tomar 
decisiones que ayuden a resolver los problemas que los afectan.

•	 Analizando la importancia que tienen las JAC en cada una de las comunidades que repre-
sentan, se evidencia que el participar e involucrarse nos da un sentido de partencia con el 
entorno que nos rodea; pero a la vez en una parte de la población se puede evidenciar que hay 
un desconociendo de los fines y propósitos de las mismas. 
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Resumen
  Este trabajo tiene como objetivo determinar la trayectoria de los subsidios y la reducción de 

pobreza en nivel territorial en 10 municipios de Boyacá, en los años 2010-2015. En este sentido, ana-
liza la trayectoria de subsidios y pobreza a través de variables relacionadas desde un enfoque analíti-
co-cuantitativo. Establece una taxonomía de los subsidios municipales y una calificación ponderada 
en los elementos de seguridad, educación, servicios públicos y salud en 10 municipios.  Como prin-
cipales resultados, se tiene que se ha disminuido intermitentemente la pobreza multidimensional, al 
tiempo en que los esfuerzos estatales se centraron en subsidios a la demanda, focalizados y en fun-
ción de la formación de capital humano. Aun así, existen enormes retos en materia de desempeño, 
particularmente en acceso a servicios públicos (2.69/5) y educación (2.46/5). 

Palabras Clave: Subsidios, pobreza, desigualdad, gasto público.
 
Introducción 

   La reducción de la desigualdad en y entre los países y la eliminación de la pobreza en el marco 
de los ODS plantean retos considerables en lo que refiere a la acción del Estado para solucionar 
situaciones socialmente problemáticas. En particular resaltan los desafíos para hacer a las personas 
más robustas en relación a los factores de riesgo que pueden devenir en un retorno a las condicio-
nes de pobreza, manteniendo y profundizando las desigualdades de diverso tipo. Estos elementos 
a superar siguieren la necesidad de reconsiderar una visión de la pobreza centrada únicamente en 
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ingresos y a la política social como una transferencia mecánica de recursos monetarios. El reconsi-
derar la forma como el Estado se relaciona con los ciudadanos a través de la política social creará 
un ambiente de confianza en la administración pública y potencializará los efectos de los esfuerzos 
estatales en reducción de pobreza y desigualdad. 

   El presente trabajo tiene como objetivo determinar la trayectoria de los subsidios y la reducción 
de pobreza en diez municipios de Boyacá. Para esto se plantea la siguiente hipótesis de trabajo: 

   Los subsidios adoptados en el nivel territorial en Boyacá se centraron en una lógica de subsi-
dios a la demanda y focalización del gasto. Asociado esto a un esfuerzo en términos de generar una 
disminución en las variables de salud, educación, seguridad y acceso a servicios públicos. Asociado a 
esto, se presentó una reducción en pobreza no muy alejada de la tendencia nacional. 

   Para esto, tiene una primera parte en torno a consideraciones de tipo metodológico; una segun-
da, relacionada con análisis de resultados; finalmente, tiene una tercera parte en la que se presentan 
conclusiones y recomendaciones. 

Metodología
 

   El enfoque del trabajo es analítico cuantitativo. En tal sentido, se trata de una perspectiva en la 
cual se hace un ejercicio de separación de las partes constitutivas a fin de dar cuenta de su caracteri-
zación e interrelaciones. En otras palabras, trata este enfoque se reducir la complejidad a elementos 
más simples a fin de comprender su estructura compleja. Así mismo, la perspectiva cuantitativa 
supone la determinación de las partes mencionadas del fenómeno objeto de estudio a partir de su 
mensurabilidad o posibilidad de medición. 

   Para esto, considera de suma importancia considerar las estrategias de operación de las variables 
a partir de figuras lógicas como índices o coeficientes que den cuenta de las relaciones, interrelacio-
nes, proporciones, correlaciones, elasticidades, variaciones, tendencias, entre otros.   Lo cuantitativo 
refiere a una figura matemática, un número, que, de una forma absoluta, relativa, porcentual, entre 
otras, da cuenta de una característica o relación particular del fenómeno estudiado. En tal sentido, 
se desarrollará de la siguiente manera: 

    Se considerarán siete atributos de los subsidios, cada uno de los cuales tiene una clasificación 
por medio de subcategorías, para efectos de dar cuenta de una caracterización o taxonomía de los 
subsidios. Se tendrán en cuenta los siguientes atributos y subcategorías: Mercado: describe una si-
tuación particular de la concreción del subsidio en el sentido de que este sea a la oferta o a la deman-
da; frecuencia: si se trata de pago único o recurrente; focalización: si se trata de subsidios dirigidos o 
no dirigidos; ubicación geográfica: si se trata de urbano, rural o mixto; origen por nivel de gobierno: 
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si es municipal o exógeno; objeto social: si tiene como objeto capital humano o formación bruta de 
capital fijo; forma: si se da como transferencia monetaria condicionada o en especie. 

   La razón por la cual se escogieron estos atributos es que resumen un buen compendio de las 
facetas de los subsidios, de los cuales no hay una doctrina sólida y estructurada, de lo que deriva que 
esto sea de un interés investigativo particular.  

   Se tomará cada uno de los subsidios efectuados por 10 municipios que fueron seleccionados de 
forma aleatoria (uno de segunda categoría y 9 de sexta categoría) en los años 2010-2015. Este punto 
se explicita aún más en el anexo metodológico de este informe.  La información se tomó de las ejecu-
ciones presupuestales de los municipios de Buena vista, Busbanzá, Gámeza, Moniquirá, Sogamoso, 
Santa maría, Socha, Tibasosa, Tibaná y Ventaquemada. Estas ejecuciones de obtuvieron directa-
mente en los municipios con solicitudes a las alcaldías.

   De igual manera, se considerarán cifras de desempeño municipal del DNP en los renglones de 
seguridad, salud, educación y acceso a servicios públicos. Para efectos de constatarlas con la taxono-
mía de subsidios mencionada. Se hará un consolidado de los 10 municipios seleccionados y al final se 
tendrá una calificación ponderada de cada uno que reúna los elementos de desempeño mencionados. 

   Análisis de resultados.

  El Departamento Administrativo Nacional de Estadística-DANE en Colombia es una entidad 
dependiente del ejecutivo encargado de la provisión de información oficial. Esta entidad consolida 
anualmente las cifras de pobreza en Colombia, ciudades capitales y una agrupación de departamen-
tos (niveles intermedios de gobierno) que denomina regiones, cada uno a partir de varios dominios. 
De igual manera, considera la desigualdad a través de Gini de ingresos. Menciona el DANE que con 
una línea de pobreza de COP 250.620 (USD 92.47), para el año 2017 26.9% de la población estaba en 
condición de pobreza monetaria y 17% en pobreza multidimensional, reduciendo 1,1% y 0.8% respec-
tivamente en comparación con 2016 (Departamento Administrativo Nacional de Estadistica-DA-
NE, 2018, pp. 3-17). 

        La pobreza puede considerarse desde una perspectiva absoluta, es decir de cada ciudadano o 
núcleo familiar o desde una perspectiva relativa, es decir comparando al ciudadano o núcleo familiar 
con sus pares en la jerarquía social, perspectiva está más asociada con la desigualdad. En el primer 
caso en Colombia, pobreza desde un enfoque absoluto en Colombia se considera dos medidas la 
pobreza monetaria y la multidimensional. La pobreza monetaria supone establecer una línea de 
pobreza o umbral de ingreso (necesario para adquirir una canasta de bienes básica) a partir del cual 
se considera a una persona o núcleo familiar como pobre o no pobre. Por otro lado, la pobreza multi-
dimensional considera 5 dimensiones: condiciones educativas del hogar, condiciones de la niñez y la 
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juventud, salud, trabajo, y acceso a los servicios públicos domiciliarios y condiciones de la vivienda. 
Estas 5 dimensiones se dividen en 15 indicadores y la condición de pobre o no pobre se establece a 
partir de un 33% de privaciones. 

   Es importante mencionar que, no obstante, el esfuerzo técnico del DANE y las intenciones del 
gobierno, la tendencia es reducir muchas veces la lucha contra la pobreza a un esquema de progra-
mas desligados. Al respecto menciona Giraldo: 

“… La política de lucha contra la pobreza termina por convertirse en la sumatoria de 
una serie de programas puntuales, que no están articulados de forma integral. La pobreza es 
definida en términos individualistas y las soluciones tienen un carácter individual. Los pro-
gramas de lucha contra la pobreza estigmatizan a los pobres y los conducen a la trampa de la 
pobreza: Hay que ser pobre y continuar siéndolo para tener derecho a los beneficios sociales. 
Tales programas crean un lenguaje que conduce a una sociedad fragmentada. Los pobres de 
un lado, y los que no lo son del otro.” (Giraldo, 2007, p. 21)

  Así, las dimensiones del IPM, aún requieren un avance en la identificación de elementos clave 
en lo que refiere a generar capacidades en las personas. El tema de redes de interacción socio-econó-
mica es una de ellas. Se trata de como una persona cuyo círculo social, heredado o generado, tiene 
más posibilidades de acopiar recursos y de generar capacidades a partir de los mismos. Una suerte 
de asimetría de información que amerita ser incorporada en las mediciones. Desde luego, esto se 
traduce en un reto para las instituciones encargadas del desarrollo de información pública. 

Figura 1. IPM Boyacá vs. IPM nacional.

Fuente: Elaboración propia con base en datos de DANE.

   La Figura 1 relaciona el IPM del departamento enfrentando el dato departamental con el na-
cional.  De ahí se derivan dos observaciones gruesas: primero, en los seis años considerados Boyacá 
estuvo mejor que el promedio nacional en materia de pobreza; en segundo término, no obstante, 
lo anterior, la nación reduce pobreza de manera sostenida, cosa que no hace Boyacá que en algunos 
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años crece. La Nación en promedio reduce el IPM en dos puntos porcentuales por año, Boyacá lo 
hace a un ritmo de un punto porcentual por año. Finalmente, la ventaja en pobreza del departamen-
to respecto del promedio nacional se reduce con el tiempo y pasa de registrar una diferencia de 8.1 
p.p. en 2010 a solo 3.5 p.p. en 2015 y de seguir la tendencia la ventaja se perdería. 

Adicionalmente, en sus dimensiones se presentó el siguiente comportamiento: 

   Condiciones educativas del Hogar: En lo que refiere a bajo logro educativo se pasa de 69.91 en 
2009 a 61.85 en 2015, a un ritmo de decrecimiento medio interanual de -1.34 puntos porcentuales por 
año. En tanto, en lo atinente a analfabetismo se pasó de 12.93 a 12.83 de 2009 a 2015, con un decreci-
miento medio inter-anual de -0.02 punto porcentuales. 

   Condiciones de niñez y juventud: En relación a inasistencia escolar la medición pasa de 4.08% a 
4.48% en los años considerados, con un crecimiento medio interanual de 0.07 que se incrementa lige-
ramente. Por otro lado, en rezago escolar pasa de 34.07% a 32.84%, con reducción media interanual de 
21 puntos básicos. En barreras de acceso a servicios para el cuidado de la primera infancia, cambia de 
16.83% a 10.7%, con reducción media inter anual de 1.02 p.p. Finalmente, en trabajo infantil se crece 
de 6.53 a 9.72 en esos años a una tasa media interanual de 53 puntos básicos. 

   Trabajo: El componente de desempleo de larga duración evoluciona de 8.72% a 7.48%, decreci-
miento medio interanual de 21 puntos básicos. Por otro lado, en empleo informal, se pasa de 81.27% 
a 80.84%, a un ritmo medio interanual de – 0.07. 

   Salud: El elemento de sin aseguramiento en salud pasó de 8.04% a 9.63%, con crecimiento medio 
de 27 puntos básicos. En tanto que, barreras de acceso a servicio de salud pasó de 10.51% a 6.41%, con 
un decrecimiento medio interanual de 68 puntos básicos.

   Acceso a servicios públicos domiciliarios y condiciones de la vivienda: En el componente de 
sin acceso a fuente de agua mejorada se pasó de 6.62% a 5.94%, con decrecimiento medio interanual 
de 11 puntos básicos. Por otro lado, el componente de inadecuada eliminación de excretas la medi-
ción cambió de 15.38% a 9.61%, a un ritmo medio interanual de decrecimiento de 96 puntos básicos. 
Adicionalmente, la variable de pisos inadecuados cambió de 9.44% a 5.4%, media interanual de de-
crecimiento de 67 puntos básicos. En paredes exteriores inadecuadas cambió de 1.18% a 0.5%, media 
interanual de -11 puntos básicos. Finalmente, hacinamiento critico se redujo de 14.63% a 11,11%, con 
reducción media interanual de 59 puntos básicos. 

Figura 2. Evolución de las categorías de Mercado, frecuencia y focalización de los subsidios. Mu-
nicipios seleccionados. 2010-2015
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Fuente: Elaboración y cálculos propios. 

         Oferta y demanda. A la luz del modelo clásico de libre competencia como medio para mejor 
asignación de los recursos, el gasto público municipal supone que debe llevarse de la oferta hacia 
la demanda. Este esquema es aplicado parcialmente puesto que el estudio arroja que en promedio 
un poco más de la mitad (56,3%) se dirige a los individuos o familias para que, al menos en teoría, 
seleccione posteriormente al oferente (Tabla 1 y Figura 2). El gasto a la demanda muestra compor-
tamientos disímiles entre el 46,9% del 2011 hasta el 64,2% del 2014 (Figura 2), corroborando que al 
menos cuatro de cada diez pesos corresponden a subsidios a la oferta, dejando de lado los estímulos 
para obtener más resultados puesto la gestión administrativa no se somete al volumen de recursos 
asignados.

Tabla 1. Porcentaje del tipo de subsidio en el municipio 2010-2015
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Fuente: elaboración propia con base en ejecuciones de gastos. 

     Se debe mencionar que las administraciones locales tienen un margen de maniobrabilidad 
de 6,6 p.p. en uno u otro sentido para enfocar los recursos hacia la oferta o hacia la demanda. Esta 
discrecionalidad refleja alguna capacidad del ordenador para seleccionar si el recurso lo dirige a las 
instituciones o sectores directamente (oferta) como mantenimiento vial, desarrollo institucional o 
de establecimientos educativos, o los enfoca a los demandantes tal como refuerzos al régimen subsi-
diado, subsidios a servicios públicos o atención al adulto mayor.

     Recurrencia del gasto. En promedio dos quintas partes de los gastos municipales demandan 
las mismas asignaciones una y otra vez. Esto es concordante con la enorme inflexibilidad del presu-
puesto alimentada por una secular desconfianza entre Ejecutivo y Legislativo En tal sentido, la Fi-
gura 8 hace evidente la tendencia creciente de los subsidios recurrentes a costa de los que se aplican 
y que no exigen gastos en las vigencias subsiguientes, al mostrar que ganaron 8,5 p.p. en tan solo los 
5 años del estudio.

     Focalización. Igualmente, la observación que se hace del grado de focalización del gasto pre-
senta un modelo de libre competencia aplicado a medias. En promedio el 59,5% del gasto programa-
do se ejecuta hacia personas o grupos preconcebidos, lo que supondría instrumentos de focalización 
para conocer la vulnerabilidad de los beneficiarios. Esta composición tiende a crecer (llegó a repre-
sentar el 67,3% en el 2011 creciendo 16,3 p.p. frente al año precedente), no solamente por asignaciones 
definidas tipo régimen subsidiado o subsidios a servicios públicos domiciliarios, sino a pesar de 
numerosas obligaciones legales tales como prevención de desastres, reforestación, adquisición de 
predios, seguridad ciudadana o capacitación de funcionarios. 

     En cuanto a la discrecionalidad del recurso, el ordenador cuenta con 6.1 p.p. por encima o por 
debajo del promedio, permitiendo que eventualmente haga más o menos volumen de inversión en 
grupos específicos o que los pueda ejecutar en inversiones indiscriminadas del tipo de bienes públi-
cos de segundo grado.

     El gasto por destino geográfico. Bajo la metodología de pobreza monetaria en 2002 la pobre-
za extrema rural era 2,7 veces la urbana y diez años después la diferencia aumentó a 3,5 veces. Si se 
acepta que el gasto es instrumento de redistribución que conduce a un Estado más igualitario, las 
cifras del destino del gasto municipal demuestran la falta de diferenciación y por supuesto un con-
trasentido evidente, hasta el punto que el gasto explícitamente ejecutado en lo rural es en promedio 
5,9% (Tabla 1). Inclusive se ha acentuado la caída del gasto rural directo de 9,3% en 2011 a 4,2% en el 
2015 (Figura 2) a favor de la que se enfoca claramente en lo urbano y de aquella que beneficia a toda 
la población sin miramientos geográficos.
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    Concordante con numerosos estudios defensores del libre mercado (Káiser, 2017;  Friedman, 
1997; Mises, 1956; Krause, 2015), el crecimiento y la estabilidad económica son variables cercanamen-
te ligadas a la evolución de la riqueza, pero siempre y cuando mejoren la distribución del ingreso a 
favor de los pobres. La composición del gasto público, especialmente de su destino según la locali-
zación de los más pobres, deja fuertes dudas acerca de sus efectos en construcción de capacidades y 
funcionamientos, o al menos en acelerar los objetivos de desigualdad. López & Núñez (2006) recuer-
da que las políticas encaminadas a empleo y a reducir el tamaño del hogar son los factores que sugie-
ren mayor efecto en la reducción de la pobreza. Si el desempleo formal es la carencia más notoria del 
IPM, es cuestionable si el recurso público solo se gasta o se invierte, máxime con la evidencia de que 
en los hogares más pobres el porcentaje de ocupados asalariados (obreros, empleados, jornaleros) es 
muy reducido (29% para el quintil 1 y 43% para el quintil 2) y que dependen más de cuenta propia, 
pequeños microempresarios, ayudantes familiares o servidores domésticos no regidos por el salario 
mínimo. Por tanto, el mundo del gasto público es la nirvana del subsidio público, aún en contravía 
de los subsidios que cada persona requiere. 

     Nivel de gobierno financiador: La inmensa minoría de recursos ejecutados se originan en 
presupuesto propio y solo la minoría financiados desde las instancias nacionales y departamenta-
les mediante la modalidad de cofinanciar programas y proyectos en cumplimiento del principio 
de complementariedad y concurrencia. Las cofinanciaciones siempre han significado menos del 3% 
pesar de triplicarse desde comienzos de la presente década, haciendo salvedad que lo que se consi-
deran recursos municipales incluyen las restantes transferencias (SGP y regalías) que constituyeron 
el 72,7% del presupuesto territorial de Colombia (DNP, 2016). En consecuencia, las entidades terri-
toriales son operadoras de gastos predefinidos, gastos recurrentes y prioridades exigidas tanto en la 
ley como en las políticas de los órganos de los niveles departamental y nacional.

  Capital humano o infraestructura: En promedio el 70,6% de los gastos municipales se supeditan 
a lo que se denomina Formación Bruta de Capital Fijo (FBKF) que a diferencia del componente que 
agrupa capital humano, representa inversiones para mantenimiento en infraestructura existente y 
en la construcción de infraestructura nueva (Figura 2). La laxitud de lo que se entiende por Gasto 
Público Social desde el Art. 350 constitucional y en el Art. 41 de la ley orgánica presupuestal, faci-
lita la presupuestación creativa y que se incorporen en el gasto ítems que no siempre le apunta a 
resultados e impactos. Parte no menor de lo que llamamos inversión en capital humano se dirige a 
promoción de eventos culturales y deportivos sin que sea estrictamente manifestaciones autóctonas 
y de amplia cobertura, operación recurrente de infraestructura y equipos, y hasta servicios públicos, 
todo justificado en los principios de programación integral. A esto se le agrega que podría aceptarse 
el gasto en aparentes destinos no prioritarios pero la debilidad de indicadores en las entidades terri-
toriales no permite evaluar y hacerle seguimiento a los resultados e impactos. 



Retos de la Administración Pública Territorial 
Derechos Humanos en Perspectiva de lo Público

169

    Subsidios en especie. En el municipio todos los gastos municipales hacen parte del gasto pú-
blico social que beneficia a los ciudadanos mediante bienes y servicios, pero no mediante recursos 
directamente entregados en efectivo. Al contrario de las TMC nacionales, el municipio no dispone 
de la potestad de entregar efectivo a los habitantes, lo que se observa en el 100% para todos los años 
de la observación empírica (Figura 2).

    El dinamismo de los subsidios. Evidentemente los subsidios en especie de la Figura 2, tienen 
una proporción constante durante todo el periodo estudiado sin cambios porcentuales en todo el 
periodo, tomando como base aquellos invertidos en el año inicial (2010). Esto se traduce en la rigidez 
del gasto e imposibilidad de hacer subsidios en efectivo. Algo similar se presenta cuando hace subsi-
dios a la demanda o a la oferta que cambia interanualmente en niveles menores (1,2 p.p. para arriba 
o hacia abajo) o la evolución de subsidios para FBKF que cambió a razón de 1.3 p.p. Al contrario, los 
subsidios recurrentes y únicos muestran ser la modalidad más volátil, puesto que frente al nivel de 
2010 cambian hacia arriba o hacia abajo hasta 8,5 p.p.

   El DNP en los ejercicios de caracterización territorial considera abordar los temas de salud, 
educación, acceso a servicios públicos y seguridad como abordaje a los resultados de los municipios. 
Para esto, toma en consideración lo siguiente: En el caso de educación se considera las variables 
de cobertura en educación media (en esta se profundizará en una sección posterior), cobertura en 
transición, resultados de pruebas saber 11 en matemáticas y lenguaje; en lo que refiere a salud, se 
tendrá en cuenta mortalidad infantil, cobertura de vacunación pentavalente y cobertura de salud; en 
lo atinente a acceso a servicios públicos, se incorporan los elementos de cobertura de energía rural, 
penetración de internet, y cobertura de acueducto y alcantarillado (también tendrán un desarrollo 
posterior más detallado); finalmente, en lo referente a seguridad se tienen los elementos de: hurtos 
por cada 10000 habitantes, homicidios por cada 10000 habitantes y casos de violencia intrafamiliar 
por cada 10000 habitantes. Los siguientes son los resultados por cada uno de los municipios selec-
cionados:

    En el tema de educación, como lo muestra la tabla 2, el peor calificado fue Busbanzá con 37.5% y 
el mejor Sogamoso con 66.9%. Aun así, santa maría no estuvo lejos con 61.4%. La media fue de 53.8%. 
La desviación estándar fue alta (8.49). de lo que se coligue que Busbanzá estuvo 1.91 desviaciones es-
tándar por debajo de la media y Sogamoso 1.54 desviaciones estándar por encima. En resumen, como 
promedio, los municipios seleccionados en escala de 0 a 5, sacarían 2.69. 

En lo atinente a salud, el municipio peor calificado fue también Busbanzá con 57.4% y el mejor 
Sogamoso con 96.1%. El segundo mejor fue Moniquirá con 95.2%. La media fue de 84.1% y la desvia-
ción estándar de 11.57. Esto deja mal a Busbanzá 2.29 desviaciones estándar por debajo de la media, 
en tanto Sogamoso solo estuvo 1.04 veces. Como síntesis los municipios seleccionados en escala de 0 
a 5 sacaron un promedio de 4.2.
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    En lo referente a acceso a servicios públicos la peor calificación fue para Buenavista con 35.6%. 
Buzbanzá se recuperó con puntaje de 65.0%, que lo ubicó en la tercera mejor posición. El mejor fue 
Socha con 67.6%. La media fue de 49.3% y la desviación estañar de 13.2%. Buenavista estuvo una des-
viación estándar por debajo de la media y Socha 1.36 desviaciones por encima de la media. En escala 
de 0 a 5 el promedio de los municipios fue de 2.4.

    Finalmente, en lo que tiene que ver con seguridad el municipio peor calificado fue Sogamoso 
con 75.5%, lo que resalta con su posición en los dos primeros elementos, el mejor fue Socha con 94.8%. 
La media fue de 86.6 y la desviación estándar de 7.2. Sogamoso estuvo 1.53 desviaciones estándar por 
debajo de la media y Socha 1.13 por encima. En la escala de 0 a 5 la media de los municipios fue de 4.3.

Tabla 2. Calificaciones de los municipios seleccionados en relación a resultados de desempeño

Municipio
Educa-
ción

Salud
Acceso 

a servicios 
públicos

Seguri-
dad

 Cali-
ficación Pon-

derada

Califi-
cación en 
escala 0-5

Buena vista 46.86 83.01 35.69 81.26 61.7 3.1
Buzbanzá 37.54 57.48 65.09 76.03 59.0 2.95
Gámeza 59.46 74.66 36.91 94.62 66.4 3.3

Moniquirá 51.41 95.23 46.67 85.16 69.6 3.5
Santa María 61.48 87.35 38.39 91.17 69.6 3.5

Socha 58.71 93.51 67.6 94.81 78.7 3.9
Sogamoso 66.97 96.11 56.92 75.56 73.9 3.7

Tibaná 54.8 86.16 41.12 93.64 68.9 3.4
Tibasosa 47.32 79.37 67.08 87.7 70.4 3.5
Ventaque-
mada

53.45 87.65 37.8 86.35 66.3 3.3

Media 53.8 84.1 49.3 86.6 68.5 3.4
Fuente: Elaboración propia con base en datos de DNP.

   La tabla 2 presenta el consolidado de calificaciones. En orden descendente, conservando la pon-
deración usada por DNP, los resultados fueron los siguientes: Socha 3.9, Sogamoso 3.7, Tibasosa 3.5, 
Moniquirá 3.5, Santamaría 3.5, Tibaná 3.4, Gámeza 3.3, Ventaquemada 3.3, Buenavista 3.1 y Busbanzá 
2.95. La media fue de 3.4. Esto evidencia varias cosas: el desempeño es mas complicado en educación 
y acceso a servicios públicos, pero lo mejores en esas áreas no sacaron notas sobresalientes, salud y 
seguridad presentan los mejores resultados, más en seguridad. Los resultados de desempeño globales 
no son alentadores, ni siquiera para Sogamoso, ya que el tema de seguridad le restó puntos. Resalta 
el ejemplo de Socha, que ganó en seguridad y en servicios públicos, la materia más difícil.

  De esta manera, los resultados de desempeño no fueron sobresalientes, no obstante, han tenido 
una evolución positiva.  Se puede interpretar de esto que hay una mixtura en el modelo de desarro-
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llo cuando las cifras muestran dos quintas partes del gasto (43,7%) que se asignan indistintamente 
(por oferta) y son recurrentes porque deben repetirse en cada vigencia (sumado a esto está la rigidez 
sectorial que supera el 80%). Además, cuando la pobreza rural es superior al doble de la urbana, en 
cambio, el gasto no es suficientemente diferenciado y en ese sentido no se compadece puesto que 
a ese sector específico solamente se destina el 5,9% en promedio frente al 7,1% canalizado para el 
sector urbano. Finalmente, el modelo no es claro porque en un esquema de transferencias verticales 
descendentes, las provenientes del nivel nacional y departamental (distintas a las que cofinancia el 
régimen subsidiado), escasamente es del 1,6% en promedio. A su vez, hay confusión en el destino 
del recurso el cual se dirige a infraestructura en una tercera parte (29,4) y el restante a lo que hemos 
denominado capital humano, que si bien hace parte del amplio concepto de “gasto público social”, 
incluye desde capacitación de empleados, sistematización de oficinas, apoyo a eventos culturales y 
deportivos, servicios públicos, sostenimiento de maquinaria y equipos, mantenimiento de edifica-
ciones públicas y transferencias obligadas para el financiamiento de entidades que atienden pobla-
ción vulnerable localizadas por fuera de cada jurisdicción.

     De cara al debate hacia una nueva ley de competencias y recursos, son abundantes las razones 
para revisar las tareas asignadas a municipios, departamentos y a la Nación en una estructura de 
multiniveles. Por un lado, hay que definir lo que se entiende por gasto Público Social para delimitar 
los alcances del gasto territorial; segundo, las prioridades ya vienen asignadas preponderantemente 
desde el nivel central y su financiamiento distinto a las transferencias tradicionales (SGP) es menor. 
La rigidez o inflexibilidad presupuestal es de tal magnitud que el ingreso condicionado bordea el 
90% de su disponibilidad, y la discrecionalidad del gasto por parte de los entes territoriales es mí-
nim. Por último, la ineficiencia para obtener resultados e impactos sale a la luz con las cifras de avan-
ces en las variables e indicadores de pobreza. Colombia ha duplicado el gasto público desde 1991 y la 
pobreza ha bajado a la mitad, pero el número de pobres se redujo en una tercera parte. A la postre, 
las variables de pobreza en general, cubren porcentajes superiores a los niveles de pobreza en razón 
a que los instrumentos de focalización son insuficientes para decidir a quién y cuanto beneficiar, 
y el nivel de aporte estatal en aras de cumplir con los preceptos de progresividad ya pactados en la 
constitución. La diferencia entre las coberturas y los umbrales de pobreza demuestran la gran vulne-
rabilidad para la población así sea que no sean considerados pobres, pero igualmente demuestran la 
irrealidad de las líneas que separan los pobres de quienes teóricamente no lo son.

Conclusiones 

    En lo que refiere a la hipótesis de trabajo, los datos revelan que si bien es cierto Boyacá reduce 
considerablemente el IMP de 22.3 a 16.7 en el periodo de estudio, este tuvo una reducción intermi-
tente, no muy alejada de la tendencia nacional. Los subsidios en los municipios seleccionados se 
centraron en la demanda, la focalización y en él la formación de capital humano. Aun así, hay enor-
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mes retos en materia de cumplimiento de un nivel sobresaliente en materia de seguridad, educación, 
salud y acceso a servicios públicos. A los 10 municipios considerados en términos generales les va 
bien en salud y seguridad, presentando enormes retos en materia de servicios públicos y educación. 
Lo que confirma parcialmente la hipótesis de trabajo, con las claridades mencionadas. 

   A partir de lo anterior, es importante reflexionar que las transformaciones necesarias exigen re-
formas institucionales orientadas a modificar la imagen de un Estado empresario y paternalista por 
la de un Estado regulador y coordinador de las instituciones que apoye el desarrollo de los mercados 
y de un mayor espacio a la iniciativa privada. El Estado dispone del rol de promotor de la justicia 
social. Este enfoque plantea que el bienestar debe valorarse en el plano de las capacidades que una 
persona puede desarrollar y que están relacionadas con los bienes y servicios que le permitan acceder 
o mantener un nivel de vida adecuado. A partir de definir lo que se quiere se evalúa la política pú-
blica, no basta el ingreso. Este es apenas otro recurso para hacer cosas que se valoran. El éxito de los 
recursos será el alcance de lo que le pasa a la gente y no a las cosas, de modo que los recursos serán 
importantes en la medida que haga personas educadas, felices, empoderadas, dignas, integradas, y 
demás cosas que valore. La falta de detalle y desagregación de las cifras de pobreza para llegar al ni-
vel municipal dificulta en buena manera los estudios al respecto. Así mismo, hay que llegar a medir 
valor público, no los recursos, para tener mejores efectos sobre la pobreza.
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Resumen

En Colombia se ha vivido en conflicto desde la época de la colonia, que con el paso del tiempo 
se ha venido fomentado la desigualdad, que como justificante para buscar “la protección del pue-
blo¨ se fueron organizando al margen de la Ley diversos grupos pero quien cobró mayor relevancia 
en el ámbito nacional fueron las FARC EP, quienes finalmente en noviembre de 2016 llegaron a un 
acuerdo con el Gobierno Nacional para la terminación del conflicto.  Por esta razón se originó esta 
investigación llevando a cabo una revisión bibliográfica en relación al tema con el fin de establecer 
qué retos se podrán presentar para lograr una paz estable y duradera.

Palabras Claves: Gerencia Social, políticas públicas, desarrollo, participación, Acuerdo de Paz, 
Posconflicto,  Fin del conflicto.

Introducción

     Colombia presenta el conflicto armado interno más antiguo del continente, sin embargo tam-
bién es el País con más experiencia en lo que a procesos de paz se refiere, el conflicto armado interno 
colombiano se remonta a la década de los años 50, cuando se inició una guerra civil que culminó 
con la conformación de varios grupos guerrilleros y que con el paso de los años conllevo a la confor-
mación de grupos paramilitares, que sumado al narcotráfico sumieron al País en una guerra de más 
de 50 años que ha dejado millones de víctimas y en los cuales varios gobiernos fueron realizando 
acuerdos de Paz que han venido llevándonos al acuerdo actual con las FARC.

 

     En este sentido se presentan varios retos para la Gerencia Social que desde lo público tendrá 
que afrontar  grandes decisiones para generar un desarrollo que impacte, teniendo en cuenta las con-
diciones sociales, políticas, económicas, culturales y la participación los diferentes sectores sociales 
de manera activa, para construir una sociedad educada y preparada para la etapa del Posconflicto. 
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Reconociendo que la Paz como objetivo esencial del Estado Colombiano, es uno de los grandes re-
tos que los Gerentes Sociales deberán asumir, enfatizando en la solución de los problemas que son 
generadores de la violencia como la pobreza, desigualdad, corrupción y atraso en la infraestructura. 
Estos retos  requieren de grandes trasformaciones sociales en la que participen las colectividades de 
todos los sectores para contribuir en la construcción de una paz estable y duradera.

      Aunque las cifras exactas de todo el dolor que ha causado el Conflicto armado interno es 
difícil de calcular, si se puede proyectar un proceso exitoso en el posconflicto en el que es necesario 
un consenso con todos los sectores nacionales y regionales, en donde las políticas se encaminen de 
manera diferente a lo que estamos acostumbrados con la política tradicional, en donde la educación 
y la cultura de paz sean las que dirijan  a las nuevas generaciones hacia una verdadera reconciliación 
que de fin a las cadenas de violencia y la intolerancia que desde el seno de las familias se han creado 
por generaciones. En este punto, la gerencia social debe entrar a operar para abordar la temática 
desde una postura propositiva, participativa y democrática, ante lo cual surge la siguiente pregunta 
¿Qué retos enfrenta la Gerencia Social en el Posconflicto Colombiano? 

Metodología

     Para la presente ponencia se utilizó una metodología denominada revisión bibliográfica la cual 
está basada en un procedimiento estructurado que tiene como objetivo principal localizar y recupe-
ra la información respectiva al tipo de tema que quiera estudiar el o los investigadores. Este tipo de 
investigación parte de una duda, que origina una pregunta de investigación la cual será el punto de 
partida para ahondar en el tema y de esta forma obtener los resultados en materia de recopilación 
y análisis.

     Gómez, Aponte & Betancourt (2014) mencionan tres fases para la metodología de revisión 
bibliográfica: “Definición del problema, Búsqueda de  la Información y Análisis de la información” 
Teniendo en cuenta lo anterior se planteó inicialmente el problema a abordar para el presente es-
tudio, estableciendo la siguiente pregunta de estudio: ¿Qué retos enfrenta la Gerencia Social en el 
Posconflicto Colombiano?, con base en la cual se dio paso a la segunda fase mencionada por los au-
tores: Búsqueda de la información. En esta fase se tuvo en cuenta material informativo como revistas 
de divulgación y  de investigación científica y sitios Web, haciendo una lectura exhaustiva de diverso 
material y basándonos finalmente e aquel que está reconocido sobre el tema a  abordar “Gerencia 
Social y Posconflicto”.
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     Finalmente se realizó la tercera fase: Análisis de la información. Ya habiendo recopilado la 
información del tema a tratar, se hizo un análisis de la documentación recolectada en relación a la 
pregunta de estudio, abordando en primera instancia la gerencia social desde un contexto gene-
ral hasta llegar a un ámbito específico, seguidamente se trató el tema de acuerdo de paz para una 
contextualización que permitió llegar al posconflicto en Colombia y así lograr dar respuesta a la 
pregunta realizada inicialmente.

Retos de la Gerencia Social en el Posconflicto en Colombia.

¿Qué es la Gerencia Social?

     Desde un contexto global, se puede visualizar la gerencia social, enmarcada en un modelo de 
desarrollo que aborda e integra dimensiones económicas, políticas, culturales, sociales y ambien-
tales, que al ser analizadas de forma interrelacionada, reflejan dinámicas de la sociedad civil y  el 
estado.

     Partiendo desde un contexto general, la gerencia social se puede definir así:

“Significa en la práctica cotidiana enfrentar “singularidades”... no es una operación orga-
nizacional “tubular”, sino otra de índole diferente, mucho más fluida, y de composición 
inter organizacional.” Esta apreciación permite percibirla desde situaciones particulares y 
subjetivas derivadas de factores y problemáticas de índole social en el ámbito comunitario. 
Por lo anterior el hablar de problemas sociales, conlleva indudablemente a abordar temas de 
organización, estado y sociedad civil. (Kliksberg, 1966)  

     Así mismo, según (Mokate & Saavedra, 2006) la gerencia social “ Se apoya en los aportes 
conceptuales y prácticos que simultáneamente le ofrecen los campos del desarrollo social, la polí-
tica pública y la gerencia pública”.  Retomando esto, se añaden al concepto de gerencia social otros 
elementos que permiten analizarla desde diferentes perspectivas y estructuras de la administración 
pública. En este  punto se  pueden interrelacionar los conceptos expuestos por los autores anterior-
mente citados, resaltando que desde  la aplicación de  la gerencia  social, es  necesario contar  con 
políticas  públicas bien diseñadas y ejecutadas que permitan  combatir  los  problemas sociales  y 
avanzar  en búsqueda de  un desarrollo, lo cual debe estar articulado desde la  administración públi-
ca  con el diseño y  ejecución de  planes de  desarrollo y programas  o proyectos  puestos en marcha 
desde  esta organización.                                                                               
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      La gerencia social va en búsqueda  de un desarrollo para la sociedad  civil, el cual debe  ir 
direccionado al cierre de brechas, principalmente la  desigualdad, la pobreza y la inequidad de las  
comunidades, para lo cual es necesario apoyarse en las políticas  sociales que emergen desde  el esta-
do con el fin de dirigirlas  al mejoramiento de la calidad de  vida.

     Por lo anteriormente descrito se puede concluir que la gerencia social no debe ser vista y 
desarrollada como una teoría escrita o argumentativamente documentada desde el área pública, 
su análisis debe ir más allá y comprenderse desde la práctica que se desarrolla en políticas públicas 
diseñadas en la comunidad y para la comunidad, ya que es ahí donde está su verdadera esencia.  

     En este sentido cobran gran relevancia la participación activa, significativa, eficaz y eficiente 
de los diversos actores que están involucrados en la elaboración, implementación, evaluación y se-
guimiento de las políticas sociales en las políticas públicas del estado, es decir, que tanto el estado 
en cabeza del gobierna nacional debe vincular más activamente a la ciudadanía para realizar un 
trabajo conjunto, como la misma ciudadanía tiene que vincularse y participar más activamente en 
el proceso.

     En este punto de la ponencia surge un aspecto importante que permite añadirle un elemento 
nuevo a la gerencia social: “la Participación Ciudadana”.  Es preciso destacar que este proceso inició 
con la descentralización del estado Colombiano en los años 80, el cual abrió camino a un sistema de-
mocrático y participativo que le permitió a la sociedad civil tomar un papel activo en las decisiones 
estatales.  Esta participación se ha venido consolidando y haciéndose cada vez más representativa 
en el transcurso de los último años.  Este concepto de Participación, puede ser analizado desde una 
perspectiva más profunda en el tercero de los seis desafíos a los que se enfrenta la gerencia social en 
los ámbitos públicos: 

“Los ciudadanos tienen la voz determinante sobre lo que genera valor público y lo que se 
debe priorizar. Estas elecciones son expresadas a través de los procesos de deliberación y 
representación política. Por ello, las organizaciones que proponen generar valor público res-
ponden a varios mandantes. El modelo debe entenderse con un enfoque participativo en la 
formación de políticas públicas, incorporando a todos los actores involucrados en el proceso. 
Para tal fin, el modelo se inserta explícitamente en un entorno que tiene que ser parte inte-
gral de las funciones gerenciales. Las gestiones programáticas y políticas son espacios privi-
legiados para el manejo y la promoción de la participaci1ón de involucrados clave”. (Mokate 
& Saavedra, 2006)

     En este sentido es de resaltar que se  habla de  una participación intersectorial que permita 
trabajar  mancomunadamente para el bienestar de  la sociedad  civil, de  igual manera esta postura 



Retos de la Administración Pública Territorial 
Derechos Humanos en Perspectiva de lo Público

177

permite visualizar que por medio de  dichos espacios participativos se elaboran los planes estratégi-
cos locales, se  fortalece la democracia y contribuye a que los actores sociales se  empoderen de los 
procesos estatales y se  vinculen activamente en  ellos. 

     Retomando todo lo expuesto anteriormente, se puede identificar que son diversos retos a los 
que actualmente se enfrenta la gerencia social en el contexto Colombiano y que la solución de los 
mismos emergen desde la estructura del estado con el apoyo y participación de la sociedad civil.  

      En relación a esto Orbegozo en el 2007 expresa que:

“El trabajo en una organización desde la perspectiva de las autonomías creativas de los equi-
pos originará indudablemente tensiones organizacionales. La función del gerente social será 
la de crear los canales y la cultura organizacional necesaria para que esas inevitables tensio-
nes, sean tensiones creativas para la misma organización. El saber convivir con tensiones, el 
saber manejarlas y enfocarlas adecuadamente de modo que se logren avances importantes en 
la marcha de la organización y de su misión, es una de las tareas más delicadas del gerente 
social, ya que de ello dependerá la actualidad y permanencia social de la misma”

     El acuerdo de Paz firmado en Bogotá el 26 de Noviembre del 2016 entre el Presidente electo 
Juan Manuel Santos Calderón en representación del pueblo Colombiano y el Comandante del Esta-
do Mayor Central de las FARC-EP, ha generado en la sociedad Colombiana precisamente una de las 
tensiones descritas por el autor y no solo por lo pactado en éste sino también por lo que sea desen-
cadenado en materia de posconflicto. En este punto es donde la gerencia social debe entrar a operar 
para abordar la temática desde una postura propositiva, participativa y democrática, ante lo cual 
surge la siguiente pregunta ¿Qué retos enfrenta la Gerencia Social en el Posconflicto Colombiano?

 
Compromisos y Retos del Posconflicto

      En Colombia se ha vivido el conflicto armado por más de 5 décadas, que en aras de lograr 
fortalecer al Estado y propender por hacer presencia en todo el territorio, con el fin de garantizar 
los derechos de su población, el Gobierno Nacional en cabeza del presidente Juan Manuel Santos 
Calderón, firmaron junto con el grupo armado FARC-EP, el acuerdo final para la terminación del 
conflicto y la construcción de una paz estable y duradera.   

      Para poder lograr una mayor comprensión de lo que se acordó es fundamental recordar el 
contenido de cada uno de los COMPROMISOS a los que se pudo llegar con la firma de este acuerdo 
final, así: PUNTO UNO. Reforma Rural Integral: Este acuerdo sienta las bases para la transforma-
ción del campo.  Busca la erradicación de la pobreza rural extrema y la disminución en un 50 % de 
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la pobreza en el campo en un plazo de 10 años, la promoción de la igualdad, el cierre de la brecha 
entre el campo y la ciudad, la reactivación del campo y en especial, el desarrollo de la agricultura 
campesina, familiar y comunitaria.  PUNTO DOS. Participación Política: Busca una ampliación 
de la democracia como camino para tramitar los conflictos de manera pacífica y el rompimiento 
definitivo del vínculo entre política y armas, así como abrir la puerta para que  Colombia se integre 
a una cultura de reconciliación, convivencia, tolerancia y no estigmatización.  Este acuerdo busca 
que haya más voces diversas en la política y que más ciudadanos participen en los asuntos públicos.  
PUNTO TRES. Fin del Conflicto: Este acuerdo establece los términos en que se dará el fin de las 
confrontaciones  y las hostilidades de las FARC-EP hacia la población civil, mediante un cese al 
fuego y de hostilidades bilateral y definitivo, así como un cronograma preciso para la dejación de 
todas sus armas en 180 días y el inicio de su reincorporación a la vida civil. Naciones Unidas a tra-
vés de un proceso técnico, trazable y verificable recibirá la totalidad de las armas de las FARC-EP. 
PUNTO CUATRO. Solución al problema de las Drogas Ilícitas: Encontrar una solución definitiva 
al problema de las drogas ilícitas es necesario para construir una paz estable y duradera, por lo que 
este acuerdo propone una nueva visión que atiende las causas y consecuencias de este fenómeno. Le 
da un tratamiento especial a los eslabones más débiles de la cadena del narcotráfico, promoviendo la 
sustitución voluntaria de los cultivos de uso ilícito y la transformación de los territorios afectados y 
dando la prioridad que requiere el consumo, bajo un enfoque de salud pública. Se busca que los cul-

tivadres se pasen a una actividad legal. PUNTO CINCO. Víctimas: Este acuerdo busca a través de 
los cinco mecanismos y medidas que integran el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y 
No Repetición, lograr la satisfacción de los derechos de las víctimas, asegurar la rendición de cuentas 
por lo ocurrido, garantizar la seguridad jurídica de quienes participen en él y contribuir a garantizar 
la convivencia, la reconciliación y la no repetición, como elementos esenciales de la transición a la 
paz. Se busca la verdad sobre lo ocurrido, justicia por los crímenes en el conflicto, reparación para 
las víctimas y  garantías de que no se repitan los hechos.  PUNTO SEIS. Implementación, verifica-
ción y refrendación: Este acuerdo señala que con la firma del Acuerdo Final y su refrendación ciuda-
dana, se da inicio a la implementación de todos los puntos acordados.  Asimismo, habrá un sistema 
robusto para hacerle seguimiento y verificación al cumplimiento de la implementación, incluyendo 
un acompañamiento internacional.  Se busca que el acuerdo final sea votado por los colombianos, se 
implemente y se haga un seguimiento a ese proceso y tenga acompañamiento internacional. (Oficina 
del Alto Comisionado para la Paz, 2016).        

     Teniendo como base estos compromisos adquiridos y establecidos en los seis puntos expues-
tos anteriormente, evidencian un gran esfuerzo financiero por parte del Estado, también se debe 
tener en cuenta la importancia de la participación ciudadana para promover este acuerdo e intentar 
cumplirlo por todos los actores responsables. Del acuerdo final para la terminación del conflicto y 
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la construcción de una paz estable y duradera se pueden establecer algunos RETOS generales para 
su cumplimiento, tales como: I) Desplegar rápida y eficazmente las herramientas institucionales y 
presupuestales para traducir principios en acción y para hacerlo de forma equitativa con todos los 
sectores de la población, el Gobierno debe establecer estrategias que faciliten la consecución de 
los recursos que se necesitan invertir para que el posconflicto sea un proceso eficaz y exitoso.  II) 
Garantizar la seguridad de los integrantes de las FARC-EP que se acogieron al acuerdo, como tam-
bién de las zonas que no están siendo ocupadas por este grupo.  III) implementar la erradicación y 
sustitución de los cultivos ilícitos, junto con el desarrollo de un sistema de comercialización de los 
cultivos lícitos. IV) Garantizar la reintegración socio-económica de los excombatientes, esto con el 
fin de promover la estabilidad de los integrantes de las FARC-EP. V) 

       La participación política de las FARC-EP  y el reto de crucial trascendencia en este período 
electoral, porque por primera vez, podrán participar como grupo político, que desde su ideología 
comunista, en cabeza de Timochenko, plantean que buscarán para Colombia un régimen político 
democrático que garantice la paz con justicia social, el respeto a los derechos humanos y un desa-
rrollo económico con bienestar para todos, llevar a Colombia al ejercicio pleno de su soberanía 
nacional y hacerla vigente. VI) La actual coyuntura política será un punto determinante por parte 
del Gobierno, ya que tiene la tarea de hacer que se cumpla con lo establecido en cada punto del 
Acuerdo de Paz,  debido a que las etapas del proceso tienen una aplicación por el término de veinte 
años. Indudablemente la labor que está pendiente por realizar a raíz del acuerdo es de mucha com-
plejidad pero que solo podría lograrse concretar siempre y cuando se haga un trabajo conjunto entre 
el Gobierno nacional, las FARC EP y la ciudadanía. 

¿Qué Retos Enfrenta la Gerencia Social en el Posconflicto Colombiano?

     En el contexto de Colombia se hace referencia a las emociones, sentimientos y percepciones 
que tiene una sociedad que ha vivido durante generaciones en un conflicto armado, si bien en este 
contexto se trata de un cambio social, es de utilidad para comprender la importancia de las emo-
ciones en los procesos de transformación y lo natural que pueden resultar para las personas la resis-
tencia ante lo nuevo o lo desconocido. Además de la financiación para el posconflicto, el principal 
desafío es crear una cultura de tolerancia y convivencia.

      La gerencia social enfrenta restos de gran trascendencia para el desarrollo del país en la etapa 
de posconflicto, para ello se puede enmarcar en tres aspectos fundamentales que podrán facilitar la 
reconstrucción y la garantía de la no repetición: 1) Pedagogía: Este reto trata de la necesaria com-
prensión del proceso de paz y la explicación de los acuerdos.  Esto involucra factores como la coyun-
tura política de cara a las elecciones presidenciales porque de ellos dependerá la educación que se 
imparta en relación al contenido y propósito del actual  acuerdo de Paz.  En este caso, las FARC-EP 
también deberían fomentar en sus discursos ideológicos tanto a los excombatientes como a los disi-
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dentes, la importancia para lograr el régimen político democrático que garantice la paz con justicia 
social, el respeto a los derechos humanos y un desarrollo económico con bienestar para todos.  2) 
Ejecución: Se debe trabajar en la capacidad de gestión para la ejecución de la reforma rural integral,  
siendo a su vez esencial   el fortalecimiento de la estructura actual del Ministerio de Agricultura 
para poder hacer posible la implementación de la reforma rural pactada.  No se puede dejar de lado 
el papel esencial que juegan las entidades territoriales de orden departamental y municipal en la eje-
cución del acuerdo porque también se deberá fortalecer su capacidad de gestión y la participación 
de las comunidades.

3) Movilización: Con la implementación de una estrategia de pedagogía se debe lograr que cada 
ciudadano logre sentir que la paz es suya, toda vez que la paz depende en gran parte de la sociedad 
civil.  Además de la presencia de promotores de la paz en las áreas rurales, se hace necesario  movili-
zar también a la gente en las ciudades para que se apropien de la paz, la estimulen y la construyan. La 
ciudadanía tiene el reto de lograr ver lo trascendental e importante de este proceso de posconflicto 
debido a que por primera vez después de más de cincuenta años de conflicto se inicia el proceso para 
dejar atrás la guerra y violencia que ha generado las FARC-EP.

Conclusiones 

     La gerencia social es vista como un modelo de desarrollo, con diferentes retos, entre ellos in-
tervenir y generar impacto en la satisfacción de necesidades de la sociedad civil, como reducción de 
la pobreza extrema, desigualdad, mejorando la calidad de vida de la comunidad, cuidando y prote-
giendo el planeta. Puesto que no solo se trata de que un territorio crezca económicamente, sino que 
se debe garantizar que la calidad de vida de sus habitantes también mejore. 

      La gerencia social vista desde el contexto público se enfoca a generar valor de lo público, 
crear tejido social, recuperando la confianza de las comunidades, para trabajar mancomunadamente 
por sus metas y cuidar de los resultados una vez se consoliden. Teniendo en cuenta que la gerencia 
social desde el contexto de lo público busca satisfacer las necesidades de los habitantes, a través de 
la construcción de políticas sociales, sin buscar un fin económico sino el mejoramiento en la calidad 
de vida, se debe tener en cuenta el contexto, costumbres, cultura, la forma en que se relacionan y dan 
solución a sus posibles conflictos o problemáticas, de esta forma se garantiza una participación ac-
tiva de la comunidad, incluyéndolos en la construcción de programas cuyo enfoque deben ser ellos. 

      En este orden de ideas, el reto de la gerencia social frente al posconflicto colombiano, es am-
plio y requiere de profesionales comprometidos, con una mirada diferente de intervenir y generar 
impacto positivo en la población que ha sido víctima del conflicto durante casi 5 décadas. Se requie-
re de diseño y ejecución de programas que vayan más allá de las cifras, es primordial trabajar en las 
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victimas la capacidad de resiliencia que les permita perdonar y salir adelante; pero esta intervención 
debe ser desde las diferentes dimensiones del ser humano, realizar lecturas concienzudas de las 
realidades, para identificar las necesidades y satisfacerlas desde el contexto, costumbres y prácticas 
sociales del individuo.

     Se requiere participación activa por parte de los profesionales, con principios y valores que 
le permitan comprender el dolor o problemática del prójimo que no busque servirse sino servir a la 
comunidad. De igual forma, se requiere tener una postura neutra sin odios, sin rencores, para poder 
avanzar en el cumplimiento de cada uno de los puntos contemplados en el acuerdo de paz, evitando 
así que la ayuda llegue solo a unos grupos y no a la totalidad de población afectada.
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DERECHOS HUMANOS EN PERSPECTIVA DE LO PÚBLICO

¿LA SOCIEDAD COLOMBIANA CONOCE EL SISTEMA JURIDICO QUE 
PROTEGE LOS DERECHOS DE LA MUJER?

Nilse Rojas Villamil73 

RESUMEN

El siguiente documento es el resultado de un proyecto de investigación basado en la legislación 
sobre los derechos de la mujer en el Estado Colombiano. El objetivo principal es presentar aspectos 
sociales y jurídicos; que han impedido en gran medida el reconocimiento de la mujer frente al respe-
to y aplicación de sus derechos como protagonista en su proceso de empoderamiento con respecto 
a otros géneros. 

Mediante encuestas y apoyados en estadísticas de organizaciones defensoras de los derechos de 
la mujer arrojaron resultados como el desconocimiento del tema de la sociedad colombiana e inefi-
ciencia de los organismos estatales para su aplicación en la tipicidad de los delitos en contra de la 
violación de sus derechos. En conclusión, a ésta problemática publica, es importante la sensibiliza-
ción de los actores con orientaciones pedagógicas en la apropiación de los derechos de la mujer para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra su integridad. 

PALABRAS CLAVES: Mujer – Estado- Derechos – Legislación – Género – Equidad - Violencia

INTRODUCCION

Los derechos de la mujer es un tema de absoluto interés para toda la humanidad y Colombia no 
es la excepción, indudablemente nos transporta a antecedentes históricos que han marcado su lucha 
por buscar la igualdad, equidad, reconocimiento y la garantía de sus derechos en la sociedad.  Ac-
tualmente la frontera de conocimiento en éste campo es muy amplia la normatividad jurídica y los 
principales instrumentos establecidos por los organismos internacionales, nacionales y locales que 
reconocen y garantizan los derechos de las mujeres están instituidos.

A pesar de la promulgación de éstas normas y leyes para evitar en varios ámbitos de acción la 
vulneración de sus derechos no han sido relevantes para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 

73	 Tecnóloga jurídica U.I. S Bucaramanga (2003). Estudiante de Administración Pública. 
III semestre. ESAP. CETAP-Moniquirá Boyacá. Correo electrónico: nielsreds@gmail.com
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contra la mujer en nuestro Estado Colombiano. Dentro de los vacíos que tiene toda la normatividad 
de derechos de la mujer y la erradicación de violencia contra su integridad, se encuentran las cifras 
de violencia generadas en contra de ellas en la actualidad.

El objetivo general de ésta investigación es de “contribuir para detectar en la sociedad colombia-
na su conocimiento sobre los derechos de la mujer, su aplicación y tipicidad de los delitos en contra 
de su integridad en su entorno social, político, cultural y jurídico”. 

Objetivos específicos: 

•	 analizar el conocimiento que tiene la sociedad colombiana con respecto a los derechos de la 
mujer.

•	 realizar un análisis de las cifras de violencia contra la integridad de la mujer e identificar los 
factores que la generan.

Justificación: Se considera que es de vital importancia conocer de ésta investigación para todos 
los actores (población, instituciones públicas y privadas), pues ello; nos permitirá aplicar correcti-
vos, establecer estrategias y crear espacios de socialización a los involucrados donde puedan conocer 
acerca de cómo se puede prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y la desigualdad 
de género.

METODOLOGIA

Objetivo 1. analizar el conocimiento que tiene la sociedad colombiana con respecto a los dere-
chos de la mujer.

Diseño general

Para lograr este objetivo se eligió el método cuantitativo atraves de encuestas; porque permiten 
propiciar la manera de revisar y medir los conocimientos y generar respuestas frente al tema investi-
gado, para corroborar la hipótesis planteada y detectar una política pública generada en la población 
colombiana con respecto al conocimiento del sistema jurídico que ampara los derechos de la mujer.

 Se realizó un muestreo con base en un cuestionario de diez preguntas y se aplicó a poblaciones de 
todos los sectores y edades. Este material se tabuló en diagrama de barras comparativas para analizar 
los datos obtenidos y así identificar las principales falencias que tiene la sociedad colombiana la cual 
nos permitió establecer mecanismos para subsanar en parte las deficiencias encontradas. Los datos 
arrojaron los siguientes resultados: 
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Objetivo 2. realizar un análisis de las cifras de violencia contra la integridad de la mujer e iden-
tificar los factores que la generan.

En éste sentido se apoyó la investigación en las estadísticas presentadas por diversas organiza-
ciones defensoras de los derechos de la mujer e instituciones del Estado, las cuales nos permitieron 
establecer la ineficiencia del aparato judicial para aplicar la ley generando impunidad en la mayoría 
de casos e identificar las formas de violencia más perpetrados contra la integridad de la mujer.
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ANALISIS DE LOS RESULTADOS 

Analizados los datos obtenidos de la encuesta aplicada y las estadísticas presentadas apoyadas en 
organizaciones protectoras de los derechos de la mujer, se puede concluir que en Colombia existe 
un desconocimiento por parte de la población sobre el tema de los derechos de las mujeres y su pro-
tección, y se demuestra la falta de apropiación del tema en la población colombiana y el desinterés 
de los organismos estatales para su debida aplicabilidad en la tipicidad de los delitos en contra de 
la violación de sus derechos, pues diariamente es violentada una mujer en Colombia y el Estado no 
está haciendo nada para mitigar este delito. 

CONCLUSIONES
	

Estos datos obtenidos SI responden a la pregunta de investigación ¿la sociedad colombiana co-
noce el sistema jurídico que protege los derechos de la mujer? por ende se comprobó la posición de 
la investigación, en donde se manifiesta que en Colombia existe un desconocimiento en el tema de 
la legislación sobre los derechos de la mujer. Dentro de lo que se interpreta para aportar a la inves-
tigación; es que se detecta una problemática publica sobre el tema de los derechos de la mujer y la 
normatividad para proteger la vida de las mismas. 

Se considera que es un hecho que se deben denunciar todos los casos de maltrato hacia la integri-
dad de la mujer, pero también es claro que en Colombia si existen leyes que protegen a la mujer en 
todos sus ámbitos, lo que debemos es enseñarle a las mujeres y a toda la sociedad el conocimiento 
de estas leyes y su normatividad y exigir al aparato judicial colombiano que aplique toda la norma 
legal sobre los autores de la violación de los derechos de la mujer para que exista menos impunidad 
en estos casos aberrantes contra su integridad.

 Es muy importante la pedagogía en derechos para la mujer y sensibilizar a toda la sociedad en éste 
aspecto, no solo a las mujeres, esto es competencia de todos los actores (población e instituciones).

Observando el porcentaje de desconocimiento sobre el tema de los derechos de la mujer obteni-
dos y la estadística presentada con respecto a las cifras de violencia contra la mujer en Colombia, 
la propuesta es el de crear espacios de socialización para la aprehensión de los derechos de la mujer 
atraves de capacitaciones como: talleres, diplomados, cursos, foros en el tema:

“Sensibilizar a toda la población colombiana, entidades públicas y privadas, por medio de 
capacitaciones y orientaciones pedagógicas en el tema de equidad de género y apropiación 
de los derechos de las mujeres en todos sus ámbitos, para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra su integridad”.
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POLÍTICAS PÚBLICAS SOCIALES Y PLURALISMO JURÍDICO, UNA VISIÓN 
POR CONCILIAR

(CASO: VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL GRATUITA- TUNJA)

Jhon Jairo Alvarado Reyes74 

Resumen
El pluralismo jurídico se ha consolidado históricamente como una creación conceptual que per-

mite no solo evidenciar la existencia de distintos órdenes normativos dentro de toda sociedad, sino 
que posibilita conocer los conflictos que se ciernen en torno a estos. Dichos conflictos se agudizan 
cuando se presentan visiones normativas dispares entre el derecho Estatal centralizado, y el de las 
comunidades. Este conflicto puede darse en la aplicación de políticas públicas a sectores sociales 
diversos, como es el caso de la política de vivienda y su programa social de 100 mil viviendas gratui-
tas. Para evidenciar tal situación se toma el caso del Barrio Antonia Santos, donde se evidencia la 
aplicación de este programa a tres grupos poblacionales diferentes, cuya aglomeración ha generado 
conflictos, no solo entre sí, sino con el régimen jurídico aplicable a la propiedad de la cual son be-
neficiarios, por último, se plantean algunas soluciones desde perspectivas sistémicas, que podrían 
incluir este tipo de políticas públicas para mitigar sus impactos.

Palabras clave: Pluralismo jurídico, políticas públicas, vivienda de interés social gratuita

Introducción
Las políticas públicas se han consolidado como una herramienta esencial en el ejercicio acadé-

mico y práctico de la gestión pública. En la actualidad este tipo de políticas son la plataforma de los 
planes, programas y proyectos dirigidos a resolver parte de los conflictos sociales existentes. (Arro-
yave 2010). Infortunadamente las políticas públicas no suelen considerar en su aplicación la existen-
cia de órdenes normativos y jurídicos plurales al interior del Estado o el también denominado plura-
lismo jurídico, donde tal omisión puede generar vulneración a derechos humanos-fundamentales al 
existir una disparidad entre la aplicación del derecho central sin tener en cuenta el orden normativo 
existente en una comunidad; lograr corroborar tal hipótesis en las políticas públicas vigentes en el 
Estado Colombiano sería un ejercicio investigativo de amplio espectro, el cual no se podría eviden-
ciar en tan pocas líneas, por lo cual nos remitiremos al estudio de la política pública de vivienda de 

74	 Estudiante de derecho de decimo semestre, cursa a su vez sexto semestre de administración pública; cuenta con 
diplomados en DIH, educación para la paz entre otros; ha sido participante en concursos tipo moot court, de simulación 
de litigio ante Sistema Interamericano De Derechos Humanos, organizados por la defensoría del pueblo; actualmente 
se desempeña como auxiliar investigativo nivel II en la línea investigativa de derechos humanos con perspectiva de lo 
público de la ESAP
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interés social gratuito, para de esa forma tener un referente que permita realizar hipótesis que se han 
de corroborar o no en posteriores investigaciones.

Para desarrollar este escrito, utilizaremos una metodología de investigación exploratoria, cuali-
tativa y descriptiva, en el sentido en que se pretende hacer un primer acercamiento al problema que 
vamos a estudiar, para así comprender y desarrollar conceptos partiendo de pautas dadas por los 
datos ya existentes, poniéndolos así a disposición del lector

En ese orden de ideas, dividiremos esta ponencia en tres segmentos principales: el primero será 
hacer una descripción de lo que es el pluralismo jurídico; en un segundo espacio hablaremos acerca 
de la aplicación de la política pública de vivienda de interés social gratuito; tercero y como corola-
rio de los puntos anteriores se dirá si la política pública de vivienda de interés social gratuita lleva 
consigo elementos de pluralismo jurídico que respeten la autonomía y derechos fundamentales de 
las comunidades.

Concepto y dimensiones del pluralismo jurídico
Diversas son las acepciones que se ciernen en torno al pluralismo jurídico, pero para compren-

derlo, debemos hacer un recuento histórico de su nacimiento. Teóricamente, las ideas del monismo 
jurídico correspondían al positivismo y al centralismo jurídico (Griffiths, Engle Merry y Tamanaha, 
2007). Ellas afirman la noción de exclusividad del Estado en la creación del derecho y que el único 
derecho debería ser el creado por el soberano. “Es así que Hobbes, Locke, Kelsen entre otros, llevan 
a consolidar un monismo jurídico con el fin de crear un orden social concentrado y homogéneo”. 
(Gutiérrez, 2011, p.3)

Algunos autores afirman que la idea de la existencia de pluralismo jurídico está basada en la 
afirmación de que hasta las sociedades más antiguas poseían algún tipo de orden, el cual podía 
calificarse como jurídico. Así pues, la existencia de esos diversos órdenes se encuentra dada-desde 
el nacimiento de la humanidad- por figuras como el parentesco, el individuo, los contratos, etc. 
(Merry, 1988).

Es importante resaltar el aporte realizado por Malinowski (1926), quien afirma frente a la concep-
ción del derecho, que esta debe definirse por su función y no por su forma, puesto que su función es 
la de generar el orden social y la convivencia, mientras que las formas jurídicas son las abstracciones 
de los comportamientos sociales, en ese sentido las comunidades o sectores de la sociedad pueden 
generar pautas de comportamientos tan diversas como sectores sociales existan, sin necesidad de ser 
formalizadas o positividades.

Otra contribución importante al concepto de pluralismo jurídico es la realizada por Elrich 
(como se citó en Merry, 1988) al expresar su hipótesis del derecho viviente, según la cual el derecho 
es artífice y producto de cada orden social que adopte un grupo humano, y al ser los grupos huma-
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nos cambiantes, se entiende que “el derecho se encuentra vivo en la cotidianeidad de una sociedad” 
(Tamahana, 1988, p.297).

A partir de la segunda mitad del siglo XX, se comienza a estudiar el pluralismo jurídico alejado 
de la crítica al contractualismo, esto fruto de la descolonización africana, ya que los juristas y cien-
tíficos sociales percibieron la existencia de “otras formas de derecho” en los pueblos recién liberados 
(Iannello, 2015). En la primera década del periodo temporal reseñado, los estudios sobre pluralismo 
jurídico se centraron en describir la disparidad existente entre ordenes normativos de pueblos in-
dígenas y los denominados “civilizados”, dando como resultado entre otros, “una atención dedicada 
a la elaboración de la costumbre histórica en una cultura jurídica determinada; y a describir la dia-
léctica que pueda existir entre los órdenes jurídicos coexistentes” (Merry, 1988, p. 867). Periodo que 
posteriormente llego a denominarse “pluralismo jurídico clásico” (Tamahana, 2011)

A partir de la década de 1970, se da el auge del llamado “nuevo pluralismo jurídico”, cuya base 
principal es el demostrar la existencia de ordenes jurídicos plurales en “sociedades industriales” al 
respecto afirma Ianello (2015) “Este nuevo enfoque busca relacionar la existencia de distintos niveles 
normativos que coexisten en una sociedad en un determinado momento y que si bien se encuentran 
interconectados poseen algún tipo de independencia respecto del orden central” (p.771).

En ese orden de ideas, Griffiths (1986) va a afirmar que el derecho va mucho más allá de lo que el 
orden centralizado va a proyectar a partir de normas positivizadas, y por lo tanto Ianello (2015) va 
a afirmas que:

Existen dos tipos de pluralismo jurídico: el fuerte y el débil. El primero es aquel que se entiende 
refleja el verdadero estado de los hechos de una sociedad, es decir un estado empírico del derecho 
en una sociedad; el segundo se refiere a un estado en el cual el soberano otorga validez a diferentes 
sistemas jurídicos permitiendo una coexistencia de los mismos. P.774

Así pues, la noción de pluralismo jurídico débil conlleva necesariamente la idea de un centralis-
mo jurídico débil. Frente a la hibridación de estas dos formas de pluralismo, emerge una categoría 
conceptual que logra describirlo, y es la de “campos sociales semiautónomos”, los cuales y según 
Moore (1973), “se caracterizan por la posibilidad de generar reglas y garantizar su aplicación e indu-
cir a la conformidad con dicha regla. Cada uno de estos campos contiene sus propias costumbres, 
utilizando términos ya citados, contienen diferentes niveles de normas legales” p. 719.

En ese orden de ideas la consolidación del pluralismo jurídico a través de los campos sociales se-
miautónomos tiene implicaciones como las que resalta Sousa (1995), al argumenta que la consolida-
ción estos espacios están “vinculados a la creación de mecanismos (normativos) para la prevención y 
arreglo de disputas a través de un discurso argumentativo asociado a la amenaza del uso de la fuerza” 
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p.296.  esta disertación se basa en la noción de encontrar la función del derecho que no es otra que 
mantener el orden normativo en el grupo a través de la resolución de conflictos.

Así pues y como conclusión de este segmento se debe decir que aun en las sociedades modernas 
y en las grandes urbes, coexiste el pluralismo jurídico, pues son diversas las formas en que el de-
recho positivizado y central, llega a ser acogido, ya que suele ser intruso en medio de los órdenes 
normativos que los grupos humanos o campos sociales semiautónomos, han acogido para regular su 
convivencia.

Estudio y aplicación de la Política pública de vivienda de interés social 
gratuito

Para desarrollar este segmento, disertaremos acerca de lo que se concibe como política pública, 
posteriormente se expondrá las líneas gruesas que componen la política pública de vivienda, hacien-
do énfasis en la aplicación del programa de vivienda de interés social gratuita.

Política pública.
A pesar de que política pública sea un concepto polisémico, existen ciertos conceptos que logran 

abarcar sus elementos, es el caso de lo expuesto por cuervo (2010), según el cual política pública es 

La acción del Estado orientada por el gobierno que, de una manera coherente, integral, legítima, 
sistemática y sostenible, busca responder a las demandas sociales y desarrollar los mandatos cons-
titucionales y legales, acudiendo a distintos métodos de análisis, modelos de gestión y criterios de 
evaluación, con la participación de los actores involucrados en el problema y en la búsqueda de la 
solución. p.10

De este concepto se pueden extraer una diversidad de elementos que son conducentes para de-
mostrar que desde su misma acepción las políticas públicas buscan realizar un consenso con las 
diferentes visiones jurídicas de la sociedad. Pero ¿hasta qué punto se tiene en cuenta la conciliación 
de la aplicación normativa estatal y la que se genera al interior de la comunidad?

Política pública de vivienda en Colombia

Para desarrollar este segmento nos remitiremos entre otros documentos al informe de Fedesa-
rrollo y el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, presentado en enero de 2017, que se comple-
mentara con artículos y documentos no oficiales.

Según Yepes y Ramírez (2017), Históricamente, hay tres etapas que permiten entender la evolu-
ción de la política habitacional en Colombia. La primera cubre la mayor parte del siglo XX y termi-
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na a inicios de la década de los noventa, caracterizada por un subsidio a la oferta; la segunda etapa 
inicia en 1991 con las reformas desarrolladas con la nueva Constitución Política que llevaron a la 
formulación y aprobación de la Ley 3 de 1991, esta etapa se caracterizó por un cambio de paradigma 
del rol del Estado en cuanto a que ahora subsidiaba la demanda, y fue la respuesta del Estado frente 
a la inoperancia de los mecanismos de oferta; finalmente la tercer etapa se da con el Plan Nacional 
de Desarrollo 2007-2010 que busco la combinación de instrumentos para la oferta y la demanda.

Uno solo, ha sido el paradigma focalizado que ha mantenido el Estado colombiano en los últimos 
dos gobiernos frente a la población beneficiaria de la politica, pues asi lo refire Yepes (2017): 

Los dos últimos gobiernos han incluido además intervenciones de oferta fo-
calizadas en la población más vulnerable. Esencialmente se identificaron segmentos 
poblacionales sin capacidad para demandar efectivamente la vivienda en las condi-
ciones en que el mercado las puede ofrecer, siendo a la vez población que presentaba 
condiciones de vulnerabilidad de permanecer en la pobreza extrema debido a que 
habían sido afectados por el conflicto armado o por desastres naturales. (p.10)

Programa 100000 viviendas gratis.

El Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, el gobierno nacional estructuró en 2012 el Programa 
de Vivienda Gratuita con la meta de construir cien mil viviendas nuevas, según el DNP (2012) el 
programa de las 100 mil viviendas gratis nace como respuesta del Gobierno Nacional a la realidad 
de miles de hogares que viven en situación de extrema pobreza y, por lo tanto, no logran acceder a 
un crédito para obtener su vivienda por los mecanismos tradicionales que ofrece el mercado. Cuyo 
objetivo principal es reducir la pobreza. 

El artículo 12 de la ley 1537 establece la población potencialmente beneficiaria de este subsidio 
de vivienda a saber: a) que esté vinculada a programas sociales del Estado que tengan por objeto la 
superación de la pobreza extrema o que se encuentre dentro del rango de pobreza extrema, b) que 
esté en situación de desplazamiento, c) que haya sido afectada por desastres naturales, calamidades 
públicas o emergencias y/o d) que se encuentre habitando en zonas de alto riesgo no mitigable. A su 
vez el decreto 1921 de 2012 estableció el sistema de selección de beneficiarios vivienda gratis.

A pesar que la ley establece la potencial población beneficiaria de este subsidio, no se encuentra 
en este texto normativo o en otro que lo desarrolle, un enfoque que tenga en cuenta las lógicas pro-
pias de la vivencia del campesino tradicional (en caso de la población desplazada de zonas rurales), 
por otra parte no se entrevé la existencia de programas sociales alternos y/o suplementarios, para 
mitigar la posibilidad de que las poblaciones en extrema pobreza -y sus lógicas de convivencia-cai-
gan en redes de delincuencia; pero tampoco se halla la manera en que la visión jurídica de conviven-
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cia  de las poblaciones inmersas en torres de apartamento sea posible, pues solo el derecho central a 
partir de la ley de propiedad horizontal es la que empieza a regir.

Como muestra de lo expuesto en el párrafo anterior, tomamos como muestra la aplicación de este 
subsidio en el municipio de Tunja, que tuvo como resultado la consolidación del “Barrio Antonia 
Santos”, este barrio con base en información Oficial de DPS indica que el 89% de las familias son del 
grupo Red Unidos (familias en extrema pobreza del sector urbano de Tunja e inmigrantes de secto-
res rurales), el 9% Víctimas del conflicto armado (desplazados por violencia y asentados en Tunja en 
los últimos 15 años) y un 2% familias reubicadas por ola invernal de sectores rurales de Boyacá. Según 
el organismo precitado, el proyecto cuenta con 800 apartamentos (vivienda gratuita) distribuidos en 
40 torres, 7 manzanas, los cuales albergan entre 800 y 850 familias donde en algunos apartamentos 
reside de 1 a 3 familias, lo cual suma un promedio total de 4000 personas.

De igual forma y según el trabajo de cartografía social con base en el método etnográfico y cua-
litativo realizado por el proyecto de investigación “educación para la paz: derechos humanos y su 
incidencia en el desarrollo humano con comunidades en situación  de vulnerabilidad”   de la ESAP,  
dirigidos por las profesoras Nilce Ariza y Socorro Vanegas han hallado que la convivencia dentro de 
las torres suele ser caótica, puesto que dentro de una misma habitan personas campesinas víctimas 
del conflicto, desmovilizados, personas de la periferia urbana con extrema pobreza; donde todos 
ellos representan lógicas particulares  de convivencia que riñen entre si y se materializa en la mues-
tra de violencia, problemas de convivencia, costumbres que se comienzan a hibridarse entre sectores 
urbanos y campesinos como el consumo de sustancias sicoactiva. Sumado a lo anterior se encuentra 
una lógica normativa de convivencia muy diferente a la que los sectores poblacionales beneficiados 
han tenido en sus vidas y es la emanada por el derecho central o Estatal que se positiviza en la ley de 
propiedad horizontal, la cual (y sin una pedagogía real previa) les impone el deber ser de la convi-
vencia, en suma les ordena el comportamiento, rompiendo así con la cosmovisión tradicional cam-
pesina, ordena la construcción de muy definidos órganos de convivencia, que suspende la autonomía 
para formar mecanismos de convivencia, etc. 

 
Corolario y Conclusión
 

Para concluir debemos decir que el pluralismo jurídico se presenta no solo en cuanto a la dispa-
ridad existente entre las normas propias de pueblos raizales u originarios frente al derecho Estatal, 
sino que también está presente en las sociedades urbanas, pues es tal el dinamismo de las mismas, 
que crean y recrean el derecho conforme al derecho viviente.

Por otra parte, la contribución principal del pluralismo jurídico radica en ayudar a comprender 
los subsistemas que en alguna oportunidad pueden entrar en conflicto con el sistema estatal, es por 
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esto que este trabajo ha tenido como tarea esbozar las primeras evidencias y aproximaciones de la 
existencia de lógicas normativas de convivencia plural entre los beneficiarios del programa de vi-
vienda gratuita.

Así mismo se ha evidenciado que es tal el choque no solo entre las poblaciones beneficiarias del 
subsidio descrito, sino el existente frente a el derecho Estatal centralizado, pues lo ven como algo 
ajeno de lo cual nunca han sido parte y por tanto, hoy, 3 años después de la entrega de las viviendas 
no han establecido los órganos de administración, propios del régimen de propiedad horizontal.

 Se evidencia también la falta de pedagogía previa en materia de propiedad horizontal que logra-
ra mitigar el choque de visiones plurales del derecho, entre el derecho Estatal central y las lógicas 
de convivencia de los beneficiarios del subsidio; donde tal insuficiencia por parte de este programa 
(que hace parte de la política pública de vivienda), ha generado caos entre las 4000 personas que 
hoy habitan el Barrio Antonia Santos, generándose vulneración a derechos entre los particulares, y 
sobretodo no adaptando parámetros de vivienda digna.

Existe la posibilidad por parte del Estado de que tales visiones dispares o plurales del derecho 
no generen caos, esto se logra a través de una visión sistémica, la cual posibilita que la compresión 
de los mismos fenómenos jurídicos dispares, permitan encontrar puntos básicos que contribuyan a 
desarrollar nuevos conceptos legales que contengan elementos de ambas culturas, buscando así solu-
cionar las posiciones dialécticas de derecho/no derecho – derecho estatal/derecho no estatal. La idea 
consiste en capturar la representación de la dicotomía volviéndola parte del sistema (samuelson, 
1997). Siendo ésta una tarea esencial de las políticas públicas sociales.
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Los Derechos Humanos como el fin de toda política pública.

Resumen
La orientación en la historia de las políticas públicas en nuestro país y en cada uno de los depar-

tamentos, se ha caracterizado por tener como ausente lo que debería ser el eje fundamental de cada 
una de las estructuras y argumentos que debe reflejar las esferas del sector público, siendo este eje 
los Derechos Humanos, puesto que, estos deberían ser la base, el camino y el fin de cada una de las 
políticas públicas aplicadas y llevadas a cabo por parte de las diferentes administraciones ya sean 
municipales, departamentales y/o nacionales, puesto que el trabajo de una administración, no es 
otra cosa más que implementar, respetar y ejecutar cada uno de los derechos inherentes a los seres 
humanos y de esta manera integrar a la persona con la sociedad, lo anterior toda vez que, son los De-
rechos Humanos los que permiten que exista y perdure una relación positiva –política, económica 
y/o social- entre el hombre y su comunidad. 

Palabras Claves: Derechos Humanos, políticas públicas, administración, sector público, perso-
na, sociedad.

Introducción
Hablar de Derechos Humanos en las políticas públicas en los últimos años, se han referido única-

mente como una “guía”, pero no como una base fundamental y una finalidad, es por lo anterior que 
el problema de investigación se enfoca en la importancia que cada una de las administraciones del 
sector público evoquen y de esta manera respondan a la siguiente necesidades: ¿Los Derechos Hu-
manos se deben tomar como guía o fin en el sector público? ¿Las políticas públicas materializan los 
Derechos Humanos? y ¿Cuál es la verdadera importancia de los Derechos Humanos en la realización 
de una sociedad?

Los Derechos Humanos surgen desde la necesidad de un pueblo cansado de las errantes políticas 
que los habían gobernado durante los últimos años, y que habían traído consigo, desigualdad, po-
breza y muerte, con el fin de traer nuevas oportunidades, esperanzas, buen manejo de la economía, 
de la política y de la misma sociedad, entendiendo por primera vez en una comunidad moderna, que 
la base fundamental de toda comunidad era el ser humano, y como ser primario debía ser protegido 
por parte del sector público, naciendo así de una Revolución Francesa, la Declaración de los Dere-
chos del Hombre y del Ciudadano (Alponte, 2012) entendiéndolo como un todo soberano y donde 
toda una maquinaria publica tenía el deber de trabajar para él y por él.
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Una vez entendido lo anterior, podemos darnos cuenta lo que nos muestra, enseña y explica la 
historia frente a la importancia de los Derechos Humanos en la vida diaria de todo hombre y mujer 
que hace parte de una sociedad, y que expresa la necesidad de construir una comunidad de acuerdo 
a los preceptos normativos y principios morales avocados por dichos derechos, siendo fundamental 
que toda política pública y toda administración tenga como base y como finalidad dar fiel cumpli-
miento a lo establecido en dicha normatividad universal, puesto que, son los Derechos Humanos los 
que dan las diferentes pautas en la relación de sociedad e individuo, y de la misma forma establece 
las diferentes necesidades que el individuo necesita que una sociedad supla para que así perdure 
dicha relación de manera positiva y productiva para ambas instituciones. 

Metodología
Para lo cual, la presente investigación se fundamentó en una metodología cualitativa, la cual tie-

ne fundamento en una perspectiva interpretativa y utiliza recolección de datos sin medición numé-
rica para descubrir o afinar preguntas de investigación en el proceso de interpretación (Hernández, 
Fernández, Baptista, 2010). Esta metodología  se resguarda básicamente desde la historia y concepto 
de las sociedades y los Derechos Humanos y a su vez de la función de las políticas públicas en una co-
munidad, evocando el análisis holístico y bibliográfico, aplicando un procedimiento interpretativo. 

De la misma forma se utiliza la revisión y análisis documental que  según Bernal (2006), es un 
análisis  de la información escrita sobre un tema determinado, con el fin de establecer relaciones, 
diferencias, posturas o estado actual del conocimiento respecto del tema objeto de estudio.  Este 
tipo de investigación, depende de la información que se obtiene de documentos como fuente de re-
ferencia, sin que se altere su naturaleza y los cuales dan testimonio de una realidad u acontecimiento 
(Cásares, s.f, citado por Bernal, 2006). 

Resultados
De acuerdo con Fernández (s.f.) a parte del hombre no existe otro ser viviente que pueda ser 

sujeto del derecho, lo que le da superioridad frente a las demás criaturas vivientes. En este sentido 
se manifiesta la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) que expone la necesidad de 
considerar la libertad, la justicia y la paz como preceptos indispensables que deben traducirse en de-
rechos para toda la humanidad, derechos estos que son inherentes a cada ser humano, sin distinción 
de raza, sexo o religión. 

Frente a ello  Cordero (2011) expone que los derechos humanos le permiten a la persona humana 
vivir y desarrollarse en condiciones de dignidad; por tanto se deben traducir en implementaciones 
de distintas políticas por parte de las diferentes administraciones, siendo el único fin dar cumpli-
miento a los preceptos legales y principios morales que brotan de la exigencia de lo que en la actua-
lidad llamamos Derechos Humanos, que son el resultado de los procesos políticos y sociales a nivel 
global y regional (Jiménez,  2007); es decir, estos  no son otra cosa más que un camino y una finalidad 
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en la administración de un pueblo, en otras palabras, como camino y finalidad en la implantación 
de las diferentes políticas públicas en una sociedad.

Una política pública es una herramienta de la gestión pública, que se convierte en la plataforma 
para los diferentes planes, programas y proyectos que buscan resolver los disímiles conflictos que 
se pueden dar en una sociedad (Velásquez, 2009) conflictos que provienen de la ausencia y de la 
no aplicabilidad de los Derechos Humanos, y que pretenden subsanar cada uno de los diferentes 
errores, problemas y vacíos que ha tenido el municipio, el departamento o la nación en razón al in-
cumplimiento de dicho marco normativo a través de su historia, otro argumento que da viabilidad 
a la tesis que se maneja en la presente investigación, toda vez que, toda política pública nace de la 
necesidad de devolverle los Derechos Humanos que no han sido aplicados a dicha sociedad, por lo 
que, como ya se manifestó, los Derechos Humanos siempre son y serán el estandarte de toda política 
pública.  Ejemplo de ello, es que en países como México, se han creado instituciones y mecanismos 
jurídicos para dar atención,  promoción y solución a las necesidades derivadas del ejercicio y cum-
plimiento de los Derechos Humanos (Arenas, Citado por Cordero, 2011).

La Gerencia Social tiene como uno de sus principales retos lograr la interacción entre las políti-
cas, la gerencia pública y el desarrollo social, entendiendo la complejidad para que este último se de 
con equidad, inclusión y democracia. Además, se requiere de capacidad analítica para proponer y 
analizar alternativas de desarrollo, lo cual es posible desde la formación de políticas públicas como 
un medio para la resolución de los problemas sociales, que son problemas públicos.

La gran habilidad del gerente social está en la capacidad de movilizar intervenciones para pro-
mover el desarrollo, tanto desde las organizaciones públicas con el fin de que estas actúen efectiva y 
eficazmente, como desde las organizaciones sociales, las instituciones académicas y gremios econó-
micos, para que de manera concertada, participativa, se logren priorizar las necesidades y se gesten 
alianzas necesarias para alcanzar los objetivos propuestos con un criterio humano, participativo, 
equitativo y sostenible.

La relación de la gerencia social, en la implementación de políticas públicas con enfoque en 
derechos humanos, se presenta dado a sus principios y criterios de gestión participativa en el que 
se da reconocimiento al ser humano con capacidad para producir, amar, jugar, gozar, relacionarse 
con el otro, como elemento dinámico; Permite reconocer sus potencialidades como un ser capaz de 
actuar por iniciativa propia en la formulación, cogestión y autogestión de propuestas orientadas a la 
satisfacción de sus necesidades y a la construcción de comunidad. La participación y la concertación 
posibilitan la inclusión de todos los seres humanos procesos por el cual diversas fuerzas sociales, eco-
nómicas y políticas, se involucran y mantienen de manera consciente para hacer valer sus intereses 
y derechos en una sociedad, creando y fortaleciendo espacios para el diálogo y la concertación de 
necesidades y la apuesta de una meta común. 
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El nivel de concertación hace referencia al momento en el cual los actores participan con pro-
puestas viables y factibles para transformar un hecho, que se pone de manifiesto para acordar la me-
jor alternativa, conforme a criterios de bienestar colectivo y teniendo en cuenta elementos como la 
factibilidad económica, técnica, social, ambiental y jurídica. El nivel de decisión alude a la selección 
bajo criterios validos en condiciones de igualdad real, de la mejor alternativa, entre varias, para la 
transformación de la situación discutida.

Teniendo en cuenta algunos avances relacionados con el tema en derechos humanos a nivel de-
partamental. El dato más reciente fue el pasado 31 de Marzo del 2017, en el que fue aprobado el 
Plan de Acción Departamental de Derechos Humanos y Derecho internacional Humanitario. “En 
el  valor y fortaleza de este Plan de Acción está la definición de acciones concretas para la garantía y 
protección de los DDHH de todos los casanareños”, según lo manifestó el Gobernador de Casanare 
Josué Alirio Barrera. Cabe destacar que la elaboración de este documento técnico es el resultado del 
trabajo del comité de DD.HH en sesiones anteriores, donde organizaciones civiles e instituciones 
del estado generaron los insumos, experiencias e información necesarios para su definición.

Con este resultado la Administración Departamental continúa avanzando en el reto 1 del Plan de 
Desarrollo: Seguridad para todos y confianza en las instituciones.

Al final de la jornada, representantes de organizaciones civiles y de DD.HH manifestación su 
satisfacción con los resultados alcanzados y resaltaron el compromiso en esta materia por parte del 
Gobernador Alirio Barrera, quien a través de la Secretaria de Gobierno y Desarrollo Comunitario 
ha activado este espacio de participación a nivel departamental y a nivel local en todos los munici-
pios de Casanare.

Con lo anterior se concluye que se han dado pasos positivos frente al tema en el departamento 
del Casanare y que es necesario realizar un seguimiento a estos planes de desarrollo, con el fin de 
lograr los objetivos por los cuales fue diseñado.

Conclusiones
Los Derechos Humanos en la aplicación de las políticas públicas no deberían ser solo una pers-

pectiva o disminuirse simplemente a un “marco normativo”, sino al contrario deben ser vistos como 
una guía, un camino y una finalidad, puesto que los Derechos Humanos entrañan las más impor-
tantes necesidades para el buen funcionamiento de un ser humano en una sociedad, y muestra que, 
supliéndolos de manera fiel y completa, generan un progreso social, económico y político en dicha 
sociedad, puesto que, si sus soberanos tienen todo protegido, perdurara la buena relación de ellos 
con la comunidad.
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Y aunque lo anteriormente dicho pueda sonar como una utopía, es el sencillo significado del 
mantenimiento del bien común en una sociedad, siendo las políticas públicas el desarrollo de los 
Derechos Humanos, y no al contrario –como se ha venido manejando-, puesto que esto limita y 
coloca en un segundo lugar, la importancia del ciudadano sobre la sociedad, cuando son dos institu-
ciones que deben estar en el mismo lugar y trabajando de manera paralela la una para la otra. 

De acuerdo a lo anterior,  la función del gerente social es fundamental puesto que debe dimen-
sionar herramientas como la gestión del cambio, la comunicación, la evaluación y el seguimiento y 
la sistematización de prácticas sociales, como aquellas que le posibiliten no generar intervenciones 
poco articuladas y en función de unos pocos intereses, dichas herramientas le proporcionaran ele-
mentos de replicabilidad, sostenibilidad y de medición del impacto así como, de reflexión perma-
nente acerca de cómo, en donde, con que y con quienes planear el desarrollo social. 

Como objetivo principal, la búsqueda de la convergencia de todos y cada uno de los actores invo-
lucrados, que viabilice la destinación de recursos, y todo esto fundamentado desde un cambio en las 
condiciones de inequidad establecidas, que se comprometa con mostrar los frutos de su intervención 
en función del mejoramiento de la calidad de vida y el desarrollo humano participativo, equitativo 
y sostenible.
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 ANÁLISIS DE LAS ALIANZAS PUBLICO PRIVADAS PARA El DESARROLLO, 
DENTRO DEL CONTEXTO DE LOS DDHH Y LA GERENCIA SOCIAL
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Resumen 
Las alianzas público privadas hacen parte de la nueva era de la globalización, el presente docu-

mento tiene como objetivo recopilar los lineamientos establecidos por aquellos autores que han 
hecho grandes aportes al tema de las Alianzas Público Privadas para el Desarrollo y la injerencia 
de la gerencia social para generar conciencia en las diferentes instituciones sobre la importancia 
de formular e implementar estrategias a mediano y largo plazo, que sirvan para establecer políticas 
sociales dentro del contexto global de los derechos humanos, a fin de contribuir con la disminución 
la desigualdad, que conllevan a la pobreza. 

En aras de lograr que exista colaboración entre los sectores públicos y privados de manera que 
se beneficien mutuamente al mismo tiempo que contribuyan en la inversión de diferentes sectores 
como; salud, educación entre otros, vista como un derecho, no como un servicio por el cual se debe 
pagar por una obtención de calidad 

Palabras Claves: Alianzas, necesidades, Eficacia, inclusión, desarrollo, pobreza, desigualdad, 
derechos, productividad, sostenibilidad. 
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Introducción 
A través la historia el hombre se ha organizado de diversas formas de tal modo que mediante la 

creación de sociedades ha establecido unas normas y unos derechos con el ánimo de contribuir al 
bienestar de todos los individuos que constituyen dicha sociedad o comunidad. Para ello se divide 
en dos grandes sectores públicos y privados que aunque trabajan separados tienen como fin común 
prestar bienes y servicios, al mismo tiempo que satisface sus clientes. 

El sector público se crea con el ánimo que este supla las necesidades básicas de toda la sociedad 
garantizando unos derechos que posee cada ser humano, al mismo tiempo buscar la prosperidad de 
la comunidad en general, para ello se ve forzado a buscar ayuda para lograr sus fines, es aquí donde 
observamos el protagonismo de un importante actor y es el sector privado, a esta unión se le llama 
Alianzas público privadas, las cuales buscan conjuntamente suplir la demanda de la población en 
general, al mismo tiempo que se ven beneficiados los dos sectores. 

De lo anterior surge entonces una la pregunta ¿el estado por si solo, cuenta con la capacidad 
gerencial y financiera para solventar las necesidades básicas de sus ciudadanos, en aras de reducir la 
desigualdad y la pobreza social dentro del contexto de los derechos humanos?, es el gran interrogan-
te que atañe a toda una sociedad. 

Si queremos responder a nuestro anterior interrogante debemos fijarnos como objetivo principal 
analizar las alianzas público privadas como vía principal del desarrollo sostenible dentro del marco 
de la gerencia social, teniendo en cuenta aspectos importantes como los derechos humanos, pues al 
mirar las necesidades básicas insatisfecha no como servicios si no como derechos se torna fundamen-
tal en aras de lograr los fines del estado y las metas del milenio. 

Metodología 
Una vez analizado los diferentes conceptos sobre alianzas público privadas para el desarrollo 

-APPD expuestos por los diversos autores, y comparando la teoría con la realidad, consideramos que 
el tipo de investigación aplicada es descriptivo, basada revisión documental y en consultas de textos 
escritos, los cuales nos permite reflexionar en torno a la formación de alianzas de carácter público 
privado para el desarrollo que han sido creadas para incluir a América Latina y el Caribe, las cuales 
fueron tomadas de experiencias significadas de países europeos, con el fin de expande la economía 
de la región y la reducción de la pobreza. 

Análisis de las Alianzas Publico Privadas para el Desarrollo, dentro del Con-
texto de los DDHH y la Gerencia Social 

Las alianzas público privadas nace en los años 90, teniendo como referencia en América latina 
que el primer país que inicio este tipo de procesos entre asociaciones del sector público y privado 
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fue Chile, con el fin de consolidar procesos de desarrollo que permitan cooperación donde se vean 
beneficiados los dos actores. 

De los fines del estado y las políticas publicas 
La necesidad por la que se estado siempre se encuentra plasmada en el artículo 2 de la constitu-

ción política de Colombia donde describe que (Asamblea Nacional Contituyente, 2016) son fines 
esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efecti-
vidad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación 
de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural 
de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia 

El renacer de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a 
todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

En otras palabras, (Martinez, 2015) es comúnmente entendido que los Estados tienen la obliga-
ción de asegurar el bienestar de sus ciudadanos. Para tal efecto, los Estados deben desarrollar una 
serie de acciones o prestaciones a favor de su población, en la cual se garantizar los servicios básicos 
para la supervivencia digna del ser humano, es decir de sus habitantes u coterráneos; en su efecto 
estos servicios y acciones demandan un gasto financiero y es el estado el encargado de suplir esta 
inversión que se retribuye en bienestar hacia la sociedad, es así como el estado en ocasiones se ve im-
posibilitado a suplir dichas necesidades debido a la alta demanda de servicios que generan un gasto 
excesivo del erario público y debe recurrir a estrategias. 

Podemos afirmar que las Alianzas Público Privadas – APP, hacen parte de una estrategia imple-
mentada por los países, con el ánimo de obtener mejores resultados el cual beneficie las dos partes 
por un lado el estado; con la efectividad en sus políticas públicas y el privado el poder ser más com-
petitivo en la región y tener un contacto más cercano con las comunidades.

El renacer de una alianza 
Las APP surgen de las diversas necesidades de los países y el estado no cuenta con los recursos 

necesarios para lograr resultados de desarrollo específicos. A saber que las finanzas del estado se 
originan de gravámenes e impuestos cobrados a sus ciudadanos, es por ello que la redistribución de 
estos tributos no alcanza para suplir las necesidades de sus moradores al igual que el garantizarle los 
derechos a sus habitantes. 

Una vez nace la idea de las APPD, existen elementos como propuestas, intereses y son los actores 
los cuales llevan a feliz término la constitución del acuerdo, es entonces como se logra una mejor 
eficiencia, resultados de interés compartidos, inclusión social para ser más efectivas las políticas 
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públicas del estado, se puede decir que las APPD son la manera más eficiente de lograr reducir la 
pobreza y la desigualdad. 

Los principales elementos para construir en feliz término una APPD, son sus socios, los cuales 
deben ser del sector público, del sector privado, de la sociedad civil y algunos casos del ámbito de 
la academia, con la inclusión de estos sectores nos garantizan la inclusión total la cual genera un 
ámbito de plena confianza para los ciudadanos. 

Ahora bien el sector público quien tiene el deber de velar por el bienestar de la sociedad en ge-
neral debe recurrir a todos los medios posibles para logar su cometido y demostrar resultados y para 
ello cuenta con una amplia gama del grupo empresarial el cual depende también de unas condicio-
nes intrínsecas como son sus clientes los cuales hacen parte de la misma ciudadanía. 

Desde otra perspectiva, el sector privado debe contribuir al desarrollo de la humanidad y a su vez 
se beneficia en cierta manera apoyando al sector público en un fin común ya que sus dividendos se 
generan de bienes y servicios prestados a la población. 

Las estrategias de desarrollo con un enfoque proactivo de transformación surgen, en primer lu-
gar, a partir de un diagnóstico y evaluación de las oportunidades clave para mejorar el posiciona-
miento del país en el mercado mundial, con una proyección a mediano y largo plazo e identificando 
las restricciones primarias que es preciso superar, reducir o eliminar a fin de aprovechar dichas 
oportunidades, (Devlin & Moguillansky, 2009, pág. 8) en otras palabras para lograr un desarrollo 
prometedor hay que planificar ya sea a corto o largo plazo según la estrategia y el alcance de los obje-
tivos programados, teniendo en cuenta factores de los cuales infieren en la proyección y la situación 
actual del país.

Las necesidades básicas y los derechos humanos 
Cuando se suple las NB (necesidades básicas) de cada uno de los ciudadanos, estamos hablando 

de garantizar los derechos humanos de dicha población, derechos como la educación, saneamiento 
básico y agua potable, vivienda digna, salud, al trabajo entre otros; estos demandan un alto costo 
financiero, se establece entonces una colosal carga presupuestal hacia el estado. 

Para garantizar una política social eficaz, encaminada a suplir las NBI de la sociedad, la cual 
garantice el cumplimiento de los derechos humanos, es la gerencia social, pues hace que sea más efi-
ciente las acciones del estado por medio de las políticas públicas dirigidas al sector social reduciendo 
la gran brecha de la desigualdad y reduciendo la pobreza. 

La gerencia social dentro del marco de los derechos humanos y el impulso 
de las alianzas público privadas. 
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Una garantía para el cumplimiento de los objetivos propuestos en la APPD dentro del contexto 
de los derechos humanos lo hace la gerencia social ya que (TURMERO, 2008)los escenarios econó-
micos del presente, demandan el compromiso que las empresas a través de una gerencia dinámica, 
proactiva, comprometida, se identifiquen plenamente con el cumplimiento de una buena ética em-
presarial que es requerida junto con una  eficaz responsabilidad social para con la comunidad, con 
los consumidores a quienes les presta sus servicios.

De la importancia de la ciudadanía en las APPD 
Cuando nos referimos a los compromisos de la población beneficiada, hacemos énfasis en la pro-

ductividad y sostenibilidad de los programas y proyectos, en este sentido la sociedad debe participar 
en la auto-sostenibilidad del proyecto, esto se da a medida que se potencializan las cualidades y des-
trezas de los beneficiarios para lograr la efectividad de las políticas públicas y adquirir un desarrollo 
meramente sostenible, pues finalmente es el que se queda con el servicio o beneficio, al tiempo que 
se garantiza como un derecho la adquisición del producto. 

La sociedad civil conforma un conjunto sumamente heterogéneo, pero de una importancia cen-
tral en la generación de procesos de desarrollo. De acuerdo con los principios de Estambul para 
la Eficacia del Desarrollo de las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC) (2010), las OSC son 
eficaces como agentes de desarrollo cuando: respeten y promueven los derechos humanos y la jus-
ticia social, incorporan la igualdad de género y la equidad mientras promueven los derechos de las 
mujeres y las niñas, se centran en el empoderamiento de las personas, la apropiación democrática y 
la participación , promueven la sostenibilidad ambiental, practican la transparencia y la rendición 
de cuentas, persiguen asociaciones equitativas y basadas en la solidaridad, crean y comparten co-
nocimiento y se comprometen al aprendizaje mutuo, se comprometen a realizar cambios positivos 
y sostenibles, (Fundacion CIDEAL, pág. 19) de esta forma el desarrollo alcanza su punto más alto 
logrando cumplir los objetivos del milenio. 

Para lograr las iniciativas de desarrollo en una región implica una serie de procesos, entre ellos y 
tal vez el más importante es la cooperación entre lo público y lo privado pues mediante esta coali-
ción no solo se logra el desarrollo endógeno y lo más importante que sea sostenible. En otras pala-
bras, el motor para lograr el crecimiento social político y económico de un territorio son las alianzas 
público privadas de desarrollo siempre y cuando allá inclusión social. 

¿Servicios públicos o derechos públicos? 
La pregunta surge a partir de la exclusión de algunos sectores los cuales no cuentan con servicios 

públicos a que tienen derecho como ciudadanos y a los que en nuestro primer párrafo nombramos 
sobre los fines del estado. 
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Los derechos como son el contar con; salud, educación, agua potable y saneamiento básico, son 
vistos ahora como un servicio y no vistos como deben ser un derecho con el que todo ciudadano 
debe contar, la utilización de estos derechos como negocio lucrativo hacen que la población vulnera-
ble limite su acceso, pues sin importar las consecuencias buscan siempre como llenar sus arcas y no 
en garantizar ese derecho que según la declaración universal de los derechos humanos artículos 25 y 
26 respectiva mente y en la resolución de las ONU 64/292 del 28 de julio de 2010. Es así como dere-
chos se ven inmersos en un negocio para los corruptos y desespero para los beneficiados disfrazados 
en servicio se venden al mejor postor. 

Las APPD permiten de cierta forma mitigar esa carga presupuestal para el estado y a su vez com-
promete al ciudadano para que adquiera responsabilidad pero antes que ello se concientice del valor 
público y lo que significa el privilegio de contar con esos servicios pero como un derecho. 

Los derechos humanos, la erradicación de la pobreza y el papel de la geren-
cia social en la ejecución de las APPD 

Como hemos suscitado anteriormente el problema de la pobreza y la desigualdad radica en la fal-
ta de recursos para suplir las necesidades básicas insatisfechas, pero esta frase es un poco retrograda 
para nuestro gusto, ya que países como Finlandia o noruega han desarrollado un modelo en el cual la 
erradicación de la pobreza extrema avanzo a pasos agigantados, una (Es de Politólogos, pág. 2) receta 
que ha sido increíblemente exitosa para el país combinando la inversión privada con grandes gastos 
sociales por parte del Estado, es en este punto donde hacemos énfasis en el fortalecimiento de las 
APP, pues no hay otra manera de lograr el desarrollo social, pero que al mismo tiempo nos asegure 
el cumplimiento de los derechos humanos, en aras de lograr el bienestar de las personas, pues es 
finalmente lo que se busca. 

El modelo noruego presenta un plan en el cual a pesar de que su principal ingreso sea el crudo 
evoluciona hacia un modelo económico social y ecológicamente sustentable que asegura su futuro 
como nación y puede ser el ejemplo que necesitamos en Latinoamérica para terminar de potenciar 
nuestras naciones hacia un gran porvenir (Es de Politólogos, pág. 3). De esta forma la gerencia social 
cobra valor y se torna de vital importancia para lograr los objetivos propuestos en la erradicación 
de la pobreza extrema. 

El gerente social ve oportunidades donde muchos ven carencia, es por ello su rol recobra impor-
tancia, esto hace que se facilite la implementación de la política pública minimizando el riesgo entre 
los dos sectores al mismo tiempo que asegura el beneficio social, dándole un toque de innovación 
social, mediante la cooperación entre estos permitiendo el acceso de la población a bienes y servicios 
para asegurar el cumplimiento de los derechos humanos dando paso a un desarrollo social sostenible.
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Las APP, experiencia llena de éxito. 

Grupo ISA generadora de confianza 
La experiencia de ETB, ISA y otras empresas internacionales demuestra que la asociación de 

capitales públicos y privados en empresas de servicios públicos es exitosa, y que los inversionistas 
privados están dispuestos a correr riesgos mientras: Se respete su calidad de inversionistas mino-
ritarios, se apliquen prácticas de buen gobierno corporativo y les sea ofrecida una oportunidad de 
inversión seria, sólida y confiable. (Grupo Empresarial ISA, pág. 18). 

Es así como Se requiere un esquema que permita a empresas mixtas en sus países de origen, ob-
tener el acceso a financiación por parte de las entidades multilaterales. De ello dependerá el futuro 
del esquema de colaboración entre lo público y lo privado (Public-Private Partnership). (Grupo 
Empresarial ISA, pág. 19) 

ISA, una de las mayores empresas transportadoras de electricidad de Latinoamérica, ha desa-
rrollado exitosamente una estrategia de internacionalización de sus servicios, mediante la cual in-
terpreta los cambios que la economía global le ha impuesto y se adapta a ellos por medio del apa-
lancamiento de su estrategia en las fortalezas internas como son su modelo de gestión, su personal 
calificado y la visión de sus líderes. En 2009, ISA se consolidó como un grupo empresarial con par-
ticipación en Colombia, Perú, Bolivia, Ecuador, Brasil y Centroamérica y que incursiona no solo en 
el negocio de la energía, sino en los del mercado de capitales y los sistemas de infraestructura lineal 
como la construcción de carreteras. (Escobar García & Chaparro Rueda, pág. 63) 

Esta nueva incursión en el mercado de capitales no significa un instrumento que refleja la evo-
lución de la compañía y los ajustes graduales a la estrategia, partiendo de la valoración del cono-
cimiento y del gusto que se tiene hacia el desarrollo de sistemas como el diseño, la operación y la 
construcción de sistemas de infraestructura lineal como gas y vías (Escobar García & Chaparro 
Rueda, pág. 63), entre otros los cuales contribuyen a la facilitación del cumplimiento de los derechos 
humanos, por ejemplo si un sector aislado no cuenta con las vías necesarias para un acceso rápido 
podemos estar hablando del derecho a la vida, pues al sufrir un percance cualquier ciudadano la de-
mora en su traslado le podría ocasionar la muerte; por el contrario si tenemos buenas vías se estará 
garantizando ese  derecho pues en algunas circunstancias un minuto más un minuto menos hace la 
diferencia entre la vida y la muerte. 

En desarrollo de esta nueva etapa de la estrategia, ISA se apalanca en el capital relacional con el 
gobierno y firmar acuerdos administrativos que conduzcan al manejo óptimo y transparente de los 
recursos públicos. En una curva rápida de aprendizaje, ISA tendrá que conocer el nuevo sector de la 
construcción de vías. En febrero de 2009 recibió las concesiones de las denominadas Autopistas de 
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Montaña del Departamento de Antioquia, primer paso que, de ser exitoso, será el salto a las activi-
dades en todo el país. (Escobar García & Chaparro Rueda, pág. 71)

Esta estrategia de crecimiento se sustenta en unas sólidas bases que buscan prestar servicios con 
calidad y confiabilidad, incursionar en los mercados de capitales, mediante el acceso a los recursos 
de financiación, y desarrollar prácticas de buen gobierno corporativo para dar tranquilidad a los 
grupos de interés sobre la gestión (Escobar García & Chaparro Rueda, pág. 71) al mismo tiempo que 
genera credibilidad a la ciudadanía generando esa cohesión social que necesita un país, dando paso 
a un desarrollo endógeno y pluralista. 

Las APP comprometida con la parte social 
El 21 de octubre de 2014, el Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes) aprobó 

cupos en las Alianzas Público Privadas (APP) para los sectores sociales. Desde ese momento, apar-
te de las obras de infraestructura en los distintos modos de transporte, en especial para las vías y 
servicios públicos, se garantizó la presencia de los particulares en proyectos de educación, salud y 
cárceles. (Revista Dinero, pág. 1). 

Las APP en educación, según señala el funcionario, “son el principal proyecto de infraestructura 
social” en el país y se ha articulado con el montaje de la jornada única que lidera el Ministerio de 
Educación. El nuevo modelo busca cambiar y modernizar la forma como se desarrollan este tipo de 
proyectos. (Revista Dinero, 2016, pág. 2) 

Actualmente se encuentran en proceso de estructuración las APP de la primera fase. Esta cubre 
85 establecimientos educativos ubicados en Barranquilla, Cartagena, Ibagué, Medellín y Soacha ade-
más del departamento de Antioquia. La inversión en los proyectos supera los $1,3 billones y su inicio 
se prevé para mediados del próximo año. (Revista Dinero, 2016, pág. 2) 

En salud, aunque la intervención de particulares es anterior a la expedición de la Ley de las APP, 
la 1508 de 2011, el año pasado fue contratada la estructuración del proyecto piloto bajo este esquema 
y correspondió a la ESE Departamental Hospital Juan Romero, ubicado en el municipio de Soledad, 
Atlántico. (Revista Dinero, pág. 2)

En Bogotá se concentran las primeras APP en salud. Estos proyectos hacen parte del Programa 
de Infraestructura Hospitalaria para la ciudad y contemplan, por ejemplo, la construcción, el man-
tenimiento, la dotación, el equipamiento biomédico, la prestación de servicios no clínicos para seis 
hospitales y la prestación de servicios clínicos en tres de estos. 

Los proyectos iniciarían obra al inicio de 2018 y el monto total de la inversión superará el medio 
billón de pesos. Además aportarán más de 1.300 camas al sistema de salud de la capital del país. 
(Revista Dinero, 2016, pág. 2) 
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En cuanto a las APP de cárceles, actualmente son dos las que se vienen estructurando técnica, le-
gal y financieramente. Uno de los proyectos de adecuación de infraestructura se ubica en Antioquia 
y el otro en Santander. Esta capacidad instalada aumentará en 4.500 los cupos. 

A la fecha, la consultoría atraviesa la fase de estructuración, por lo cual el DNP se encuentra en 
constante diálogo con la firma consultora y con el sector, para ajustar ciertos criterios del proyecto. 
(Revista Dinero, pág. 2) 

Un tercer proyecto se viene estructurando con el apoyo de la CAF, la USPEC y el Ministerio 
de Justicia. Este posibilitará la construcción de un establecimiento carcelario en Popayán, con una 
capacidad para albergar 3.500 internos. Se prevé que el inicio de las obras será a mediados de 2017 y 
la inversión superará $1 billón. (Revista Dinero, 2016, pág. 2) 

Luego de dos años, las Alianzas Público-Privadas para los sectores sociales toman forma y entre 
2017 y 2018 empezarán las primeras obras que fortalecerán la capacidad instalada del país en educa-
ción, salud y cárceles. (Revista Dinero, 2016, pág. 3) 

Conclusiones
 

El sector público se ve inmerso en la constante demanda de bienes y servicios los cuales son casi 
imposibles de solventar, pues la oferta es superior a la demanda en cuanto a su financiación por 
falta de recursos, es entonces donde el estado debe acudir a una nueva estrategia la cual consiste en 
ayudarse mutuamente junto con el sector privado dando origen así a las APPD (alianzas público 
privadas para el desarrollo). 

Las alianzas público privadas contribuyen al desarrollo de la sociedad de manera eficiente, subsa-
nando el déficit que tiene el estado para lograr sus fines, dentro de los cuales están el cumplimiento 
de los derechos humanos y para lograr mayor efectividad se hace necesario una buena gerencia social. 

Las políticas públicas de hoy en día requieren mayor inclusión social, que diferentes grupos se 
involucren para lograr el bien común, dando respuesta a las necesidades sociales del momento y para 
adquirirlo se hace necesaria la cooperación de sectores como el público y privado, es por ello que 
observamos la implementación de la APP con gran éxito en las cárceles del país con temas sociales 
como la educación con un rotundo éxito, pues los presidiarios adquieren destrezas y habilidades 
para poder desempeñarse en un trabajo honesto y no recaer en la delincuencia, al mismo tiempo que 
garantiza el cumplimiento de los derechos humanos. 

Hoy, ISA es un Grupo Empresarial colombiano consolidado, el cual trabaja en los sectores de 
energía eléctrica y telecomunicaciones que ha acoplado con éxito al nuevo sistema de las APP, po-
sibilitando la consumación de los derechos humanos, pues con la construcción de infraestructura 
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en vías y otros facilita el acceso a zonas periféricas de la ciudad permitiendo un mayor acceso a la 
educación, la salud, etc. con mayor eficiencia, y con la prestación de servicios públicos garantiza 
derechos como saneamiento básico agua potable y demás. 

El escenario económico de hoy en día, requieren una gerencia dinámica, proactiva resolutiva con 
ética y valores que se comprometa con el desarrollo social es por ello que la gerencia social la cual 
propone buenas prácticas en la implementación de las políticas sociales, se muestra como una alter-
nativa en la implementación de las APPD logrando así una mayor inclusión social y respeto hacia 
los derechos humanos. 

A lo largo del trabajo observamos que las alianzas públicas privadas constituyen en gran parte el 
éxito de las políticas públicas, es así como el estado logra sus fines y como pieza fundamental consi-
gue su financiación por medio del sector privado, pues el estado por sí solo se ve imposibilitado para 
suplir todas y cada una de las necesidades básicas de la población. 

En síntesis las alianzas público privadas del desarrollo buscan llegar a los lugares menos favo-
recidos, buscan la inclusión social con resultados más compactos y sostenibles mitigando en gran 
manera la pobreza y la desigualdad social al mismo tiempo que garantiza los derechos humanos bajo 
conceptos estratégicos de gerencia social, para garantizar una vida digna como derecho propio e 
inalienable de las personas. 
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Resumen
La presente ponencia tiene como objetivo establecer una ruta Pedagógica que sirva como instru-

mento a la administración pública para realizar Empoderamiento real que garantice la participación 
política de la mujer, partiendo desde las bases sociales y que estas acciones generen verdadero im-
pacto de transformación, puesto que en la actualidad existen innumerables espacios de participa-
ción tales como las juntas de acción comunal, las veedurías ciudadanas; no obstante en muchos retos 
participativos la mujer asume el papel con enormes dificultades basadas en el subordinación que 
ejerce el hombre. Para el desarrollo de la presente ponencia utilizamos una metodología descriptiva 
en la cual narramos la situación actual del empoderamiento de la mujer a través de la participación 
ciudadana; como hallazgos podemos deducir que el porcentaje en participación de género va dismi-
nuyendo a pesar de las políticas públicas que establecen herramientas para la inclusión y aumento. 
Finalmente, como conclusiones podemos señalar que los dirigentes y administradores estatales tie-
nen el deber de realizar una excelente administración y con el propósito de contribuir a la igualdad, 
equidad de género, éstos deben realizar un Empoderamiento Real Pedagógico.

Plabras claves: Mecanismos de Participación; Juntas de Acción Comunal, Empoderamiento, 
Mujer, Veedurías Ciudadana.

Introducción
La Constitución de 1991 otorgo espacios y herramientas de participación en todo el territorio 

nacional fundados en una Democracia participativa y pluralista; entre los artículos sobresalientes 
podemos mencionar el artículo 13 que se refiere a la igualdad real efectiva entre hombre y mujer, 
así mismo podemos mencionar el artículo 38 que consagra el Derecho de Asociación, el artículo 103 
que establece los mecanismos de participación ciudadana tales como el voto seguido del plebisci-
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gmail.com , Javier Piraquive Duran Abogado Universidad Santo tomas javier.pira@hotmail.com , Daniel Poblador Ria-
ño Administrador de Empresas U.P.T.C danielp770@hotmail.com, John Quintero López Abogado U.P.T.C johnerudi-
to@yahoo.com  , Carlos Andrés Rativa Rodríguez Administrador
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to, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del 
mandato; aunado a esto Colombia ha firmado y ratificado varios convenios para la disminución de 
brechas de género, así mismo el Constituyente primario ha promulgado diferentes normatividades 
encaminadas a la igualdad y participación de la mujer; tales como Ley 582 de 2000 Ley de Cuotas,

En el desarrollo de la presente ponencia se pretende establecer que la forma de empoderar a las 
mujeres por parte de los diferentes dirigentes y administradores estatales es incorrecta, toda vez 
que no genera un impacto de transformación política; sino que estos procesos obedecen al cumpli-
miento de metas de sus diferentes planes de desarrollo, razón por la cual El EMPODERAMIENTO 
POLITICO DE LA MUJER es un “IMAGINARIO COLECTIVO GUBERNAMENTAL”, y para 
erradicar estas malas prácticas  proponemos una ruta pedagógica que tiene como objetivo el empo-
deramiento real a la mujer desde las bases de la sociedad con el propósito de contribuir a erradicar 
los imaginarios colectivos de poder que a través de la historia el hombre ha ejercido sobre la mujer.

Planteamiento del Problema
¿Qué impacto ha generado la implementación de acciones en el empoderamiento político de la 

mujer por parte de los dirigentes estatales Boyacenses?

OBJETIVO GENERAL
Establecer una ruta Pedagógica para que los entes territoriales realicen un Empoderamiento Real 

que garantice la participación política de la mujer.

OBJETIVOS ESPECÍFICOS
•	 Identificar las problemáticas por las cuales las mujeres omiten participar en escenarios po-

líticos.

•	 Fomentar la participación política de la mujer en todos los escenarios

•	 Coadyuvar a la erradicación y/o mitigación de los imaginarios colectivos de sumisión, opre-
sión, subordinación de la mujer.

La mujer a través de la historia ha sido catalogada como un ser supremo e invisible, toda vez que 
ha sido portadoras de grandes transformaciones a nivel familiar, profesional, laboral no obstante ha 
existido un mundo desconocido políticamente; sin embargo la Constitución de 1991 otorgo espacios 
y herramientas de participación en todo el territorio nacional fundados en una Democracia partici-
pativa y pluralista; entre los artículos sobresalientes podemos mencionar el artículo 13 que se refiere 
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a la igualdad real efectiva entre hombre y mujer, así mismo podemos mencionar el artículo 38 que 
consagra el Derecho de Asociación, el artículo 103 que establece los mecanismos de participación 
ciudadana tales como el voto seguido del plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo 
abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato.

En concordancia con la legislación Internacional el Estado Colombiano ha ratificado varios con-
venios con el propósito de disminuir y/o erradicar las brechas de género y lograr la máxima garantía 
de derechos y reivindicaciones de las mujeres; entre otros tratados tenemos: Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, de 10 de diciembre de 1948. Convención sobre los Derechos Políticos de 
la Mujer; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, “Pacto de San José de Costa Rica”, Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer; Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la 
mujer; Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer 
“CONVENCIÓN DE BELEM DO PARA” ; ha sido variada la normatividad a la luz de garantía de 
derechos del género femenino; no obstante ha sido deficiente su materialización ya que todas estas 

reglamentaciones declaran maravillosas concepciones lejos de su real ejecución.

De la misma manera, el constituyente primario ha promulgado leyes en relación a la partici-
pación ´política de la mujer y esta reglamentación ha llevado a que los partidos y movimientos 
políticos tengan la obligatoriedad de incluir en sus listados a por lo menos el treinta por ciento 
30% del género femenino. Una vez la constitución y el congreso nos otorga todos estos presupuestos 
legítimos de participación y tenemos que realizar una materialización objetiva en el ejercicio de los 
mismos; la cual consideramos que se puede lograr a través del Empoderamiento Pedagógico feme-
nino mediante acciones afirmativas que conlleven verdaderamente hacia la erradicación de estados 

mentales sumisos, oprimidos, obedientes y dominados.

La realidad femenina hoy día significa tener certeza que las mujeres gozan de innumerables ga-
rantías constitucionales que desafortunadamente éstas no les dan la importancia y el valor para 
poder desarrollasen integralmente como mujeres sujetas de derechos políticos en una sociedad mar-
cada por el machismo, el patriarcado y el imaginario tanto colectivo como gubernamental.

Existen espacios participativos en los cuales las mujeres Boyacenses han incursionado de manera 
progresiva, cautelosa, reservada y prudente; ya que el género masculino ejerce  poder sobre esos es-
cenarios conquistados tiempo atrás; estas representaciones tanto políticas como de cargos públicos 
directivos “De acuerdo con el documento diagnostico Social de Equidad de Género, de la Secretaria 
Departamental de Desarrollo Humano, el número de cargos directivos es de 22 mujeres correspon-
diente al 43% y 29 hombres al 57% para un total de 51 cargos directivos.
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En ese orden de ideas y con base en el mismo diagnóstico, el número de Alcaldesas para el pe-
riodo 2012 – 2015, es de 13 frente a 110 alcaldes, teniendo en cuenta que Boyacá cuenta con 123 mu-
nicipios, esto demuestra que solo el 11% de las alcaldías en las en manos de mujeres y el restante 89% 
en cabeza de los hombres; ahora bien, en relación al periodo 2016 – 2019 el número de alcaldesas 
disminuyo de 13 paso a 8 que corresponde al 6.50%.

 
FUENTE: Datos registraduría Regional Boyacá

Es de resaltar que el escenario político de la mujer en la mayoría de los casos inicia en las Juntas 
de Acción Comunal “JAC” y las veedurías ciudadanas, ya que son espacios propicios para desarrollar 
trabajo comunitario basado en servicio social, iniciativa de cambio, aporte de experiencia, compro-
miso desinteresado, gestión voluntaria para acrecentar el desarrollo del sector; “vemos según la Se-
cretaria de Participación, de la Gobernación de Boyacá. Proceso, línea de Infancia Familiar y Mujer 
D.A.P Boyacá, las mujeres en el Departamento dentro de las JAC tienen la siguiente intervención. 
La participación más alta es en el órgano de conciliación con un 42%, lo cual da cuenta del perfil 
negociador de la mujer, le sigue el órgano de la administración con un 35% de los cuales son secreta-
rias de las juntas un 71%; tesoreras un 33%, vicepresidentas un 20% y solo el 16% son presidentas”. De 
acuerdo a la estadística podemos verificar como poco a poco la mujer va incursionando en el ámbito 
político.

Ahora bien, los administradores públicos deben ver en las veedurías ciudadanas un punto de apo-
yo para alcanzar su excelencia y evitar problemas jurídicos y demandas cuando se incurre en malos 
manejos por la falta de vigilancia y control; por eso es inamisible que se tilde de persecución política 
a la fiscalización, control y vigilancia que hacen las veedurías ciudadanas a la administración de los 
recursos públicos. Esa es una artimaña de los corruptos para hacer frente a las investigaciones judi-
ciales, como sucede con los congresistas que están investigados y todos justifican su actuar diciendo 
que es persecución política. Confundiendo la política con el actuar deshonesto de cada uno de ellos. 
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La política es un ideario que busca el bien común de la sociedad y el progreso de nuestro país, por 
medio de una administración eficaz en el manejo de los recursos públicos.

El empoderamiento de la mujer mediante la creación de grupos veedores o de que se actué de 
manera informal, todas las organizaciones de control ciudadano a la gestión estatal a cumplido unas 
funciones genéricas. Así, su propia naturaleza de grupos de control les asigna las siguientes:

•	 Vigilar que los recursos se usen según las normas, planes, programas, proyectos y contratos.

•	 Velar por que las acciones estatales sean pertinentes, oportunas, lícitas y ajustadas a la téc-
nica.

Conocer las normas, planes, programas, proyectos y contratos, así como el grado de avance real 
en la gestión de todos ellos. La información que se pida a este respecto debe ser la que importa y el 
grupo pueda manejar, tanto por el tema como por el volumen.

•	 Estudiar y analizar las explicaciones, razones e informaciones de las entidades controladas.

•	 Agotadas las vías directas de entendimiento con las entidades cuya gestión se vigila, presen-
tar informes, denuncias, demandas y acciones escritas a las autoridades competentes para 
controlarlas.

•	 Por su parte, las veedurías ciudadanas tienen las siguientes funciones asignadas por el Artí-
culo 15 de la Ley 850 de 2003:

•	 Vigilar la constitucionalidad y participación en la planeación.

•	 Vigilar que los presupuestos se ejecuten rápida, equitativa y eficazmente, y que se destinen 
ante todo para necesidades básicas insatisfechas.

•	 Vigilar el proceso de contratación.

•	 Vigilar y fiscalizar la ejecución y calidad técnica de la gestión.

•	 Recibir informes, observaciones y sugerencias de ciudadanos y organizaciones.

•	 Pedir datos de la gestión a interventores, supervisores, contratistas, ejecutores, autoridades 
contratantes y otras.

•	 Comunicar a la ciudadanía los avances de su actividad.

•	 Dar sus informes a las autoridades correspondientes.

•	 Denunciar irregularidades de los funcionarios.
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Es de vital importancia señalar que en ocasiones las dignatarias asumen el cargo sin siquiera tener 
conocimiento de las funciones, las responsabilidades, limitaciones e inhabilidades propias de cada 
cargo; y es en este aparte donde queremos hacer un llamado al gobierno y sus respectivas secretarias, 
a las asociaciones de profesionales, instituciones universitarias, para que se realice un EMPODRA-
MIENTO PEDAGOGICO REAL a la mujer desde las bases de la sociedad con el propósito de con-
tribuir a erradicar los imaginarios colectivos de poder que a través de la historia el hombre ejerce so-
bre la mujer; día a día la mujer líder, empoderada, luchadora en ocasiones iletrada perteneciente a la 
base social está adquiriendo más representación porque se está despojando de aquellas costumbres 
que por décadas la han rezagado de la escala política y poco a poco va incursionando en este espacio 
político, pero es necesario que el ente territorial vaya más allá de la positivización de una Política 
Publica es decir; que la asistencia técnica a los municipios en la creación de las Políticas Publicas de 
mujer sean resultado de estudios, trabajo de campo real y acorde a las necesidades propias del género 
y no para que estos sean imitadores de la Política central.

Aunado a lo anterior consideramos que es deber de los entes territoriales realizar Pedagogía 
real de empoderamiento de la mujer desde las bases sociales que conlleven acciones que generen 
verdadero impacto tales como: primero la caracterización de género en la cual se pueda verificar el 
nivel de escolaridad, el horario disponible de las mujeres base, mas no de los funcionarios públicos; 
segundo la descentralización de reuniones para este caso se pueden aprovechar los diferentes salones 
comunales para llevar a cabo los trabajos estatales, teniendo en cuenta que las reuniones, foros, capa-
citaciones etc a realizar deben ser convocados directamente por el ente y no por los(a) dignatarios(a) 
ya que es una tarea compleja de cumplir puesto que no se cuenta con los diferentes recursos ni el ta-
lento humano necesario para tal fin; tercero el eje temático, el cual debe corresponder a empoderar 
a las mujeres de acuerdo a las necesidades propias de cada sector; cuarto la asistencia personal de se-
cretarios ya que si asisten delegados no existe probabilidad de realizar compromisos; quinto realizar 
seguimiento toda vez que no es suficiente la presentación y/o realización de uno o dos talleres por las 
causas anteriormente mencionadas, sexto posibilidad de evaluación por parte de las mujeres bases 
para retroalimentar la forma o método de una verdadera Pedagogía de Empoderamiento donde la 
mujer se catalogue como como un verdadero ser supremo y visible políticamente.

 Metodología 

Para el desarrollo de la presente ponencia utilizamos una metodología descriptiva en la cual na-
rramos la situación actual del empoderamiento de la mujer a través de la participación ciudadana 
enfocándonos especialmente en las juntas de acción comunal y las veedurías ciudadanas ya que estos 
espacios son los más cercanos y apropiados para iniciar una participación activa y con resultados, 
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nos soportamos en datos estadísticos los cuales revelan la mínima y/o disminución de participación 
de la mujer en escenarios políticos.

Así mismo tuvimos la oportunidad de entrevistar a dos dignatarias de las Juntas de Acción Co-
munal de Duitama de los Barrios Las Nieves representado por Astrid Romero y Villa del Prado 
representado por Alba Luz Forero, quienes afirmaron que existe un bajo nivel de empoderamiento 
en este municipio; además afirman que existe una Asociación de Juntas de Acción Comunal, no 
obstante, este organismo comunal de segundo grado no realiza gestiones y/o acciones para empode-
rarlas, además nos informan que en la mayoría de Juntas de Acción Comunal no está conformado e 
comité de Mujer y Genero.

Seleccionamos esta metodología porque consideramos que es un método de manejo fácil, rápido 
y exequible a la información y datos estadísticos.

Resultados
Se Identificó las problemáticas por las cuales las mujeres omiten participar en escenarios po-

líticos dado que argumentan que por tradición el hombre ha ocupado este tipo de espacios , sin 
embargo gracias a las nuevas normas y leyes se está dando la oportunidad de participar en espacios 
políticos.

La  población de mujeres es mayor, así como son mayoría las mujeres habilitadas para sufragar, 
éstas se encuentran escasamente representadas en el sector político. Según datos de la Registradora 
Nacional del Estado Civil, en Colombia las mujeres son tan solo el 3% de los gobernadores, el 17% de 
los diputados, el 14% de los concejales y el 10% de los alcaldes.

La   inclusión de las mujeres en la política implica la garantía de ser elegidas en cargos de elección 
y designación. Sin embargo, la inclusión no es suficiente ya que además debe haber representación. 
Esta última es entendida como el comportamiento de las mujeres elegidas en representación de los 
intereses y necesidades del colectivo de mujeres.

Conclusiones 
A través de un empoderamiento real político a la mujer se garantiza el desarrollo de varios dere-

chos tales como: Igualdad, voto, asociación.

Incentivar la participación política de la mujer coadyuva a la mitigación de brechas de género. 
Las veedurías ciudadanas son espacios cercanos y apropiados para iniciar una participación activa 
de la mujer en defensa de los derechos de los ciudadanos.

La creación de las Políticas Publicas enfocadas a la mujer son el resultado de estudios, trabajo de 
campo real y acorde a las necesidades propias del género.
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La autonomía de las mujeres es un factor fundamental para garantizar el ejercicio de sus derechos 
humanos en un contexto de plena igualdad, con control sobre su cuerpo, con la posibilidad de gene-
rar ingresos y tener recursos propios y participar plenamente de la toma de decisiones que afectan 
su vida y su colectividad.

Las mujeres gozan de innumerables garantías constitucionales que desafortunadamente éstas no 
les dan la importancia y el valor para poder desarrollasen integralmente como mujeres sujetas de 
derechos políticos en una sociedad marcada por el machismo.
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